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Señores 

PROCURADURÍA JUDICIAL DELEGADA PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS (REPARTO)  

PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

conciliacionadtivamocoa@procuraduria.gov.co  

 

 

REFERENCIA:  SOLICITUD DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL COMO 

REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD - MEDIO DE CONTROL DE 

CONTROVERSIAS CONTRACTUALES 

CONVOCANTE:   COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.   

CONVOCADO:  DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA- 

TESORERÍA. 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciudad de 

Cali, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 19.395.114 de Bogotá, portador de la Tarjeta 

Profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi condición de 

apoderado general de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., sociedad legalmente 

constituida, con domicilio principal en la ciudad de Bogotá, D.C., identificada con NIT 860.037.013-

6, conforme a la escritura pública y el certificado de existencia y representación adjuntos al presente 

escrito, respetuosamente acudo ante su despacho para formular SOLICITUD DE CONCILIACIÓN 

EXTRAJUDICIAL EN DERECHO como requisito de procedibilidad del MEDIO DE CONTROL 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, de conformidad con los artículos 141 y 161 

No. 1 de la Ley 1437 de 2011, en contra del DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO - SECRETARÍA 

DE HACIENDA - TESORERÍA, representado por el señor CARLOS ANDRÉS MARROQUÍN, en su 

calidad de Gobernador del Putumayo o quien haga sus veces, con el fin de que se declare la nulidad 

de los siguientes actos administrativos). i) RESOLUCIÓN No. 075 del 08 de agosto de 2024 “Por 

medio de la cual se resuelve excepciones propuestas contra el mandamiento de pago” y la 

ii) RESOLUCIÓN No. 153 del 04 de octubre de 2024 “Por medio de la cual se resuelve un 

recurso de reposición contra la Resolución 075 del 08 de agosto de 2024”, proferidos en el 

marco del proceso administrativo de Cobro Coactivo No. 2024-007, adelantado por el 

DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA - TESORERÍA, en contra 

del CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS y mi representada, COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS 

S.A., conforme a las siguientes consideraciones de orden fáctico y jurídico: 

 

I. DESIGNACIÓN DE LAS PARTES Y SUS REPRESENTANTES 

 

Las partes que integran el presente contradictorio son las siguientes:  

 

PARTE CONVOCANTE:  

 

• COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., sociedad legalmente constituida, con domicilio 

principal en la ciudad de Bogotá, D.C., identificada con NIT 860.037.013-6, representada 

mailto:conciliacionadtivamocoa@procuraduria.gov.co
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legalmente por el señor JORGE CAMILO FERNÁNDEZ ESCOBAR, mayor de edad, 

identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 17.102.988, o quien haga sus veces.  

 

• APODERADO DE LA PARTE CONVOCANTE:  

 

El suscrito, GUSTAVO ALBERTO HERRRERA ÁVILA, mayor de edad, vecino de Cali, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 19.385.114 expedida en Cali, abogado en 

ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 39.116 expedida por el Consejo 

Superior de la Judicatura, con dirección de notificación física en la carrera 11 A No. 94 A – 

23 oficina 201 de la ciudad de Bogotá D.C. y dirección electrónica: 

notificaciones@gha.com.co.   

 

PARTE CONVOCADA:  

 

• DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA -TESORERÍA, entidad 

territorial representada legalmente por el señor CARLOS ANDRÉS MARROQUÍN, en su calidad 

de gobernador o quien haga sus veces, e identificada con NIT. 800.094.164-4, con dirección de 

notificación física en la Calle 8 No. 7-40 del municipio de Mocoa (Putumayo) y electrónica a los 

correos: notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co y contactenos@putumayo.gov.co. 

cobro.coactivo@putumayo.gov.co  

 

 

II. ACTOS ADMINISTRATIVOS CONTRACTUALES CONTROVERTIDOS 

 

1. La RESOLUCIÓN No. 075 del 08 de agosto de 2024 “Por medio de la cual se resuelve 

excepciones propuestas contra el mandamiento de pago”.  

 

2. La RESOLUCIÓN No. 153 del 04 de octubre de 2024 “Por medio de la cual se resuelve un 

recurso de reposición contra la Resolución 075 del 08 de agosto de 2024” 

 

III. OPORTUNIDAD Y REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD 

 

Previo a la exposición de los enunciados fácticos y jurídicos que fundamentan la presente solicitud, 

es importante indicarle al despacho que este escrito se presenta dentro del término correspondiente, 

en atención a que el literal d) del numeral 2 del artículo 164 del CPACA establece que el medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho debe presentarse dentro del término de cuatro (4) 

meses contados a partir del día siguiente a la notificación del acto administrativo y, en el caso 

concreto, la RESOLUCIÓN No. 153 DEL 04 DE OCTUBRE DE 2024, mediante la cual se resolvió 

el recurso de reposición contra la Resolución No. 075 del 08 de agosto de 2024 el cual resolvió las 

excepciones propuestas contra el mandamiento de pago, notificada el 09 de octubre de 2024, por 

mailto:notificaciones@gha.com.co
mailto:notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co
mailto:contactenos@putumayo.gov.co
mailto:cobro.coactivo@putumayo.gov.co


Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 

NLS 

          

 
 
                                                                                                                                                                                                   

Página 3 | 38 
 

lo que aún no han transcurrido más de cuatro (4) meses desde su notificación. 

 

IV. FÓRMULA DE ARREGLO PROPUESTA POR LA COMPAÑÍA MUNDIAL DE 

SEGUROS S.A. 

 

En atención a lo consagrado en la Ley 2220 de 2022, procedo a proponer la siguiente fórmula de 

arreglo: 

 

PRIMERO: Que el DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA- 

TESORERÍA., en virtud de la facultad consagrada en los artículos 93 y siguientes del CPACA, se 

sirva revocar los siguientes actos administrativos: 

 

 

1. La Resolución No. 075 del 8 de agosto de 2024, mediante la cual se resuelven las 

excepciones propuestas contra el mandamiento de pago, y se declara como no probadas 

las excepciones presentadas por la Compañía Mundial de Seguros S.A.  

 

2. La Resolución No. 153 del 04 de octubre de 2024 “Por medio de la cual se resuelve un 

recurso de reposición contra la Resolución 075 del 08 de agosto de 2024” 

 

SEGUNDO: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones, el DEPARTAMENTO DEL 

PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA- TESORERÍA restituya la totalidad de Seis mil 

trescientos ochenta millones ochocientos noventa y nueve mil ochocientos treinta y ocho pesos 

moneda corriente ($6.380.899.838) correspondiente al valor que la COMPAÑÍA MUNDIAL DE 

SEGUROS S.A. pagó el 17 de julio de 2024 como consecuencia del Cobro Coactivo No. 2024-007. 

 

TERCERO: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones, el DEPARTAMENTO DEL 

PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA- TESORERÍA restituya la totalidad de ciento ochenta 

y cuatro millones doscientos cincuenta y dos mil ciento seis pesos ($184.252.106) correspondiente 

al valor de los embargos que la entidad territorial debitó el 18 de julio de 2024 de la cuenta del 

Banco de Bogotá cuyo titular es la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.  

 

CUARTO: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones, el DEPARTAMENTO DEL 

PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA- TESORERÍA restituya la suma de Cincuenta y ocho 

millones doscientos treinta y tres mil doscientos doce pesos moneda corriente ($58.233.212) 

correspondientes al valor de la prima que pagó por la contratación de la caución con ocasión al 

proceso de Cobro Coactivo No. 2024-007. 

 

QUINTO: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones dinerarias, el 

DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA- TESORERÍA pague 
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intereses moratorios.  

 

 

V. PRETENSIONES 

 

PRETENSIONES PRINCIPALES:  

 

PRIMERA: Que, una vez surtido el trámite correspondiente, se DECLARE NULO la totalidad de los 

siguientes actos administrativos, proferidos dentro del proceso Administrativo de Cobro Coactivo 

No.2024-007: 

 

1. La RESOLUCIÓN No. 075 DEL 8 DE AGOSTO DE 2024, mediante la cual se resuelven las 

excepciones propuestas contra el mandamiento de pago, y se declara como no probadas 

las excepciones presentadas por la Compañía Mundial de Seguros S.A.  

 

2. La RESOLUCIÓN No. 153 del 04 de octubre de 2024 “Por medio de la cual se resuelve un 

recurso de reposición contra la Resolución 075 del 08 de agosto de 2024 

 

SEGUNDO: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones, el DEPARTAMENTO DEL 

PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA- TESORERÍA restituya la totalidad de Seis mil 

trescientos ochenta millones ochocientos noventa y nueve mil ochocientos treinta y ocho pesos 

moneda corriente ($6.380.899.838) correspondiente al valor que la COMPAÑÍA MUNDIAL DE 

SEGUROS S.A. pagó el 17 de julio de 2024 como consecuencia del Cobro Coactivo No. 2024-007. 

 

TERCERO: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones, el DEPARTAMENTO DEL 

PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA- TESORERÍA restituya la totalidad de ciento ochenta 

y cuatro millones doscientos cincuenta y dos mil ciento seis pesos ($184.252.106) correspondiente 

al valor de los embargos que la entidad territorial debitó el 18 de julio de 2024 de la cuenta del 

Banco de Bogotá cuyo titular es la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.  

 

CUARTO: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones, el DEPARTAMENTO DEL 

PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA- TESORERÍA restituya la suma de Cincuenta y ocho 

millones doscientos treinta y tres mil doscientos doce pesos moneda corriente ($58.233.212) 

correspondientes al valor de la prima que pagó por la contratación de la caución con ocasión al 

proceso de Cobro Coactivo No. 2024-007. 

 

QUINTO: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones dinerarias, el 

DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA- TESORERÍA pague a 

COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A, el valor correspondiente a los intereses moratorios 

sobre las sumas de dinero que se hayan pagado conforme a los actos administrativos que se 
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demandan, réditos que deberán liquidarse a la tasa máxima de interés corriente certificada por la 

Superintendencia Financiera de Colombia  

 

SEXTO: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones dinerarias, el DEPARTAMENTO 

DEL PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA- TESORERÍA indexe los valores pagados por 

la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., así como los valores que fueron debitados por 

concepto de los embargos a la cuenta bancaria del Banco de Bogotá y el pago por concepto de 

prima de la caución que debió prestar.  

 

SÉPTIMA: Prevenir a las demandadas para que den estricto cumplimiento a la sentencia que se 

profiera en el marco de este litigio, de conformidad con los artículos 187 y siguientes de la Ley 1437 

de 2011.  

 

OCTAVA: Condenar a la demandada al pago de costas y agencias en derecho. 

 

 

1.1. HECHOS GENERALES 

 

PRIMERO: Mediante el proceso de Licitación Pública No. SPD-LP-010-2018, la GOBERNACIÓN 

DEL PUTUMAYO y el CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS suscribieron el Contrato de Obra No. 1225 

de 2018, cuyo objeto fue el “Mejoramiento de Vías Terciarias para una Paz Estable y Duradera en 

los Municipios del Departamento del Putumayo”. El valor pactado para la ejecución del contrato fue 

de VEINTICUATRO MIL CUATROCIENTOS DIECISIETE MILLONES CUATROCIENTOS 

DIECISIETE MIL SEISCIENTOS OCHO PESOS M/CTE ($24.417.417.608). El plazo estipulado 

para la ejecución de la obra fue de quince (15) meses, contados a partir de la firma del acta de 

inicio. 

 

SEGUNDO: En virtud de la cláusula décimo octava del Contrato de Obra No. 1225 de 2018, 

celebrado entre la GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO y el CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS, el 

consorcio suscribió un contrato de seguro con la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., 

materializado en la Póliza de Seguro de Cumplimiento para Entidades Estatales No. NB-100100416. 

 

La mencionada póliza cubrió los siguientes amparos y sumas aseguradas: 
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TERCERO: Mediante Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023, el Departamento del Putumayo 

declaró que el contratista CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS incumplió gravemente sus obligaciones 

legales y contractuales, en particular en lo relacionado con el manejo del anticipo. En consecuencia, 

declaró ocurrido el siniestro correspondiente al amparo de buen manejo y correcta inversión del 

anticipo, por un valor de CINCO MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y SIETE MILLONES 

NOVECIENTOS SESENTA Y TRES MIL TRESCIENTOS OCHENTA Y OCHO PESOS CON 

CUARENTA Y CINCO CENTAVOS M/CTE ($5.247.963.388,45). El acto administrativo fue 

notificado en estrados el día 24 de abril de 2023. 

 

CUARTO: En la Resolución No. 021 de 2023, se estableció que la obligación de pago por parte de 

la aseguradora debía cumplirse conforme a lo dispuesto en el artículo 1080 del Código de Comercio, 

el cual señala que dicho pago debe realizarse dentro del mes siguiente a la ejecutoria de la 

resolución respectiva. El artículo segundo de la referida resolución reproduce esta disposición de 

manera literal, estableciendo claramente los plazos y condiciones bajo los cuales la aseguradora 

debe cumplir con la obligación de pago 

 

 

 

QUINTO: Contra dicha resolución, tanto el apoderado del contratista como mi prohijada 

interpusieron recurso de reposición, esta última con fundamento en los siguientes argumentos: a) 

caducidad de la facultad sancionatoria, b) desconocimiento del debido proceso y las formas propias 

de cada juicio, c) no se logró acreditar la ocurrencia del siniestro, ni los perjuicios ocasionados a la 

entidad pública, d) no se analizó el argumento de la falta de cobertura temporal de la Póliza No. NB-

100100416 y, e) prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro.  

 

SEXTO: Mediante Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023, se resolvieron los recursos de 

reposición interpuestos tanto por el contratista como por mi representada en contra de la Resolución 

No. 021 de 2023, confirmando en su integridad la decisión recurrida. Esta decisión fue notificada en 

audiencia.  

 

SÉPTIMO: El 22 de abril de 2024 la Compañía Mundial de Seguros de forma oportuna radicó 

demandada mediante el medio de control de controversias contractuales, solicitando la nulidad de 

la Resolución No. 021 y 022 de 2023, así como el restablecimiento del derecho por las sumas que 

se llegaran a pagar por concepto de la sanción contractual junto con sus respectivos intereses e 
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indexación:  

 

1 

 

OCTAVO: De acuerdo con la Ley 2080 de 2021, antes de la radicación de la demanda se le dio 

traslado de la misma y del resto de piezas procesales al canal digital del demandado 

(notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co): 

 

 

 

 

NOVENO: Con la radicación de la demanda, también se copió el correo del Departamento del 

Putumayo para asuntos judiciales:  

 
1 Tomado de: https://samai.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=520012333000202400119008600123  

mailto:notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co
https://samai.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=520012333000202400119008600123
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DÉCIMO: Inicialmente el conocimiento del proceso le correspondió al Tribunal Administrativo de 

Nariño.  

 

DÉCIMO PRIMERO. El 04 de junio de 2024, el Tribunal Administrativo de Nariño con ocasión al 

Acuerdo No. CSJNAA24-124 del 24 de mayo de 2024, remitió el proceso al Tribunal Administrativo 

del Putumayo – Sala Unitaria. A este proceso le correspondió el radicado 

52001233300020240011900 y como Magistrado Ponente al Dr. Manuel Alí Rodríguez.  

 

DÉCIMO SEGUNDO. Mediante auto notificado por estados del 26 de junio de 2024 el Tribunal 

Administrativo de Putumayo avocó conocimiento del proceso:  
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DÉCIMO TERCERO. De acuerdo con la Sección Cuarta del Consejo de Estado, C.P. Milton Chaves 

García, en proceso bajo radicado 11001-03-27-000-2017-00026-00 (23198), basta con interponer 

la demanda contra el mandamiento de pago para que se configure la excepción del numeral 5 del 

artículo 831 del Estatuto Tributario, pues se pone así en tela de juicio la legalidad de los actos que 

sirven de fundamento para el cobro coactivo: “(…) La interposición de la demanda en debida forma 

pone en funcionamiento el aparato jurisdiccional, para comunicarla a la parte demandada y decidir 

sobre ella, y conduce a una intervención de la administración de justicia sobre la petición contenida 

en la demanda. En todo caso, si la Administración tiene noticia de que los actos que utiliza como 

fundamento para el cobro fueron demandados, es claro que debe esperar a un pronunciamiento 

del juez de conocimiento sobre la misma, para determinar si puede o no hacer efectivo el 

cobro (…)”2 (negrita adrede)  

 

También estableció:  

 

La sola interposición de la demanda en forma da lugar a entender que los actos están 

sometidos a discusión ante la jurisdicción, y que es preciso que no se adelante el cobro 

coactivo de estos actos hasta no contar con certeza de su legalidad. La operancia de la 

excepción de interposición de la demanda en debida forma tiene como fin que los actos 

administrativos que sean objeto de cobro, puedan lograr su cometido una vez sean de 

obligatorio cumplimiento, y se evite que tales actos tengan fuerza ejecutoria 

transitoriamente, desde la decisión administrativa final hasta la fecha de admisión de 

la demanda, y que una vez admitida la demanda, pierden tal condición, para ganarla 

otra vez con la sentencia definitiva. (negrita adrede) 

  

Esta regla jurisprudencial opera para el caso en concreto teniendo en cuenta que la demanda fue 

radicada en debida forma en abril de 2024 y la administración tuvo conocimiento de la misma, pues 

fue copiado su canal electrónico tanto al dársele traslado de la misma, como en la radicación formal.  

 

DÉCIMO CUARTO. El 03 de julio de 2024, la Gobernación del Putumayo a través de la Tesorera 

General del Departamento notificó la Resolución No. 059 del 24 de junio de 2024 “POR MEDIO DE 

LA CUAL SE LIBRA MANDAMIENTO DE PAGO Y ORDENA MEDIDA PREVENTIVA” contra la 

Compañía Mundial de Seguros S.A., el Consorcio Vías Terciarias, el señor Jesús Franco Yela 

Rodríguez, Construcciones y Obras de Ingeniería Alfa y Omega S.A.S, Construcciones y Obras de 

Ingeniería Fénix S.A.S, el señor Ariel Narváez Delgado, el señor Hernán Narváez Delgado, JMY 

Construcciones S.A.S, y SYS Petrol S.A.S., cancelar la suma de $5.247.963.388,45 M.Cte., los 

intereses, las costas, y gastos procesales, y con una medida improcedente de embargo fijada hasta 

por $16.509.304.622,8 de pesos. Además, en el numeral 2 del artículo primero se indicó que los 

intereses a cancelar se computarían desde el giro del anticipo al contratista; dicha situación generó 

un detrimento patrimonial e injustificado a mi representada dado que ella responde como garante y 

no podían abrogársele obligaciones que no le correspondían. 

 

 
2 Consejo de Estado, Sección Cuarta (2019). C.P. Milton Chaves García, radicado: 11001-03-27-000-2017-00026-00(23198). Noviembre 
06.  
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DÉCIMO QUINTO: El día 5 de julio de 2024, la Gobernación del Putumayo, a través de la Tesorera 

General del Departamento, remitió a mi representada, en respuesta a una solicitud previa, la 

liquidación de intereses corrientes y moratorios con corte al 15 de julio de 2024, liquidando el capital 

junto con los intereses corrientes y moratorios por un total de ONCE MIL CUATROCIENTOS 

CUARENTA Y NUEVE MILLONES NOVECIENTOS TREINTA Y OCHO MIL QUINIENTOS 

SETENTA Y CINCO PESOS CON NOVENTA Y OCHO CENTAVOS M/CTE ($11.449.938.575,98). 

Adicionalmente, la Tesorera informó mediante correo electrónico que no se radicarían los oficios de 

embargo, dada la voluntad de la aseguradora de realizar el pago. 

 

Estos fueron los conceptos:  

 

1. Capital: $5.247.963.388,45 

2. Intereses corrientes: $4.189.973.000,65 

3. Intereses moratorios: $2.003.002.186,88 

Total: $11.440.938.575,98 

 

 

DÉCIMO SEXTO: El día 8 de julio de 2024, la Compañía Mundial de Seguros S.A., mediante dos 

(02) correos electrónicos dirigidos a la Oficina de Cobro Coactivo del Departamento del Putumayo, 

solicitó que se revisara la liquidación emitida previamente, con el fin de que se aplicaran 

correctamente los intereses moratorios en lugar de los intereses corrientes.  

 

Para esta solicitud la aseguradora consideró: 1) que los intereses corrientes no aplicaban y, por 

contera, son improcedentes y 2) que los intereses moratorios a aplicar son los civiles y no los 

comerciales, tal como lo ha establecido la Sección Tercera del Consejo de Estado, Consejero 

Ponente William Barrera Muñoz bajo radicado 25000-23-26-000-2006-00637-01. No obstante, 

dichas solicitudes no fueron resueltas favorablemente. De forma escueta la administración advirtió 

que la aseguradora sí debía asumir los intereses corrientes debido que se obligó a “garantizar el 

pago de los perjuicios derivados del incumplimiento…”:  

 

 

 

DÉCIMO SÉPTIMO: El 10 de julio de 2024, ante la Oficina de Cobro Coactivo del Departamento 

del Putumayo, se radicó una solicitud de caución, en cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 1º 
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del artículo 837 del Estatuto Tributario.  

 

DÉCIMO OCTAVO: El día 12 de julio de 2024, de manera injustificada, la Oficina de Cobro Coactivo 

del Departamento del Putumayo procedió a radicar los oficios de embargo, a pesar de que la 

Compañía Mundial de Seguros S.A. había manifestado su voluntad de pago, había solicitado la 

liquidación con corte al 15 de julio de 2024 y la aceptación de la caución. Este actuar vulneró el 

principio de confianza legítima, generando un perjuicio exorbitante e irremediable a mi 

representada. 

 

DÉCIMO NOVENO: Ante el fracaso de la solicitud de reliquidación y de la solicitud de caución, la 

omisión de la Gobernación del Putumayo sobre la existencia de la demanda en curso contra los 

actos administrativos sancionatorios, así como del riesgo financiero y operacional de que se 

embargaran los dineros de la compañía aseguradora por $16.509.622,8, el 17 de julio de 2024 la 

Compañía Mundial de Seguros realizó el pago efectivo de la obligación mediante la Orden de Pago 

No. 1117663 por un valor de SEIS MIL MILLONES TRESCIENTOS OCHENTA MILLONES 

OCHOCIENTOS NOVENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS TREINTA Y OCHO PESOS M/CTE 

($6.380.899.838) a favor del Departamento del Putumayo valor que se desprende de la liquidación 

correcta de la obligación calculada por mi representada de la siguiente forma: 

 

En primer lugar, se tomó el valor de $5.247.963.388,488 indicado en la sanción contenida en el acto 

administrativo, el cual se actualizó o indexó según el artículo 4 numeral 8 de la Ley 80 de 1993. 

Para ello, se tuvo en cuenta el IPC inicial de junio de 2023 (133.78), mes siguiente al que se notificó 

el acto administrativo que confirmó la sanción, y el IPC final, que corresponde, según la certificación 

del DANE, al mes de junio de 2024 (143.38), siendo este índice el que debe utilizarse para julio de 

2024, lo cual arrojó como resultado del capital actualizado la suma de $5.624.555.269,95. 

 

Luego, al valor del capital actualizado, indicado inmediatamente antes, se le sumaron los intereses 

moratorios, aplicando (acorde con el citado artículo 4 L.80/93), el doble del interés legal civil, es 

decir el 12% anual, convertido a la tasa mensual (1%), por cada mes desde el 16 de junio de 2023, 

fecha en la cual se cumplió el término de un mes, que conforme al artículo 1080 del C.Co. tenía la 

aseguradora para pagar el valor de la sanción impuesta. Los intereses moratorios liquidados como 

lo ordena la ley hasta el 18 de julio de 2024, ascendieron a $756.344.668. 

 

Entonces el valor a pagar se obtuvo sumando el capital actualizado y los intereses moratorios, que 

se cancelaron a través de la cuenta bancaria dispuesta por el Departamento del Putumayo, así: 
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VIGÉSIMO: El 18 de julio de 2024, a raíz de los oficios de embargo radicados sin fundamento legal 

alguno ante distintas entidades bancarias, el Bango de Bogotá procedió a debitar los siguientes 

valores de la cuenta No. 860019195002 cuyo titular es la Compañía Mundial de Seguros S.A.:  

 

• Ciento setenta millones ochocientos cuarenta mil quinientos cincuenta y tres pesos moneda 

corriente ($170.840.553) 

• Trece millones cuatrocientos once mil quinientos cincuenta y tres pesos moneda corriente 

($13.411.553) 

 

VIGÉSIMO PRIMERO. El día 19 de julio de 2024, mi representada presentó excepciones frente a 

la Resolución No. 059 del 24 de junio de 2024, fundamentadas en los siguientes argumentos: i) 

Excepción de indebida tasación del monto de la deuda; ii) Excepción de falta de título ejecutivo: No 

existe título ejecutivo que sustente la obligación de pago de intereses corrientes desde el 

desembolso del anticipo, ni de intereses moratorios conforme al artículo 4º de la Ley 80 de 1993, ni 

de intereses moratorios según el Código de Comercio. Asimismo, se alegó la incompetencia del 

funcionario que profirió el mandamiento de pago; iii) Excepción de falta de título ejecutivo: La 

obligación que se pretende ejecutar excede el límite del valor asegurado, incluidos los intereses 

establecidos en el artículo 4º, numeral 8º de la Ley 80 de 1993, o incompetencia del funcionario al 

dictar el mandamiento; iv) Excepción de pago efectivo: Se alegó la extinción de la obligación por 

pago efectivo de la deuda; v) Excepción de interposición del medio de control: Se invocó la 

interposición del medio de control de controversias contractuales de nulidad y restablecimiento del 

derecho ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. vi) Excepción de falta de ejecutoria 

del título. g) Concepto de violación: Se señalaron los vicios de fondo y forma que afectan la decisión 

contenida en la Resolución No. 059 de 2024. 

 

VIGÉSIMO SEGUNDO: El 24 de julio de 2024, mi representada presentó una complementación de 
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excepciones frente a la Resolución No. 059 del 24 de junio de 2024, fundamentada en los siguientes 

argumentos: 

 

a) Indebida tasación del monto de la deuda. b) Falta de título ejecutivo: Falta o inexistencia de título 

ejecutivo de la obligación de pago de intereses corrientes desde el desembolso del anticipo, ni de 

intereses moratorios (violación del artículo 4 de la Ley 80 de 1993), ni de intereses moratorios según 

el Código de Comercio, o incompetencia del funcionario que profirió el mandamiento de pago. c) 

Falta de título ejecutivo: La obligación que se pretende ejecutar supera el límite del valor asegurado, 

incluidos los intereses de la Ley 80 de 1993, artículo 4, numeral 8, o incompetencia del funcionario 

al dictar el mandamiento de pago. d) Excepción de pago efectivo: Además, extinción de la obligación 

por pago. e) Interposición del medio de control de controversias contractuales de nulidad y 

restablecimiento del derecho ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. f) Falta de 

ejecutoria del título: El mandamiento de pago no integra la totalidad de los documentos que deben 

conformar el título ejecutivo complejo, configurándose así la falta de título ejecutivo. g) Medidas 

cautelares: Las medidas cautelares decretadas por la Gobernación del Putumayo en la orden de 

pago superan el tope de embargabilidad permitido por los Estatutos Tributarios y la normatividad 

vigente. 

 

VIGÉSIMO TERCERO: El día 26 de julio la administración respondió a la solicitud de terminación 

del proceso de forma negativa pues concluyó que el pago realizado el 17 de julio se fue a capital, 

quedando un saldo de $703.224.301,69 por intereses moratorios y $4.189.973.000,65 por intereses 

corrientes. Así, decidió continuar con la ejecución.  

 

VIGÉSIMO CUARTO: Debido al tozudo criterio de la administración y el riesgo financiero por los 

embargos, mi representada tomó la decisión de adquirir una caución con Seguros del Estado S.A. 

mediante la Póliza No. 02-41-101000364 por valor de $4.893.973.000, es decir, por el total del 

presunto saldo adeudado. La caución fue aportada el día 31 de julio de los corrientes, por lo que se 

solicitó su aceptación y levantamiento inmediato de las medidas cautelares. Por esta póliza se pagó 

una prima de $58.233.212.  

 

VIGÉSIMO QUINTO: La administración mediante Oficio TGD-1398 aceptó la caución en aplicación 

del artículo 837-1 del Estatuto Tributario y ordenó levantar las medidas cautelares: 
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VIGÉSIMO SEXTO: Mediante Resolución No. 075 del 08 de agosto de 2024 la Tesorería profirió 

acto administrativo que resolvió desfavorablemente las excepciones frente al mandamiento 

propuestas. Se sostuvo en que 1) el título ejecutivo le permitía cobrar intereses corrientes, 2) los 

intereses moratorios aplicables eran los comerciales, 3) el título es complejo y así se aportaron 

todos los documentos que lo componen, 4) las medidas cautelares se fijaron de acuerdo con la ley 

y 5) frente a la interposición de la demanda de forma escueta, pues confundió la demanda contra 

los actos administrativos que sancionan contra el que resuelve excepciones de mérito contra el 

mandamiento de pago.  

 

VIGÉSIMO SÉPTIMO: El pasado 09 de septiembre se presentó recurso contra la Resolución No. 

075 de 2024 que resolvió las excepciones contra el mandamiento de pago. En ellas se reiteró la 

improcedencia del cobro de intereses corrientes y de intereses moratorios comerciales, la ausencia 

de título ejecutivo para el cobro de intereses corrientes, la violación al debido proceso y la necesidad 

de que el proceso coactivo se termine por la existencia de una demanda en contra de las 

resoluciones que dieron lugar al cobro coactivo. 

 

VIGÉSIMO OCTAVO. El 09 de octubre de 2024 la Oficina de Cobro Coactivo del Departamento del 

Putumayo notificó la Resolución No. 153 del 04 de octubre de 2024. Resaltó que el título es complejo 

y que presta mérito ejecutivo; que es procedente cobrar intereses moratorios desde la entrega del 

al contratista porque desde allí empezó su incumplimiento y por ende el detrimento a la entidad; 

que los intereses moratorios comerciales son los correctos según el Banco de la República; la 

compañía aseguradora en virtud de la póliza se comprometió a garantizar el pago de los perjuicios 

derivados de la póliza y uno de ellos son los intereses moratorios desde la entrega del anticipo; el 

pago realizado por la aseguradora no fue suficiente para cubrir el total de la obligación, por lo que 

no se entiende como efectivo; los intereses moratorios civiles no los contempla el Estatuto 

Tributario; la simple interposición de la demanda no configura la excepción porque la presentación 

no garantiza su admisión; no se transgredieron derechos fundamentales ni hubo desviación de 

poder; y no existe límite de embargabilidad contra personas jurídicas  
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1.2. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 

 

I. LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE SE IMPUGNARÁN ANTE LA JURISDICCIÓN 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA SE EXPIDIERON CON FALSA MOTIVACIÒN. 

 

Los actos administrativos objeto de esta solicitud de conciliación se encuentran viciados de falsa 

motivación. Se demostrará en el decurso de la presente acción judicial que la Resolución No.075 

del 8 de agosto de 2024 y la Resolución 153 del 04 de octubre de 2024 expedidos por la demandada 

se profirieron desconociendo la normatividad en la que debieron fundarse, habida consideración de 

que se incorporó a la orden de pago obligaciones que no fueron consignadas de manera clara y 

expresa en el titulo ejecutivo complejo que sirve de fundamento la orden de pago, lo cual ha derivado 

en una indebida ejecución alentada por el Departamento del Putumayo en contra mi representada 

por obligaciones que no le son  actualmente exigibles y que mucho menos se constituyen como 

plena prueba contra esta última , además de la extralimitación de la racionalidad del poder coactivo, 

el Departamento del Putumayo procedió a tasar los intereses de la deuda de manera incorrecta, 

desconociendo la naturaleza jurídica de la obligación aplicando un baremos que no corresponde a 

lo ordenado por el legislador, deformando con su proceder la realidad jurídica de la liquidación del 

crédito, dictando una orden de pago contraria a derecho en detrimento del patrimonio de mi 

procurada. 

 

Por su parte el Art.137 del CPACA dispone que podrán solicitarse la nulidad de los actos 

administrativos cuando hayan sido expedidos mediante falsa motivación  

 

“(…) Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la 

nulidad de los actos administrativos de carácter general. 

 

Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que 

deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento 

del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación 

de las atribuciones propias de quien los profirió”. 

 

La jurisprudencia del Consejo de Estado alude a los presupuestos necesarios para que se configure 

la causal de nulidad del Acto Administrativo por falsa motivación, así: 

 

“En suma, en relación con los supuestos para la configuración de la causal de nulidad por 

falsa motivación, la jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que ella tiene 

ocurrencia cuando: i) se presenta inexistencia de fundamentos de hecho o de derecho 

en la manifestación de voluntad de la administración pública; ii) los supuestos de 

hecho esgrimidos en el acto son contrarios a la realidad, bien por error o por razones 

engañosas o simuladas; iii) porque el autor del acto le ha dado a los motivos de 

hecho o de derecho un alcance que no tienen y iv) porque los motivos que sirven 

de fundamento al acto no justifiquen la decisión.” 

 

Al descender los planteamientos anteriores al caso concreto, se advierte con claridad la 

configuración de la causal de nulidad por falsa motivación en los actos administrativos impugnados. 
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En efecto, en la Resolución No. 075 del 8 de agosto de 2024, proferida por el Departamento del 

Putumayo para resolver las excepciones interpuestas contra el mandamiento de pago y en la 

Resolución No. 153 que resolvió el recurso de reposición contra la mencionada resolución, no se 

declaró probada la excepción de falta de título ejecutivo, a pesar de que dicha excepción se 

encuentra plenamente acreditada en el expediente. 

 

El Departamento del Putumayo, mediante la Resolución No. 059 de 2024, por la cual se libró 

mandamiento de pago en contra de mi representada, incluyó como obligación en la orden de pago 

el supuesto pago de intereses generados por el anticipo entregado al contratista Consorcio Vías 

Terciarias. El Departamento sostiene que dicho anticipo no fue ejecutado por el contratista, lo que, 

según su argumentación, generó intereses desde el 21 de marzo de 2019 hasta el 15 de julio de 

2023. Estos intereses ascienden a la desproporcionada suma de CUATRO MIL CIENTO OCHENTA 

Y NUEVE MILLONES NOVECIENTOS SETENTA Y TRES MIL PESOS CON SESENTA Y CINCO 

CENTAVOS ($4.189.973.000,65). 

3 

 

Sobre este particular, resulta imperativo señalar que nos encontramos ante un título ejecutivo 

complejo, dado que su conformación incluye tanto el acto administrativo inicial, Resolución No. 021 

del 21 de abril de 2023, como el acto administrativo que resolvió los recursos interpuestos por los 

hoy deudores, a saber, la Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023. Ambos actos fueron 

proferidos en ejercicio de la facultad sancionatoria establecida en el artículo 86 de la Ley 1474 de 

2011, dentro del marco del proceso sancionatorio iniciado por el Departamento del Putumayo en 

contra de su contratista de obra. 

 

Es de particular relevancia subrayar que en la Resolución No. 021 de 2023 se dispuso que la 

obligación de pago por parte de la aseguradora debía cumplirse conforme a los términos 

establecidos en el artículo 1080 del Código de Comercio, es decir, dentro del mes siguiente a la 

ejecutoria de la resolución respectiva, conforme lo indica de manera literal el artículo 2 de dicho acto 

administrativo. 

 
3 RESOLUCIÓN No 059 Del 24 de junio de 2024 "POR MEDIO DE LA CUAL SE LIBRA MANDAMIENTO DE PAGO Y ORDENA MEDIDA 
PREVENTIVA." LA TESORERA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO 
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4 

 

Luego, la Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023, mediante la cual se resolvieron los recursos 

de reposición interpuestos contra la mencionada Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023, 

confirmó en su integridad esta última. Por lo tanto, la Tesorería General del Departamento del 

Putumayo no podía incorporar una obligación que no existe en el título ejecutivo complejo, como lo 

es el pago de intereses corrientes a partir del giro del anticipo, ni desde la fecha en la que el 

departamento lo desembolsó; por lo que se prueba que en sede coactiva el Departamento procedió 

a incorporar una obligación que no constan en el titulo ejecutivo complejo conformado por los actos 

administrativos proferidos al interior del proceso administrativo de Imposición de multas, sanciones 

y declaratorias de incumplimiento.    

En virtud de lo anteriormente expuesto, resulta improcedente que la Gobernación del Putumayo 

ordene el pago o liquide el crédito incorporando obligaciones que son ajenas al título ejecutivo, así 

como una forma de tasación no prevista en el mismo. Tampoco es procedente imponer el deber de 

cancelar una nueva obligación que no forma parte de dicho título, lo cual vulnera los presupuestos 

necesarios para demandar ejecutivamente obligaciones que deben ser expresas, claras y exigibles. 

Por lo tanto, el mandamiento de pago, en lo que respecta a esos conceptos reiterados, carece de 

soporte o respaldo en el título ejecutivo, el cual es inexistente en lo que atañe a esos conceptos, ya 

que se pretende cobrar intereses corrientes y de mora que no solo no están contemplados en el 

título, sino que además resultan ilegales, constituyendo una flagrante violación de lo decidido en la 

Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023 y en la Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023. 

Es dable acotar además que, en ningún momento, la Compañía Mundial de Seguros S.A. asumió 

la totalidad de las obligaciones del contratista, sino únicamente aquellas que fueron expresamente 

pactadas en el contrato de seguro, documentado en la Póliza No. NB-100100416. Por consiguiente, 

no es jurídicamente posible imputar a los deudores, y mucho menos a la aseguradora, el deber de 

pagar la indemnización por el anticipo como si esta obligación hubiera surgido desde el momento 

en que la administración desembolsó dicho anticipo. Tal pretensión es completamente ajena al 

trámite sancionatorio y al título ejecutivo, y llevaría al absurdo de suponer que el anticipo hubiera 

sido recibido por mi representada. Emerge así palmario que el Departamento del Putumayo 

desatinó al pretender ejecutar una obligación que no solo no fue objeto de discusión al interior del 

proceso administrativo de imposición de multas por el presunto incumplimiento del contratista de 

 
4 Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023 
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obra; sino que, además, tampoco comporta una obligación clara expresa y exigible a voces de 

artículo 422 del Código General del Proceso. 

“ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las 

obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 

provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que 

emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 

jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de 

policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, 

y los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un 

proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto 

en el artículo 184.” (Énfasis es propio). 

 

La nulidad de los actos administrativos impugnados se configura por estar viciados de falsa 

motivación, al haber sido expedidos con fundamento en hechos que no corresponden a la realidad 

o, en el caso concreto, al basarse en obligaciones no incluidas en el título ejecutivo complejo. Esto 

ha derivado en una interpretación indebida o deformada de las disposiciones normativas, 

específicamente de los artículos 4.1 y 4.1 del Decreto 0325 del 26 de diciembre de 2017, lo cual 

contradice lo dispuesto en los artículos 469 del Código General del Proceso (C.G.P.), 829 del 

Estatuto Tributario (E.T.), y 87 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (C.P.A.C.A.). 

 

Por su parte, la Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023, por medio de la cual se resuelven los 

recursos de reposición interpuestos contra la Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023, confirmó 

en su integridad dicha resolución, sin que se haya adicionado o modificado apartado alguno que 

permitiera a la Tesorera General del Departamento del Putumayo incorporar una obligación que no 

se insertó en el título ejecutivo complejo, como lo es el pago de intereses corrientes a partir del giro 

del anticipo no ejecutado desde la fecha en que el Departamento giró el anticipo. Esta obligación, 

insertada en el mandamiento de pago, resulta improcedente e inconsulta, puesto que se pretende 

declarar y ejecutar una obligación que no forma parte del título ejecutivo complejo per se. 

 

 

En consecuencia, el Departamento del Putumayo ha incurrido en una extralimitación de la 

racionalidad de su potestad coactiva, al haber decidido, en sede de cobro coactivo, incorporar una 

obligación que no solo no fue objeto de debate dentro del procedimiento administrativo de 

imposición y declaratoria de incumplimiento iniciado contra el Consorcio Vías Terciarias, sino que 

tampoco fue consignada de manera clara y precisa en el título ejecutivo complejo. Por tanto, dicha 

obligación no se configura como plena prueba en contra de la Compañía Mundial de Seguros S.A. 
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Los actos administrativos impugnados revisten una irregularidad sustancial, ya que pretenden 

ejecutar intereses corrientes calculados desde la fecha de entrega del anticipo al contratista, 

desconociendo que la obligación de la compañía de seguros está condicionada al acto 

administrativo por medio del cual se declaró el siniestro, esto es, mediante la Resolución No. 021 

del 21 de abril de 2023 y la Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023. Esta última resolución 

quedó ejecutoriada a partir de su fecha de notificación, y solo a partir de dicho momento debía 

computarse el término establecido en el artículo 1080 del Código de Comercio, que dispone que el 

asegurador está obligado a realizar el pago del siniestro dentro del mes siguiente a la declaratoria 

del hecho constitutivo del riesgo asegurado, en los siguientes términos: 

 

“El asegurador estará obligado a efectuar el pago del siniestro dentro del mes 

siguiente a la fecha en que el asegurado o beneficiario acredite, aún 

extrajudicialmente, su derecho ante el asegurador de acuerdo con el artículo 1077. 

Vencido este plazo, el asegurador reconocerá y pagará al asegurado o beneficiario, 

además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, un interés moratorio 

igual al certificado como bancario corriente por la Superintendencia Bancaria 

aumentado en la mitad.” (negrilla adrede) 

 

El Consejo de Estado, de manera reiterada, con fundamento en lo previsto en el artículo 422 del 

Código General del Proceso (CGP), ha sostenido que los títulos ejecutivos, ya sean simples o 

complejos, deben cumplir con ciertas condiciones formales y sustanciales. Las condiciones formales 

exigen que los documentos que contienen la obligación sean auténticos y que emanen del deudor 

o de su causante, de una decisión condenatoria proferida por un juez o tribunal, o de otra 

providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva. Por otro lado, las condiciones sustanciales implican 

que las obligaciones a favor del ejecutante o de su causante, y a cargo del ejecutado o de su 

causante, deben ser claras, expresas y exigibles. 

En palabras del Consejo de Estado, para que las obligaciones puedan ser susceptibles de ejecución 

requieren cumplir requisitos de forma y fondo, respecto del fondo el Máximo Tribunal refiere que: 

 

“Una obligación es (i) expresa cuando está determinada en el mismo título, de 

forma nítida, sin que sea necesario acudir a lucubraciones, suposiciones o 

razonamientos lógicos jurídicos para determinarla. En este punto, no se puede 

soslayar que el título ejecutivo puede emanar de una confesión ficta o tácita, en razón 

de lo normado en el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil; (ii) es clara cuando 

está determinada de forma fácil e inteligible en el documento o documentos y en 

sólo un sentido y (iii) exigible cuando puede demandarse el cumplimiento de la 

misma por no estar pendiente de un plazo o condición. Dicho de otro modo, la 

exigibilidad de la obligación se manifiesta en la que debía cumplirse dentro de cierto 

término ya vencido o cuando ocurriera una condición ya acontecida o para la cual no se 

señaló término, pero cuyo cumplimiento sólo podía hacerse dentro de cierto tiempo que 

ya transcurrió, y la que es pura y simple por no haberse sometido a plazo ni condición, 

previo requerimiento.5 (negrilla adrede) 

Además de la innegable importancia de los requisitos que componen el título ejecutivo, el 

 
5 C.E., Secc. Tercera, Sent. 2000-01184, may. 29/2014. M.P. Conto Díaz del Castillo Stella 
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Honorable Consejo de Estado examina la efectividad del título en los siguientes términos: 

 

“El inicio de un proceso administrativo de cobro implica la preexistencia de un título 

que preste mérito ejecutivo, esto es, que contenga una obligación clara, expresa 

y actualmente exigible, por no estar pendiente de ningún plazo o condición. El artículo 

828 del Estatuto Tributario, señala los documentos que prestan mérito ejecutivo para el 

cobro coactivo, que sirven de soporte jurídico para que la administración proceda a 

iniciar el proceso mediante la expedición del correspondiente mandamiento de pago.”6 

(negrilla adrede) 

Desde el punto de vista de la a Sección Tercera de esta Corporación, en providencia del 

6 de junio de 2007, reiterada en fallo del 26 de mayo de 2016, señaló: 

“específicamente respecto del cobro ejecutivo de las pólizas de seguro tomadas por los 

contratistas de la Administración para garantizar el cumplimiento de las obligaciones 

surgidas del contrato estatal, es decir, en aquellos eventos en los que la Administración 

reclama judicialmente el pago de la indemnización contenida en esa póliza de seguro, 

se observa que ésta, constituye apenas, uno de los componentes del título 

ejecutivo complejo que en estos eventos de cobro ejecutivo de obligaciones 

contractuales a favor de la Administración, se debe conformar, y que comprende, 

no sólo la respectiva póliza -en la que consta el traslado del riesgo que el 

contratista de la Administración le hizo a la aseguradora, respecto de su deber de 

indemnizar a la entidad estatal por los perjuicios surgidos de su incumplimiento 

contractual-, sino también, el contrato estatal y el acto administrativo mediante el 

cual se declaró la existencia del siniestro 

La obligación es expresa porque se encuentra especificada en el título ejecutivo, 

en cuanto debe imponer una conducta de dar, hacer o no hacer. Es clara cuando 

sus elementos están determinados o pueden inferirse de una simple revisión del 

título ejecutivo y es exigible cuando puede demandarse el cumplimiento de esta 

porno estar pendiente de un plazo condición”7 (negrilla adrede) 

 

Por las razones anteriores, la obligación de computar intereses desde que se giraron los recursos 

al contratista no es expresa, puesto que no se consignó en el título ejecutivo. Tampoco es clara, 

ya que en el título ejecutivo complejo se determinó que los intereses para el asegurador se 

computarían de conformidad con el artículo 180 del Código de Comercio y no de la arbitraria 

manera en la que lo hizo el ente territorial; causándole un agravio injustificado al patrimonio de mi 

representada. 

El punto neurálgico del debate reside en la improcedencia del cobro de intereses a partir de la 

fecha de entrega de los recursos girados al contratista garantizado, como quiera que dicho rubro 

no debe ser asumido por el asegurador, ello por cuanto el seguro de cumplimiento es de 

interpretación restrictivo, y en este sentido solo cubre los riesgos nombrados, de tal forma que las 

coberturas que nos sean expresamente otorgados por el Asegurador no se encuentran incluidos. 

En la Póliza No NB 100100416 expedida por Compañía Mundial de Seguros, se otorgó el amparo 

 
6 2 consejo de Estado Sala de lo contencioso Administrativo Sección Cuarta, C.P. Stella Jeanette Carvajal Basto, Radicación número: 
25000-23-37-000-2014-01291-01(23288), Bogotá D.C., doce (12) de diciembre de dos mil dieciocho (2018) 
7 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Cuarta consejero Ponente: Milton Chaves García Bogotá D.C., 
quince (15) de octubre de dos mil veinte (2020) Radicación Número: 15001-23-33-000-2014-00538-01 (24765 
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de cumplimiento, prestaciones sociales, buen manejo del anticipo, y estabilidad de la obra; ahora, 

el Departamento del Putumayo en su Resolución No.021 del 21 de abril de 2023, declaró el 

siniestro con cargo al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo. En ese sentido, 

al revisar las condiciones contractuales insertadas en la póliza en mención se observa que el 

amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo cobre los perjuicios sufridos por la 

entidad estatal con ocasión de (i la no inversión del anticipo ii) el uso indebido del anticipo; y iii) 

la apropiación indebida de los recursos recibidos en calidad de anticipo. 

En línea con lo anterior, la efectividad de la garantía se estableció en las condiciones pactados 

desde el momento mismo en que se realizó el contrato de seguro que se supeditaría a la 

acreditación de la ocurrencia del siniestro asì como la cuantía de la pérdida, además de que la 

obligación del Asegurador se haría exigible dentro del mes siguiente a la acreditación de su 

derecho.  

Así pues, la Póliza No. NB 100100416, expedida por Compañía Mundial de Seguros, no otorgó 

cobertura en el amparo de buen manejo del anticipo y correcta inversión respecto a los intereses 

que pudieran generarse desde el giro de los recursos al contratista garantizado. En consecuencia, 

resulta improcedente que se exija a la compañía el pago de intereses corrientes a partir del 21 de 

marzo de 2019, fecha en la cual ni siquiera se contaba con la declaratoria de siniestro por parte 

del Departamento del Putumayo. Además, en sus Resoluciones No. 021 del 21 de abril de 2023 

y No. 022 del 12 de mayo de 2023, el ente territorial determinó la pérdida por la suma de 

$5.247.963.388,45, sin que en el procedimiento de imposición de multas se hubiera discutido el 

pago de intereses desde la fecha de entrega del anticipo. 

De haberse planteado tal pretensión en la citación que dio apertura al proceso conforme al artículo 

86 de la Ley 1474 de 2011, el asegurador habría ejercido su derecho de defensa, ya que la 

obligación del asegurador nace a partir del mes siguiente a la declaratoria del siniestro, y 

únicamente está obligado a cubrir los amparos otorgados en la póliza. Para la Póliza No. NB 

100100416, no se estableció que el asegurador asumiría el pago de intereses generados antes 

de la declaratoria del siniestro; por lo tanto, solo son exigibles los intereses que se generen a 

partir de dicha declaratoria, y calculados sobre el monto determinado como pérdida. 

El Departamento del Putumayo, al incorporar en sede de cobro coactivo una obligación no 

contemplada en las resoluciones que fundamentan el título ejecutivo, ha actuado de manera 

arbitraria, pues dicha obligación no forma parte de los amparos otorgados en la póliza. En 

consecuencia, mi representada no está en la obligación de solventar dichos intereses corrientes. 

Razón por la cual se ha configurado el vicio de nulidad de los actos administrativos por falsa 

motivación al haberse expedidos en fundamentos fácticos y jurídicos que no corresponden a la 

realidad afectando con ello la validez de sus actos.  

 

II. IMPUGNACIÓN DE ACTOS ADMINISTRATIVOS ANTE LA JURISDICCIÓN 

CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA POR FALSA MOTIVACIÓN Y FALTA DE 
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TÍTULO EJECUTIVO EN EL COBRO DE INTERESES CORRIENTES ANTES DEL 

PLAZO LEGAL. 

Los actos administrativos objeto de la presente solicitud de conciliación se encuentran viciados por 

falsa motivación. A lo largo de este proceso judicial se demostrará que la Resolución No. 075 del 

8 de agosto de 2024 y la Resolución No. 153 del 04 de octubre de 2024, expedidas por el 

DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA - TESORERÍA, fueron 

proferidas en contravención a la normatividad aplicable, al haberse fundamentado de manera 

errónea y carente de sustento jurídico. En particular, respecto al presente cargo de nulidad, la 

Resolución No. 075 del 8 de agosto de 2024, mediante la cual se resolvieron las excepciones 

promovidas por mi representada y que fueron declaradas como no probadas, y la Resolución No. 

153 que resolvió el recurso de reposición contra la mencionada resolución, adolecen de 

motivación. Dichas resoluciones no abordaron ni decidieron de manera adecuada las excepciones 

propuestas en el escrito exceptivo y el recurso respectivo. Un ejemplo claro de esto es la omisión 

de análisis sobre la falta de competencia del funcionario que profirió el mandamiento de pago y 

resolvió las excepciones. El ente territorial adujo que dicho funcionario estaba facultado para 

ejercer el poder coactivo; sin embargo, la excepción estaba dirigida a cuestionar su competencia 

para incluir en el mandamiento de pago, y ratificar en el auto que resolvió las excepciones, una 

obligación que no se encuentra consignada de manera clara, expresa y exigible en el título 

ejecutivo complejo. Por lo tanto, la competencia del funcionario y la razonabilidad de su actuación 

en el ejercicio del poder coactivo resultan viciadas al proferir una orden de pago en ausencia 

evidente de título ejecutivo que incorpore la mencionada obligación. 

Los actos administrativos que serán objeto de impugnación en sede judicial deberán nulitarse en 

razón a que la orden de pago emitida en contra de mi representada es ilegal por cuanto no se 

sometió a la literalidad del título ejecutivo complejo, extralimitando la única obligación clara, 

expresa y exigible contenida en el mismo, de manera que la orden de pagar excediendo lo que 

contiene dicho título, comporta la falta del mismo respecto de tal exceso. El título ejecutivo 

complejo también está integrado por la Póliza de Seguro de Cumplimiento para Entidades 

Estatales No. NB-100100416, la cual establece el tope máximo de la obligación de indemnizar, y 

corresponde a la suma asegurada que se estipuló como tope del amparo de buen manejo del 

anticipo, fijada contractualmente en el valor máximo de $5.247.963.388,45; consecuentemente, al 

emitirse el mandamiento de pago por una cantidad de una supuesta obligación que difiere en 

exceso de la determinada de forma expresa, clara y exigible, no solo desconociendo lo que se 

indicó en las resoluciones proferidas por el departamento, mediante las cuales decidió el trámite 

de sanción contractual del art. 86 de la Ley 1474 de 2011, sino que también desbordó la que figura 

en el contrato de seguro, como límite máximo cuantitativo de la obligación condicional del 

asegurador en caso de siniestro que afecte dicha cobertura. 

En efecto, el mandamiento de pago se emitió para obtener la cancelación de una cantidad superior 

y que no está acorde con el contenido de los actos administrativos de sanción contractual, ni del 

contrato de seguro que igualmente integra el título ejecutivo complejo; por ende el anterior 
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desbordamiento del título ejecutivo, de atribuirle a su contenido una supuesta obligación mayor a 

la ejecutable, condujo a otro error de la dependencia del departamento que tiene la función de 

ejercer el poder coactivo, particularmente cuando violando los límites de la obligación contenida 

en el título ejecutivo, aparte de que profirió el mandamiento ejecutivo por un monto superior al de 

la cantidad exigible o de la deuda, incurrió adicionalmente en el error de hacer una liquidación 

informal del supuesto crédito por la suma de $11,440,938,575.98 M.Cte., cuando mi representada 

le anunció que, como lo permite la Ley (Estatuto Tributario Nacional) y el Estatuto de Rentas y 

Tributario Departamental, procedería a pagar la deuda, por supuesto correcta y debidamente 

liquidada, es decir ceñida al título ejecutivo complejo, la que él establece de forma clara, expresa 

y exigible, acorde con la Ley 80 citada, así como con el precedente jurisprudencial. Esto confirma 

que el mandamiento ejecutivo superó el límite del amparo del buen manejo del anticipo. El pago 

ordenado por el Departamento del Putumayo, supera la obligación ejecutiva y ejecutable, por tanto, 

estamos ante la falta de título respecto de ese exceso; véase en seguida la violación de la barrera 

de la obligación y por ende de la falta del título respecto de ese monto superior, lo cual comporta 

además una falta de competencia o incompetencia del funcionario que profirió el mandamiento de 

pago por ese exceso, ya que se transgrede el principio de legalidad que solo le permite hacer lo 

que la ley establece, ni más ni menos de ello, conforme a lo que se aprecia en la siguiente 

liquidación que hicieron ustedes y que arrojó dicha cantidad erradamente. 

En tal virtud, el mandamiento ejecutivo, en cuanto se dictó por un valor que no aparece reflejado 

en el título, corrobora que se adolece de falta de título por ese monto, lo cual implica que tal exceso 

no es ejecutable, y la orden de pago proferida, al desconocer lo pactado expresamente en la póliza, 

viola las normas de los artículos 1502 y 1602 del C.C., transgrede la norma de que el contrato es 

Ley para las partes, y los artículos 1079 y concordantes del C.Co., viola el Estatuto Tributario 

Nacional y las normas del cobro coactivo, también viola las normas de la Ordenanza No. 766 citada 

y de los preceptos contenidos en ella para el cobro coactivo, viola el artículo 29 de la C.P., y el 

derecho fundamental de defensa, porque la falta de título ejecutivo comentada, solo hubiera podido 

ser expuesta o pretendía por la gobernación dentro del trámite del art. 86 de la Ley 1474 de 2011, 

no ahora en sede de cobro coactivo en el que ese poder coercitivo exclusivamente puede ejercerse 

sometido a la ley, al título ejecutivo, que está integrado por el contrato de seguro y las resoluciones 

respectivas, a la Ley 80 mencionada y al precedente jurisprudencial, consecuentemente esto debe 

dar lugar a la declaración de nulidad de los actos administrativos enjuiciados.  

 

III. LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS SE EXPIDIERON CON INFRACCIÓN DE LA LEY 

80 DE 1993, ARTÍCULO 4º NUMERAL 8º LO QUE CONFIGURA UNA FALSA 

MOTIVACIÒN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ENJUICIADOS.  

 

Los actos administrativos objeto de la presente solicitud de conciliación se encuentran viciados por 

falsa motivación. A lo largo del presente proceso judicial, se demostrará que la Resolución No. 059 

del 24 de junio de 2024 y la Resolución No. 075 del 8 de agosto de 2024, expedidas por el 

DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA - TESORERÍA, fueron 
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proferidas en contravención a la normatividad aplicable, al fundamentarse de manera errónea y 

carente de sustento jurídico. En particular, la tasación de la obligación fue determinada de forma 

equivocada por la Gobernación del Putumayo en dichos actos administrativos, ya que se calcularon 

los intereses en contra de mi representada y a favor de la Gobernación del Putumayo, sin observar 

la norma especial que debía aplicarse para el cálculo de los intereses. 

 

En primer lugar, se precisa traer a colación los dispuesto en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el cual contiene en sus disposiciones generales 

las causales internas y externas mediante las cuales los actos administrativos proferidos por 

voluntad de la administración son susceptibles de ser anulados ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo. Lo anterior, sin perjuicio de que los mismos sean de contenido general o de que con 

ellos se esté otorgando o negando un derecho en el marco de un acto administrativo de contenido 

particular y concreto. En efecto, los vicios que pueden invalidar la voluntad de la administración en 

la actuación administrativa se encuentran señalados en el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011, de 

la siguiente manera: 

 

“ARTÍCULO 137. NULIDAD. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de 

representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general. 

Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que 

deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento 

del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación 

de las atribuciones propias de quien los profirió. (…)” (Subraya no hace parte del texto 

original). 

 

Para acreditar la infracción de los actos administrativos acusados de ilegalidad, debido a que fueron 

expedidos en inobservancia de la norma en la que debían fundamentarse, es pertinente remitirnos 

a la Ley 80 de 1993, en su artículo 4º, ordinal 8º, la cual establece que los servidores públicos deben 

actuar con transparencia, eficiencia, y observando los principios de legalidad, economía, 

responsabilidad y equidad, velando siempre por la defensa del patrimonio público. En este caso, se 

incumplieron dichos principios al emitir los actos acusados, lo que demuestra la ilegalidad de los 

mismos. 

 

“8o. Adoptarán las medidas necesarias para mantener durante el desarrollo y ejecución 

del contrato las condiciones técnicas, económicas y financieras existentes al momento de 

proponer en los casos en que se hubiere realizado licitación o concurso, o de contratar en 

los casos de contratación directa. Para ello utilizarán los mecanismos de ajuste y revisión 

de precios, acudirán a los procedimientos de revisión y corrección de tales mecanismos si 

fracasan los supuestos o hipótesis para la ejecución y pactarán intereses moratorios.  

 

Sin perjuicio de la actualización o revisión de precios, en caso de no haberse 

pactado intereses moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble del interés 

legal civil sobre el valor histórico actualizado. (negrilla adrede) 

 

Por su parte el Consejo de Estado en sentencia del 24 de abril de 2024 consejero Ponente Dr. 

William Barrera Muñoz, radicado 25000-23 26-000-2006-00637-01 (44472), la sentencia 
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660012331000200200391(31431), de noviembre 27 de 2013, Consejero Ponente Dr. Mauricio 

Fajardo, la cual es vinculante y obligatoria, respecto de la liquidación de los intereses moratorios en 

tratándose de sanciones u obligaciones contractuales, se reiteró que a los aseguradores el cálculo 

respectivo debe realizarse con base en lo consagrado en el ordinal 8º art. 4º de la Ley 80 de 1993, 

como se acredita con la siguiente transcripción de dicho fallo, del cual se adjunta copia íntegra: 

 

“(…) En primer lugar, debe resaltarse que, en sede del contrato de seguro, según lo 

dispuesto por el artículo 1080 del Código de Comercio, el incumplimiento de la obligación 

de indemnizar u objetar dentro del mes siguiente a que se presente la reclamación implica 

la causación de intereses moratorios equivalentes al bancario corriente aumentado en la 

mitad.  

 

No obstante, este es un contrato de seguro en el que una de las partes, según lo 

definimos anteriormente, es una entidad pública de las referidas en el artículo 2° de 

la Ley 80 de 1993, motivo por el cual es un contrato que adquiere la connotación de 

estatal, regido por el Estatuto General de la Contratación Pública. Ahora bien, en los 

términos del artículo 13 de la Ley 80 de 1993, los contratos estatales se rigen por las 

disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo por lo particularmente regulado en 

ese compendio normativo. Y, en lo que atañe el cálculo de intereses moratorios, la Ley 

80 de 1993 trae una norma especial que determina que, a falta de pacto entre las 

partes en contrario, la tasa de intereses aplicable es la del doble del interés legal 

civil sobre el valor histórico actualizado. (…)”. (la negrilla es ajena al original) 

 

Lo anterior encuentra respaldo jurisprudencial, en la medida en que el Consejo de Estado ha 

establecido un firme criterio que afirma que el contrato de seguro tiene su origen en el contrato 

estatal. En consecuencia, le es extensible al asegurador la regla especial contenida en el artículo 

4º, numeral 8º, de la Ley 80 de 1993, de la siguiente manera: 

 

“El contrato de seguro tiene su origen en el contrato estatal y se encuentra 

sustancialmente unido a la suerte de éste, goza de las mismas características del 

contrato accesorio al que garantiza, de tal manera que encaja dentro de la previsión 

contenida en el artículo 1499 del Código Civil, el contrato es accesorio cuando tiene 

por objeto asegurar el cumplimiento de una obligación principal, de manera que no 

pueda subsistir sin ella. De este modo, el contrato de seguro no puede valorarse 

separadamente de aquel cuya ejecución garantiza, ni es válido predicar del mismo 

su plena autonomía para someter la ejecución a la jurisdicción ordinaria, ya que se 

rompería la continencia de la causa y se desconocería la circunstancia que da origen 

a la ejecución de la póliza de seguro, que no es otra cosa que el incumplimiento del 

contrato estatal por parte del contratista.”8 

 

La jurisprudencia vigente tiene trazabilidad incluso en el Concepto de Sala No. 1711 de 2006, el 

cual cito a continuación, dado que el máximo tribunal de la jurisdicción contencioso-administrativa, 

a través de su Sala de Consulta y Servicio Civil, abordó cuestionamientos relacionados con la 

manera en que la administración debe calcular los intereses derivados de la actividad contractual 

del Estado, en los siguientes términos: 

 

"(...) La jurisprudencia del Consejo de Estado a partir de la expedición de la Ley 80 de 

 
8 Consejo de Estado. (2003, noviembre 20). Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Radicación número: 25000-23-26-
000-1999-01898-01 (19929). Bogotá D.C. 
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1993, ha sido uniforme al señalar que las partes de un contrato estatal están en libertad 

de pactar contractualmente la tasa de interés moratorio, siempre que se ajuste a las 

previsiones legales, es decir, sin incurrir en el interés de usura y, que solamente ante la 

ausencia de convención, la tasa aplicable será la prevista en el numeral 8° del artículo 4° 

de la Ley 80 de 1993, reglamentado por el artículo 1° del decreto reglamentario 679 de 

1994. 

 

De acuerdo con el origen de la obligación, sea esta civil o comercial, la indemnización de 

perjuicios por la vía del reconocimiento de los respectivos intereses moratorios tiene su 

fuente en los artículos 1617 del Código Civil y 884 del Código de Comercio, 

respectivamente. Y agrega la Sala, en el art. 4, ordinal 8° de la Ley 80 de 1993 para las 

que tienen como fuente un contrato estatal, norma que resulta aplicable cuando las partes 

guardan silencio sobre este aspecto. (…) 

 

Con base en el recuento jurisprudencial anterior, la Sala concluye que la norma 

general aplicable a los contratos estatales, entendido por éstos desarrollan artículo 

1º del decreto 679 de 1994, la cual opera ante el silencio de los contratantes sobre 

la tasa de interés moratorio aplicable en cada contrato. 

 

Siguiendo la regla de interpretación, según la cual donde el legislador no distingue 

no le es dable distinguir al interprete, en concepto de la Sala, las disposiciones en 

comento se aplican en los casos de incumplimiento de las obligaciones pecuniarias 

derivadas de cualquier contrato estatal que se encuadren dentro de los 

presupuestos normativos de la ley 80 de 1993. Negrilla y subrayado adrede.9 

 

Atendiendo los lineamientos fijados por la Sala de Consulta Civil del Consejo de Estado, en 

concepto 1711 de 2006, en los eventos que no se pacta tasa de interés moratorio, se aplicará el 

inciso final del numeral 8 del artículo 4 de la Ley 80 de 1993. La liquidación correcta de la deuda, 

conforme a la naturaleza jurídica de la misma, derivada de un contrato estatal, que impone la 

aplicación del régimen especial de la contratación, contenido en la Ley 80 de 1993, artículo 4º 

numeral 8º, del Acto Administrativo que sirve de título ejecutivo, de los precedentes 

jurisprudenciales, que en línea ha proferido el Consejo de Estado, da como resultado un valor 

diferente al que erradamente está tasando la Gobernación del Putumayo, como quiera que en los 

numerales 1, 2, y 3 del artículo primero de aquel acto, mediante el cual libró el mandamiento de 

pago, erró tanto en la tasación del capital o valor de la indemnización del perjuicio y también en la 

orden del pago de los intereses, habida consideración de que en la RESOLUCIÓN No.075 DEL 8 

DE AGOSTO DE 2024 la Gobernación del Putumayo refirió aplicar para el cálculo de los intereses 

lo consagrado en el artículo 7 del Decreto 4473 de 2006 establece que la tasa de interés para 

obligaciones diferentes a impuestos, tasas y contribuciones fiscales y parafiscales debe ser la 

prevista en el ordenamiento nacional:  

 

“(…) Artículo 7°. Determinación de la tasa de interés. Las obligaciones diferentes a 

impuestos, tasas y contribuciones fiscales y parafiscales continuarán aplicando las 

tasas de interés especiales previstas en el ordenamiento nacional. (…)” Negrilla y 

subrayado adrede. 

 

La norma es clara al especificar que las obligaciones dinerarias no relacionadas con acreencias 

 
9 Concepto Sala de Consulta C.E. 1711 de 2006 Consejo de Estado - Sala de Consulta y Servicio Civil 
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tributarias o fiscales deben regirse por las tasas de interés establecidas en las normas especiales. 

En este caso, se aplica la Ley 80 de 1993, que en su artículo 4, numeral 8, dispone que, en ausencia 

de pacto sobre intereses moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble del interés legal civil 

sobre el valor histórico actualizado: 

 

“(…) Sin perjuicio de la actualización o revisión de precios, en caso de no haberse 

pactado intereses moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble del interés 

legal civil sobre el valor histórico actualizado. (…)” 

 

La norma especial que regula la contratación estatal es de aplicación obligatoria en este caso, ya 

que la orden de pago no tiene origen en obligaciones administradas por la Dirección de Impuestos 

y Aduanas Nacionales (DIAN), como erróneamente sostuvo la Gobernación del Putumayo. La 

obligación contenida en la orden de pago surge de la declaratoria de siniestro efectuada por la 

Administración en el marco del procedimiento sancionatorio contractual procedimiento contenido en 

la Ley 1474 de 2011, art.86. La sanción impuesta al contratista y la ejecución de la garantía única 

expedida por mi representada tienen su origen en la actividad contractual del Estado. 

 

Bajo ese estado de cosas, los actos administrativos acusados de nulidad fueron expedidos en 

infracción en la norma en la que debían fundarse en lo que al cálculo de intereses respecta, esto es 

la Ley 80 de 1993 art. 4º ordinal 8º, pese a que mi representada en sendas oportunidades a través 

de los medios exceptivos le presentó a la Gobernación del Putumayo la correcta tasación de la 

obligación; sin embargo, el ente territorial continuó ordenando el cobro de los intereses pese a su 

errado cálculo. La liquidación correcta del valor pagado por la aseguradora es la siguiente, hecha 

conforme a la Ley 80 de 1993 y lo resuelto en el trámite de sanción contractual:  

 

En primer lugar, se tomó el valor de $5.247.963.388,488 indicado en la sanción contenida en el acto 

administrativo, el cual se actualizó o indexó según el artículo 4 numeral 8 de la Ley 80 de 1993. 

Para ello, se tuvo en cuenta el IPC inicial de junio de 2023 (133.78), mes siguiente al que se notificó 

el acto administrativo que confirmó la sanción, y el IPC final, que corresponde, según la certificación 

del DANE, al mes de junio de 2024 (143.38), siendo este índice el que debe utilizarse para julio de 

2024, lo cual arrojó como resultado del capital actualizado la suma de $5.624.555.269,95.  

 

Luego, al valor del capital actualizado, indicado inmediatamente antes, se le sumaron los intereses 

moratorios, aplicando (acorde con el citado artículo 4 L.80/93), el doble del interés legal civil, es 

decir el 12% anual, convertido a la tasa mensual (1%), por cada mes desde el 16 de junio de 2023, 

fecha en la cual se cumplió el término de un mes, que conforme al artículo 1080 del C.Co. tenía la 

aseguradora para pagar el valor de la sanción impuesta. Los intereses moratorios liquidados como 

lo ordena la ley hasta el 18 de julio de 2024, ascienden a $756.344.668.  

 

El resultado total de la liquidación, entonces se obtuvo sumando el capital actualizado y los intereses 

moratorios, que se cancelaron a través de la cuenta bancaria dispuesta por la gobernación del 
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Putumayo, así: 

 

 

 

 

De esta manera, queda acreditado que los actos administrativos objeto de la presente solicitud se 

profirieron en contravención a la normatividad que debía regirlos, en especial en lo que respecta al 

cálculo de los intereses corrientes y moratorios. La Gobernación del Putumayo erró al aplicar 

incorrectamente el cálculo de los intereses, sin observar la norma especial contenida en el artículo 

4º, ordinal 8º, de la Ley 80 de 1993, la cual debió fundamentar la tasación de la obligación. Este 

hecho configura el vicio de falsa motivación, ya que las decisiones de la administración se 

sustentaron en fundamentos apartados de la norma especial que debía aplicarse en el caso 

concreto, lo que ocasionó un perjuicio injustificado a mi representada. 

 

IV. LA ADMINISTRACIÓN INCURRIÓ EN UNA FALSA MOTIVACIÓN AL NO 

ENCONTRAR PROBADA LA EXCEPCIÓN DE PAGO EFECTIVO.  

 

El Departamento del Putumayo sostiene en la resolución de las excepciones y en la resolución que 

resolvió el recurso de reposición que la excepción de pago efectivo no prosperó debido a que la 

Compañía Mundial de Seguros S.A. aún tiene pendiente el pago de intereses corrientes y moratorios 

relacionados con el Contrato de Obra No. 1225 de 2018. No obstante, la administración omitió 

analizar de manera adecuada el título ejecutivo complejo, el cual evidencia que los intereses 

corrientes reclamados y los comerciales moratorios no fueron objeto de discusión en los actos 

administrativos sancionatorios que dieron lugar a dicho título. Además, estos intereses no se 

incorporaron como una obligación a cargo de la compañía de seguros. 

 

Se expuso claramente que los intereses aplicables debían ser los civiles conforme al artículo 4º, 

numeral 8º de la Ley 80 de 1993. Por lo tanto, resultaba imperativo la terminación del proceso de 

cobro coactivo en lo que respecta a mi representada. Esto se fundamentó en que la Compañía 

Mundial de Seguros realizó el pago efectivo el 17 de julio de 2024, mediante la Orden de Pago No. 
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1117663, por un valor de SEIS MIL MILLONES TRESCIENTOS OCHENTA MILLONES 

OCHOCIENTOS NOVENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS TREINTA Y OCHO PESOS M/CTE 

($6,380,899,838.00) a favor del Departamento del Putumayo. 

 

La liquidación correcta del valor pagado por la aseguradora es la siguiente, hecha conforme a la 

Ley 80 de 1993 y lo resuelto en el trámite de sanción contractual:  

 

• En primer lugar, se tomó el valor de $5.247.963.388,488 indicado en la sanción contenida 

en el acto administrativo que sancionó, el cual se actualizó o indexó según el artículo 4 

numeral 8 de la Ley 80 de 1993. Para ello, se tuvo en cuenta el IPC inicial de junio de 2023 

(133.78), mes siguiente al que se notificó el acto administrativo que confirmó la sanción (Art. 

1080 del Código de Comercio), y el IPC final, que corresponde, según la certificación del 

DANE, al mes de junio de 2024 (143.38), siendo este índice el que debe utilizarse para julio 

de 2024, lo cual arrojó como resultado del capital actualizado la suma de $5.624.555.269,95.  

 

• Luego, al valor del capital actualizado, indicado inmediatamente antes, se le sumaron los 

intereses moratorios, aplicando (acorde con el citado artículo 4 de la L.80/93), el doble del 

interés legal civil, es decir el 12% anual, convertido a la tasa mensual (1%), por cada mes 

desde el 16 de junio de 2023, fecha en la cual se cumplió el término de un mes, que conforme 

al artículo 1080 del C.Co. tenía la aseguradora para pagar el valor de la sanción impuesta. 

Los intereses moratorios liquidados como lo ordena la ley hasta el 18 de julio de 2024, 

ascienden a $756.344.668. El resultado total de la liquidación, entonces se obtuvo sumando 

el capital actualizado y los intereses moratorios, que se cancelaron a través de la cuenta 

bancaria dispuesta por el Departamento, así: 

 

 

 

Por tanto, resulta incomprensible que el Departamento se abstenga de aplicar el cálculo 

correspondiente a los intereses y, en consecuencia, de declarar probada la excepción de pago 

efectivo de la obligación. Tanto el artículo 831 del Estatuto Tributario Nacional como el artículo 594 

del Estatuto Tributario de Rentas del Departamento del Putumayo contemplan de manera expresa 

el pago efectivo de la obligación como una excepción con la capacidad de dar por terminado el 

proceso de cobro coactivo, lo que genera la aplicabilidad y efectos legales del artículo 596 del 

referido Estatuto. Dicho artículo obliga al funcionario ejecutor a dar por terminado el proceso de 

cobro coactivo, incluyendo el levantamiento de las medidas cautelares decretadas:  

 

“Contra el mandamiento de pago procederán las siguientes excepciones: 

1. El pago efectivo.” 

(..)  
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En conclusión, se probó la excepción de pago efectivo de la obligación, ya que el guarismo realizado 

por mi representada se ajusta plenamente a derecho, fundamentándose en la norma especial que 

debió aplicarse desde el primer momento por la Gobernación del Putumayo. Sin embargo, de 

manera arbitraria, la administración persiste en su error. Esto constituye razón suficiente para que 

se declare la falta de motivación de la administración al resolver la excepción promovida por mi 

representada, así como la decisión del recuro, y en consecuencia, se proceda a revocar dicha 

decisión.  

 

V. LA GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO INCURRIÓ EN UNA FALSA MOTIVACIÓN AL 

NO DECLARAR PROBADA LA CONFIGURACIÓN DE LA EXCEPCIÓN FRENTE AL 

MANDAMIENTO DE PAGO SOBRE LA INTERPOSICIÓN DE UNA DEMANDA 

CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE CONSTITUYEN EL TÍTULO 

EJECUTIVO.  

Desde abril de los corrientes mi representada radicó medio de control de controversias 

contractuales con el fin de solicitar la nulidad de los actos administrativos Nos. 021 y 022, y 

como restablecimiento del derecho los valores que se pagaron o se llegaren a pagar. Desde 

que se radicó la demanda se le dio traslado al Departamento del Putumayo, por lo que desde 

ese momento tuvieron conocimiento de la censura contra dichas resoluciones, tal como se 

puede evidenciar a continuación:  

 

 

Dicha demanda se radicó el 22 de abril de 2024 y se tramita bajo el radicado 

52001233300020240011900. Cabe anotar que el Tribunal Administrativo de Putumayo avocó 

conocimiento mediante auto notificado por estados el 27 de junio de 2024, es decir, varios días 

antes que la Tesorería notificara el primer mandamiento de pago:  
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10 

 

Tanto el Estatuto de Rentas del Putumayo, Ordenanza 766 de 2018 como el Estatuto Tributario 

Nacional contemplan la interposición de la demanda como una de las excepciones contra el 

mandamiento veamos:  

 

ARTÍCULO 594. EXCEPCIONES. Contra el mandamiento de pago procederán 

las siguientes excepciones. 

(…) 

5.La interposición de demandas de restablecimiento del derecho o de proceso de 

revisión de impuestos, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

(…) 

 

ARTÍCULO 831. Contra el mandamiento de pago procederán las siguientes 

excepciones: 

(…) 

5. La interposición de demandas de restablecimiento del derecho o de 

proceso de revisión de impuestos, ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo. 

(…) 

 

Tanto el estatuto de rentas de orden departamental como el nacional indican que, al encontrarse 

probada una excepción, la consecuencia es declararla probada y terminar el proceso coactivo: 

“Si se encuentran probadas las excepciones, el funcionario competente así lo declarará y 

ordenará la terminación del procedimiento cuando fuere del caso y el levantamiento de las 

medidas preventivas cuando se hubieren decretado.” 

 

Frente a esta excepción el Consejo de Estado ha determinado que la sola presentación de la 

demanda permite que se configure esta excepción y se proceda inmediatamente con el fin del 

proceso de cobro coactivo. Así lo ha dispuesto:  

 

La interposición de la demanda en debida forma pone en funcionamiento el aparato 

jurisdiccional, para comunicarla a la parte demandada y decidir sobre ella, y conduce a una 

intervención de la administración de justicia sobre la petición contenida en la demanda. En 

todo caso, si la Administración tiene noticia de que los actos que utiliza como 

fundamento para el cobro fueron demandados, es claro que debe esperar a un 

pronunciamiento del juez de conocimiento sobre la misma, para determinar si puede o 

no hacer efectivo el cobro. Por otra parte, de acuerdo con lo establecido en el artículo 28 

del Código Civil  “Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según 

el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido 

expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal”. Y según el 

tenor literal del Estatuto Tributario, es claro que tanto los oficios como el concepto 

demandados difieren de lo dispuesto en el numeral 5º del artículo 831 del E.T., por lo que 

no es procedente considerar que la excepción de interposición de demandas contenida 

en la norma citada solo se configura con la admisión de la misma. Cabe entender 

 
10 Tomado de: https://samai.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=520012333000202400119008600123  

https://samai.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=520012333000202400119008600123
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además que si el legislador no determinó que en el numeral 5º del artículo 831 del 

Estatuto Tributario la excepción procedente contra el mandamiento de pago 

correspondía a la “admisión”, sino a la “interposición” de la misma, debe entenderse 

como la interposición de una demanda en debida forma. Frente a lo afirmado en la 

contestación de la demanda por la DIAN, las disposiciones jurídicas contenidas en el Estatuto 

Tributario que regulan el proceso de cobro coactivo y su control de legalidad ante la 

jurisdicción contencioso administrativa, permiten establecer que los actos que sirven de 

fundamento para el mismo deben prestar mérito ejecutivo (artículo 828 E.T.), y que para poder 

exigir su cumplimiento no debe estar en tela de juicio su legalidad. Como está contemplado 

en el artículo 829 del E.T. y como lo ha desarrollado la jurisprudencia, en materia tributaria 

el acto administrativo adquiere fuerza ejecutoria cuando ha sido decidida de forma 

definitiva la demanda de nulidad interpuesta; lo cual se presenta, bien sea cuando se 

profiere sentencia que hace tránsito a cosa juzgada, o cuando queda ejecutoriado el auto que 

rechaza la demanda o pone fin al proceso. Por tanto, es claro que la Administración tributaria 

no cuenta con un acto definitivo como fundamento para hacer efectivo el cobro, hasta tanto 

no haya certeza sobre el resultado del juicio de nulidad (…) Reitera la Sala que la interposición 

de la demanda en debida forma pone en tela de juicio la legalidad de los actos demandados, 

que servirían de fundamento para el cobro coactivo, y como lo manifiesta la DIAN en su escrito 

de contestación de la demanda la firmeza y ejecutoria de los actos son indispensables para 

adelantar la ejecución coactiva de las obligaciones tributarias. Para la Sala, la interpretación 

efectuada por la DIAN sobre la excepción de interposición de la demanda de nulidad y 

restablecimiento en los actos demandados da lugar a que se adelanten procesos de cobro 

coactivo que ejecutan actos que son cuestionados ante la jurisdicción, antes de que se decida 

definitivamente sobre la demanda interpuesta en debida forma. La sola interposición de la 

demanda en forma da lugar a entender que los actos están sometidos a discusión ante la 

jurisdicción, y que es preciso que no se adelante el cobro coactivo de estos actos hasta no 

contar con certeza de su legalidad. La operancia de la excepción de interposición de la 

demanda en debida forma tiene como fin que los actos administrativos que sean objeto 

de cobro, puedan lograr su cometido una vez sean de obligatorio cumplimiento, y se 

evite que tales actos tengan fuerza ejecutoria transitoriamente, desde la decisión 

administrativa final hasta la fecha de admisión de la demanda, y que una vez admitida 

la demanda, pierden tal condición, para ganarla otra vez con la sentencia definitiva 

(…)11 

 

La regla jurisprudencial aplica a este caso en concreto teniendo en cuenta que la demanda contra 

las Resoluciones Nos. 021 y 022 de 2023 que sirvieron de fundamento para el cobro coactivo fue 

radicada oportunamente y en debida forma el 22 de abril de 2024. Es importante indicar que antes 

de la radicación de la demanda, se le dio traslado de la misma junto con sus anexos al canal digital 

del Departamento del Putumayo para notificaciones judiciales 

(notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co), el cual es el adecuado para recibir dicha 

correspondencia, tal como se puede apreciar en la página de la entidad:  

 

 
11 Consejo de Estado, Sección Cuarta (2019). Radicado: 11001-03-27-000-2017-00026-00 (23198), C.P. Milton Chaves García. 
Noviembre 06.  
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12 

 

 

Así las cosas, desde la radicación del proceso la administración conoció de la existencia de la 

demanda, lo que robustece la excepción incoada, por lo que al haber omitido declarar probada dicha 

excepción, incurrió en una falsa motivación y un desconocimiento de la norma en que debe 

fundarse.  

 

Inicialmente el conocimiento de la demanda le correspondió al Tribunal Administrativo de Nariño- 

Luego, el 04 de junio de 2024, dicho tribunal con ocasión al Acuerdo No. CSJNAA24-124 del 24 de 

mayo de 2024, remitió el proceso al Tribunal Administrativo del Putumayo – Sala Unitaria. A este 

proceso le correspondió el radicado 52001233300020240011900 y como Magistrado Ponente al Dr. 

Manuel Alí Rodríguez, y este a su vez mediante auto notificado el 26 de junio de 2024 avocó 

conocimiento.  

 

Es así, como la Tesorería en un primer momento debió abstenerse de iniciar los procesos coactivos. 

Luego, si se daba cuenta de la existencia con las excepciones al mandamiento, debió terminar los 

procesos coactivos pues aún los títulos ejecutivos en los que se fundamentan estos cobros no tienen 

ejecutividad, dado que están siendo analizados por la jurisdicción de lo contencioso administrativo 

quien será la encargada de tomar una decisión definitiva frente a la legalidad de los actos 

administrativos que declararon el incumplimiento.  

 

 

 

 

 

 
12 Tomado de: https://www.putumayo.gov.co/  

https://www.putumayo.gov.co/
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2. DISPOSICIONES JURÍDICAS VIOLADAS 

 

Las normas vulneradas con la expedición de las Resoluciones No. 075 del 8 de agosto de 2024 y 

No. 153 del 04 de octubre de 2024 transgreden los derechos fundamentales al debido proceso, 

consagrados en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, así como las disposiciones 

señaladas en cada uno de los cargos. Esto evidencia el daño antijurídico causado a mi 

representada, resultado de una actuación que, en violación del principio de legalidad, fue llevada a 

cabo por la Gobernación del Putumayo, infringiendo las disposiciones normativas contenidas en la 

Constitución Política, la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, la Ley 1474 de 2011, la Ley 1157 de 

2011, el CPACA (Ley 1437 de 2011), la Ley 2080 de 2022, el Código Civil, el Código de Comercio, 

el Código General del Proceso, el Estatuto Tributario, la Ordenanza 766 de 2008 (Estatuto Tributario 

de Rentas del Departamento del Putumayo), la Ley 53 de 1957, la Ley 14 de 2013, el contrato 

estatal de obra que culminó con la sanción derivada en la orden de pago, el contrato estatal de 

seguro de cumplimiento documentado en la Póliza No. NB100100416, el título ejecutivo, la línea 

jurisprudencial y el precedente establecido por el Consejo de Estado, en concreto la Sentencia del 

Consejo de Estado de Colombia (2013), Consejero Ponente: Mauricio Fajardo Gómez (Expediente 

No. 19.933, Radicación No. 25000232600019971393001), y la sentencia del Consejo de Estado del 

24 de abril de 2024, Consejero Ponente Dr. William Barrera Muñoz (Radicado 25000-23-26-000-

2006-00637-01 [44472]), así como la sentencia 660012331000200200391(31431), del 27 de 

noviembre de 2013, Consejero Ponente Dr. Mauricio Fajardo, cuyo texto se adjunta. Esta línea 

jurisprudencial debe aplicarse conforme a la noción de precedente judicial establecida por el 

Consejo de Estado en la sentencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta 

(2016), Consejera Ponente: Rocío Araujo Oñate (Decisión en el expediente No. 11001-03-15-000-

2015-03358-00 [AC]). 

 

VII. JURAMENTO 

 

En representación de MUNDIAL DE SEGUROS S.A., respetuosamente me permito manifestar bajo 

la gravedad de juramento que no se ha presentado demanda o solicitud alguna por los mismos 

hechos y pretensiones. 

 

VIII. COMPETENCIA 

 

La competencia para conocer el presente asunto corresponde a la Procuraduría Judicial 

Administrativa de Mocoa, teniendo en cuenta que el ente que profirió los actos administrativos 

contractuales sobre los cuales se pretende la nulidad es la GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO y, 

en virtud del numeral 4 del artículo 152 de la Ley 1437 de 2011, por tratarse de un asunto que 

excede en cuantía de los 500 salarios mínimos legales mensuales vigentes, su conocimiento será 

competencia de los Tribunales Administrativos, concretamente, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE PUTUMAYO. 
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La presente demanda deberá tramitarse por el Procedimiento establecido en la Parte Segunda 

“Organización de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y de sus funciones 

Jurisdiccionales y Consultivas” Capítulo V “Demanda y proceso Contencioso Administrativo” 

previsto en la Ley 1437 de 2011. 

 

IX. ESTIMACIÓN RAZONADA DE LA CUANTÍA 

 

La cuantía se estima razonadamente en la suma de ONCE MIL CUATROCIENTOS CUARENTA 

MILLONES NOVECIENTOS TREINTA Y OCHO MIL QUINIENTOS SETENTA Y CINCO PESOS 

CON NOVENTA Y OCHO CENTAVOS M/CTE ($11,440,938,575.98), correspondientes a la cuantía 

de la liquidación contenida en los actos administrativos. 

 

X. PRUEBAS QUE SE PRETENDE HACER VALER  

 

DOCUMENTALES: 

 

1. Link Secop 1 del proceso de Licitación Pública No. SPD-LP-010-2018: 

https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-

194632&g-recaptcha-

response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRm

wGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-

B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-

jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdz

YBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpI

J7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0X

FynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J

1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-

cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOY

Gp5mDH6MK-Vfu02I 

2. Póliza de Seguro de Cumplimiento Entidades Estatales No. 100100416, anexo 0-9, expedida 

por la Compañía Mundial de Seguros S.A. junto con el condicionado general.  

3. Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023, “por medio de la cual se declara el siniestro con 

cargo al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo otorgado mediante Seguro 

de Cumplimiento a favor de entidades Estatales No. NB-100100416 que garantiza el 

Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS 

TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL 

DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”.  

4. Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVEN 

LOS RECURSOS DE REPOSICIÓN EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN No. 021 DE 2023 

https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-194632&g-recaptcha-response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRmwGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdzYBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpIJ7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0XFynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOYGp5mDH6MK-Vfu02I
https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-194632&g-recaptcha-response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRmwGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdzYBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpIJ7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0XFynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOYGp5mDH6MK-Vfu02I
https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-194632&g-recaptcha-response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRmwGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdzYBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpIJ7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0XFynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOYGp5mDH6MK-Vfu02I
https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-194632&g-recaptcha-response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRmwGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdzYBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpIJ7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0XFynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOYGp5mDH6MK-Vfu02I
https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-194632&g-recaptcha-response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRmwGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdzYBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpIJ7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0XFynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOYGp5mDH6MK-Vfu02I
https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-194632&g-recaptcha-response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRmwGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdzYBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpIJ7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0XFynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOYGp5mDH6MK-Vfu02I
https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-194632&g-recaptcha-response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRmwGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdzYBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpIJ7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0XFynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOYGp5mDH6MK-Vfu02I
https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-194632&g-recaptcha-response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRmwGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdzYBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpIJ7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0XFynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOYGp5mDH6MK-Vfu02I
https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-194632&g-recaptcha-response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRmwGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdzYBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpIJ7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0XFynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOYGp5mDH6MK-Vfu02I
https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-194632&g-recaptcha-response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRmwGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdzYBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpIJ7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0XFynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOYGp5mDH6MK-Vfu02I
https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-194632&g-recaptcha-response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRmwGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdzYBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpIJ7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0XFynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOYGp5mDH6MK-Vfu02I
https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-194632&g-recaptcha-response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRmwGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdzYBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpIJ7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0XFynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOYGp5mDH6MK-Vfu02I
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“por medio de la cual se declara el siniestro con cargo al amparo de buen manejo y correcta 

inversión del anticipo otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor de entidades 

Estatales No. NB-100100416 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 

cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y 

DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”.  

5. Demanda presentada contra el Departamento del Putumayo.  

6. Constancia de radicación de demanda y de traslado al Departamento del Putumayo.  

7.  Auto que avoca conocimiento.  

8. Sentencia de la Sección Cuarta del Consejo de Estado, C.P. Milton Chaves García, radicado 

11001032700020170002600(23198) 

9. Resolución No.059 “Por medio de la cual se libra mandamiento de pago y ordena medida 

preventiva” 

10. Liquidación de intereses crédito, de conformidad con el artículo 1080 del Código Civil y el 

artículo 4º, ordinal 8º de la Ley 80 de 1993.   

11. Copia simple Orden de Pago N.º 1117663 del 17 de julio de 2024. 

12. Reporte de transacción por CredicorpCapital.  

13. Correo que negó la terminación del proceso coactivo por pago efectivo 

14. Constancia de embargo de debito de la cuenta de Banco de Bogotá por $13.411.553 por el 

embargo. 

15. Constancia de embargo de débito de la cuenta de Banco de Bogotá por $170.840.553 por 

el embargo. 

16. Resolución No. 075 del 08 de agosto de 2024 

17. Resolución No. 153 del 04 de octubre de 2024 y su constancia de notificación.  

18. Póliza de caución No. 02-41-101000364. En ella puede verse el pago por concepto de prima, 

y oficio que acepta caución.  

19. Sentencia proferida por el Consejo de Estado del 24 de abril de 2024 radicado 25000-23-26 

000-2006-00637-01(44472). 

20. Certificado de existencia y representación COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A, 

expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá. 

21. Constancia del traslado al Departamento del Putumayo 

22. Constancia del traslado a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado  

23. Excepciones contra el mandamiento de pago 

24. Recurso de reposición contra Resolución 075 de 2024 

 

 

TESTIMONIALES:  

 

Respetuosamente, solicito a este Despacho decretar el testimonio de las siguientes personas: 
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• Se cite a la Dra. VANESSA TATIANA RIVERA SAMBONÌ en su calidad de Tesorera 

General del Departamento del Putumayo, para que deponga sobre aspectos relacionados 

al mandamiento de pago emitido por el Departamento del Putumayo. 

 

• Se cite a la Dra. DORIS AMPARO ORTIZ ORDOÑEZ en su calidad de profesional 

universitaria de la Tesorera General del Departamento del Putumayo, para que deponga 

sobre aspectos relacionados al mandamiento de pago emitido por el Departamento del 

Putumayo. 

 

 

• Solicito que se cite al Dr. CARLOS ARTURO PRIETO SUÁREZ, quien podrá rendir 

testimonio en relación con los medios exceptivos propuestos por la Compañía Mundial de 

Seguros en contra del mandamiento de pago, aportando información relevante que 

contribuya a esclarecer los hechos y circunstancias objeto del presente proceso. 

 

 

EXHIBICIÓN DE DOCUMENTOS:  

 

Solicito comedidamente se ordene a la GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO aportar al proceso todos 

y cada uno de los documentos que integran el proceso de incumplimiento contractual adelantado 

contra el CONSORCIO VIAS TERCIARIAS y la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., en 

virtud del Contrato No. 1225 del 28 de diciembre de 2018, incluyendo grabaciones de audiencia y 

los demás documentos que lo puedan integrar.  

 

El propósito de la exhibición de estos documentos es evidenciar las causales de nulidad en las 

cuales se incurrieron los actos administrativos demandados, y así demostrar las razones por las 

cuales se debe declarar la nulidad de los mismos.  

 

La entidad puede ser citada en la Calle 8 No. 7-40 del municipio de Mocoa (Putumayo) y electrónica 

a los correos: notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co  y contactenos@putumayo.gov.co.  

 

XI. ANEXOS 

 

1. Todos los documentos aducidos como prueba en el acápite anterior.  

2. Escritura Pública No. 13.771 del 1 de diciembre de 2014, mediante la cual se otorga poder 

general al suscrito en representación de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.  

3. Certificado de Existencia y Representación de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., 

expedido por la Cámara de Comercio de Cali.   

 

mailto:notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co
mailto:contactenos@putumayo.gov.co
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Debido al peso de los archivos y al nuevo uso de la sede electrónica, las pruebas y anexos se 

encuentran compiladas en el siguiente link que lleva a una carpeta de OneDrive de libre acceso 

para la consulta de los documentos:  

 

PRUEBAS Y ANEXOS NULIDAD PROCESO COACTIVO 2024-007 

 

 

XII. NOTIFICACIONES 

 

A mi mandante a la dirección física calle 33 No. 6B – 24 de Bogotá y al correo electrónico 

notificacionesjudiciales@segurosmundial.com.co  

 

Al suscrito apoderado en la Cra. 11 A No. 94 A -23 oficina 201 de Bogotá. Para efectos de 

notificación electrónica, según lo previsto en el artículo 162 numeral 7, la dirección electrónica es: 

notificaciones@gha.com.co. 

 

La entidad convocada puede ser citada en la Calle 8 No. 7-40 del municipio de Mocoa (Putumayo) 

y electrónica a los correos: notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co y 

contactenos@putumayo.gov.co.  

 

 

Respetuosamente, 

 

 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA  

C.C. No 19.395.114 de Bogotá D.C. 

T.P. No. 39.116 del C.S. de la J. 

https://gha2-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/nloaiza_gha_com_co/EhuxgZUFhZRBm7I16aaVcFQBBV26xIOkSINpf-tlnt2iDA?e=748gx5
mailto:notificacionesjudiciales@segurosmundial.com.co
mailto:notificaciones@gha.com.co
mailto:notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co
mailto:contactenos@putumayo.gov.co
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ESPACIO PARA EL TIMBRE

Corresponsales
OPCIÓN1

Corresponsales
OPCIÓN 2

Bancos

Recibo de PagoMundial de Seguros S.A.
860.037.013-6

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- CLIENTE-

VÁLIDO COMO RECIBO DE PAGO

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

VALOR TOTAL A PAGAR $

$

Apreciado Cliente:

1. No se aceptan pagos parciales.

2. Al realizar su pago de forma presencial (ante el cajero del banco) UNICAMENTE presente esta boleta de recaudo para garantizar la correcta referenciación del pago.

3. 

esta (artículo1068 código de comercio)

4. Si realiza su pago en cheque o de forma mixta (efectivo y cheque), solamente gire cheque local a nombre de PATRIMONIOS AUTÓNOMOS CREDICORP CAPITAL FIDUCIARIA 

al respaldo endóselo correctame y diligencie los datos del girador (nombre, NIT, teléfono) y el número de referencia de esta boleta. En caso de devolución del 

cheque se cobrará sanción del 20% de acuerdo con lo establecido en el artículo 731 del código de comercio. NO SE ACEPTAN CHEQUES DE OTRAS PLAZAS.

5. Para realizar el pago a través del botón PSE, ingrese a nuestra página web www.segurosmundial.com.co en la imagen de PSE haga clic y continúe el proceso de pago. 

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- BANCO -

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

$

VALOR TOTAL A PAGAR $

Nit 900531292-7,

NB–100100416

05/01/2022

ANEXO DE MODIFICACION DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

71177165

04/02/2022

00,00

00,00

00,00

04/02/2022

12/02/2019 31/01/2027

05/01/2022

ANEXO DE MODIFICACION DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

NB–100100416

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

71177165

04/02/2022

00,00

00,00

00,0012/02/2019 31/01/2027

(415)7709998434219(8020)00000071177165(3900)000000000000(96)20220204

(415)7709998039933(8020)031594(8020)22990071177165(3900)000000000000(96)20220204



Recibo de Pago
Mundial de Seguros S.A.

860.037.013-6

Tu compañía siempre

A continuación te brindamos información de los distintos medios de pago que tendrás a disposición:

CORRESPONSALES

INFORMACIÓN DE PAGO

OPCIÓN 1

CORRESPONSALES

BANCOS

OPCIÓN 2 



Digitally signed by COMPANIA
MUNDIAL DE SEGUROS S A
Date: 2023.01.25 08:30:35 -05:00







ESPACIO PARA EL TIMBRE

Corresponsales
OPCIÓN1

Corresponsales
OPCIÓN 2

Bancos

Recibo de PagoMundial de Seguros S.A.
860.037.013-6

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- CLIENTE-

VÁLIDO COMO RECIBO DE PAGO

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

VALOR TOTAL A PAGAR $

$

Apreciado Cliente:

1. No se aceptan pagos parciales.

2. Al realizar su pago de forma presencial (ante el cajero del banco) UNICAMENTE presente esta boleta de recaudo para garantizar la correcta referenciación del pago.

3. 

esta (artículo1068 código de comercio)

4. Si realiza su pago en cheque o de forma mixta (efectivo y cheque), solamente gire cheque local a nombre de PATRIMONIOS AUTÓNOMOS CREDICORP CAPITAL FIDUCIARIA 

al respaldo endóselo correctame y diligencie los datos del girador (nombre, NIT, teléfono) y el número de referencia de esta boleta. En caso de devolución del 

cheque se cobrará sanción del 20% de acuerdo con lo establecido en el artículo 731 del código de comercio. NO SE ACEPTAN CHEQUES DE OTRAS PLAZAS.

5. Para realizar el pago a través del botón PSE, ingrese a nuestra página web www.segurosmundial.com.co en la imagen de PSE haga clic y continúe el proceso de pago. 

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- BANCO -

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

$

VALOR TOTAL A PAGAR $

Nit 900531292-7,

NB–100100416

16/12/2021

ANEXO DE MODIFICACION DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

71157874

15/01/2022

43.750.660,59

8.312.625,51

52.063.286,10

15/01/2022

12/02/2019 31/01/2027

16/12/2021

ANEXO DE MODIFICACION DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

NB–100100416

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

71157874

15/01/2022

43.750.660,59

8.312.625,51

52.063.286,1012/02/2019 31/01/2027

(415)7709998434219(8020)00000071157874(3900)000052063286(96)20220115

(415)7709998039933(8020)031594(8020)22990071157874(3900)000052063286(96)20220115



Recibo de Pago
Mundial de Seguros S.A.

860.037.013-6

Tu compañía siempre

A continuación te brindamos información de los distintos medios de pago que tendrás a disposición:

CORRESPONSALES

INFORMACIÓN DE PAGO

OPCIÓN 1

CORRESPONSALES

BANCOS

OPCIÓN 2 









ESPACIO PARA EL TIMBRE

Corresponsales
OPCIÓN1

Corresponsales
OPCIÓN 2

Bancos

Recibo de PagoMundial de Seguros S.A.
860.037.013-6

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- CLIENTE-

VÁLIDO COMO RECIBO DE PAGO

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

VALOR TOTAL A PAGAR $

$

Apreciado Cliente:

1. No se aceptan pagos parciales.

2. Al realizar su pago de forma presencial (ante el cajero del banco) UNICAMENTE presente esta boleta de recaudo para garantizar la correcta referenciación del pago.

3. 

esta (artículo1068 código de comercio)

4. Si realiza su pago en cheque o de forma mixta (efectivo y cheque), solamente gire cheque local a nombre de PATRIMONIOS AUTÓNOMOS CREDICORP CAPITAL FIDUCIARIA 

al respaldo endóselo correctame y diligencie los datos del girador (nombre, NIT, teléfono) y el número de referencia de esta boleta. En caso de devolución del 

cheque se cobrará sanción del 20% de acuerdo con lo establecido en el artículo 731 del código de comercio. NO SE ACEPTAN CHEQUES DE OTRAS PLAZAS.

5. Para realizar el pago a través del botón PSE, ingrese a nuestra página web www.segurosmundial.com.co en la imagen de PSE haga clic y continúe el proceso de pago. 

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- BANCO -

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

$

VALOR TOTAL A PAGAR $

Nit 900531292-7,

NB–100100416

10/09/2021

REHABILITACION DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

71084947

10/10/2021

00,00

00,00

00,00

10/10/2021

12/02/2019 27/06/2025

10/09/2021

REHABILITACION DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

NB–100100416

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

71084947

10/10/2021

00,00

00,00

00,0012/02/2019 27/06/2025

(415)7709998434219(8020)00000071084947(3900)000000000000(96)20211010

(415)7709998039933(8020)031594(8020)22990071084947(3900)000000000000(96)20211010



Recibo de Pago
Mundial de Seguros S.A.

860.037.013-6

Tu compañía siempre

A continuación te brindamos información de los distintos medios de pago que tendrás a disposición:

CORRESPONSALES

INFORMACIÓN DE PAGO

OPCIÓN 1

CORRESPONSALES

BANCOS

OPCIÓN 2 









ESPACIO PARA EL TIMBRE

Corresponsales
OPCIÓN1

Corresponsales
OPCIÓN 2

Bancos

Recibo de PagoMundial de Seguros S.A.
860.037.013-6

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- CLIENTE-

VÁLIDO COMO RECIBO DE PAGO

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

VALOR TOTAL A PAGAR $

$

Apreciado Cliente:

1. No se aceptan pagos parciales.

2. Al realizar su pago de forma presencial (ante el cajero del banco) UNICAMENTE presente esta boleta de recaudo para garantizar la correcta referenciación del pago.

3. 

esta (artículo1068 código de comercio)

4. Si realiza su pago en cheque o de forma mixta (efectivo y cheque), solamente gire cheque local a nombre de PATRIMONIOS AUTÓNOMOS CREDICORP CAPITAL FIDUCIARIA 

al respaldo endóselo correctame y diligencie los datos del girador (nombre, NIT, teléfono) y el número de referencia de esta boleta. En caso de devolución del 

cheque se cobrará sanción del 20% de acuerdo con lo establecido en el artículo 731 del código de comercio. NO SE ACEPTAN CHEQUES DE OTRAS PLAZAS.

5. Para realizar el pago a través del botón PSE, ingrese a nuestra página web www.segurosmundial.com.co en la imagen de PSE haga clic y continúe el proceso de pago. 

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- BANCO -

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

$

VALOR TOTAL A PAGAR $

Nit 900531292-7,

NB–100100416

02/08/2021

CANCELACION DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

71060562

01/09/2021

00,00

00,00

00,00

01/09/2021

12/02/2019 27/06/2025

02/08/2021

CANCELACION DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

NB–100100416

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

71060562

01/09/2021

00,00

00,00

00,0012/02/2019 27/06/2025

(415)7709998434219(8020)00000071060562(3900)000000000000(96)20210901

(415)7709998039933(8020)031594(8020)22990071060562(3900)000000000000(96)20210901



Recibo de Pago
Mundial de Seguros S.A.

860.037.013-6

Tu compañía siempre

A continuación te brindamos información de los distintos medios de pago que tendrás a disposición:

CORRESPONSALES

INFORMACIÓN DE PAGO

OPCIÓN 1

CORRESPONSALES

BANCOS

OPCIÓN 2 









ESPACIO PARA EL TIMBRE

Corresponsales
OPCIÓN1

Corresponsales
OPCIÓN 2

Bancos

Recibo de PagoMundial de Seguros S.A.
860.037.013-6

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- CLIENTE-

VÁLIDO COMO RECIBO DE PAGO

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

VALOR TOTAL A PAGAR $

$

Apreciado Cliente:

1. No se aceptan pagos parciales.

2. Al realizar su pago de forma presencial (ante el cajero del banco) UNICAMENTE presente esta boleta de recaudo para garantizar la correcta referenciación del pago.

3. 

esta (artículo1068 código de comercio)

4. Si realiza su pago en cheque o de forma mixta (efectivo y cheque), solamente gire cheque local a nombre de PATRIMONIOS AUTÓNOMOS CREDICORP CAPITAL FIDUCIARIA 

al respaldo endóselo correctame y diligencie los datos del girador (nombre, NIT, teléfono) y el número de referencia de esta boleta. En caso de devolución del 

cheque se cobrará sanción del 20% de acuerdo con lo establecido en el artículo 731 del código de comercio. NO SE ACEPTAN CHEQUES DE OTRAS PLAZAS.

5. Para realizar el pago a través del botón PSE, ingrese a nuestra página web www.segurosmundial.com.co en la imagen de PSE haga clic y continúe el proceso de pago. 

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- BANCO -

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

$

VALOR TOTAL A PAGAR $

Nit 900531292-7,

NB–100100416

03/10/2019

ANEXO DE MODIFICACION DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

70778277

02/11/2019

2.031.997,42

386.079,51

2.418.076,93

02/11/2019

12/02/2019 27/06/2025

03/10/2019

ANEXO DE MODIFICACION DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

NB–100100416

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

70778277

02/11/2019

2.031.997,42

386.079,51

2.418.076,9312/02/2019 27/06/2025

(415)7709998434219(8020)00000070778277(3900)000002418076(96)20191102

(415)7709998039933(8020)031594(8020)22990070778277(3900)000002418076(96)20191102



Recibo de Pago
Mundial de Seguros S.A.

860.037.013-6

Tu compañía siempre

A continuación te brindamos información de los distintos medios de pago que tendrás a disposición:

CORRESPONSALES

INFORMACIÓN DE PAGO

OPCIÓN 1

CORRESPONSALES

BANCOS

OPCIÓN 2 









ESPACIO PARA EL TIMBRE

Corresponsales
OPCIÓN1

Corresponsales
OPCIÓN 2

Bancos

Recibo de PagoMundial de Seguros S.A.
860.037.013-6

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- CLIENTE-

VÁLIDO COMO RECIBO DE PAGO

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

VALOR TOTAL A PAGAR $

$

Apreciado Cliente:

1. No se aceptan pagos parciales.

2. Al realizar su pago de forma presencial (ante el cajero del banco) UNICAMENTE presente esta boleta de recaudo para garantizar la correcta referenciación del pago.

3. 

esta (artículo1068 código de comercio)

4. Si realiza su pago en cheque o de forma mixta (efectivo y cheque), solamente gire cheque local a nombre de PATRIMONIOS AUTÓNOMOS CREDICORP CAPITAL FIDUCIARIA 

al respaldo endóselo correctame y diligencie los datos del girador (nombre, NIT, teléfono) y el número de referencia de esta boleta. En caso de devolución del 

cheque se cobrará sanción del 20% de acuerdo con lo establecido en el artículo 731 del código de comercio. NO SE ACEPTAN CHEQUES DE OTRAS PLAZAS.

5. Para realizar el pago a través del botón PSE, ingrese a nuestra página web www.segurosmundial.com.co en la imagen de PSE haga clic y continúe el proceso de pago. 

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- BANCO -

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

$

VALOR TOTAL A PAGAR $

Nit 900531292-7,

NB–100100416

19/02/2019

TRASLADO DE VIGENCIA DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

70714197

21/03/2019

49.312.586,87

9.369.391,51

58.681.978,38

21/03/2019

12/02/2019 13/05/2025

19/02/2019

TRASLADO DE VIGENCIA DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

NB–100100416

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

70714197

21/03/2019

49.312.586,87

9.369.391,51

58.681.978,3812/02/2019 13/05/2025

(415)7709998434219(8020)00000070714197(3900)000058681978(96)20190321

(415)7709998039933(8020)031594(8020)22990070714197(3900)000058681978(96)20190321



Recibo de Pago
Mundial de Seguros S.A.

860.037.013-6

Tu compañía siempre

A continuación te brindamos información de los distintos medios de pago que tendrás a disposición:

CORRESPONSALES

INFORMACIÓN DE PAGO

OPCIÓN 1

CORRESPONSALES

BANCOS

OPCIÓN 2 









ESPACIO PARA EL TIMBRE

Corresponsales
OPCIÓN1

Corresponsales
OPCIÓN 2

Bancos

Recibo de PagoMundial de Seguros S.A.
860.037.013-6

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- CLIENTE-

VÁLIDO COMO RECIBO DE PAGO

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

VALOR TOTAL A PAGAR $

$

Apreciado Cliente:

1. No se aceptan pagos parciales.

2. Al realizar su pago de forma presencial (ante el cajero del banco) UNICAMENTE presente esta boleta de recaudo para garantizar la correcta referenciación del pago.

3. 

esta (artículo1068 código de comercio)

4. Si realiza su pago en cheque o de forma mixta (efectivo y cheque), solamente gire cheque local a nombre de PATRIMONIOS AUTÓNOMOS CREDICORP CAPITAL FIDUCIARIA 

al respaldo endóselo correctame y diligencie los datos del girador (nombre, NIT, teléfono) y el número de referencia de esta boleta. En caso de devolución del 

cheque se cobrará sanción del 20% de acuerdo con lo establecido en el artículo 731 del código de comercio. NO SE ACEPTAN CHEQUES DE OTRAS PLAZAS.

5. Para realizar el pago a través del botón PSE, ingrese a nuestra página web www.segurosmundial.com.co en la imagen de PSE haga clic y continúe el proceso de pago. 

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- BANCO -

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

$

VALOR TOTAL A PAGAR $

Nit 900531292-7,

NB–100100416

19/02/2019

CANCELACION DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

70714169

21/03/2019

–49.312.586,87

–9.369.391,51

–58.681.978,38

21/03/2019

28/12/2018 28/03/2025

19/02/2019

CANCELACION DE POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

NB–100100416

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

70714169

21/03/2019

–49.312.586,87

–9.369.391,51

–58.681.978,3828/12/2018 28/03/2025

(415)7709998434219(8020)00000070714169(3900)000–58681978(96)20190321

(415)7709998039933(8020)031594(8020)22990070714169(3900)000–58681978(96)20190321



Recibo de Pago
Mundial de Seguros S.A.

860.037.013-6

Tu compañía siempre

A continuación te brindamos información de los distintos medios de pago que tendrás a disposición:

CORRESPONSALES

INFORMACIÓN DE PAGO

OPCIÓN 1

CORRESPONSALES

BANCOS

OPCIÓN 2 







 
 

GARANTIA UNICA DE CUMPLIMIENTO 
EN FAVOR DE ENTIDADES ESTATALES 

(DECRETO 1082 DE 2015) 
 

1. RIESGOS AMPAROS 
 

LA ASEGURADORA OTORGA A LA ENTIDAD 
ESTATAL CONTRATANTE ASEGURADA 
HASTA EL MONTO DEL VALOR 
ASEGURADO, LOS AMPAROS 
MENCIONADOS EN LA CARATULA DE LA 
PRESENTE POLIZA. 

 
LOS AMPAROS DE LA POLIZA SERAN 
INDEPENDIENTES UNOS DE OTROS 
RESPECTO DE SUS RIESGOS Y DE SUS 
VALORES ASEGURADOS. LA ENTIDAD 
ESTATAL CONTRATANTE ASEGURADA NO 
PODRA RECLAMAR O TOMAR EL VALOR DE 
UN AMPARO PARA CUBRIR O INDEMNIZAR 
EL VALOR DE OTROS. ESTOS NO SON 
ACUMULABLES Y SON EXCLUYENTES 
ENTRE SI, SEGÚN LAS DEFINICIONES Y 
ALCANCE QUE A CONTINUACION SE 
ESTIPULAN: 

 
1.1 AMPARO DE SERIEDAD DE LA OFERTA 
LA GARANTÍA DE SERIEDAD DE LA OFERTA 
CUBRE LA SANCIÓN DERIVADA DEL 
INCUMPLIMIENTO DE LA OFERTA, EN LOS 
SIGUIENTES EVENTOS: 

 
1.1.1 LA NO AMPLIACIÓN DE LA VIGENCIA 
DE LA GARANTÍA DE SERIEDAD DE LA 
OFERTA CUANDO EL PLAZO PARA LA 
ADJUDICACIÓN O PARA SUSCRIBIR EL 
CONTRATO ES PRORROGADO, SIEMPRE 
QUE TAL PRÓRROGA SEA INFERIOR A 
TRES (3) MESES. 

 
1.1.2 EL RETIRO DE LA OFERTA DESPUÉS 
DE VENCIDO EL PLAZO FIJADO PARA LA 
PRESENTACIÓN DE LAS OFERTAS. 

 
1.1.3 LA NO SUSCRIPCIÓN DEL CONTRATO 
SIN JUSTA CAUSA POR PARTE DEL 
ADJUDICATARIO. 
. 
1.1.4 LA FALTA DE OTORGAMIENTO POR 
PARTE DEL PROPONENTE SELECCIONADO 
DE LA GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO DEL 
CONTRATO. 

1.2 AMPARO DE BUEN MANEJO Y 
CORRECTA INVERSION DEL ANTICIPO. 
ESTE AMPARO CUBRE LOS PERJUICIOS 
SUFRIDOS POR LA ENTIDAD ESTATAL CON 
OCASIÓN DE: 
(Í) LA NO INVERSIÓN DEL ANTICIPO; 
(II)  EL USO INDEBIDO DEL ANTICIPO; Y 
(III)  LA APROPIACIÓN INDEBIDA DE LOS 
RECURSOS RECIBIDOS EN CALIDAD DE 
ANTICIPO. 

 
1.3 AMPARO DE DEVOLUCION DE PAGO 
ANTICIPADO 
ESTE AMPARO CUBRE LOS PERJUICIOS 
SUFRIDOS POR LA ENTIDAD ESTATAL POR 
LA NO DEVOLUCIÓN TOTAL O PARCIAL DEL 
DINERO ENTREGADO AL CONTRATISTA A 
TÍTULO DE PAGO ANTICIPADO, CUANDO A 
ELLO HUBIERE LUGAR. 

 
1.4 AMPARO DE CUMPLIMIENTO DEL 
CONTRATO 
ESTE AMPARO CUBRE A LA ENTIDAD 
ESTATAL DE LOS PERJUICIOS DERIVADOS 
DE: (A) EL INCUMPLIMIENTO TOTAL O 
PARCIAL DEL CONTRATO, CUANDO EL 
INCUMPLIMIENTO ES IMPUTABLE AL 
CONTRATISTA; (B) EL CUMPLIMIENTO 
TARDÍO O DEFECTUOSO DEL CONTRATO, 
CUANDO EL INCUMPLIMIENTO ES 
IMPUTABLE AL CONTRATISTA; (C) LOS 
DAÑOS IMPUTABLES AL CONTRATISTA 
POR ENTREGAS PARCIALES DE LA OBRA, 
CUANDO EL CONTRATO NO PREVÉ 
ENTREGAS PARCIALES; Y (D) EL PAGO DEL 
VALOR DE LAS MULTAS Y DE LA CLÁUSULA 
PENAL PECUNIARIA. 

 
1.5 AMPARO DE SALARIOS, 
PRESTACIONES SOCIALES LEGALES E 
INDEMNIZACIONES LABORALES 
ESTE AMPARO DEBE CUBRIR A LA 
ENTIDAD ESTATAL DE LOS PERJUICIOS 
OCASIONADOS POR EL INCUMPLIMIENTO 
DE LAS OBLIGACIONES LABORALES DEL 
CONTRATISTA DERIVADAS DE LA 
CONTRATACIÓN DEL PERSONAL 
UTILIZADO EN EL TERRITORIO NACIONAL 
PARA LA EJECUCIÓN DEL CONTRATO 
AMPARADO. 
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LA ENTIDAD ESTATAL NO DEBE EXIGIR 
UNA GARANTÍA PARA CUBRIR ESTE 
RIESGO EN LOS CONTRATOS QUE SE 
EJECUTEN FUERA DEL TERRITORIO 
NACIONAL CON PERSONAL CONTRATADO 
BAJO UN RÉGIMEN JURÍDICO DISTINTO AL 
COLOMBIANO. 

 
1.6 AMPARO DE ESTABILIDAD Y CALIDAD 
DE OBRA. 
ESTE AMPARO CUBRE A LA ENTIDAD 
ESTATAL DE LOS PERJUICIOS 
OCASIONADOS POR CUALQUIER TIPO DE 
DAÑO O DETERIORO, IMPUTABLE AL 
CONTRATISTA, SUFRIDO POR LA OBRA 
ENTREGADA A SATISFACCIÓN. 

 
1.7 AMPARO DE CALIDAD DEL SERVICIO. 
ESTE AMPARO CUBRE A LA ENTIDAD 
ESTATAL POR LOS PERJUICIOS 
DERIVADOS DE LA DEFICIENTE CALIDAD 
DEL SERVICIO PRESTADO. 
. 
1.8 AMPARO DE CALIDAD Y CORRECTO 
FUNCIONAMIENTO DE LOS BIENES 
ESTE AMPARO CUBRE LA CALIDAD Y EL 
CORRECTO FUNCIONAMIENTO DE LOS 
BIENES QUE RECIBE LA ENTIDAD ESTATAL 
EN CUMPLIMIENTO DE UN CONTRATO. 

 
1.9 RESPONSABILIDAD FISCAL 
EN VIRTUD DE LO SEÑALADO EN EL 
ARTICULO 44 DE LA LEY 610 DE 2000, LA 
GARANTIA DE CUMPLIMIENTO CUBRIRA 
LOS PERJUICIOS CAUSADOS A  LA 
ENTIDAD ESTATAL ASEGURADA COMO 
CONSECUENCIA DE LA CONDUCTA 
DOLOSA O CULPOSA, O DE LA 
RESPONSABILIDAD IMPUTABLE AL 
CONTRATISTA GARANTIZADO, DERIVADOS 
DE UN PROCESO DE RESPONSABILIDAD 
FISCAL, SIEMPRE Y CUANDO ESOS 
PERJUICIOS DERIVEN DEL 
INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES 
SURGIDAS DEL CONTRATO AMPARADO 
POR LA GARANTIA. 

 
 

2. EXCLUSIONES 
 

LOS AMPAROS PREVISTOS EN LA 
PRESENTE POLIZA NO OPERARAN EN LOS 
CASOS SIGUIENTES: 

2.1 CAUSA EXTRAÑA, ESTO ES LA FUERZA 
MAYOR O CASO FORTUITO, EL HECHO DE 
UN TERCERO O LA CULPA EXCLUSIVA DE 
LA VICTIMA). 
2.2 DAÑOS CAUSADOS POR EL 
CONTRATISTA A LOS BIENES DE LA 
ENTIDAD NO DESTINADOS AL CONTRATO. 
2.3 USO INDEBIDO O INADECUADO O LA 
FALTA DE MANTENIMIENTO PREVENTIVO 
AL QUE ESTE OBLIGADA LA ENTIDAD 
ESTATAL. 
2.4 EL DETERIORO NORMAL QUE SUFRAN 
LOS BIENES ENTREGADOS CON OCASIÓN 
DEL CONTRATO GARANTIZADO, COMO 
CONSECUENCIA DEL TRANSCURSO DEL 
TIEMPO. 

 

3. SUMA ASEGURADA 
LA SUMA ASEGURADA DETERMINADA 
PARA CADA AMPARO EN LA CARATULA DE 
ESTA PÓLIZA, DELIMITA LA 
RESPONSABILIDAD MÁXIMA DE LA 
COMPAÑÍA EN CASO DE SINIESTRO. 

 
4. VIGENCIA 
LA VIGENCIA DE LOS AMPAROS 
OTORGADOS POR LA PRESENTE PÓLIZA, 
SE HARÁ CONSTAR EN LA CARATULA O EN 
SUS ANEXOS. EN LOS CONTRATOS DE 
QUE TRATA EL ARTÍCULO 2.2.1.2.3.1.3 DEL 
DECRETO 1082 DE 2015, EL GARANTE 
TIENE LA FACULTAD LEGAL DE DECIDIR 
NO GARANTIZAR LA ETAPA SIGUIENTE, 
CASO EN EL CUAL DEBE INFORMAR SU 
DECISIÓN POR ESCRITO A LA ENTIDAD 
ESTATAL GARANTIZADA SEIS (6) MESES 
ANTES DEL VENCIMIENTO DEL PLAZO DE 
LA GARANTÍA. ESTE AVISO NO AFECTA LA 
GARANTÍA DE LA ETAPA CONTRACTUAL O 
PERÍODO CONTRACTUAL EN EJECUCIÓN. 
SI EL GARANTE NO DA EL AVISO CON LA 
ANTICIPACIÓN MENCIONADA Y EL 
CONTRATISTA NO OBTIENE UNA NUEVA 
GARANTÍA, QUEDA OBLIGADO A 
GARANTIZAR LA ETAPA DEL CONTRATO O 
EL PERÍODO CONTRACTUAL 
SUBSIGUIENTE. 

 
5. EFECTIVIDAD DE LA GARANTIA 
DE ACUERDO CON LO ESTABLECIDO EN EL 
ARTÍCULO 1077 EN CONCORDANCIA CON 
EL ARTÍCULO 1080 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO LA ENTIDAD ESTATAL 
ASEGURADA DEBERÁ DEMOSTRAR LA 
OCURRENCIA DEL SINIESTRO Y 
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ACREDITAR LA CUANTÍA DE LA PERDIDA 
PREVIO AGOTAMIENTO DEL DERECHO DE 
DEFENSA DEL CONTRATISTA Y DEL 
GARANTE, DE LA SIGUIENTE FORMA: 

 
5.1 EN CASO DE CADUCIDAD, UNA VEZ 
AGOTADO EL DEBIDO PROCESO Y 
GARANTIZADOS LOS DERECHOS DE 
DEFENSA Y CONTRADICCIÓN DEL 
CONTRATISTA Y DE SU GARANTE DE 
CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN 
EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY 1474 DE 2011, 
POR MEDIO DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
EN EL CUAL LA ENTIDAD ESTATAL 
DECLARE LA CADUCIDAD DEL CONTRATO 
Y ORDENE EL PAGO AL CONTRATISTA Y AL 
GARANTE, BIEN SEA DE LA CLÁUSULA 
PENAL O DE LOS PERJUICIOS QUE HA 
CUANTIFICADO. EL ACTO ADMINISTRATIVO 
DE CADUCIDAD CONSTITUYE EL 
SINIESTRO. 

 
5.2 EN CASO DE APLICACIÓN DE MULTAS, 
UNA VEZ AGOTADO EL DEBIDO PROCESO 
Y GARANTIZADOS LOS DERECHOS DE 
DEFENSA Y CONTRADICCIÓN DEL 
CONTRATISTA Y DE SU GARANTE DE 
CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN 
EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY 1474 DE 2011, 
POR MEDIO DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
EN EL CUAL LA ENTIDAD ESTATAL IMPONE 
MULTAS, DEBE ORDENAR EL PAGO AL 
CONTRATISTA Y AL GARANTE. EL ACTO 
ADMINISTRATIVO CORRESPONDIENTE 
CONSTITUYE EL SINIESTRO. 

 
5.3 EN LOS DEMÁS CASOS DE 

INCUMPLIMIENTO, UNA VEZ AGOTADO EL 
DEBIDO PROCESO Y GARANTIZADOS LOS 
DERECHOS DE DEFENSA Y 
CONTRADICCIÓN DEL CONTRATISTA Y DE 
SU GARANTE DE CONFORMIDAD CON LO 
ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 86 DE LA 
LEY 1474 DE 2011, POR MEDIO DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO EN EL CUAL LA ENTIDAD 
ESTATAL DECLARE EL INCUMPLIMIENTO, 
PUEDE HACER EFECTIVA LA CLÁUSULA 
PENAL, SI ESTÁ PACTADA EN EL 
CONTRATO, Y ORDENAR SU PAGO AL 
CONTRATISTA Y AL GARANTE. EL ACTO 
ADMINISTRATIVO CORRESPONDIENTE ES 
LA RECLAMACIÓN PARA LA COMPAÑÍA DE 
SEGUROS. 

6. PROCEDIMIENTO PARA LA IMPOSICION 
DE MULTAS, SANCIONES Y 
DECLARATORIAS DE INCUMPLIMIENTO. 

 
LAS ENTIDADES SOMETIDAS AL ESTATUTO 
GENERAL DE CONTRATACIÓN DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA PODRÁN 
DECLARAR EL INCUMPLIMIENTO, 
CUANTIFICANDO LOS PERJUICIOS DEL 
MISMO, IMPONER LAS MULTAS Y 
SANCIONES PACTADAS EN EL CONTRATO, 
Y HACER EFECTIVA LA CLÁUSULA PENAL. 
PARA TAL EFECTO OBSERVARAN EL 
SIGUIENTE PROCEDIMIENTO: 

 
A) EVIDENCIADO UN POSIBLE 
INCUMPLIMIENTO DE LAS  OBLIGACIONES 
A CARGO DEL CONTRATISTA, LA ENTIDAD 
PÚBLICA LO CITARA A AUDIENCIA PARA 
DEBATIR LO OCURRIDO. EN LA CITACIÓN, 
HARÁ MENCIÓN EXPRESA Y DETALLADA 
DE LOS HECHOS QUE LA SOPORTAN, 
ACOMPAÑANDO EL INFORME DE 
INTERVENTORÍA O DE SUPERVISIÓN EN EL 
QUE SE SUSTENTE LA ACTUACIÓN Y 
ENUNCIARA LAS NORMAS O CLAUSULAS 
POSIBLEMENTE VIOLADAS Y LAS 
CONSECUENCIAS QUE PODRÍAN 
DERIVARSE PARA EL CONTRATISTA EN 
DESARROLLO DE LA ACTUACIÓN. EN LA 
MISMA SE ESTABLECERÁ EL LUGAR, 
FECHA Y HORA PARA LA REALIZACIÓN DE 
LA AUDIENCIA, LA QUE PODRÁ TENER 
LUGAR A LA MAYOR BREVEDAD POSIBLE, 
ATENDIDA LA NATURALEZA DEL 
CONTRATO Y LA PERIODICIDAD 
ESTABLECIDA PARA EL CUMPLIMIENTO DE 
LAS OBLIGACIONES CONTRACTUALES. EN 
EL EVENTO EN QUE LA GARANTÍA DE 
CUMPLIMIENTO CONSISTA EN PÓLIZA DE 
SEGUROS, EL GARANTE SERÁ CITADO DE 
LA MISMA MANERA; 

 
B) EN DESARROLLO DE LA AUDIENCIA, EL 
JEFE DE LA ENTIDAD O SU DELEGADO, 
PRESENTARÁ LAS CIRCUNSTANCIAS DE 
HECHO QUE MOTIVAN LA ACTUACIÓN, 
ENUNCIARÁ LAS POSIBLES NORMAS O 
CLÁUSULAS POSIBLEMENTE VIOLADAS Y 
LAS CONSECUENCIAS QUE PODRÍAN 
DERIVARSE PARA EL CONTRATISTA EN 
DESARROLLO DE LA ACTUACIÓN. ACTO 
SEGUIDO SE CONCEDERÁ EL USO DE LA 
PALABRA AL REPRESENTANTE LEGAL DEL 
CONTRATISTA O A QUIEN LO 
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REPRESENTE, Y AL GARANTE, PARA QUE 
PRESENTEN SUS DESCARGOS, EN 
DESARROLLO DE LO CUAL PODRÁ RENDIR 
LAS EXPLICACIONES DEL CASO, APORTAR 
PRUEBAS Y CONTROVERTIR LAS 
PRESENTADAS POR LA ENTIDAD; 

 
C) HECHO LO PRECEDENTE, MEDIANTE 
RESOLUCIÓN MOTIVADA EN LA QUE SE 
CONSIGNE LO OCURRIDO EN 
DESARROLLO DE LA AUDIENCIA Y LA CUAL 
SE ENTENDERÁ NOTIFICADA EN DICHO 
ACTO PÚBLICO, LA ENTIDAD PROCEDERÁ 
A DECIDIR SOBRE LA IMPOSICIÓN O NO DE 
LA MULTA, SANCIÓN O DECLARATORIA DE 
INCUMPLIMIENTO. CONTRA LA DECISIÓN 
ASÍ PROFERIDA SÓLO PROCEDE EL 
RECURSO DE REPOSICIÓN QUE SE 
INTERPONDRÁ, SUSTENTARÁ Y DECIDIRÁ 
EN LA MISMA AUDIENCIA. LA DECISIÓN 
SOBRE EL RECURSO SE ENTENDERÁ 
NOTIFICADA EN LA MISMA AUDIENCIA; 

 
D) EN CUALQUIER MOMENTO DEL 
DESARROLLO DE LA AUDIENCIA, EL JEFE 
DE LA ENTIDAD O SU DELEGADO, PODRÁ 
SUSPENDER LA AUDIENCIA CUANDO DE 
OFICIO O A PETICIÓN DE PARTE, ELLO 
RESULTE EN SU CRITERIO NECESARIO 
PARA ALLEGAR O PRACTICAR PRUEBAS 
QUE ESTIME CONDUCENTES Y 
PERTINENTES, O CUANDO POR 
CUALQUIER OTRA RAZÓN DEBIDAMENTE 
SUSTENTADA, ELLO RESULTE NECESARIO 
PARA EL CORRECTO DESARROLLO DE LA 
ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA. EN TODO 
CASO, AL ADOPTAR LA DECISIÓN, SE 
SEÑALARÁ FECHA Y HORA PARA 
REANUDAR LA AUDIENCIA. LA ENTIDAD 
PODRÁ DAR POR TERMINADO EL 
PROCEDIMIENTO EN CUALQUIER 
MOMENTO, SI POR ALGÚN MEDIO TIENE 
CONOCIMIENTO DE LA CESACIÓN DE 
SITUACIÓN DE INCUMPLIMIENTO. 

 
7. COMPENSACION 
SI LA ENTIDAD ESTATAL CONTRATANTE 
ASEGURADA AL MOMENTO DE TENER 
CONOCIMIENTO DEL INCUMPLIMIENTO, O 
CON POSTERIORIDAD A ESTE O DEL 
RESULTADO DE LA LIQUIDACIÓN, FUERE 
DEUDORA DEL CONTRATISTA 
GARANTIZADO  POR  CUALQUIER 
CONCEPTO, SE APLICARA LA 
COMPENSACIÓN Y LA INDEMNIZACIÓN SE 

DISMINUIRÁ EN EL MONTO DE LAS 
ACREENCIAS, SEGÚN LA LEY, DE 
CONFORMIDAD CON LO SEÑALADO EN 
LOS ARTÍCULOS 1417 Y SS. DEL CÓDIGO 
CIVIL. IGUALMENTE DISMINUIRÁ EL VALOR 
DE LA INDEMNIZACIÓN, EL 
CORRESPONDIENTE A LOS BIENES QUE LA 
ENTIDAD ESTATAL CONTRATANTE 
ASEGURADA HAYA OBTENIDO DEL 
CONTRATISTA GARANTIZADO JUDICIAL O 
EXTRAJUDICIALMENTE, EN EJERCICIO DE 
LAS ACCIONES DERIVADAS DEL 
CONTRATO CUYO CUMPLIMIENTO SE 
GARANTIZA POR LA PRESENTE PÓLIZA. 

 
8. PAGO DEL SINIESTRO. 
LA ASEGURADORA PAGARA EL VALOR DEL 
SINIESTRO, ASÍ: 

 
8.1 PARA EL CASO PREVISTO EN EL 
NUMERAL 5.1, DENTRO DEL MES 
SIGUIENTE A LA COMUNICACIÓN ESCRITA 
QUE CON TAL FIN HAGA LA ENTIDAD 
CONTRATANTE PARA RECLAMAR  EL 
PAGO, ACOMPAÑADA DE UNA COPIA 
AUTENTICA DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
CORRESPONDIENTE EJECUTORIADO Y 
DEL ACTA DE LIQUIDACIÓN DEL 
CONTRATO O DE LA RESOLUCIÓN 
EJECUTORIADA QUE ACOJA LA 
LIQUIDACIÓN UNILATERAL. 

 
8.2 PARA EL CASO DEL NUMERAL 5.2, 
DENTRO DEL MES SIGUIENTE A LA 
COMUNICACIÓN ESCRITA QUE HAGA LA 
ENTIDAD ESTATAL CONTRATANTE, 
ACOMPAÑADA DE LA COPIA AUTENTICA 
DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
CORRESPONDIENTE  EJECUTORIADO, 
JUNTO CON LA CONSTANCIA DE LA 
ENTIDAD ESTATAL DE LA NO EXISTENCIA 
DE SALDOS A FAVOR DEL CONTRATISTA 
RESPECTO DE LOS CUALES SE PUEDA 
APLICAR LA COMPENSACIÓN DE QUE 
TRATA LA CONDICIÓN SEXTA DE ESTE 
CLAUSULADO, O EN LA QUE CONSTE LA 
DISMINUCIÓN EN EL VALOR A INDEMNIZAR 
EN VIRTUD DE LA COMPENSACIÓN. 

 
8.3 PARA EL CASO PRESENTADO EN EL 
NUMERAL 5.3, DENTRO DEL MES 
SIGUIENTE A LA COMUNICACIÓN ESCRITA 
QUE CON TAL FIN HAGA LA ENTIDAD 
ESTATAL CONTRATANTE, ACOMPAÑADA 
DE UNA COPIA AUTENTICA DEL ACTO 
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EXPRESE SU CONOCIMIENTO AL 
RESPECTO DE LAS MODIFICACIONES 
ACORDADAS ENTRE EL CONTRATISTA 
GARANTIZADO Y LA ENTIDAD ESTATAL 
CONTRATANTE ASEGURADA. 

 

 
 
 
 
 
 

PARAGRAFO. – DE CONFORMIDAD CON EL 
ARTÍCULO 1110 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO LA ASEGURADORA PODRÁ 
OPTAR POR CUMPLIR SU PRESTACIÓN 
MEDIANTE EL PAGO DE LA 
INDEMNIZACIÓN, O CONTINUANDO CON LA 
EJECUCIÓN DE LA OBLIGACIÓN 
GARANTIZADA, PARA ESTE ÚLTIMO 
EVENTO SE REQUIERE LA ACEPTACIÓN DE 
LA ENTIDAD ESTATAL CONTRATANTE 
ASEGURADA. 
LA DECLARATORIA DE CADUCIDAD NO 
IMPEDIRÁ QUE LA ENTIDAD ESTATAL 
CONTRATANTE ASEGURADA TOME 
POSESIÓN DE LA OBRA O CONTINÚE 
INMEDIATAMENTE LA EJECUCIÓN DEL 
OBJETO CONTRATADO, BIEN SEA A 
TRAVÉS DEL GARANTE O DE OTRO 
CONTRATISTA. 
EN EL EVENTO QUE POR INCUMPLIMIENTO 
DEL CONTRATISTA GARANTIZADO LA 
ASEGURADORA RESOLVIERA CONTINUAR, 
COMO CESIONARIO O A FAVOR DE QUIEN 
DETERMINE ESTA, CON LA EJECUCIÓN 
DEL CONTRATO Y LA ENTIDAD ESTATAL 
CONTRATANTE ASEGURADA ESTUVIESE 
DE ACUERDO CON ELLO, EL CONTRATISTA 
GARANTIZADO ACEPTA DESDE AHORA LA 
CESIÓN DEL CONTRATO A FAVOR DE LA 
ASEGURADORA. EN TAL EVENTO LA 
ASEGURADORA PRESENTARÁ GARANTÍAS. 

 
9. CERTIFICADOS DE MODIFICACION 
PARA LOS CASOS EN QUE LA SUMA 
ASEGURADA SEA AUMENTADA O 
DISMINUIDA Y PARA AQUELLOS EN LOS 
CUALES LAS ESTIPULACIONES DEL 
CONTRATO ORIGINAL SEAN MODIFICADAS, 
LA ASEGURADORA A SOLICITUD DEL 
CONTRATISTA GARANTIZADO EXPEDIRÁ 
UN CERTIFICADO O ANEXO DE 
MODIFICACIÓN DEL SEGURO, EN DONDE 

10. SUBROGACION 
EN VIRTUD DEL PAGO DE LA 
INDEMNIZACIÓN, DE ACUERDO CON EL 
ARTICULO 1096 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, EN CONCORDANCIA CON EL 
ARTÍCULO 203 DEL DECRETO 663 DE 1993 
ESTATUTO ORGÁNICO DEL SISTEMA 
FINANCIERO, LA ASEGURADORA SE 
SUBROGA HASTA CONCURRENCIA DE SU 
IMPORTE, EN TODOS LOS DERECHOS QUE 
LA ENTIDAD ESTATAL CONTRATANTE 
TENGA CONTRA EL CONTRATISTA 
GARANTIZADO. 

 
11. NO EXPIRACION POR FALTA DE PAGO 
DE PRIMA E IRREVOCABILIDAD 
LA PRESENTE PÓLIZA NO EXPIRARA POR 
FALTA DE PAGO DE LA PRIMA NI POR 
REVOCACIÓN UNILATERAL. 

 
12. NATURALEZA DEL SEGURO 
LA GARANTÍA OTORGADA POR ESTA 
PÓLIZA O SUS CERTIFICADOS DE 
MODIFICACIÓN, NO ES SOLIDARIA, NI 
INCONDICIONAL Y SU EXIGENCIA ESTÁ 
SUPEDITADA A LA OCURRENCIA DEL 
SINIESTRO Y SU CUANTIFICACIÓN. 

 
13. NOTIFICACIONES Y RECURSOS 
LA ENTIDAD CONTRATANTE DEBERÁ 
NOTIFICAR A LA ASEGURADORA LOS 
ACTOS ADMINISTRATIVOS ATINENTES A LA 
EFECTIVIDAD DE LA PÓLIZA, PREVIO 
AGOTAMIENTO DEL DERECHO DE 
DEFENSA DEL CONTRATISTA 
GARANTIZADO Y EL GARANTE. 

 
14. COEXISTENCIA DE SEGUROS 
EN CASO DE EXISTIR, AL MOMENTO DE 
SINIESTRO, OTRO SEGURO DE 
CUMPLIMIENTO CON RELACIÓN AL MISMO 
CONTRATO, EL IMPORTE DE LA 
INDEMNIZACIÓN A QUE HAY LUGAR, SE 
DISTRIBUIRÁ ENTRO LOS ASEGURADORES 
EN PROPORCIÓN A LAS CUANTÍAS DE SUS 
RESPECTIVOS SEGUROS. 
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ADMINISTRATIVO EJECUTORIADO 
CONSTITUYA LA OCURRENCIA 

QUE 
DEL 

SINIESTRO, JUNTO CON LA CONSTANCIA 
DE LA ENTIDAD ESTATAL DE LA NO 
EXISTENCIA DE SALDOS AL FAVOR DEL 
CONTRATISTA RESPECTO DE LOS CUALES 
SE PUEDA APLICAR LA COMPENSACIÓN 
DE QUE TRATA LA CONDICIÓN SEXTA DE 
ESTE CLAUSULADO O EN LA QUE CONSTE 
LA DISMINUCIÓN EN EL VALOR A 
INDEMNIZAR EN VIRTUD DE LA 
COMPENSACIÓN. 



 
 

LAS PARTES LA CIUDAD DE BOGOTÁ EN LA 
REPÚBLICA DE COLOMBIA. 

 
EN FE DE LO ANTERIOR, SE FIRMA A LOS 
   DÍAS DEL MES DE  DE 
20  . 

 
 
 
 
 
 
 

16. PRESCRIPCION    
LA PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES 
DERIVADAS DEL PRESENTE CONTRATO SE 
REGIRÁ POR LAS NORMAS DEL CÓDIGO 
DE COMERCIO SOBRE CONTRATO DE 
SEGURO. 

 
17. DOMICILIO 
SIN PERJUICIO DE LAS DISPOSICIONES 
PROCESALES, PARA LOS EFECTOS 
RELACIONADOS EN EL PRESENTE 
CONTRATO SE FIJA COMO DOMICILIO DE 

EL TOMADOR 
 
 
 
 
 
 
 

COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

CALLE 33 NO. 6B-24 PISOS 2 Y 3 
TELEFONO 285 5600 
BOGOTA, D.C. 
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15. COASEGURO 
EN CASO DE EXISTIR COASEGURO AL QUE 
SE REFIERE EL ARTÍCULO 1095  DE 
CÓDIGO DE COMERCIO, EL IMPORTE  DE 
LA INDEMNIZACIÓN A QUE HAYA LUGAR SE 
DISTRIBUIRÁ ENTRE LOS ASEGURADORES 
EN PROPORCIÓN DE LAS CUANTÍAS DE 
SUS RESPECTIVOS SEGUROS, SIN QUE 
EXISTA SOLIDARIDAD ENTRE LAS 
ASEGURADORAS PARTICIPANTES, Y SIN 
EXCEDER DE LA SUMA ASEGURADA BAJO 
EL CONTRATO DE SEGURO. 





ESPACIO PARA EL TIMBRE

Corresponsales
OPCIÓN1

Corresponsales
OPCIÓN 2

Bancos

Recibo de PagoMundial de Seguros S.A.
860.037.013-6

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- CLIENTE-

VÁLIDO COMO RECIBO DE PAGO

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

VALOR TOTAL A PAGAR $

$

Apreciado Cliente:

1. No se aceptan pagos parciales.

2. Al realizar su pago de forma presencial (ante el cajero del banco) UNICAMENTE presente esta boleta de recaudo para garantizar la correcta referenciación del pago.

3. 

esta (artículo1068 código de comercio)

4. Si realiza su pago en cheque o de forma mixta (efectivo y cheque), solamente gire cheque local a nombre de PATRIMONIOS AUTÓNOMOS CREDICORP CAPITAL FIDUCIARIA 

al respaldo endóselo correctame y diligencie los datos del girador (nombre, NIT, teléfono) y el número de referencia de esta boleta. En caso de devolución del 

cheque se cobrará sanción del 20% de acuerdo con lo establecido en el artículo 731 del código de comercio. NO SE ACEPTAN CHEQUES DE OTRAS PLAZAS.

5. Para realizar el pago a través del botón PSE, ingrese a nuestra página web www.segurosmundial.com.co en la imagen de PSE haga clic y continúe el proceso de pago. 

Fecha de Facturación

Póliza No.

Periodo Facturado

Referencia de Pago No.

- BANCO -

EFECTIVO

Intermediario 

Nombre / Razón Social

TOTAL

Datos del Cliente 

Banco No Cuenta No Cheque Valor Cheque

Cheque 

Fecha Límite de Pago

IVA

Prima (incluye gastos de expedición)

$

VALOR TOTAL A PAGAR $

Nit 900531292-7,

NB–100100416

09/01/2019

POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

70704194

08/02/2019

49.312.586,87

9.369.391,51

58.681.978,38

08/02/2019

28/12/2018 28/03/2025

09/01/2019

POLIZA DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO

ENTIDADES ESTATALES DECRETO 1082

NB–100100416

CONSORCIO VIAS TERCIARIAS

AV 4 N NRO. 6N–67 OF 602 – CALI 901240955

ASEGURANDES LTDA

70704194

08/02/2019

49.312.586,87

9.369.391,51

58.681.978,3828/12/2018 28/03/2025

(415)7709998434219(8020)00000070704194(3900)000058681978(96)20190208

(415)7709998039933(8020)031594(8020)22990070704194(3900)000058681978(96)20190208



Recibo de Pago
Mundial de Seguros S.A.

860.037.013-6

Tu compañía siempre

A continuación te brindamos información de los distintos medios de pago que tendrás a disposición:

CORRESPONSALES

INFORMACIÓN DE PAGO

OPCIÓN 1

CORRESPONSALES

BANCOS

OPCIÓN 2 
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Señores 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO (REPARTO) 

E.                      S.                D. 

repartofjudpas@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

REFERENCIA:  SOLICITUD DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL COMO 

REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD - MEDIO DE CONTROL DE 

CONTROVERSIAS CONTRACTUALES 

CONVOCANTE:   COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.   

CONVOCADO:  DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO  

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciudad de 

Cali, identificado con la Cédula de Ciudadanía No.19.395.114 de Bogotá, portador de la Tarjeta 

Profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi condición de 

apoderado general de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., sociedad legalmente 

constituida, con domicilio principal en la ciudad de Bogotá, D.C., identificada con NIT No. 

860.037.013-6, conforme a la escritura pública y el certificado de existencia y representación 

adjuntos al presente escrito, respetuosamente acudo ante su Despacho para formular  DEMANDA 

MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES, de conformidad con el artículo 

141 y 161 No. 1 de la Ley 1437 de 2011en contra del DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO, 

representado por el señor BUANERGES FLORENCIO ROSERO PEÑA, en su calidad de 

Gobernador del Putumayo o quien haga sus veces, con el fin de que se declare la nulidad de los 

actos administrativos contractuales que a continuación se relacionan: i) Resolución No. 021 del 21 

de abril de 2023 “por medio de la cual se declara el siniestro con cargo al amparo de buen manejo 

y correcta inversión del anticipo otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor de entidades 

Estatales No. NB-100100415 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo 

objeto es: MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN 

LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”; ii) Resolución No.022 del 12 de 

mayo de 2023 “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVEN LOS RECURSOS DE REPOSICIÓN 

EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN No. 021 DE 2023 “Por medio de la cual se declara el siniestro 

con cargo al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo otorgado mediante Seguro 

de Cumplimiento a favor de entidades Estatales No. NB-100100416 que garantiza el Contrato de 

Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA 

UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL 

PUTUMAYO”; iii) Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023 “Por medio de la cual se declara el 

siniestro con cargo al amparo de cumplimiento otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor 

de entidades Estatales No. NB-100100416 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 

2018 cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y 

DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO” y; iv) Resolución 

No. 051 del 19 de diciembre de 2023 “Por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición 

mailto:repartofjudpas@cendoj.ramajudicial.gov.co
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interpuesto en contra de la Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023, por la cual se declara el 

siniestro con cargo al amparo de cumplimiento otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor 

de entidades Estatales No. NB-100100416 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 

2018 cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y 

DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DE PUTUMAYO”, proferidos en el 

marco de los procesos de incumplimiento contractual adelantados por el Jefe de la Oficina de 

Contratación del Departamento del Putumayo en contra del CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS y mi 

representada, en virtud de las cuales se declaró la ocurrencia del siniestro de buen manejo y 

correcta inversión del anticipo y del siniestro por el amparo de cumplimiento garantizados por la 

Póliza de Cumplimiento No. NB-100100416, conforme a las siguientes consideraciones de orden 

fáctico y jurídico: 

 

I. DESIGNACIÓN DE LAS PARTES Y SUS REPRESENTANTES 

 

Las partes que integran el presente contradictorio son las siguientes:  

 

PARTE DEMANDANTE:  

 

• COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., sociedad legalmente constituida, con domicilio 

principal en la ciudad de Bogotá, D.C., identificada con NIT 860.037.013-6, representada 

legalmente por el señor JORGE CAMILO FERNÁNDEZ ESCOBAR, mayor de edad, 

identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 17.102.988, o quien haga sus veces.  

 

• APODERADO DE LA PARTE DEMANDANTE:  

 

El suscrito, GUSTAVO ALBERTO HERRRERA ÁVILA, mayor de edad, vecino de Cali, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 19.385.114 expedida en Cali, abogado en 

ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 39.116 expedida por el Consejo 

Superior de la Judicatura, con dirección de notificación física en la Calle 69 No 4 – 48, oficina 

502 de la Ciudad de Bogotá y dirección electrónica: notificaciones@gha.com.co.   

 

PARTE DEMANDADA:  

 

• DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO – OFICINA DE CONTRATACIÓN, entidad territorial 

representada legalmente por el señor BUANERGES FLORENCIO ROSERO PEÑA, en su 

calidad de gobernador o quien haga sus veces, e identificada con Nit No. 800.094.164-4, con 

dirección de notificación física en la Calle 8 No. 7-40 del municipio de Mocoa (Putumayo) y 

electrónica a los correos: notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co y 

contactenos@putumayo.gov.co.  

 

mailto:notificaciones@gha.com.co
mailto:contactenos@putumayo.gov.co
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II. ACTOS ADMINISTRATIVOS CONTRACTUALES CONTROVERTIDOS 

 

1. Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023 “por medio de la cual se declara el siniestro con 

cargo al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo otorgado mediante Seguro 

de Cumplimiento a favor de entidades Estatales No. NB-100100415 que garantiza el 

Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es: MEJORAMIENTO DE VÍAS 

TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL 

DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”. 

 

2. Resolución No.022 del 12 de mayo de 2023 “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVEN 

LOS RECURSOS DE REPOSICIÓN EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN No. 021 DE 2023 

“Por medio de la cual se declara el siniestro con cargo al amparo de buen manejo y correcta 

inversión del anticipo otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor de entidades 

Estatales No. NB-100100416 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 

cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y 

DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”. 

 
3. Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023 “Por medio de la cual se declara el siniestro 

con cargo al amparo de cumplimiento otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor 

de entidades Estatales No. NB-100100416 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 

1225 de 2018 cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ 

ESTABLE Y DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO” 

y; 

 
4. Resolución No. 051 del 19 de diciembre de 2023 “Por medio de la cual se resuelve el recurso 

de reposición interpuesto en contra de la Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023, por 

la cual se declara el siniestro con cargo al amparo de cumplimiento otorgado mediante 

Seguro de Cumplimiento a favor de entidades Estatales No. NB-100100416 que garantiza 

el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS 

TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL 

DEPARTAMENTO DE PUTUMAYO”. 

 

 
III. PRETENSIONES 

 

PRIMERA: Que, una vez surtido el trámite correspondiente, se DECLARE LA NULIDAD de la 

Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023 “por medio de la cual se declara el siniestro con cargo 

al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo otorgado mediante Seguro de 

Cumplimiento a favor de entidades Estatales No. NB-100100415 que garantiza el Contrato de Obra 

Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es: MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA 

PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”, 
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en cuyo artículo segundo se declaró ocurrido el siniestro del amparo de buen manejo y correcta 

inversión del anticipo, contemplado en la Póliza de Cumplimiento No. NB-100100416 expedida por 

la COMPAÑÍA MUNDIA DE SEGUROS S.A.  

 

SEGUNDA: Que, una vez surtido el trámite correspondiente, se DECLARE LA NULIDAD de la 

Resolución No.022 del 12 de mayo de 2023 “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVEN LOS 

RECURSOS DE REPOSICIÓN EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN No. 021 DE 2023 “Por medio 

de la cual se declara el siniestro con cargo al amparo de buen manejo y correcta inversión del 

anticipo otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor de entidades Estatales No. NB-

100100416 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es: 

“MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS 

MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”, en la cual se decidió confirmar en su 

integridad la Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023.   

 

TERCERA: Que, una vez surtido el trámite correspondiente, se DECLARE LA NULIDAD de la 

Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023 “Por medio de la cual se declara el siniestro con 

cargo al amparo de cumplimiento otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor de entidades 

Estatales No. NB-100100416 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo 

objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA 

EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”, en cuyo artículo tercero se 

declaró ocurrido el siniestro con cargo al amparo de cumplimiento de la Póliza de Cumplimiento No. 

NB-100100416, por valor de DOSCIENTOS SESENTA Y NUEVE MILLONES SEISCIENTOS 

NOVENTA Y DOS MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y NUEVE PESOS CON SESENTA Y TRES 

CENTAVOS ($269.692.249,63). 

 

CUARTA: Que, una vez surtido el trámite correspondiente, se DECLARE LA NULIDAD de la 

Resolución No. 051 del 19 de diciembre de 2023 “Por medio de la cual se resuelve el recurso de 

reposición interpuesto en contra de la Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023, por la cual se 

declara el siniestro con cargo al amparo de cumplimiento otorgado mediante Seguro de 

Cumplimiento a favor de entidades Estatales No. NB-100100416 que garantiza el Contrato de Obra 

Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA 

PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DE PUTUMAYO”, en 

la cual se decidió confirmar en su integridad la Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023.   

 

QUINTA: Que se DECLARE que mi representada no está legal ni contractualmente obligada a 

afectar el amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo pactado en la Póliza de Seguro 

de Cumplimiento Entidades Estatales No. NB-100100416, por el monto señalado por el JEFE DE 

LA OFICINA DE CONTRATACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE PUTUMAYO, en consideración a 

que:  
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• Los actos administrativos contractuales que declararon la ocurrencia del siniestro de buen 

amparo y correcta inversión del anticipo, afectando la Póliza de Seguro de Cumplimiento 

Entidades Estatales No. NB-100100416, están viciados de nulidad al haberse expedido sin 

competencia, comoquiera que caducó la facultad sancionatoria en cabeza de la entidad 

pública.  

• Los actos administrativos contractuales que declararon la ocurrencia del siniestro de buen 

amparo y correcta inversión del anticipo, afectando la Póliza de Seguro de Cumplimiento 

Entidades Estatales No. NB-100100416, están viciados de nulidad al haberse expedido con 

desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, y en forma irregular, por haber omitido 

las formas propias del juicio y haberse modificado el objeto del procedimiento de 

incumplimiento contractual.  

• Los actos administrativos contractuales que declararon la ocurrencia del siniestro de buen 

amparo y correcta inversión del anticipo, afectando la Póliza de Seguro de Cumplimiento 

Entidades Estatales No. NB-100100416, están viciados de nulidad al haberse expedido con 

infracción de normas en que deberían fundarse y mediante una falsa motivación, por cuanto 

no se acreditó el riesgo asegurado en el amparo de buen manejo y correcta inversión del 

anticipo.  

• Los actos administrativos contractuales que declararon la ocurrencia del siniestro de buen 

amparo y correcta inversión del anticipo, afectando la Póliza de Seguro de Cumplimiento 

Entidades Estatales No. NB-100100416, están viciados de nulidad al haberse expedido con 

infracción de normas en que deberían fundarse y mediante una falsa motivación, por cuanto 

la póliza carecía de cobertura temporal frente al siniestro declarado.  

• Los actos administrativos contractuales que declararon la ocurrencia del siniestro de buen 

amparo y correcta inversión del anticipo, afectando la Póliza de Seguro de Cumplimiento 

Entidades Estatales No. NB-100100416, están viciados de nulidad al haberse expedido con 

infracción de normas en que deberían fundarse y mediante una falsa motivación, por cuanto 

operó la prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro.   

 

SEXTA: Que se DECLARE que mi representada no está legal ni contractualmente obligada a 

afectar el amparo de cumplimiento pactado en la Póliza de Seguro de Cumplimiento Entidades 

Estatales No. NB-100100416, por el monto señalado por el JEFE DE LA OFICINA DE 

CONTRATACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE PUTUMAYO, en consideración a que:  

 

• Los actos administrativos contractuales que declararon la ocurrencia del siniestro de 

cumplimiento, afectando la Póliza de Seguro de Cumplimiento Entidades Estatales No. NB-

100100416, están viciados de nulidad al haberse expedido con infracción de normas en que 

deberían fundarse y mediante una falsa motivación, por cuanto no se acreditó el riesgo 

asegurado en el amparo de cumplimiento.  
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• Los actos administrativos contractuales que declararon la ocurrencia del siniestro 

cumplimiento, afectando la Póliza de Seguro de Cumplimiento Entidades Estatales No. NB-

100100416, están viciados de nulidad al haberse expedido con infracción de normas en que 

deberían fundarse y mediante una falsa motivación, por cuanto operó la prescripción de las 

acciones derivadas del contrato de seguro.   

 

• Los actos administrativos contractuales que declararon la ocurrencia del siniestro de 

cumplimiento, afectando la Póliza de Seguro de Cumplimiento Entidades Estatales No. NB-

100100416, están viciados de nulidad al haberse expedido con infracción de normas en que 

deberían fundarse y mediante una falsa motivación, por cuanto la póliza carecía de cobertura 

temporal frente al siniestro declarado.  

 

SÈPTIMA: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones, se CONDENE a la entidad 

demandada a restituir la totalidad de los valores que mi representada hubiese cancelado como 

consecuencia de los actos administrativos contractuales demandados. 

 

OCTAVA: Que se CONDENE a la entidad demandada a pagar a la COMPAÑÍA MUNDIAL DE 

SEGUROS S.A., el valor correspondiente a los intereses moratorios sobre las sumas de dinero que 

se hayan pagado conforme a los actos administrativos que se demandan, réditos que deberán 

liquidarse a la tasa máxima de interés corriente certificada por la Superintendencia Financiera de 

Colombia, incrementada en un cincuenta por ciento, conforme al artículo 1080 del Código de 

Comercio, modificado por la Ley 510 de 1999; intereses que se calcularán hasta la fecha del 

reembolso o pago de las sumas anteriormente indicadas. 

 

OCTAVA SUBSIDIARIA: En subsidio de la pretensión anterior, se CONDENE a la entidad 

demandada a pagar a mi representada las sumas de dinero que se hubiesen pagado conforme a 

los actos administrativos que se demandan, debidamente indexadas.  

 

NOVENA: Prevenir a la demandada para que dé estricto cumplimiento a la sentencia que se profiera 

en el marco de este litigio, de conformidad con los artículos 187 y siguientes de la Ley 1437 de 

2011. 

 

DÉCIMA: Condenar a la demandada al pago de costas y agencias en derecho. 

 

IV. HECHOS QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO A LAS PRETENSIONES 

 

En este capítulo se presentarán los hechos en los que encuentra fundamento esta solicitud de 

conciliación extrajudicial y la posterior demanda, conservando una estructura lógica en siete (7) 

acápites: 
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- El primer acápite corresponde a los hechos generales sobre los procesos administrativos de 

incumplimiento contractual adelantados por la Gobernación del Putumayo. 

- En segundo lugar, se planteará un acápite de hechos relacionados con expedición de los 

actos administrativos contractuales sin competencia, por haber operado la caducidad de la 

facultad sancionatoria del Estado. 

- En el tercer acápite, se expondrán los hechos relativos a la expedición de los actos 

administrativos contractuales con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa y en 

forma irregular, por haber desconocido las formas propias del juicio y haberse modificado el 

objeto del procedimiento de incumplimiento contractual.  

- En el cuarto acápite, se plantearán los hechos relativos a la expedición de los actos 

administrativos contractuales con infracción de normas en que deberían fundarse y mediante 

una falsa motivación, por cuanto no se acreditó el riesgo asegurado en el amparo de buen 

manejo y correcta inversión del anticipo. 

- En el quinto acápite, se plantearán los hechos relativos a la expedición de los actos 

administrativos contractuales con infracción de normas en que deberían fundarse y mediante 

una falsa motivación, por cuanto no se acreditó el riesgo asegurado en el amparo de 

cumplimiento. 

- En el sexto acápite, se expondrán los hechos relativos a la expedición de actos 

administrativos contractuales con infracción de normas en que debería fundarse y mediante 

una falsa motivación, por cuanto la Póliza No. NB-100100416 carecía de cobertura temporal 

frente a los siniestros declarados. 

- Por último, en el séptimo acápite se plantearán los hechos relativos a la expedición de los 

actos administrativos contractuales con infracción de normas en que deberían fundarse y a 

través de una falsa motivación, por cuanto operó la prescripción de las acciones derivadas 

del contrato de seguro. 

 

4.1. HECHOS GENERALES 

 

PRIMERO: Una vez agotadas las etapas de la licitación pública No. SPD-LP-010-2018, la 

GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO y el CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS celebraron el Contrato 

de Obra No. 1225 de 2018, cuyo objeto fue el “MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA 

UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL 

PUTUMAYO” por un valor de VEINTICUATRO MIL CUATROCIENTOS DIECISIETE MILLONES 

CUATROCIENTOS DIECISIETE MIL SEISCIENTOS OCHO PESOS MCTE ($24.417.417.608) y un 

plazo de quince (15) meses.  

 

SEGUNDO: En virtud de la cláusula décimo octava del referido contrato, entre el CONSORCIO 

VÍAS TERCIARIAS y la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. se suscribió un contrato de 

seguro materializado en la Póliza de Seguro de Cumplimiento Entidades Estatales No. NB-

100100416, que cubrió los siguientes amparos y sumas aseguradas:  
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TERCERO: De conformidad con el acta de inicio del Contrato No. 1225 del 28 de diciembre de 

2018, este inició su ejecución el 12 de febrero de 2019, de modo tal que se previó como fecha para 

su terminación el 11 de mayo de 2020.  

 

CUARTO: El 25 de octubre de 2019, mediante oficio INTPUTUMAYO-2018-409, el CONSORCIO 

ETERRA – 1 solicitó a la entidad contratante proceder al inicio del proceso administrativo 

sancionatorio previsto en el artículo 86 de la Ley 1474 de 2011, comoquiera que a 20 de octubre de 

2019, el contrato de obra tenía un porcentaje ejecutado de 17,5%, reflejándose un atraso de 

18,83%. De tal manera, indicó en el respectivo informe que la consecuencia del presunto 

incumplimiento debía ser la imposición de una multa por valor de DOS MIL CUATROCIENTOS 

CUARENTA Y UN MILLONES SETECIENTOS CUARENTA Y UN MIL SETECIENTOS SESENTA 

Y UN PESOS MCTE ($2.441.741.761), equivalentes al 10% del valor total del contrato.  

 

QUINTO: Luego de haberse adelantado el trámite administrativo correspondiente, por Resolución 

No. 708 del 20 de diciembre de 2019 se dio por terminado el mentado proceso de incumplimiento, 

en la medida que el CONSORCIO VÍAS TERCERIAS presentó un plan de contingencia para 

solventar los retrasos que dieron origen a la actuación, y así cumplir con la programación prevista 

inicialmente. Como causas de los atrasos, se identificaron las siguientes: 

 

“- Se han tenido inconvenientes con la adquisición de materiales básicos como es el 

cemento, la subbase granular y materiales pétreos (gavilla y arena) para mezclase de 

concreto.  

- En cuanto al cemento se contaba con el proveedor de San Marcos pero la planta 

sufrió desperfectos y no fue posible que nos suministraran cemento en el mes de Junio 

y Julio, en el mes de agosto, septiembre y octubre se ha suministrado muy poco. Se 

buscó la alternativa de traer cemento convencional pero no se ha podido traer 

cantidades suficientes porque ya se encontraba programado debidamente.  

- En el frente de Villagarzón se ha venido presentando el inconveniente de la provisión 

de subbase granular, ya que todo este material se estaba suministrando de una sola 

cantera tanto para el tramo de Mocoa como para el de Villagarzón; pues no hay más 

proveedores quien suministra el material pero no tiene la capacidad de suministrar 

suficiente material para los dos frentes, casi ni para un solo frente tiene capacidad este 

proveedor, lo que nos ha bajado los rendimientos en esta actividad.  

- El mismo inconveniente se ha tenido con el suministro de materiales pétreos para 

mezclas de concreto (Gavilla y arena) que son suministrados por el mismo proveedor. 

En el caso de Mocoa se minimizó el tema buscando una nueva fuente que se puso al 
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servicio al inicio del mes de Agosto (viveros) que a la fecha está proveyendo este 

material para el frente de Mocoa, logrando terminar en su totalidad la ejecución del 

tramo No. 1 MOCOA.  

- Para el frente de Orito se tuvieron inconvenientes con el proveedor de estos 

materiales (subbase y agregados pétreos al igual que con el material crudo de río, por 

lo cual se consiguió una nueva fuente en el mes de agosto para poder tener dos fuentes 

de provisión de materiales.  

 

Los escases de los materiales descritos anteriormente han originado los atrasos en 

todos los frentes de obra en ejecución”.  

 

SEXTO: El día 14 de febrero de 2020, el CONSORCIO ETERRA-1, en calidad de interventor del 

contrato de obra, solicitó a la Gobernación del Putumayo dar inicio al proceso sancionatorio por 

presunto incumplimiento de obligaciones del Contrato No. 1225-2018, identificando que a 9 de 

febrero de 2020, el contrato presentaba un porcentaje ejecutado de 27,09%, reflejándose un atraso 

del 21,04%.  

 

Así las cosas, además de los atrasos en el avance de obra y en el plan de contingencia presentado, 

indicó en el numeral 2.11 que a la fecha se había desembolsado el 95,37% del valor total del 

anticipo, “(…) No obstante, mediante los comunicados INTPUTUMAYO-2018-311 e 

INTPUTUMAYO-2018-402 se le requirió al CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS un informe detallado 

del desglose de inversión para cada tramo, de acuerdo con los rubros aprobados del Plan de 

Inversión del anticipo, en donde se pueda evidenciar cual ha sido la inversión detallada en 

cada uno de los tramos que se encuentran en ejecución ya que a la fecha no se evidencia en 

obra el total del material aprobado para invertir con el anticipo, en especial lo que tiene que 

ver con el acero y cemento, de acuerdo con el cuadro relacionado a continuación: 

 

 

 

(…) Se puede evidenciar, de acuerdo con la relación anterior que el contratista de obra no ha 

dispuesto en obra el total del material, para el cual se han aprobado los desembolsos, por lo tanto, 

se encuentra en presunto incumplimiento al buen manejo de la inversión del anticipo. A 

continuación, se relaciona el valor del anticipo amortizado hasta la fecha (…)”.  
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SÉPTIMO: Como se observa, a pesar de que la interventoría identificó un presunto incumplimiento 

relacionado con el manejo de anticipo, dentro de las consecuencias de llegarse a declarar el 

incumplimiento, únicamente refirió la imposición de multas, nuevamente, por valor de DOS MIL 

CUATROCIENTOS CUARENTA Y UN MILLONES SETECIENTOS CUARENTA Y UN MIL 

SETECIENTOS SESENTA Y UN PESOS MCTE ($2.441.741.761), equivalentes al 10% del valor 

total del contrato. 

 

OCTAVO: En concordancia con lo anterior, por Oficio GCO-197 del 11 de marzo de 2020, la 

Gobernación del Putumayo citó a la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. a audiencia para 

proceso de imposición de multas por presunto incumplimiento de obligaciones contraídas – artículo 

17 Ley 1150 de 2007, artículo 86 de la Ley 1474 de 2011, la cual se llevaría a cabo el 17 de marzo 

de 2020.  

 

NOVENO: El 17 de marzo de 2020 se realizó la respectiva audiencia, la cual fue suspendida para 

analizar los argumentos presentados por las partes, de manera que por Oficio GCO-222 del 25 de 

marzo de 2020, se citó a la correspondiente reanudación de la audiencia, que se llevaría a cabo el 

14 de abril de 2020.  

 

DÉCIMO: Como se observa, a pesar de que desde el 17 de marzo de 2020 se declaró el estado de 

emergencia económica, social y ecológica en el país, en virtud de la pandemia del covid-19, la 

entidad continuó citando a la reanudación de audiencias en el marco del presente proceso de 

incumplimiento, lo que pone en evidencia que en ningún momento se suspendieron términos dentro 

del proceso que nos convoca.  

 

Tanto así que el suscrito, en calidad de apoderado de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS 

S.A., solicitó corrección de irregularidades en la actuación administrativa mediante escrito del 30 de 

marzo de 2020, por cuanto se había citado a la continuación de la audiencia de incumplimiento de 

manera presencial, aun cuando “(…) la remisión de la citación no se hizo con la debida antelación 

a efectos de realizar las gestiones que garantizaran la presencia del apoderado de la compañía en 

la ciudad de Mocoa, aunado a la difícil coyuntura nacional que actualmente padece nuestro país, 

con ocasión de la pandemia del Covid-19, que restringió absolutamente la movilidad, siendo ello 

absolutamente imprevisible, irresistible y externo a mi procurada”. A pesar de la anterior solicitud, 

la entidad no tuvo en consideración los argumentos esbozados y continuó con el trámite 

correspondiente.  

 

DÉCIMO PRIMERO: El 25 de marzo de 2020 se suspendió la ejecución del Contrato de Obra No. 

1225 del 28 de diciembre de 2018 por el término de diecinueve (19) días o hasta que se levantaran 

las causales de suspensión generadas por la emergencia sanitaria con ocasión a la pandemia del 

COVID-19.  
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DÉCIMO SEGUNDO: Aun cuando el contrato se encontraba suspendido desde el 25 de marzo de 

2020, por Resolución No. 187 del 14 de abril de 2020 se declaró el incumplimiento del Contrato No. 

1225 del 28 de diciembre de 2018, haciendo efectiva la cláusula de multas por valor de DOS MIL 

CUATROCIENTOS CUARENTA Y UN MILLONES SETECIENTOS CUARENTA Y UN MIL 

SETECIENTOS SETENTA PESOS CON OCHO CENTAVOS ($2.441.741.760,8), además de 

declararse ocurrido el siniestro de cumplimiento y pago de salarios y prestaciones sociales.  

 

DÉCIMO TERCERO: Frente a dicha resolución, tanto el apoderado del contratista como el de la 

aseguradora presentaron el respectivo recurso de reposición, resaltando precisamente la 

imposibilidad de imponer multas, las cuales tienen la finalidad de conminar al contratista a cumplir 

con la ejecución del contrato, mientras se encuentra suspendido el mismo. Adicionalmente, mi 

prohijada arguyó que no se había acreditado el siniestro y su cuantía en los términos del artículo 

1077 del Código de Comercio.  

 

DÉCIMO CUARTO: Atendiendo los argumentos presentados en los recursos de reposición, 

mediante Resolución No. 246 del 5 de mayo de 2020, la Gobernación resolvió reponer la Resolución 

No. 187 del 14 de abril de 2020, en consideración a un evidente desconocimiento al debido proceso 

de las partes.  

 

DÉCIMO QUINTO: Por Auto No. 001 del 11 de mayo de 2020, se dio apertura al periodo probatorio 

en el procedimiento de imposición de multas, sanciones y declaratorios de incumplimiento, en virtud 

del cual se incorporaron pruebas documentales aportadas por las partes y se ofició a diferentes 

entidades para que aportaran documentos al proceso, además de decretarse pruebas testimoniales.  

 

DÉCIMO SEXTO: Por auto No. 002 del 1 de junio de 2020 se prorrogó el periodo probatorio dentro 

del proceso de incumplimiento por el término de veinte (20) días y, mediante auto No. 003 del 3 de 

julio de 2020, se prorrogó por el término de veinte (20) día más.  

 

DÉCIMO SÉPTIMO: Por auto No. 004 del 23 de julio de 2020 se ordenó la suspensión de términos 

procesales en el procedimiento administrativo sancionatorio hasta tanto se suscribiera el acta de 

reinicio y se encontrara en ejecución el contrato de obra No. 1225 del 28 de diciembre de 2018.  

 

DÉCIMO OCTAVO: Mediante Resolución del 19 de agosto de 2020 se autorizó la modificación de 

miembros del CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS y, por Resolución del 24 de agosto de 2020, se 

autorizó la modificación de su representante legal.  

 

DÉCIMO NOVENO: El contrato se reinició el 25 de septiembre de 2020 como se evidencia en el 

Acta de Reinicio No. 01 de la misma fecha, en donde se acordó reiniciar el Contrato de Obra No. 

1225 del 28 de diciembre de 2018 bajo el estricto seguimiento y desarrollo del protocolo de 
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bioseguridad presentado por el contratista.  

 

VIGÉSIMO: El 07 de diciembre de 2020 se suspendió nuevamente el contrato de obra por el término 

de cuarenta y cinco (45) días, atendiendo la solicitud presentada por el contratista mediante oficio 

CVT-082-2020, avalada por la interventoría, que se fundamentó en la siguientes situaciones: 

 

“(…) Teniendo en cuenta que el plazo contractual del contrato de la referencia se vence 

el próximo 25 de diciembre de 2020 y aun no existe claridad en la ejecución del proyecto 

en cuanto al alcance y financiación.  

 

Hoy existen tramos sin iniciar como es el caso del Municipio de Puerto Leguizamo, 

Municipio de Puerto Guzmán y Municipio de San Miguel, donde se requieren de la 

aprobación del modificatorio 4, donde hay la necesidad de ejecutar ítems no 

contractuales para su inicio y en otro caso la autorización del OCAD, para modificar la 

sección transversal (ancho de calzada).  

 

El tramo del municipio de Santiago, no hay una directriz clara de lo que sucederá con 

la ejecución de este tramo, porque se está desarrollando otro proyecto en la misma vía 

y en las mismas coordenadas, que impide que avancemos con el nuestro.  

 

En los demás tramos que se está trabajando, no hay los recursos suficientes para 

terminar en su totalidad la obra y lograr el cumplimiento de la meta dispuesta en la 

formulación y aprobación del proyecto.  

 

Todas estas dificultades afectan grave y directamente la programación de ejecución de 

nuestro contrato, determinada para recuperar el retraso que se tenía, y de esta manera 

estamos generando mayor atraso en dicha programación.  

 

Además de esto, se tiene conocimiento que fueron suspendidos los giros al proyecto 

mediante resolución No. 2391 de 20 de noviembre de 2020, debido al incumplimiento 

de un plan de mejora, que conlleva a la aprobación del modificatorio 1, modificatorio 2 

y modificatorio 4, para el levantamiento de la medida, generando con esto que no haya 

la garantía de un flujo de recursos adecuado por parte de la gobernación para el pago 

de las actas parciales que se presente”. 

 

VIGÉSIMO PRIMERO: Dicha suspensión se prorrogó en once (11) oportunidades, prologándose 

así hasta el 1 de noviembre de 2022, fecha en la que se reinició automáticamente el plazo 

contractual, del cual quedaban apenas trece (13) días. Al respecto, conviene resaltar que -como se 

adujo anteriormente- dentro de las causas que dieron origen a la suspensión No. 02 y sus prórrogas 

se encuentra la suspensión de giros por parte del OCAD PAZ, así como la necesidad de que se 

aprobara la suscripción de los modificatorios No. 01, 02, 03 y 04, dentro de los cuales se incluyeron 

ítems no previstos y que desarrollaron por imperiosa necesidad al momento de ejecutar el contrato.  
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VIGÉSIMO SEGUNDO: A pesar del primer reinicio del contrato que se efectuó el día 25 de 

septiembre de 2020, la entidad no citó nuevamente a audiencia de incumplimiento sino hasta el 24 

de noviembre de 2022, esto es, 2 años y 2 meses después del primer reinicio, y 2 años, 9 meses 

y 11 días después del informe de interventoría que dio origen al inicio del proceso de 

incumplimiento contractual. Así las cosas, por oficio OCD-0856 del 24 de noviembre de 2022, se 

citó a la reanudación de la respectiva audiencia que se realizaría el 05 de diciembre de 2022.  

 

VIGÉSIMO TERCERO: Lo anterior, en concordancia con el Auto No. 001 del 24 de noviembre de 

2022, mediante el cual se ordenó levantar la suspensión de términos procesales en el procedimiento 

administrativo sancionatorio, sin embargo, llama la atención que dicha suspensión se había 

prolongado hasta el reinicio del contrato que se efectuó el 25 de septiembre de 2020 y, aunque ello 

no hubiese sido así, la Gobernación no tenía la potestad de suspender términos por situaciones 

diferentes a aquellas constitutivas de fuerza mayor o caso fortuito, como lo hubiese sido la 

emergencia sanitaria ocasionada por la pandemia del COVID-19.  

 

VIGÉSIMO CUARTO: El 5 de diciembre de 2022 se llevó a cabo la respectiva audiencia y la misma 

se suspendió para el 12 de diciembre de 2022, en atención a que se desconocían documentos que 

hacían parte del expediente.  

 

VIGÉSIMO QUINTO: El 12 de diciembre de 2022 se celebró la audiencia de incumplimiento, en 

donde se ratificó la práctica de las pruebas decretadas mediante Auto No. 001 del 11 de mayo de 

2022. Así las cosas, se suspendió la diligencia y se afirmó que mediante auto se volverían a decretar 

las respectivas pruebas.  

 

VIGÉSIMO SEXTO: Nuevamente se citó a audiencia para los días 23 y 25 de enero de 2023, las 

cuales fueron suspendidas.  

 

VIGÉSIMO SÉPTIMO: El 1 de febrero de 2023 se reanudó la audiencia de presunto incumplimiento 

en donde las partes alegaron falta de competencia temporal de la entidad pública, en atención a 

que el oficio de citación del 11 de marzo de 2020 expresaba que la consecuencia de la declaratoria 

de incumplimiento sería la imposición de multas, sin embargo, el contrato ya había finalizado, por 

lo que de acuerdo a la jurisprudencia del Consejo de Estado, no es posible imponer multas una vez 

finalizado el plazo contractual, en consideración a que la finalidad de las mismas es conminar al 

contratista al cumplimiento del contrato. En virtud de este y los demás argumentos presentados en 

dicha audiencia, la entidad ordenó como prueba de oficio que la interventoría allegara un informe 

actualizado para continuar con el proceso de incumplimiento. 

 

VIGÉSIMO OCTAVO: En cumplimiento de lo anterior, mediante oficio INPUTUMAYO-2018-752 del 

6 de febrero de 2023, el CONSORCIO ETERRA-1, en su calidad de interventora, actualizó el 

informe de incumplimiento de fecha 14 de febrero de 2020, reiterando los puntos relacionados en 
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dicho informe, esto es, a. ATRASOS EN EL AVANCE DE OBRA, b. INCUMPLIMIENTO EN 

EL PLAN DE CONTINGENCIA, c. INCUMPLIMIENTO AL INICIO DE OBRAS EN LOS TRAMOS 

DEL ALTO PUTUMAYO, d. AUSENCIA DE DIRECTOR DE OBRA, e. EXÁMENES MÉDICOS, f. 

SANEAMIENTO BÁSICO, g. PAZ Y SALVO DE PERSONAL RETIRADO, h. PLAN DE 

INSPECCIÓN Y ENSAYOS, i. MATERIALES, EQUIPOS Y PROGRAMACIÓN DE OBRA, j. 

MANEJO PLAN DE INVERSIÓN DE ANTICIPO y, k. PERMISOS AMBIENTALES. De tal 

modo, indicó que “(…) luego de que se culminara el tiempo contractual se obtiene, que a la semana 

No. 73 (11 de noviembre al 17 de noviembre de 2022), el contrato de obra tiene un porcentaje 

programado de 100% vs. UN EJECUTADO DE 31,14% reflejándose una inejecución del 68,86%”.  

 

VIGÉSIMO NOVENO: En lo relativo al MANEJO Y CORRECTA INVERSIÓN DEL ANTICIPO, 

reiteró los argumentos presentados en el informe de interventoría del 14 de febrero de 2020, pues 

afirmó nuevamente que a la fecha se había desembolsado un total del 95,37% del anticipo y que el 

contratista informó detalladamente el desglose de inversión por cada tramo, “(…) en donde se pueda 

evidenciar cual ha sido la inversión detallada en cada uno de los tramos que se encuentran en 

ejecución ya que a la fecha no se evidencia en obra el total del material aprobado para invertir con 

el anticipo, en especial lo que tiene que ver con el acero y cemento, de acuerdo con el cuadro 

relacionado a continuación: 

 

 

 

Así pues, lo único que se añadió con relación a este aspecto fue lo siguiente:  

 

“(…) A su vez, y como quiera que no se logró amortizar el 100% del valor del anticipo, 

esta Interventoría sugiere a la entidad contratante, proceder ante la Compañía 

Aseguradora y solicitar la afectación de la Póliza de Cumplimiento No. NB-100100416, 

más específicamente, el amparo de Buen Manejo y Correcta Inversión del Anticipo, el 

cual fue constituido por el Contratista en favor del DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO 

en razón a lo establecido en la cláusula decima novena del Contrato de Obra 1225 del 

28 de diciembre de 2018, el cual a su tenor reza: (…)”.  

 

TRIGÉSIMO: A pesar de la sugerencia de afectar el amparo de buen manejo y correcta inversión 

del anticipo, la interventoría indicó que: “(…) solicitará el inicio del PROCESO ADMINISTRATIVO 

SANCIONATORIO en contra del CONTRATISTA DE OBRA cuya consecuencia jurídica es la 
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CLÁUSULA PENAL, el cual se reiterará en comunicado subsiguiente, con el fin de que la entidad 

contratante de acuerdo a su propio análisis técnico jurídico y contractual adopte las determinaciones 

finales a que hubiese lugar”.  

 

TRIGÉSIMO PRIMERO: Como se observa, del informe de interventoría actualizado se constata que 

dentro de las consecuencias de la declaratoria de incumplimiento únicamente se contempló la 

imposición de la cláusula penal, más no la afectación del amparo de buen manejo y correcta 

inversión del anticipo, máxime considerando que si lo único pretendido por la entidad contratante 

era la afectación de la póliza, no había razones para iniciar o continuar un proceso de carácter 

sancionatorio, sino que debía adelantar un proceso administrativo contra la compañía aseguradora, 

en donde acreditara la ocurrencia del siniestro y su cuantía.  

 

TRIGÉSIMO SEGUNDO: Con fundamento en dicho informe, se continuó la audiencia el día 8 de 

febrero de 2023, en donde se aclaró que la vocación del proceso de incumplimiento versaba única 

y exclusivamente sobre los hechos enunciados por la interventoría en el literal k, esto es, la 

afectación del amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo. En esta medida, se adujo 

que se concedería a las partes la oportunidad de presentar los respectivos descargos.  

 

Entonces, desde este momento se evidencia la flagrante vulneración del debido proceso de las 

partes, especialmente, de la compañía aseguradora, toda vez que desconociendo las formas 

propias del proceso, se pretendió la continuación de un procedimiento administrativo sancionatorio 

iniciado con fundamento en el informe de interventoría del 14 de febrero de 2020, esto es, de tres 

(3) años atrás, modificando intempestivamente el objeto del mismo al único fin de afectar el amparo 

de buen manejo y correcta inversión del anticipo, a pesar de que esto no tenía ninguna finalidad 

sancionatoria y, en tal medida, era imposible tramitarlo mediante un proceso de carácter 

sancionatorio, aun más si se había iniciado tres (3) años atrás bajo una consecuencia totalmente 

distinta, esto es, la imposición de multas.  

 

TRIGÉSIMO TERCERO: En la audiencia del día 8 de febrero de 2023 se aclaró que la vocación del 

proceso de incumplimiento versaba única y exclusivamente sobre los hechos enunciados por la 

interventoría en el literal k, esto es, la afectación del amparo de buen manejo y correcta inversión 

del anticipo. 

 

TRIGÉSIMO CUARTO: El 13 de febrero de 2023 se llevó a cabo la respectiva audiencia con el fin 

de que las partes presentaran sus descargos al informe de interventoría actualizado. Una vez el 

apoderado del contratista rindió sus descargos, el apoderado de mi procurada presentó sus 

argumentos de defensa, consistentes en: i) vulneración del debido proceso y derecho de defensa 

al modificar intempestivamente el objeto del proceso de incumplimiento; ii) no acreditación del valor 

del perjuicio, ni del presunto incumplimiento en lo atinente al plan de inversión del anticipo; iii) falta 

de cobertura temporal de la Póliza No. NB-100100416; iv) no configuración del riesgo asegurado, 
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toda vez que el amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo no cubre la no amortización 

del anticipo y; v) prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro.  

 

A su vez, por parte de la compañía aseguradora, se solicitó la declaración testimonial de los señores 

LUIS ALFREDO MUÑOZ BECERRA y ARIEL NARVAEZ DELGADO, en calidad de representantes 

legales del CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS, además de tener como prueba documental la póliza, 

sus renovaciones y el condicionado general.  

 

TRIGÈSIMO QUINTO: Por oficio INTPUTUMAYO-2018-753 del 21 de febrero de 2023, la 

interventoría actualizó el informe de incumplimiento del 14 de noviembre de 2023 y solicitó el inicio 

de un proceso de incumplimiento en contra del contratista CONSORCIO VIA TERCIARIAS, a 

efectos de imponer una cláusula penal por valor de MIL SEISCIENTOS OCHENTA Y UN MIL 

MILLONES TRESCIENTOS OCHENTA Y TRES MIL TRESCIENTOS SETENTA Y SEIS PESOS 

MCTE ($1.681.383.376). 

 

TRIGÈSIMO SEXTO: Con base en dicho informe, se citó a la audiencia de que trata el artículo 86 

de la Ley 1474 de 2011, la cual se llevó a cabo el 27 de febrero de 2023, suspendiéndose para el 3 

de marzo de 2023. En esta última fecha, tanto el contratista como el apoderado del garante 

presentaron sus descargos, los cuales consistieron en que se presentaron situaciones ajenas al 

contratista que impidieron el cabal cumplimiento del contrato, como las que dieron lugar a la 

suspensión No. 02, las cuales nunca fueron superadas. Adicionalmente, frente a la póliza, se indicó 

que este carecía de cobertura temporal, que no se había realizado el riesgo asegurado y que se 

encontraban prescritas las acciones derivadas del contrato de seguro. 

 

TRIGÉSIMO SÉPTIMO: Adicionalmente, se solicitaron los testimonios de Luis Alfredo Muñoz, Ariel 

Narváez Delgado y Jesús Franco, quienes comparecieron a rendir su declaración en audiencia 

celebrada el 29 de marzo de 2023. 

 

TRIGÉSIMO OCTAVA: Mediante Auto No. 001 del 10 de marzo de 2013 se concedieron y negaron 

la práctica de pruebas en el procedimiento administrativo sancionatorio.  

 

TRIGÉSIMO NOVENA: El 29 de marzo de 2023 se procedió con la práctica de la prueba testimonial 

de los señores LUIS ALFREDO MUÑOZ BECERRA y ARIEL NARVAEZ DELGADO, quienes 

explicaron las situaciones de tiempo, modo y lugar en lo que respecta a la inversión del anticipo.  

 

CUADRAGÈSIMO: Para el día 13 de abril de 2023, las partes fueron convocadas a la continuación 

de la audiencia de presunto incumplimiento, con el fin de que presentaran los respectivos alegatos 

de conclusión. Una vez presentadas las alegaciones por parte del contratista, a través de apoderado 

judicial, mi representada esgrimió los siguientes argumentos de defensa: i) no se logró acreditar la 

ocurrencia del siniestro amparado en el buen manejo y correcta inversión del anticipo; ii) falta de 



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 

JSBV 

          

 
 
                                                                                                                                                                                                   

Página 17 | 76 
 

cobertura temporal  de la Póliza NB-100100416; iii) modificación y agravación del estado del riesgo 

asegurado y; iv) prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro.  

 

CUADRAGÈSIMO PRIMERO: Por Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023, se declaró que el 

contratista incumplió de manera grave sus obligaciones legales y contractuales en lo que respecta 

al manejo del anticipo y, en consecuencia, se declaró ocurrido el siniestro del amparo de buen 

manejo y correcta inversión del anticipo por valor de CINCO MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y 

SIETE MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y TRES MIL TRESCIENTOS OCHENTA Y OCHO 

PESOS CON CUARENTA Y CINCO CENTAVOS MCTE ($5.247.963.388,45). Dicho acto 

administrativo fue notificado en estrados el día 24 de abril de 2023. 

 

Dentro de los argumentos esbozados por la entidad contratante para declarar la ocurrencia del 

amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, se encuentran los siguientes:  

 

“Respecto al anticipo debemos indicar que tanto los presupuesto de ocurrencia y 

cuantía han sido debidamente acreditados, y para ello, basta con acudir a lo 

manifestado por la interventoría como prueba de oficio decretada por este Despacho 

contenida en el Comunicado INTPUTUMAYO-2018-752 de fecha 6 de Febrero de 2023 

-que fue objeto de traslado y frente a la cual la Aseguradora guardó silencio-, así como 

los desembolsos del anticipo y la liquidación del fideicomiso se evidencia y el no haber 

probado que los materiales que se adquirieron por parte del contratista tuvieron como 

destino la ejecución de la obra, se pudo evidenciar que efectivamente se realizó el 

riesgo (…) Es por ello, que en el presente caso, procede la declaratoria de siniestro con 

cargo al amparo y buen manejo y correcta inversión del anticipo como se dispondrá en 

la parte resolutiva del presente acto administrativo.  

 

Frente al amparo de correcta inversión del anticipo contenido en la póliza de 

cumplimiento No. NB-100100416 expedida por la COMPAÑÍA MUNDIAL DE 

SEGUROS S.A., tenemos que en la página de Seguros Mundial, está la presente 

definición para el amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo: 

 

“Cubre a la entidad contratante contra el uso o apropiación indebida que el 

contratista haga de los dineros o bienes que se le hayan entregado en forma 

anticipada para la ejecución del contrato”. 

 

De lo anterior, como se denota, no basta que el contratista hubiese invertido el dinero 

entregado a título de anticipo conforme al plan de inversión aprobado, sino que su 

obligación, una vez tuvo los bienes en su esfera de dominio, fue tenerlos listos para 

que se utilizaran en obra, más allá de que hubiesen acaecido circunstancias que 

llevaron a la suspensión de la obra -y que desde el mes de Octubre de 2022 el 

contratista adelantó diferentes reuniones de socialización con miras a realizar el reinicio 

del contrato en cuatro tramos-, más aún, si uno de los argumentos desplegados en el 

testimonio realizado por parte del señor Luis Alfredo Muñoz Becerra, otrora 
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representante legal del contratista para intentar contrarrestar lo endilgado por la 

interventoría en el informe de interventoría en cuanto a que todos los materiales 

adquiridos con el anticipo no se evidenciaron en obra (…)  

 

Los hechos que acreditan la ocurrencia del riesgo amparo, en materia alguna se 

centran en la no amortización del anticipo, pues resulta ser un hecho cierto que 

el anticipo fue entregado en su totalidad al contratista e invertido por este de 

acuerdo al plan de inversión del anticipo, situación que se demuestra con los 

diferentes desembolsos realizados, y con la posterior liquidación del fideicomiso, 

documentos todos que hacen parte del plenario; ahora, lo que si es demostrativo de la 

ocurrencia del riesgo es el relativo al buen manejo del anticipo que se le dio, es que 

pese a que se encuentra demostrado que el contratista adquirió bienes (cemento, acero 

y alambre de amarre) para ser utilizados en la obra, lo cierto, es que más allá de lo 

manifestado por el señor Alfredo Muñoz Becerra en su testimonio, en el que expresó el 

por qué en obra no había sido posible contar con la totalidad de materiales adquiridos, 

dichas aseveraciones no encontraron respaldo documental (carga de la prueba), por lo 

tanto, la convicción a la que llega el Despacho más allá de toda duda razonable es que 

en efecto, lo que operó allí fue la “pérdida de algunos materiales y equipos”, dado que 

si esto fue lo que acaeció, como es apenas natural ante una pérdida -léase hurto- lo 

procedente hubiese sido que en su momento se hubiesen formulado las denuncias 

penales correspondientes de todos y cada uno de los bienes muebles que se vieron 

afectados por la comisión de un injusto, y la consecuencia notificación a la interventoría 

de obra así como a la Gobernación del Putumayo de la existencia de dichas denuncias, 

situación que en uno y en otro caso no sucedió (…) Adicional a lo anterior, más allá de 

poder llegar a establecer lo que realmente ocurrió con los bienes adquiridos con el 

anticipo otorgado, el deber de custodia con los mismos radicaba única y 

exclusivamente en el contratista de obra, quien debió garantizar que estos estuvieran 

en condiciones de bodegaje adecuadas y en condiciones de seguridad; De tal suerte, 

que el riesgo del buen manejo de anticipo se materializó en el sentido de que los bienes 

producto del anticipo no fueron utilizados en obra, así como tampoco existió 

demostración a nivel probatorio que los mismos hubiesen estado resguardados en 

espera de que al proyecto se le realizaran los ajustes ante las autoridades competentes 

(…) Es así como el contratista no ha logrado explicar ni acreditar la destinación dada a 

materiales que ascienden a la suma de $5.247.963.388, 45 M/cte y, habiéndose 

terminado el contrato por fenecimiento de su plazo contractual, y no existiendo cuentas 

por pagar a favor del contratista más allá de la afirmación del contratista de obra, -pues 

no existe documento en el cual el contratista pretenda cobrar mayor obra ejecutada 

que la reconocida como tal en el acta parcial número 5 ni así la interventoría lo ha hecho 

saber-, tenemos que surge la obligación de devolver la suma en cuestión, la cual se 

encuentra amparada mediante garantía única de cumplimiento No. NB-100100416 

expedida por la COMPAÑÍA MUDNIAL DE SEGUROS S.A.  

 

Respecto a la prescripción conforme a lo dispuesto en el artículo 1081 del Código de 

Comercio, es de anotar, que los hechos que se debaten y sobre los cuales se edifica 
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el presunto incumplimiento tuvieron su inicio el 12 de marzo de 2019, fecha en la cual 

se desembolsó por parte de la Gobernación del Putumayo el 30% del valor del contrato 

a título de anticipo y se extienden -inclusive- al 1° de noviembre de 2022, oportunidad 

en la cual el contratista debía reiniciar la ejecución del contrato, tal y como se 

comprometió a hacerlo, y debió tener a disposición los materiales de obra y no lo hizo 

como ha quedado suficientemente ilustrado, razón por la cual, a la fecha la prescripción 

no se ha configurado, pues, no han transcurrido los dos años previstos en la norma 

para que opere dicho fenómeno extintivo. La misma suerte corre la caducidad de la 

potestad sancionatoria reglada en el artículo 52 del CPACA, pues, está norme prevé 

tres años para que la misma se configure los cuales, no han transcurrido a la fecha, 

resultando abiertamente improcedentes las peticiones de prescripción y caducidad de 

la potestad sancionatoria planteadas por el apoderado del garante”.  

 

CUADRAGÈSIMO SEGUNDO: Como vemos, la entidad contratante insistió en que se acreditó la 

ocurrencia del riesgo cubierto en el amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, y que 

los hechos no se centraban en la no amortización del anticipo, a pesar de tasar el perjuicio con base 

en lo no amortizado, teniendo en cuenta que en numeral 11 de la resolución en cita se adujo: “(…) 

de conformidad con lo certificado por la interventoría en oficio INTPUTUMAYO-2018-752 de fecha 

6 de febrero de 2023 y lo informado por FIDUCIARIA BANCOLOMBIA correlativamente, así como 

realizado el ejercicio del valor del anticipo que se amortizó en las cinco (5) actas parciales 

que alcanzaron a ser pagadas, tenemos que el perjuicio con cargo al amparo de buen manejo y 

correcta inversión del anticipo asciende a (…)”. Aunado a lo anterior, la Gobernación del Putumayo 

reconoció que el contratista invirtió el anticipo conforme al plan de inversión, de modo tal que de 

manera alguna logró acreditar la ocurrencia de los riesgos cubiertos dentro del amparo.  

 

CUADRAGÈSIMO TERCERO: Ahora bien, en la decisión tampoco se aludió al argumento de mi 

prohijada con relación a la falta de cobertura temporal de la Póliza de Seguro de Cumplimiento 

Entidades Estatales No. NB-100100416, en la medida que este contrato de seguro se renovó en 

nueve (9) oportunidades, siendo la última de ellas la expedida el día 26 de agosto de 2022, 

prorrogando las vigencias de los amparos en los siguientes términos: 

 

 

  

De tal manera, la vigencia del amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo se extendió 

hasta el 31 de mayo de 2022 y, como bien lo reconoció la entidad contratante, el presunto 

incumplimiento con respecto al manejo de anticipo se extendió hasta el 1 de noviembre de 2022, 

fecha para la cual no había cobertura temporal de la póliza. Aun así, no se hizo ningún 

pronunciamiento de esta índole.  

 



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 

JSBV 

          

 
 
                                                                                                                                                                                                   

Página 20 | 76 
 

CUADRAGÉSIMO CUARTO: Contra dicha resolución, tanto el apoderado del contratista como mi 

prohijada interpusieron recurso de reposición, esta última con fundamento en los siguientes 

argumentos: a) caducidad de la facultad sancionatoria, b) desconocimiento del debido proceso y las 

formas propias de cada juicio, c) no se logró acreditar la ocurrencia del siniestro, ni los perjuicios 

ocasionados a la entidad pública, d) no se analizó el argumento de la falta de cobertura temporal 

de la póliza No. NB-100100416 y, e) prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro.  

 

CUADRAGÉSIMO QUINTO: Mediante Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023, se resolvieron 

los recursos de reposición interpuestos por el contratista y mi representada en contra de la 

Resolución No. 021 de 2023, confirmando en su integridad la decisión recurrida.  

 

Con relación a los argumentos desarrollados por la compañía aseguradora, se reiteró lo afirmado 

respecto de la no ocurrencia del riesgo asegurado y la prescripción. Ahora, frente a la falta de 

cobertura temporal de la póliza, se manifestó: 

 

“Ahora, el apoderado del garante no puede perder de vista que la Resolución 021 del 

21 de abril de 2023 hoy objeto de recurso es un acto administrativo declarativo de la 

ocurrencia del siniestro y no un acto administrativo constitutivo de siniestro (como lo 

serían los eventos de multas y caducidad), sino que eso es un evento de 

incumplimiento simple, como el acto administrativo es únicamente declarativo del 

siniestro y no constitutivo del mismo, es claro que el mismo puede expedirse luego de 

la terminación de la vigencia del seguro.  

 

Lo anterior requiere, sin embargo, que el siniestro (es decir, el incumplimiento del 

contrato) se haya presentado dentro del término de vigor de la póliza, tal y como se 

encuentra demostrado (…)”.  

 

CUADRAGÈSIMO SEXTO: Se citó a las partes para que rindieran sus alegatos de conclusión 

respecto al proceso relacionado con el amparo de cumplimiento en audiencia del 14 de junio de 

2023 y, una vez presentados, se expidió la Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023, mediante 

la cual se declaró incumplido parcialmente el Contrato de Obra Pública No. 1225 del 2018 y, como 

consecuencia, se impuso la cláusula penal por valor de DOSCIENTOS SESENTA Y NUEVE 

MILLONES SEISCIENTOS NOVENTA Y DOS MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y NUEVE PESOS 

CON SESENTA Y TRES CENTAVOS ($269.692.249,63), declarando de igual manera ocurrido el 

siniestro de incumplimiento amparado en la Póliza de Cumplimiento No. NB-100100416. 

 

CUADRAGÉSIMO SÉPTIMO: Mediante Resolución No. 051 del 19 de diciembre de 2023, se 

resolvieron los recursos de reposición interpuestos por el contratista y mi representada en contra 

de la Resolución No. 038 de 2023, confirmando en su integridad la decisión recurrida. 
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4.2. HECHOS RELACIONADOS CON LA EXPEDICIÓN DE LOS ACTOS 

ADMINISTRATIVOS CONTRACTUALES SIN COMPETENCIA, POR HABER 

OPERADO LA CADUCIDAD DE LA FACULTAD SANCIONATORIA DEL ESTADO 

 

PRIMERO: En primer lugar, es necesario advertir que la facultad sancionatoria del Estado caduca 

en tres (3) años, contados a partir de la ocurrencia del hecho, conducta u omisión que pudiere 

ocasionarlas, de conformidad con el artículo 52 del CPACA, que a su tenor indica: 

 

“ARTÍCULO 52. CADUCIDAD DE LA FACULTAD SANCIONATORIA. Salvo lo dispuesto 

en leyes especiales, la facultad que tienen las autoridades para imponer sanciones caduca 

a los tres (3) años de ocurrido el hecho, la conducta u omisión que pudiere ocasionarlas, 

término dentro del cual el acto administrativo que impone la sanción debe haber sido 

expedido y notificado. Dicho acto sancionatorio es diferente de los actos que resuelven los 

recursos, los cuales deberán ser decididos, so pena de pérdida de competencia, en un 

término de un (1) año contado a partir de su debida y oportuna interposición. Si los recursos 

no se deciden en el término fijado en esta disposición, se entenderán fallados a favor del 

recurrente, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial y disciplinaria que tal abstención 

genere para el funcionario encargado de resolver. 

 

Cuando se trate de un hecho o conducta continuada, este término se contará desde el día 

siguiente a aquel en que cesó la infracción y/o la ejecución. 

 

La sanción decretada por acto administrativo prescribirá al cabo de cinco (5) años contados 

a partir de la fecha de la ejecutoria”. 

 

SEGUNDO: No hay duda de que el artículo 52 del CPACA es aplicable a los procedimientos 

administrativos sancionatorios contractuales, pues aun cuando el procedimiento está regulado en 

el artículo 86 de la Ley 1474 de 2011, esta norma nada advierte sobre la caducidad, de modo que 

dicha ausencia debe suplirse con el procedimiento administrativo general contemplado en el 

CPACA. Así lo consideró COLOMBIA COMPRA EFICIENTE, en los siguientes términos: 

 

“Sin perjuicio de lo anterior, puede considerarse que, dado el carácter supletivo del 

procedimiento administrativo sancionatorio del CPACA, las reglas de este procedimiento 

pueden complementar los aspectos no previstos en las normas especiales que rigen el 

procedimiento administrativo sancionatorio contractual. La anterior conclusión se sustenta 

en lo siguiente: i) el primer inciso del artículo 77 de la Ley 80 de 1993 establece una remisión 

a las normas del CPACA que rigen los procedimientos administrativos, en lo que sea 

compatible con el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y ii) los 

artículos 2 y 47 (inciso 1) del CPACA, consagran el principio de subsidiariedad, en virtud 

del cual las normas de la primera parte del código se deben aplicar en aquellos casos en 

los cuales haya vacío en las normas especiales. 
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Definido lo anterior se observa que el artículo 52 del CPACA  es la norma que consagra la 

caducidad de la facultad que tienen las autoridades administrativas para imponer 

sanciones, que opera luego de transcurridos tres (3) años de ocurrido el hecho, la conducta 

u omisión que pudiere ocasionarlas, plazo dentro del cual el acto administrativo 

sancionatorio debe quedar expedido y notificado. Además, estableció de manera 

independiente y autónoma el término de un (1) año para resolver los recursos procedentes 

contra el acto sancionatorio, contado a partir de la interposición de los mismos, so pena de 

la pérdida de competencia. Finalmente, dispuso que si los recursos no se deciden en el 

término fijado, se entenderán resueltos a favor del recurrente. 

 

Ahora bien, en vista de que el artículo 86 de la Ley 1474 de 2011 no reguló este asunto 

de manera especial, resultaría posible aplicar el artículo 52 del CPACA, si las 

circunstancias de un caso concreto lo ameritan, porque no contradice la norma 

especial, sino que la complementa”1. 

 

TERCERO: En virtud de lo anterior, la consecuencia de haberse configurado la caducidad no  

puede ser otra que la pérdida de competencia, siendo esta un límite temporal para que la 

administración profiera la decisión, en procura de la seguridad jurídica. Así lo ha reconocido el 

Consejo de Estado, en los siguientes términos: 

 

“Al igual que los derechos reconocidos a los ciudadanos, las potestades otorgadas a la 

Administración no son absolutas y por lo tanto deben ser limitadas para que su ejercicio no 

sea arbitrario. En el ámbito sancionatorio una de las garantías más importantes reconocidas 

al ciudadano, es precisamente la certeza sobre el carácter temporal del uso del poder 

punitivo del Estado. Se trata de un presupuesto de seguridad jurídica, ya que ante la 

inactividad del aparato administrativo el ordenamiento jurídico prevé una 

consecuencia: la perdida de competencia para imponer el castigo e incluso para 

adelantar el procedimiento mismo”2. 

 

CUARTO: Entonces, en el caso concreto operó el fenómeno de la caducidad, en tanto que 

transcurrieron más de tres (3) años desde la ocurrencia del presunto incumplimiento hasta la 

expedición y notificación del acto administrativo que resolvió el incumplimiento, en la medida que 

la actuación administrativa sancionatoria tuvo como origen el informe de interventoría del 14 de 

febrero de 2020, el cual relacionó, entre otros, un presunto incumplimiento en el plan de inversión 

del anticipo, así: 

 

“El contrato de obra de acuerdo con la CLÁUSULA OCTAVA del contrato, tiene un 

anticipo por el 30% del valor total del contrato $7.325’225.282,4, del cual a la fecha 

se ha desembolsado el 95.37%, como se relaciona a continuación.  

 
1 COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Concepto C-708 de 2021 del 18 de enero de 2022.  
2 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 20738 del 22 de octubre de 2012, C.P. Enrique 
Gil Botero.  
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No obstante, mediante los comunicados INTPUTUMAYO-2018-311 e 

INTPUTUMAYO-2018-402 se le requirió al CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS un 

informe detallado del desglose de inversión para cada tramo, de acuerdo con los 

rubros aprobados del Plan de Inversión del anticipo, en donde se pueda evidenciar 

cual ha sido la inversión detallada en cada uno de los tramos que se encuentran en 

ejecución ya que a la fecha no se evidencia en obra el total del material aprobado 

para invertir con el anticipo, en especial lo que tiene que ver con el acero y cemento, 

de acuerdo con el cuadro relacionado a continuación: 

 

 

De acuerdo con el registro del seguimiento que esta interventoría adelanta 

semanalmente para la entrada de materiales y a la verificación de cantidades con 

las actividades ejecutadas a la fecha se tiene lo siguiente: 

 

 

Se puede evidenciar, de acuerdo con la relación anterior que el contratista de obra 

no ha dispuesto en obra el total del material, para el cual se han aprobado los 

desembolsos, por lo tanto, se encuentra en presunto incumplimiento al buen 

manejo de la inversión del anticipo”.  

 

A pesar de que en audiencia del 1 de febrero de 2023 se solicitó a la interventoría una actualización 

de dicho informe en lo atinente al presunto incumplimiento del plan de inversión del anticipo, en el 
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informe del 6 de febrero de 2023, oficio INTPUTUMAYO-2018-752, se adujo exactamente lo mismo 

que en el informe de interventoría del 14 de febrero de 2020, en idénticos valores y sumas, así: 

 

“El contrato de obra de acuerdo con la CLAUSULA OCTAVA del contrato, tiene un 

anticipo por el 30% del valor total del contrato $7.325´225.282,4, del cual a la fecha 

se ha desembolsado el 95.37%, como se relaciona a continuación. 

 

 

No obstante, mediante los comunicados INTPUTUMAYO-2018-311 e 

INTPUTUMAYO2018-402 se le requirió al CONSORCIO VIAS TERCIARIAS un 

informe detallado del desglose de inversión para cada tramo, de acuerdo con los 

rubros aprobados del Plan de Inversión del anticipo, en donde se pueda evidenciar 

cual ha sido la inversión detallada en cada uno de los tramos que se encuentran en 

ejecución ya que a la fecha no se evidencia en obra el total del material aprobado 

para invertir con el anticipo, en especial lo que tiene que ver con el acero y cemento, 

de acuerdo con el cuadro relacionado a continuación: 

 

 

De acuerdo con el registro del seguimiento que esta Interventoría adelanta 

semanalmente para la entrada de materiales y a la verificación de cantidades con las 

actividades ejecutadas a la fecha se tiene lo siguiente: 

 

Se puede evidenciar, de acuerdo con la relación anterior que el contratista de obra no 

dispuso en obra el total del material, para el cual se han aprobado los desembolsos, 

por lo tanto, habiendo fenecido a hoy el proyecto existe un presunto incumplimiento 

de obligaciones en el buen manejo y correcta inversión del anticipo”. 
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QUINTO: Así las cosas, es evidente que los hechos que dieron origen al presente proceso de 

incumplimiento datan, inclusive, de antes del 14 de febrero de 2020, fecha para la cual se realizó 

el respectivo informe de interventoría, pues al haber replicado la misma información, se constata 

que la situación no se modificó en los tres (3) años transcurridos entre un informe y otro.  

 

Ahora, aun cuando el contrato finalizó su ejecución en noviembre de 2022, es claro que los hechos 

por los cuales se declaró ocurrido el siniestro de buen manejo y correcta inversión del anticipo se 

constituyeron antes del 14 de febrero de 2020, pues hasta ese momento había sido desembolsado 

el 95,73% del anticipo y en fecha posterior no hubo ningún otro desembolso, tal y como se 

demuestra del informe de interventoría del 6 de febrero de 2023.  

 

SEXTO: En dicha medida, es claro que los hechos tuvieron lugar en febrero de 2020 o, incluso 

antes, y por lo anterior, se configuró la caducidad de la facultad sancionatoria del Estado prevista 

en el artículo 52 del CPACA, máxime si se considera que el procedimiento administrativo de 

incumplimiento contractual en ningún momento fue suspendido por causales de fuerza mayor o 

caso fortuito como la pandemia del COVID-19, pues se citó a la continuación de la audiencia en 

pleno vigor de dicha situación de emergencia sanitaria.  

 

Así las cosas, como la decisión cobró ejecutoría hasta el 15 de mayo de 2023, fecha en la que fue 

notificada por estrados la Resolución No. 022 de 2023, mediante la cual se resolvieron los recursos 

de reposición en contra de la Resolución No. 021 de 2023, es evidente que transcurrieron más de 

tres (3) años desde la ocurrencia del hecho hasta que se impuso la sanción y, de esta forma, se 

configuró la caducidad, por lo que la entidad contratante había perdido competencia para tomar 

decisiones en torno al proceso sancionatorio contractual.  

 

4.3. HECHOS RELACIONADOS CON LA EXPEDICIÓN DE LOS ACTOS 

ADMINISTRATIVOS CONTRACTUALES CON DESCONOCIMIENTO DEL 

DERECHO DE AUDIENCIA Y DEFENSA Y EN FORMA IRREGULAR, POR HABER 

DESCONOCIDO LAS FORMAS PROPIAS DEL JUICIO Y HABERSE 

MODIFICADO EL OBJETO DEL PROCEDIMIENTO DE INCUMPLIMIENTO 

CONTRACTUAL  

 

PRIMERO: En primer lugar, es de advertir que la entidad contratante desconoció el debido proceso 

de las partes y erró al modificar el objeto del proceso administrativo sancionatorio, en la medida que 

luego de tres (3) años de haberse expedido el informe de interventoría del 14 de febrero de 2020 

que dio inicio al proceso de incumplimiento, pretendió modificar su objeto y ceñirlo única y 

exclusivamente a la declaratoria del siniestro de buen manejo y correcta inversión del anticipo, sin 

embargo, este tipo de actuaciones no tienen naturaleza sancionatoria, por lo que era inviable 

continuar con el proceso administrativo sancionatorio en curso y debió haberse iniciado una 

actuación administrativa distinta, sin dicha naturaleza, mediante la cual se pretendiera únicamente 
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la acreditación y cuantificación del perjuicio con relación al siniestro de buen manejo y correcta 

inversión del anticipo.  

 

SEGUNDO: Al respecto, es necesario advertir que el Consejo de Estado ha afirmado lo siguiente 

con relación a la actuación administrativa que únicamente tiene como fin declarar el siniestro:  

 

“(…) conviene distinguir la actuación administrativa en la que no se declara el 

incumplimiento del contrato, sino únicamente la ocurrencia del siniestro por anticipo, puesto 

que la decisión de declarar el siniestro y ordenar su pago por el valor correspondiente, no 

se configura como el resultado de un procedimiento sancionatorio frente a la compañía de 

seguros, toda vez que no está destinado a imponer una sanción, ni una restricción o 

limitación de la posición contractual. Esa actuación estatal, cuando se adelanta frente a 

la compañía de seguros, se apoya en el ejercicio de un derecho, el de reclamar o 

hacer valer la póliza de seguro, el cual no tiene naturaleza sancionatoria”3. 

TERCERO: Con fundamento en lo anterior, en Concepto C-080 del 08 de abril de 2021, COLOMBIA 

COMPRA EFICIENTE afirmó:  

“Dicho esto, en este segundo evento la entidad no podría acudir al procedimiento del 

artículo 86 de la Ley 1474 de 2011, pues esta actuación no ostenta una naturaleza 

sancionatoria. Bajo esta premisa, haciendo una abstracción de lo expuesto sobre el amparo 

de estabilidad y calidad de la obra, la Subdirección de Gestión Contractual considera 

que cuando únicamente se realizará la declaratoria del siniestro del amparo del buen 

manejo y correcta inversión del anticipo, sin declaratoria de incumplimiento, la 

actuación se rige por el procedimiento administrativo general dispuesto en los 

artículos 34 y siguientes de la Ley 1437 de 2011. 

 

En consecuencia, se podrá declarar el siniestro del amparo del buen manejo y correcta 

inversión del anticipo mediante acto administrativo motivado, previo agotamiento del 

procedimiento administrativo descrito, en el cual se incluyan los fundamentos facticos y 

probatorios de la ocurrencia del siniestro, así como la cuantía que reclama la entidad a título 

de perjuicios, con fundamento en los establecido en el artículo 1077 del Código de 

Comercio”. 

CUARTO: Vemos entonces que en el trámite del proceso de incumplimiento contractual, la entidad 

desconoció las normas propias del juicio, lo que a luces del artículo 29 de la Constitución Política y 

reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional desconoce el debido proceso inmerso en las 

actuaciones administrativas y judiciales, pues continuó el proceso administrativo sancionatorio 

iniciado en marzo de 2020, a pesar de que en audiencia del 1 de febrero de 2023 aclaró que el 

objeto se ceñiría única y exclusivamente a declarar el siniestro del buen manejo y correcta inversión 

del anticipo, por lo que al ser este el único objeto, a luces de la jurisprudencia citada, debió haber 

 
3 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 5 de julio de 2018. Radicado No. 52.495. C.P. Marta Nubia 
Velásquez Rico. 
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iniciado una nueva actuación administrativa  en los términos del CPACA.  

QUINTO: Al respecto, es necesario recordar que el artículo 29 de la Constitución Política dispone 

que el debido proceso, como derecho fundamental, es aplicable a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas. En el mismo sentido, indica que dentro de las garantías que incluye este 

derecho se encuentra el deber de juzgar “(…) con observancia de la plenitud de las formas propias 

de cada juicio”. 

 

SEXTO: Bajo esta premisa, la Corte Constitucional se ha pronunciado en reiteradas oportunidades 

sobre la importancia de que el juzgador observe las formas propias de cada juicio y su correlación 

con la garantía del debido proceso. De tal forma, ha dicho: 

 

“Para que la protección del debido proceso sea efectiva, es necesario que las pautas 

procesales estén previamente definidas por el legislador, pues, de lo contrario, la función 

jurisdiccional quedaría sujeta a la voluntad y arbitrio de quienes tienen la función de 

solucionar los conflictos de los asociados y de resolver sobre la interdependencia de sus 

derechos. La previa definición legal de los procedimientos que constituyen el debido 

proceso ha sido llamada por la Carta Fundamental como "formas propia de cada juicio", y 

constituye la garantía de referencia con que cuentan las personas para determinar en qué 

momentos la conducta de los jueces o de la administración, se sale ilegítimamente de los 

cauces de la legalidad. Resulta contrario al ordenamiento jurídico el que un funcionario 

encargado de adelantar procedimientos judiciales o administrativos que resuelvan sobre 

derechos subjetivos, proceda conforme su voluntad, desconociendo las pautas que la ley 

le ha señalado para el ejercicio de su función. La libertad de escoger las formas de los 

juicios perjudicaría a los administrados, antes que agilizar y personalizar la 

aplicación de la justicia; traería confusión y caos en el seno de la sociedad y pondría 

en entredicho el pilar de la seguridad jurídica”4. 

En el mismo sentido, señaló: 

“El derecho a ser juzgado con la plenitud de las formas propias de cada juicio implica el 

establecimiento de esas reglas mínimas procesales, entendidas como “(...) el conjunto de 

reglas señaladas en la ley que, según la naturaleza del juicio, determinan los 

procedimientos o trámites que deben surtirse ante las diversas instancias judiciales o 

administrativas.”. De esta forma, dicho presupuesto se erige en garantía del principio de 

legalidad que gobierna el debido proceso, el cual “(...) se ajusta al principio de juridicidad 

propio del Estado de Derecho y excluye, por consiguiente, cualquier acción contra legem o 

praeter legem”5. 

SÉPTIMO: Como vemos, la observancia de las formas propias de cada juicio no solo está 

íntimamente ligada con el derecho fundamental al debido proceso, sino con principios de índole 

 
4 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-429 del 19 de agosto de 1998, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.  
5 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-496 del 5 de agosto de 2015, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
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constitucional como la seguridad jurídica, legalidad y juridicidad, entre otros, que deben aplicarse 

estrictamente en las actuaciones judiciales y administrativas, a efectos de garantizar al destinatario 

su debido proceso. Así las cosas, para la Corte Constitucional es imprescindible atender los 

procedimientos establecidos por el legislador, de modo que al juzgador le está vedada la posibilidad 

de escoger libremente las formas del juicio, pues de otra manera se perjudicaría gravemente el 

debido proceso y la seguridad jurídica.  

 

OCTAVO: Con base en lo anterior, es evidente que la Gobernación desconoció el procedimiento 

aplicable a la declaratoria del siniestro de buen manejo y correcta inversión del anticipo, toda vez 

que al ser este el único fin, debió haber iniciado una actuación administrativa en los términos del 

CPACA, más no continuar con el procedimiento sancionatorio, pues debió considerar que la 

compañía aseguradora no es parte del contrato de obra y frente a ella no podría predicarse 

incumplimiento alguno y, por contera, sanción de cualquier índole.  

 

NOVENO: Con fundamento en lo anterior, es fácil concluir que el objeto del presente proceso fue 

únicamente la declaratoria del siniestro y, en esta medida, le correspondía a la entidad iniciar una 

actuación administrativa diferente al proceso administrativo sancionatorio previsto en el artículo 86 

de la Ley 1474 de 2011, en consideración a que la pretensión de afectar la póliza de cumplimiento 

no tiene naturaleza sancionatoria, como lo reconoció el Consejo de Estado. En vista de esto, es 

evidente que se desconocieron las formas de cada juicio y, consecuentemente, el debido proceso 

de las partes, lo que a su turno implica la invalidez de la actuación y la imperiosa necesidad de que 

esta sea declarada nula.  

 

DÉCIMO: Ahora bien, no sólo se desconoció el debido proceso al haberse omitido el procedimiento 

correspondiente para declarar el siniestro del amparo de buen manejo y correcta inversión del 

anticipo, sino que en el informe de interventoría no se advirtió que una de las consecuencias del 

proceso sería efectivamente la afectación de dicho siniestro, a pesar de que en la audiencia se 

haya advertido.  

 

DÉCIMO PRIMERO: En primer lugar, debe recordarse que conforme al artículo 86 de la Ley 1474 

de 2011, la entidad contratante tiene la facultad de iniciar un procedimiento administrativo tendiente 

a declarar el incumplimiento contractual, sin embargo, también tiene el deber de garantizar el debido 

proceso del contratista y la aseguradora, mediante el cumplimiento a cabalidad del procedimiento 

contemplado en la norma en cita, que inicia con la citación a la respectiva audiencia, la cual debe 

cumplir con los siguientes requisitos: 

 

“ARTÍCULO 86. IMPOSICIÓN DE MULTAS, SANCIONES Y DECLARATORIAS DE 

INCUMPLIMIENTO. Las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la 

Administración Pública podrán declarar el incumplimiento, cuantificando los perjuicios del 

mismo, imponer las multas y sanciones pactadas en el contrato, y hacer efectiva la 

cláusula penal. Para tal efecto observarán el siguiente procedimiento: 
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a) Evidenciado un posible incumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista, la 

entidad pública lo citará a audiencia para debatir lo ocurrido. En la citación, hará 

mención expresa y detallada de los hechos que la soportan, acompañando el 

informe de interventoría o de supervisión en el que se sustente la actuación y 

enunciará las normas o cláusulas posiblemente violadas y las consecuencias que 

podrían derivarse para el contratista en desarrollo de la actuación. En la misma se 

establecerá el lugar, fecha y hora para la realización de la audiencia, la que podrá tener 

lugar a la mayor brevedad posible, atendida la naturaleza del contrato y la periodicidad 

establecida para el cumplimiento de las obligaciones contractuales. En el evento en que 

la garantía de cumplimiento consista en póliza de seguros, el garante será citado de la 

misma manera (…)” 

 

DÉCIMO SEGUNDO: Sin embargo, al revisar los informes de interventoría del 14 de febrero de 

2020 y 6 de febrero de 2023, se evidencia que no se cumplió con los requisitos antes expuestos en 

lo referente a la afectación del amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, pues en 

el acápite correspondiente a las posibles consecuencias derivadas para el contratista nunca se 

mencionó la afectación al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, limitándose a 

afirmar lo siguiente: 

 

• Informe de interventoría del 14 de febrero de 2020: 
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• Informe de interventoría del 6 de febrero de 2022: 

 

“No obstante lo expuesto, es claro que a la fecha el contrato se encuentra terminado en el plazo 

contractual estipulado, sin que para el efecto se hubiese ejecutado el 100 % del objeto contractual, 

generando una inejecución del 68,86%, así como que la interventoría mediante oficio 

INTPUTUMAYO-2018-745 del 17 de noviembre de 2022 solicitará el inicio del PROCESO 

ADMINISTRATIVO SANCIONATORIO en contra del CONTRATISTA DE OBRA cuya consecuencia 

jurídica es la CLAÚSULA PENAL, el cual se reiterará en comunicado subsiguiente, con el fin de 

que la entidad contratante de acuerdo a su propio análisis técnico jurídico y contractual adopte las 

determinaciones finales a que hubiese lugar”.  

 

DÉCIMO TERCERO: Como se observa, aun cuando se mencionó la posible imposición de multa y 

la cláusula penal, no se hizo mención a que se afectaría el amparo de buen manejo y correcta 

inversión del anticipo, máxime considerando lo previamente señalado, esto es, que esto 

corresponde a una actuación netamente administrativa, más no sancionatoria.  

 

DÉCIMO CUARTO: Lo anterior constituye un desconocimiento flagrante al debido proceso y 

derecho de defensa, tal y como lo ha reconocido el Consejo de Estado en los siguientes términos: 

 

“3.5.1.3. A la luz de esta normatividad, el trámite administrativo encaminado a la 

declaración unilateral del incumplimiento contractual, la cuantificación del perjuicio y la 

imposición de las multas, cláusula penal pecuniaria, y demás sanciones pactadas en el 

contrato, debe desarrollarse a través de un procedimiento iniciado de forma oficiosa por 

la administración contratante, al que debe vincular -a través de la citación- al contratista 

y al garante, siendo este último un indudable interesado en el resultado de la actuación, 

y por ello mismo, sujeto legitimado para intervenir en el procedimiento y destinatario de 

las garantías previas derivadas de su regulación legal. En ese sentido, el debido 

proceso del garante asegurador no se entiende satisfecho solamente con la 

notificación de la decisión declarativa del siniestro, en los términos del inciso 

tercero del artículo 7 de la Ley 1150 de 2007[49] , sino con su convocatoria anterior 

a la toma de la decisión, que es jurídicamente imperativa para la entidad.  

 

La citación, de acuerdo con el literal a) del artículo 86 de la Ley 1474 de 2011, debe 

contener un soporte fáctico detallado, adjuntar los informes de interventoría y/o 

supervisión que sustentan el trámite, y enunciar las normas o cláusulas 

presuntamente violadas. Sin embargo, para que un vicio procedimental que recaiga 

sobre la convocatoria a audiencia sea susceptible de afectar la validez de la actuación 

entera no basta con su mera comprobación, sino que debe probarse que fue 

trascendental en la decisión adoptada”6. 

 

 
6 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 48945 del 1 de junio de 2020, C.P. Jaime 
Enrique Rodríguez Navas.  
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DÉCIMO QUINTO: Entonces, es evidente que un yerro de tal magnitud afecta la legalidad de la 

actuación administrativa, en tanto que no es jurídicamente viable que ni en la citación a audiencia 

de presunto incumplimiento, ni en los informes de interventoría que dieron origen a la misma, se 

deje de hacer referencia concreta a la posible consecuencia de afectar el siniestro de buen manejo 

y correcta inversión del anticipo, sorprendiendo a las partes respecto a dicho amparo.  

 

4.4. HECHOS RELATIVOS A LA EXPEDICIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 

CONTRACTUALES CON INFRACCIÓN DE NORMAS EN QUE DEBERÍAN 

FUNDARSE Y MEDIANTE UNA FALSA MOTIVACIÓN, POR CUANTO NO SE 

ACREDITÓ EL RIESGO ASEGURADO EN EL AMPARO DE BUEN MANEJO Y 

CORRECTA INVERSIÓN DEL ANTICIPO 

 

PRIMERO: A pesar de que la entidad reconoció que el anticipo fue invertido de acuerdo al plan de 

inversión del anticipo, encontró que los materiales no fueron utilizados en obra y, por lo tanto, afirmó 

que se configuró el riesgo cubierto en el amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, 

sin indicar cuál de los tres (3) riesgos se había configurado, esto es: i) la no inversión del anticipo, 

ii) el uso indebido del anticipo y, iii) la apropiación indebida de los recursos recibidos en calidad de 

anticipo.  

 

SEGUNDO: A primera vista, es evidente que no lo fue el riesgo de la no inversión del anticipo, pues 

la misma Gobernación reconoció que el contratista invirtió dicho anticipo. Por su parte, tampoco se 

logró acreditar que el contratista se apropió indebidamente de los recursos, de manera que el único 

supuesto que se encuadraría en lo indicado por la entidad sería el uso indebido del anticipo, sin 

embargo, como se entrará a exponer, ello tampoco fue acreditado.  

 

TERCERO: Para comenzar, es importante mencionar que el amparo de buen manejo y correcta 

inversión del anticipo cubre a la entidad de los siguientes riesgos, los cuales están contemplados 

tanto en las condiciones generales de la póliza como en el artículo 2.2.1.2.3.1.7 del Decreto 1082 

de 2015, a saber:  

 

“Este amparo cubre los perjuicios sufridos por la Entidad Estatal con ocasión de: (i) la no 

inversión del anticipo; ii) el uso indebido del anticipo; y iii) la apropiación indebida de los 

recursos recibidos en calidad de anticipo”.  

 

CUARTO: Así las cosas, a partir de dicho presupuesto, la entidad estatal, como facultada para 

iniciar el procedimiento sancionatorio, tiene la carga de probar la ocurrencia de dichos riesgos, 

además de cuantificar los perjuicios, tal y como lo ha reconocido COLOMBIA COMPRA 

EFICIENTE, así: 

 

“En relación con el amparo del buen manejo y correcta inversión del anticipo se pueden 

presentar dos situaciones que determinan la actuación administrativa a seguir para la 
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declaratoria del siniestro: i) que se declare el incumplimiento de las obligaciones y el 

siniestro de este amparo; o ii) que únicamente se declare el siniestro de este amparo. 

 

En el primer evento, debe tenerse en cuenta que si la declaración del siniestro se realiza 

con el acto administrativo que declara el incumplimiento, o el que impone multas, o el que 

declara la caducidad, debe adelantarse el procedimiento establecido en el artículo 86 de la 

Ley 1474 de 2011, correspondiente al proceso sancionatorio. Ello es así, dado que en este 

caso la Administración está ejerciendo una potestad sancionatoria, y en tal sentido, le 

corresponde atender la norma especial en materia de contratación. En este escenario, con 

fundamento en lo establecido en el artículo 86 ibídem, la entidad está facultada para 

cuantificar los perjuicios causados por el incumplimiento del contratista. Concretamente 

para el amparo del buen manejo y correcta inversión del anticipo, deberá relacionar 

las situaciones de hecho que soportan el siniestro, así como cuantificar los 

perjuicios sufridos por la entidad estatal con ocasión de la no inversión del anticipo, 

el uso indebido del anticipo; y/o la apropiación indebida de los recursos recibidos en 

calidad de anticipo”7.  

 

QUINTO: Entonces, al revisar el informe de interventoría actualizado a 6 de febrero de 2023, se 

evidencia que la entidad no cumplió con la carga de relacionar los hechos concretos que 

constituyeron un presunto incumplimiento con relación al anticipo y, mucho menos, cuantificó el 

perjuicio.  

 

SEXTO: Así pues, en el informe de interventoría no se detalla qué aspecto del plan de inversión 

del anticipo fue incumplido por el contratista, limitándose a afirmar que: 

 

“(…) ya que una vez culminado el plazo contractual no se logró evidenciar en obra el total 

del material aprobado para invertir con el anticipo, en especial lo que tiene que ver con el 

acero y cemento, de acuerdo con el cuadro relacionado a continuación (…) De esta manera, 

se pudo evidenciar, de acuerdo con la relación anterior que el contratista de obra no dispuso 

en obra el total del material, para el cual fueron aprobados los desembolsos, por lo tanto, 

habiendo fenecido a hoy el plazo para la ejecución contractual sin que se hubiese acreditado 

correctamente el manejo y la inversión del anticipo, al no encontrarse obra que soporte 

la amortización debida de este, existiendo a juicio del interventor un presunto 

incumplimiento de obligaciones contractuales a cargo del contratista de obra”.  

 

SÉPTIMO: Como se observa, la interventoría no verificó detallada y concretamente el plan de 

inversión del anticipo, ni constató con lo efectivamente invertido por el contratista, sino que se limitó 

a afirmar que, al no haber constancia de la amortización del anticipo, se usó incorrectamente el 

mismo, lo cual no acredita de manera alguna ninguno de los riesgos asegurados en el amparo de 

buen manejo y correcta inversión del anticipo.  

 

 
7 COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Concepto C-080 del 08 de abril de 2021.  



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 

JSBV 

          

 
 
                                                                                                                                                                                                   

Página 33 | 76 
 

OCTAVO: A pesar de lo anterior, esto es, que el informe de interventoría que dio origen al presente 

proceso indicó con claridad que el presunto incumplimiento del contratista está relacionado con la 

no amortización del anticipo, la entidad pública afirmó: 

 

“LOS HECHOS QUE ACREDITAN LA OCURRENCIA DEL RIESGO AMPARADO, EN 

MANERA ALGUNA SE CENTRAN EN LA NO AMORTIZACIÓN DEL ANTICIPO, PUES 

RESULTA SER UN HECHO CIERTO QUE EL ANTICIPO FUE ENTREGADO EN SU 

TOTALIDAD AL  CONTRATISTA E INVERTIDO POR ESTE DE ACUERO AL PLAN DE 

INVERSIÓN DEL ANTICIPO, SITUACIÓN QUE SE DEMUESTRA CON LOS DIFERENTES 

DESEMBOLSOSO REALIZADOS, Y CON LA POSTERIOR LIQUIDACIÓN DEL 

FIDEICOMISO (…)”. 

 

NOVENO: Aun así, es evidente que el tanto la interventoría, como la entidad, se fundamentaron en 

la no amortización del anticipo para tasar el perjuicio, pues en el acápite de tasación del perjuicio 

en la resolución que declaró el siniestro, se afirmó: 

 

“De otra parte, de conformidad con lo certificado por la interventoría en oficio 

INTPUTUMAYO-2018-752 de fecha 6 de febrero de 2023 y lo informado por FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA correlativamente, así como realizado el ejercicio del valor del anticipo que 

se amortizó en las cinco (5) actas parciales que alcanzaron a ser pagadas, tenemos que el 

perjuicio con cargo al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo asciende a 

la suma de (…)” 

 

DÉCIMO: Lo anterior evidencia que la no amortización del anticipo es el riesgo que se declaró 

ocurrido, en atención a que si fuera cierto lo afirmado por el Jefe de la Oficina de Contratación de 

la Gobernación de Putumayo, el presunto perjuicio se hubiera tasado de forma distinta, más no con 

base en lo no amortizado por el contratista. Así las cosas, se hace evidente que el riesgo declarado 

fue la no amortización del anticipo y, en todo caso, también resulta claro que no se logró acreditar 

efectivamente el perjuicio, pues si no se buscaba declarar el riesgo de la no amortización del 

anticipo, tampoco era viable tasar el perjuicio con fundamento en lo no amortizado.  

 

DÉCIMO PRIMERO: Al respecto, es importante recalcar que la no amortización del anticipo no es 

un riesgo cubierto por el amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, lo que hace 

imposible su afectación por el mero hecho de no haberse amortizado el anticipo. Así lo ha 

reconocido el Consejo de Estado, en los siguientes términos: 

 

“Si el contratista no amortiza el anticipo, está incumpliendo una obligación a su cargo, pero 

de esta circunstancia no puede deducirse automáticamente –como lo hace el tribunal– que 

el contratista invirtió o manejó inadecuadamente el anticipo.  Se itera que la regla general 

es que estas sumas se utilicen para cubrir los gastos que tiene el contratista al principio del 

contrato e impulsar la obra (construcción, montaje de campamentos, compra de equipos y 

materiales, etc.) y el anticipo tiene por finalidad entregarle una suma de dinero antes de que 
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inicie la obra para que pueda realizarlos. El hecho de que no ejecute la obra de acuerdo 

con el programa de inversión, que no facture y que por lo tanto no cumpla con la 

obligación de amortizar con cada cuenta, no evidencia –de ninguna manera– que haya 

invertido o manejado inadecuadamente el anticipo; razón por la cual tales 

circunstancias no autorizan a la entidad contratante a hacer efectiva la garantía, 

porque ellas no acreditan la ocurrencia del riesgo amparado”8 .  

 

En otra oportunidad, se adujo: 

 

“La Sala ha estudiado el alcance de coberturas en materia del anticipo. Así, el Decreto 4828 

de 2008 contiene tres (3) coberturas: (i) la no inversión; (ii) el uso indebido del anticipo; y (iii) 

la apropiación indebida de los bienes de le hayan entregado en calidad de anticipo. Esto 

permite aclarar que no puede indicarse que hubo apropiación indebida del anticipo. La 

normativa es clara en establecer que la apropiación indebida requiere que el contratista 

destine los bienes a un asunto ajeno de la ejecución contractual”9.  

 

DÉCIMO SEGUNDO: Bajo esta óptica, es claro que no se configuró ninguno de los riesgos 

cubiertos en el amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, esto es, i) no inversión, ii) 

uso inadecuado o iii) apropiación indebida del anticipo, como se anticipó al inicio de este acápite, 

lo que hace turno implica la imposibilidad de afectar la póliza.  

 

DÉCIMO TERCERO: A efectos de esclarecer ello, es importante indicar que la entidad contratante 

reconoció que el contratista invirtió el anticipo en los siguientes términos: 

 

“PUES RESULTA SER UN HECHO CIERTO QUE EL ANTICIPO FUE ENTREGADO EN 

SU TOTALIDAD AL  CONTRATISTA E INVERTIDO POR ESTE DE ACUERO AL PLAN 

DE INVERSIÓN DEL ANTICIPO, SITUACIÓN QUE SE DEMUESTRA CON LOS 

DIFERENTES DESEMBOLSOSO REALIZADOS, Y CON LA POSTERIOR 

LIQUIDACIÓN DEL FIDEICOMISO”. 

 

DÉCIMO CUARTO: Con fundamento en lo anterior, es claro que el riesgo de la no inversión del 

anticipo no fue el que se configuró, toda vez que el Jefe de la Oficina de Contratación advirtió que 

el anticipo fue invertido. Así pues, es viable descartar el primer supuesto previsto en el artículo 

2.2.1.2.3.1.7 del Decreto 1082 de 2015.  

 

Por su parte, tampoco se logró acreditar la apropiación indebida del anticipo, en la medida que, tal 

y como es reconocido por el Consejo de Estado, “(…) esto implica que el contratista destine los 

bienes que se le haya[n] entregado en calidad de anticipo a un asunto ajeno de la ejecución 

 
8 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 47760 del 3 de noviembre de 2020, C.P. Martín 

Bermúdez Muñoz. 
9 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 58593 del 8 de septiembre de 2021, C.P. Martín 
Bermúdez Muñoz.  
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contractual”10, situación que tampoco se comprobó, máxime considerando que la entidad reconoció 

que el contratista invirtió el anticipo en el plan de manejo.  

 

Igualmente, no se acreditó el supuesto del uso indebido del anticipo, pues se adujo que se había 

invertido el anticipo en el plan de manejo. Al respecto, es importante recordar que el Consejo de 

Estado hizo claridad respecto a los riesgos cubiertos en este amparo, así: 

 

“La doctrina ha explicado el punto de la siguiente manera: 

 

Podemos definirlo (el amparo de anticipo) como el amparo mediante el cual la compañía de 

seguros se obliga a indemnizar al contratante asegurado por los perjuicios que sufra este 

por causas imputables al contratista garantizado, derivados de manera directa de los 

distintos riesgos que emanen del manejo de dineros o bienes entregados a este último a 

título de anticipo, los cuales, no están siempre cubiertos en su totalidad, de tal suerte que 

solo los que sean explícitamente nombrados estarán amparados, y los que no lo estén, 

valga la redundancia estarán excluidos… 

 

Bien se trate de buen manejo, correcta inversión o uso, se busca indemnizar al asegurado 

por los perjuicios derivados de la destinación que el contratista haga del anticipo sin 

hacer honor a las reglas del contrato para tal fin, empleándolos para gastos que no 

estén relacionados con el objeto contratado, y/o dirigiéndolos de manera distinta a la 

pactada en el contrato garantizado, sin haberse apropiado de ellos…. 

 

La amortización es distinta de otros riesgos, y consiste como ya se había venido 

adelantando, en la devolución paulatina del anticipo por parte del contratista al contratante 

con corte a la facturación, normalmente conviniéndose que de cada factura emitida por el 

contratista se haga un descuento porcentual, hasta tanto el anticipo sea totalmente devuelto 

al contratante, es decir amortizado, entrando, ahí sí, a formar parte del precio pactado en el 

contrato39. En tales condiciones, como la amortización del anticipo está referida a la 

ejecución de un porcentaje de la obra en la misma proporción, a menos que el asegurador 

asuma de manera expresa tal riesgo dentro del amparo de anticipo, la NO amortización, 

vale decir, la no restitución al asegurado de un porcentaje del anticipo igual al de obra 

equivalente, no es un riesgo asociado a la utilización del anticipo o su apropiación. (…) 

Puede agregarse que un anticipo puede no haber sido amortizado, pero sí correctamente 

utilizado e invertido. Lo dicho, puesto que se trata como ya se adujo de riesgos distintos, en 

la medida en que la no amortización puede derivarse, por ejemplo, de un anticipo que sí 

tuvo la destinación que debía dársele conforme a las reglas contractuales, pero que por 

circunstancias imputables al contratista no se devolvió al contratante”11. 

 

DÉCIMO QUINTO: Como se observa, los riesgos cubiertos en el amparo de buen manejo y correcta 

 
10 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 58593 del 8 de septiembre de 2021, C.P. 
Martín Bermúdez Muñoz.  
11 Ibidem. 
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inversión del anticipo están dirigidos a indemnizar a la entidad por la destinación inapropiada que 

haga el contratista de los recursos entregados a título de anticipo, desconociendo el plan de 

inversión y dirigiéndolos de manera distinta a la pactada. Sin embargo – se insiste-, la entidad 

contratante reconoció que el contratista invirtió los recursos del anticipo en el plan de inversión, lo 

que de por sí descarta cualquiera de los riesgos cubiertos en el amparo de buen manejo y correcta 

inversión del anticipo.  

 

DÉCIMO SEXTO: Además de lo anterior, tampoco se cumplió con la carga de cuantificar los 

perjuicios, pues como ya se adujo no puede asimilarse este valor a lo no amortizado y, mucho 

menos, al valor de la cláusula penal, por lo que esta omisión torna inviable la declaratoria del 

siniestro y la afectación de la póliza. Sobre el particular, la entidad contratante adujo: 

 

“AHORA, LO QUE SI ES DESMOSTRATIVO DE LA OCURRENCIA DEL RIESGO, ES EL 

RELATIVO AL BUEN MANEJO DEL ANTICIPO QUE SE LE DIO, ES QUE PESE A QUE 

SE ENCUENTRA DEMOSTRADO QUE EL CONTRATISTA ADQUIRIÓ BIENES 

(CEMENTO, ACERO Y ALAMBRE DE AMARRE) PARA SER UTILIZADOS EN LA OBRA, 

LO CIERTO, ES QUE MÁS ALLÁ DE LO MANIFESTADO POR EL SEÑOR ALFREDO 

MUÑIZ BECERRA EN SU TESTIMONIO, EN EL QUE EXPRESÓ EL POR QUÉ EN OBRA 

NO HABÍA SIDO POSIBLE CONTAR CON LA TOTALIDAD DE MATERIALES 

ADQUIRIDOS, DICHAS ASEVERACIONES NO ENCONTRARON RESPALDO 

DOCUMENTAL (CARGA DE LA PRUEBA), POR LO TANTO, LA CONVICCIÓN A LA QUE 

LLEGA EL DESPACHO MÁS ALLÁ DE TODA DUDA RAZONABLE ES QUE EN EFECTO, 

LO QUE OPERÓ ALLÍ FUE “LA PÉRDIDA DE ALGUNOS MATERIALES Y EQUIPOS”, 

DADO QUE SI ESTO FUE LO QUE ACAECIÓ, COMO ES APENAS NATURAL UNA 

PÉRDIDA -LÉASE HURTO- LO PROCEDENTE HUBUESE SIDO QUE EN SU MOMENTO 

SE HUBIESEN FORMULADO LAS DENUNCIAS PENALES CORRESPONDEINTES DE 

TODOS Y CADA UNO DE LOS BIENES MUEBLES QUE SE VIERON AFECTADOS POR 

LA COMISIÓN DE UN INJUSTO, Y LA CONSECUENTE NOTIFICACIÓN A LA 

INTEREVENTORÍA DE OBRA ASÍ COMO A LA GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO DE 

LA EXISTENCIA DE DICHAS DENUNCIAS, SITUACIÓN QUE EN UNO Y EN OTRO 

CASO NO SUCEDIÓ (…)”.  

 

DE TAL SUERTE, QUE EL RIESGO DEL BUEN MANEJO DE ANTICIPO SE MATERIALIZÓ 

EN EL SENTIDO DE QUE LOS BIENES PRODUCTO DEL ANTICIPO NO FUERON 

UTILIZADOS EN OBRA, ASÍ COMO TAMPOCO EXISTIÓ DEMOSTRACIÓN A NIVEL 

PROBATORIO QUE LOS MISMOS HUBIESEN ESTADO RESGUARDADOS EN ESPERA 

DE QUE AL PROYECTO SE LE REALIZARAN LOS AJUSTES ANTE LAS 

AUTORIDADES COMPETENTES”. 

 

DÉCIMO SÉPTIMO: Vemos entonces que la Gobernación del Putumayo pretendió acreditar la 

configuración del riesgo aduciendo que se desconocieron obligaciones de custodia respecto a los 

materiales adquiridos, situación que no está cubierta dentro del amparo de buen manejo y correcta 

inversión del anticipo, pues en este solo se contemplan situaciones en las que el contratista haya 
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desconocido el plan de inversión del anticipo y/o se haya apropiado de dichos recursos, dándoles 

un manejo diferente.  

 

Aunado a ello, salta a la vista que una situación como la reconocida por la entidad contratante 

estaría excluida expresamente del amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, en 

tanto que al afirmar que los materiales fueron hurtados, reconoció que se trató de una causa 

extraña, la cual está prevista en las exclusiones del amparo, así: 

 

 

 

 

DÉCIMO OCTAVO: Con todo, es evidente que no se configuró ninguno de los riesgos amparados. 

Además, la entidad contratante ni siquiera aclaró cuál de las tres (3) situaciones fue la que se 

configuró en el caso concreto, esto es, i) la no inversión del anticipo, ii) el uso indebido del anticipo 

y, iii) la apropiación indebida de los recursos recibidos en calidad de anticipo. 

 

DÉCIMO NOVENO: Asimismo, tampoco se lograron acreditar los perjuicios ocasionados, pues si 

fuera cierto el argumento de que no se configuró el riesgo de la no amortización del anticipo, la 

entidad no podía tasar los perjuicios con base en lo no amortizado, de manera que debió haber 

probado los perjuicios de manera distinta.  

 

VIGÉSIMO: Es más, también salta a la vista dicha falta de acreditación, en la medida que en su 

informe, la interventoría adujo que el contratista incumplió el anticipo con relación al acero y 

cemento, cuyo desembolsó ascendió a la suma de TRES MIL CUARENTA Y SIETE MILLONES 

QUINIENTOS CINCUENTA Y TRES MIL SETECIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS MCTE 

($3.047.553.768), así: 
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Sin embargo, tasó el perjuicio en CINCO MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y SIETE MILONES 

NOVECIENTOS SESENTA Y TRES MIL TRESCIENTOS OCHENTA Y OCHO PESOS CON 

CUARENTA Y CINCO CENTAVOS ($5.247.963.388,45), aun sin indicar cómo calculó dicho valor 

y las razones por las que tasó el perjuicio de manera distinta a como lo hizo la interventoría en su 

informe.  

 

VIGÉSIMO PRIMERO: Es evidente entones que no se acreditó el riesgo asegurado, así como 

tampoco el perjuicio causado, de manera que lo procedente será revocar la decisión, ante la clara 

falta de motivación de la misma.  

 

4.5. HECHOS RELATIVOS A LA EXPEDICIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 

CONTRACTUALES CON INFRACCIÓN DE NORMAS EN QUE DEBERÍAN 

FUNDARSE Y MEDIANTE UNA FALSA MOTIVACIÓN, POR CUANTO NO SE 

ACREDITÓ EL RIESGO ASEGURADO EN EL AMPARO DE CUMPLIMIENTO 

 

PRIMERO: En el acto administrativo objeto de discusión, la entidad contratante reconoció que el 

proyecto no se podía ejecutar en un 100% debido a la falta de aprobación de los ajustes por parte 

del OCAD PAZ y, como bien lo manifestó el contratista, dichos ajustes eran necesarios para la 

totalidad de los tramos objeto del contrato, en mayor o menor medida, pues en los tramos de 

Villagarzón, Puerto Caicedo, San Francisco y Colón, los ajustes eran necesarios desde una 

perspectiva técnica para continuar con el desarrollo normal de las obras.  

 

SEGUNDO: En virtud de lo anterior, es claro que se configuró la excepción de contrato no cumplido 

prevista en el artículo 1609 del Código Civil. Acerca de esta excepción, debe señalarse que el 

artículo en mención, la define en los siguientes términos:  

 

“ARTICULO 1609. <MORA EN LOS CONTRATOS BILATERALES>. En los contratos 

bilaterales ninguno de los contratantes está en mora dejando de cumplir lo pactado, 

mientras el otro no lo cumpla por su parte, o no se allana a cumplirlo en la forma y tiempo 

debidos”.  
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TERCERO: Con relación a esta excepción, el Consejo de Estado ha aclarado que procede en los 

contratos estatales aun cuando esta debe ser armonizada con las normas de derecho público y, 

por tanto, tienen que cumplirse ciertas características para que se configure. De este modo, se 

afirmó: 

 

“El artículo 1609 del Código Civil prevé que en los contratos bilaterales ninguno de los 

contratantes está en mora dejando de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumpla por 

su parte, o no se allane a cumplirlo en la forma y tiempo debidos. Norma que, además de 

regular la mora en los contratos bilaterales, que descansa en el aforismo con arreglo al cual 

“la mora de uno purga la mora del otro”, consagra la exceptio non adimpleti contractus, 

medio de defensa que puede invocar una de las partes del contrato cuando no ha cumplido 

porque la otra tampoco lo ha hecho, caso en el cual su conducta no es tomada como 

antijurídica. (…) Sin embargo, la jurisprudencia tiene determinado que esta institución en 

materia de contratos estatales debe ser armonizada con las reglas del derecho público. La 

exceptio non adimpleti contractus tiene lugar únicamente en aquellos contratos 

sinalagmáticos en que el incumplimiento imputable a la entidad pública sea grave, serio, 

determinante, trascendente y de gran significación, de manera que sitúe al contratista en 

una razonable imposibilidad de cumplir sus obligaciones, siendo en ese caso procedente 

que éste la pueda alegar y suspender el cumplimiento de sus obligaciones”12.  

 

En pronunciamiento más reciente, esta Corporación adujo: 

 

“En materia de contratación estatal no cualquier desatención obligacional de la entidad 

tiene la virtualidad de situar en estado de incumplimiento al contratista o de conjurarlo. Ello 

obedece a que, en atención al fin público que se encuentra ínsito en la suscripción de un 

contrato estatal, el contratista debe procurar satisfacer su objeto en las condiciones 

inicialmente convenidas, a menos que, en realidad, el apartamiento de las obligaciones a 

cargo de la entidad lo lleven a un estado de imposibilidad material de cumplirlo, supuesto 

que en este caso no acaeció”13. 

 

CUARTO: Como se aprecia, para que se predique la excepción de contrato no cumplido en materia 

estatal, el incumplimiento de la entidad debe ser grave, determinante y trascendente, al punto de 

situar al contratista en una razonable imposibilidad de cumplir con sus obligaciones. Dichas 

características se cumplen en el caso que nos ocupa, pues el incumplimiento de la entidad 

contratante fue de tal envergadura que llevó al contratista a la imposibilidad de cumplir con la 

totalidad del contrato, tal y como incluso fue reconocido por la GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO 

en el acto administrativo objeto del recurso de reposición. Así pues, la entidad reconoció dicha 

situación en los siguientes términos: 

 

 
12 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, RAD. 24217 del 30 de enero de 2013, C.P. Danilo Rojas 
Betancourth.  
13 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 45969 del 10 de octubre de 2022, C.P. Marta Nubia 

Velásquez Rico.  
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“EL DESPACHO NO DESCONCE, PUESTO QUE SE HA ACEPTADO QUE EN EFECTO, 

PARA LOGRAR QUE EL PROYECTO SE PUDIERA EJECUTAR EN UN 100% EN SU 

ALCANCE LA PLURIMENCIONADA APROBACIÓN DE LOS AJUSTES ANTE EL OCAD 

PAZ RESULTABA NECESARIA (…)”.  

 

QUINTA: En tal medida, es evidente la configuración de la excepción de contrato no cumplido, por 

cuanto la misma entidad contratante reconoció que no se había aprobado el modificatorio No. 04, 

el cual era necesario para que el contratista pudiera ejecutar el 100% del objeto contractual.  

 

SEXTO: Lo anterior fue reiterado por el contratista a lo largo del proceso administrativo 

sancionatorio, quien afirmó que la aprobación del modificatorio No. 4 había dado lugar a que la 

suspensión No. 2 se prorrogara en once (11) oportunidades y, al no haberse superado dicha 

situación, esto es, al no aprobarse la respectiva modificación, era imposible dar reinicio al contrato, 

pues de otra manera se estaba ante un desequilibrio económico evidente que la entidad contratante 

tenía la obligación de solventar.  

 

SÉPTIMO: En concordancia, conviene recordar que la obra se contrató en el año 2018, por lo que 

los precios de mano de obra y materiales se modificaron a lo largo de la ejecución contractual, lo 

cual conllevaba a la imperiosa necesidad de modificar el valor del contrato y reconocer ítems no 

previstos, so pena de un desequilibrio contractual inminente, dado que el contratista hubiese ido a 

pérdidas, tal y como lo reiteró en varias oportunidades el señor ARIEL NARVAEZ en su declaración 

testimonial.  

 

OCTAVO: Dicho desequilibrio económico fue reconocido por la interventoría y por la entidad 

contratante, toda vez que el modificatorio No. 04 solo requería la aprobación del OCAD PAZ, 

teniendo concepto previo favorable de la entidad interventora. Sin embargo, pese a haberse 

reconocido la necesidad de ajustar los precios y restablecer el equilibrio contractual, nunca se 

aprobó dicha modificación, lo que se traduce en que la entidad contratante incumplió sus 

obligaciones y ello imposibilitó al contratista a cumplir, configurándose así al excepción de contrato 

no cumplido prevista en el artículo 1609 del Código Civil.  

 

NOVENO: Del mismo informe INTPUTUMAYO-2018-753 llama la atención que desde el 23 de 

noviembre de 2020, el contratista advirtió la necesidad de suspensión del contrato por razones 

imputables única y exclusivamente a la entidad contratante, como se constata en la respectiva 

solicitud de suspensión, así: 
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DÉCIMO: Dichas situaciones fueron reconocidas por la misma interventoría en la solicitud de 

suspensión No. 2 del 7 de diciembre de 2020, en donde afirma que existen tres situaciones que 

hacen imposible continuar con la ejecución del contrato, a saber: “1. se requiere la suspensión del 

contrato por un término de 45 días o hasta tanto se obtenga el concepto favorable de los 

modificatorios No. 1, No. 2 y No. 3 y la aprobación del modificatorio No. 4 por parte de OCAD PAZ, 

teniendo en cuenta que dicha aprobación es necesaria en la inclusión de los ítems previstos 

contractualmente y que se requieren para el desarrollo de las actividades de construcción (…) 2. Se 

requiere por parte de la Gobernación determinar la intervención en el tramo correspondiente al 

municipio de Santiago, ya que actualmente otro contratista se encuentra desarrollando un proyecto 

en la misma localización. 3. De acuerdo a la solicitud del OCAD PAZ, en la cual ordena una medida 

de control realizando la suspensión de giros y solicitando la presentación de un plan de acción con 

las estrategias, actividades, costos y tiempos pendientes de subsanar, dicho plan deberá se 

viabilizado por el DNP”. 

 

DÉCIMO PRIMERO: Dicha suspensión se amplió en 11 oportunidades y la última de ellas se 

suscribió el 28 de julio de 2022, estableciendo como fecha de reanudación el 1 de noviembre de 

2022. Para fundamentar dicha ampliación, el contratista, con apoyo en la interventoría, adujo que 

no se encontraba aprobado el modificatorio No. 4 y 2, y la advertencia de un desequilibrio económico 

que no fue analizado, ni subsanado por la Gobernación.  
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DÉCIMO SEGUNDO: Así las cosas, es evidente que en el contrato existía un desequilibrio 

económico que debía ser atendido por la entidad pública, máxime cuando existían modificatorios 

para reconocer ítems no previstos que, evidentemente, afectaron la ecuación financiera del 

contrato.  

 

DÉCIMO TERCERO: Incluso, como lo manifestó el contratista en sus descargos, si bien se 

aprobaron los modificatorios No. 1 y 2, estos no fueron eficaces para solventar el desequilibrio 

económico, pues hubo varios ajustes realizados al proyecto y que fueron aprobados por el órgano 

competente del sistema general de regalías, frente a los cuales no se reconoció el correspondiente 

valor con modificaciones o reconocimientos de ítems no previstos, por lo que cual también se hace 

evidente el manifiesto incumplimiento de las obligaciones a cargo de la entidad contratante.  

 

DÉCIMO CUARTO: Con todo, se tiene que durante la ejecución del contrato se evidenciaron 

inconvenientes con relación a la planeación, pues se presentaron varios ajustes de estudios y 

diseños que, luego de las suspensiones, no podían ejecutarse, toda vez que las condiciones físicas 

y geográficas de los tramos habían presentado cambios por su deterioro como consecuencia de 

fenómenos naturales, a tal punto que los planos diseñados difieren de las condiciones del terreno, 

lo cual llevaba indefectiblemente a que se realizara un nuevo ajuste de estudios y diseños, el cual 

nunca se realizó.  

 

DÉCIMO QUINTO: Como vemos, fueron varias las obligaciones incumplidas por parte de la entidad 

contratante al no aprobar el modificatorio No. 04 y, asimismo, faltar a su deber de planeación, por 

lo que dichos incumplimientos llevaron al contratista a la imposibilidad de cumplir con el 100% del 

objeto contractual, tal y como fue reconocido incluso por la Gobernación del Putumayo. En esa 

medida, los presuntos incumplimientos son imputables única y exclusivamente a la entidad 

contratante, habiéndose configurado así la excepción de contrato no cumplido. 

 

DÉCIMO SEXTO: Así las cosas, considerando que el incumplimiento presentado por la 

GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO consistente en no aprobar el modificatorio No. 4 y no permitir el 

restablecimiento de la ecuación financiera del contrato fue grave, serio, determinante y 

trascendente, a tal punto de situar al contrista ante una imposibilidad de continuar ejecutando el 

contrato, se configuró la excepción de contrato no cumplido contemplada en el artículo 1609 del 

Código Civil y, por consiguiente, el incumplimiento del contratista no le es imputable a este, sino al 

previo incumplimiento de la entidad pública. 

 

4.6. HECHOS RELATIVOS A LA EXPEDICIÓN DE ACTOS ADMINISTRATIVOS 

CONTRACTUALES CON INFRACCIÓN DE NORMAS EN QUE DEBERÍA 

FUNDARSE Y MEDIANTE UNA FALSA MOTIVACIÓN, POR CUANTO LA PÓLIZA 

No. NB-100100416 CARECÍA DE COBERTURA TEMPORAL FRENTE A LOS 

SINIESTROS DECLARADOS 
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PRIMERO: Al respecto, conviene resaltar que la Póliza de Seguro de Cumplimiento Entidades 

Estatales No. NB-100100416 tiene en total de 9 anexos y el último de ellos fue expedido el 26 de 

agosto de 2022. En la carátula del mismo se establece la vigencia de cada uno de los amparos y, 

respecto al buen manejo del anticipo, se evidencia que su vigencia es desde el 19 de agosto de 

2020 hasta el 31 de mayo de 2022, y, por su parte, el de cumplimiento tenía una vigencia dentre el 

19 de agosto de 2020 al 31 de mayo de 2022, así: 

 

 

 

SEGUNDO: Con relación a esto, es importante traer a colación una sentencia del Consejo de 

Estado que aclara la importancia de los límites temporales de la póliza, a efectos de su afectación 

o la declaratoria del siniestro: 

 

“32. Dada la naturaleza de la obligación que contrae el asegurador, resulta de la mayor 

importancia la determinación del momento exacto a partir del cual aquel asume el 

riesgo que le es trasladado y así mismo, la hora y el día hasta los cuales va tal asunción, 

puesto que únicamente estará obligado a ejecutar la prestación a su cargo cuando el 

riesgo se realice dentro de ese lapso, es decir si el siniestro se presenta dentro de esos 

límites temporales. Al respecto, el artículo 1073 del C. de Co., relativo a la 

responsabilidad del asegurador, establece que “Si el siniestro, iniciado antes y 

continuado después de vencido el término del seguro, consuma la pérdida o deterioro 

de la cosa asegurada, el asegurador responde del valor de la indemnización en los 

términos del contrato. Pero si se inicia antes y continúa después que los riesgos hayan 

principiado a correr por cuenta del asegurador, éste no será responsable por el 

siniestro”.  

 

33. De acuerdo con lo anterior, el legislador sólo concede el derecho a la indemnización 

a cargo del asegurador, cuando el riesgo se realiza o inicia su realización dentro del 

periodo amparado por la respectiva póliza. Como lo sostuvo la Sala, “Debe tenerse en 

cuenta que lo que se exige en el régimen de los contratos de seguros, en cuanto a su 

vigencia y cobertura, es que el riesgo efectivamente se materialice durante el periodo 

de vigencia de la póliza, puesto que una cosa es el surgimiento del derecho a obtener 

la indemnización y otra cosa es el derecho a recibir su pago, el que sí se concreta una 

vez se hace la reclamación en la forma establecida por la ley”14. 

 

TERCERO: Como se observa, el Tribunal de Cierre en materia de lo Contencioso Administrativo es 

claro en advertir que la obligación indemnizatoria a cargo de la aseguradora sólo se configura en 

 
14 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 25472 del 19 de junio de 2013, C.P. Danilo 

Rojas Betancourth. 
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caso de que el siniestro se haya presentado dentro de la vigencia pactada y, es por tal razón, que 

la norma exige que la póliza tenga una vigencia desde el inicio del plazo contractual hasta su 

finalización, precisamente con el fin de no dejar desprotegido el patrimonio público durante el lapso 

de ejecución contractual.  

 

CUARTO: Lo anterior es concordante con lo dispuesto en el artículo 2.2.1.2.3.1.10 del Decreto 1082 

de 2015, el cual establece:  

 

“La Garantía de buen manejo y correcta inversión del anticipo debe estar vigente hasta 

la liquidación del contrato o hasta la amortización del anticipo, de acuerdo con lo que 

determine la Entidad Estatal. El valor de esta garantía debe ser el ciento por ciento 

(100%) de la suma establecida como anticipo, ya sea este en dinero o en especie”. 

 

QUINTO: Pese a lo anterior, el anexo 9 de la PÓLIZA NB-100100416 pactó como fecha final de la 

vigencia hasta el 31 de mayo de 2022 y, como se desprende del informe de interventoría, el presunto 

incumplimiento se configuró el último día del plazo contractual, esto es, en diciembre de 2022, lo 

que pone en evidencia la ausencia de cobertura temporal de la póliza en mención.  

 

SEXTO: Lo anterior también fue reconocido por la entidad en la resolución que declaró el siniestro 

del amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, en donde afirmó:  

 

“RESPECTO A LA PRESCRIPCIÓN CONFORME A LO DISPUESTO EN EL 

ARTÍCULO 1081 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, ES DE ANOTAR, QUE LOS 

HECHOS QUE SE DEBATEN Y SOBRE LOS CUALES SE EDIFICA EL PRESUNTO 

INCUMPLIMIENTO TUVIERON SU INICIO EL 12 DE MARZO DE 2019, FECHA EN 

LA CUAL SE DESEMBOLSÓ POR PART DE LA GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO 

EL 30% DEL VALOR DEL CONTRATO A TÍTULO DE ANTICIPO Y SE EXTIENDEN -

INCLUSIVE- AL 1° DE NOVIEMBRE DE 2022, OPORTUNIDAD EN LA CUAL EL 

CONTRATISTA DEBÍA REINICIAR LA EJECUCIÓN DEL CONTRATO (…)” 

 

SÉPTIMO: Bajo esta lógica, si los hechos que dieron origen a la declaratoria de siniestro tuvieron 

lugar el 1 de noviembre de 2022 y la vigencia de la póliza se extendió a penas hasta el 11 de mayo 

de 2022, es evidente la falta de cobertura temporal de la misma.  

 

OCTAVO: En virtud de lo anterior, la póliza no presta cobertura temporal en la medida que su 

vigencia no se extendió hasta la terminación o finalización del plazo contractual como lo exige el 

artículo 2.2.1.2.3.1.10 del Decreto 1082 de 2015 y, ni siquiera alcanza a cubrir los hechos objeto 

del proceso, en tanto que como bien lo reconoció la entidad contratante, estos se configuraron el 1 

de noviembre de 2022 y la póliza tenía vigencia hasta el 11 de mayo de 2022, esto es, el presunto 

riesgo se configuró por fuera del periodo de vigencia. 
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4.7. HECHOS RELACIONADOS CON LA EXPEDICIÓN DE LOS ACTOS 

ADMINISTRATIVOS CONTRACTUALES CON INFRACCIÓN DE NORMAS EN 

QUE DEBERÍAN FUNDARSE Y A TRAVÉS DE UNA FALSA MOTIVACIÓN, POR 

CUANTO OPERÓ LA PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES DERIVADAS DEL 

CONTRATO DE SEGURO 

 

PRIMERO: El artículo 1081 del Estatuto Comercial establece que las acciones derivadas de los 

contratos de seguro prescriben en el término de dos años. Dicho precepto establece lo siguiente: 

“ARTÍCULO 1081. <PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES>. La prescripción de las acciones 

que se derivan del contrato de seguro o de las disposiciones que lo rigen podrá ser 

ordinaria o extraordinaria. 

 

La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr desde el momento en que 

el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que da base a la acción. 

 

La prescripción extraordinaria será de cinco años, correrá contra toda clase de personas 

y empezará a contarse desde el momento en que nace el respectivo derecho. 

 

Estos términos no pueden ser modificados por las partes.” (Subrayado y negrilla fuera del 

texto original) 

 

SEGUNDO: Por otro lado, el Consejo de Estado ha establecido que la prescripción respecto de los 

daños ocasionados como consecuencia del incumplimiento de obligaciones contractuales comienza 

a contar a partir del momento en que se configura dicho incumplimiento, expresando dicha postura 

de la siguiente forma: 

“CAUSA GENERADORA DEL DAÑO [S]e debe precisar que la declaratoria de nulidad de 

actos administrativos contractuales -como la de cualquier otro acto administrativo- no solo 

obliga a restablecer los derechos afectados, sino que, también, puede ser fuente de 

responsabilidad, si es que con aquél se ha causado un daño. Es importante advertir que 

la responsabilidad que se puede originar en razón de la nulidad de un acto administrativo 

de naturaleza contractual difiere de la que se puede generar con ocasión del 

incumplimiento de las obligaciones de un contrato. Mientras que la primera surge por la 

transgresión de los elementos que la ley exige para que la administración exprese 

válidamente su voluntad a través de actos administrativos con proyección directa y 

mediata frente a los derechos de los administrados o los intereses jurídicamente 

tutelados, la responsabilidad contractual se funda en que el deudor de una prestación deja 

de ejecutar, parcial o totalmente, una obligación de dar, de hacer o de no hacer que le es 

debida al acreedor de conformidad con lo pactado en el negocio jurídico. En ese sentido, 

el hecho de que una facultad exorbitante que proviene de la ley artículo 18, Ley 80 de 

1993 y no de un pacto sea ejercida en contravención de los postulados normativos no 

desemboca en el incumplimiento del contrato. Vale precisar que esta distinción de modo 
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alguno recorta el derecho que tiene quien sufrió un daño como consecuencia de la 

expedición y posterior anulación de los actos administrativos contractuales; lo que permite 

es identificar cuál es la fuente del daño que se reclama”.15 

TERCERO: Así las cosas, el operador jurídico debió analizar la prescripción de la acción derivada 

del contrato de seguro a partir del hecho generador del daño que, como se esgrimió en el acápite 

correspondiente a la caducidad de la facultad sancionatoria, evidentemente ocurrió en febrero de 

2020, fecha para la cual se realizó el informe de interventoría que dio cuenta de los presuntos 

incumplimientos en el plan de inversión del anticipo, mismo que fue ratificado en el informe 

actualizado de febrero de 2023. En ese entendido, al configurarse el presunto daño desde este 

momento, la prescripción de la acción derivada del contrato de seguro ya se configuró.  

 

CUARTO: Por lo anterior, se debe tener en cuenta que en el caso concreto se configuró la 

prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro, a luces de lo establecido en la 

normatividad vigente y en la jurisprudencia, toda vez que la ocurrencia de los hechos materia del 

proceso sancionatoria acaecieron, a más tardar, el 14 de febrero de 2020, fecha para la cual se 

elaboró el informe de interventoría que dio lugar al presente proceso de incumplimiento, de manera 

que, a la fecha en que se notificó la decisión, transcurrieron tres (3) años, 2 meses y 10 días, 

resultando claro que operó el fenómeno de la prescripción extintiva.  

 

QUINTO: Incluso, podría interpretarse que los hechos ocurrieron el último día en que se ejecutó el 

contrato, esto es, antes de la segunda suspensión del mismo, toda vez que fue hasta ese momento 

que se realizar actividades en el marco del contrato de obra. Así pues, es necesario indicar que el 

Acta de Suspensión No. 02 de suscribió el 7 de diciembre de 2020, por lo que los hechos tuvieron 

que configurarse antes o incluso ese día, sin embargo, hasta la fecha de notificación de la decisión, 

transcurrieron dos (2) años, 4 meses y 7 días, lo que también es evidente la prescripción de las 

acciones derivadas del contrato de seguro.  

 

5. DISPOSICIONES JURÍDICAS VIOLADAS 

 

Las normas que se vulneraron con la expedición de los Actos Administrativos son las siguientes: 

 

• Artículo 29 de la Constitución Política Colombiana 

• Código de Comercio, Artículo 1036 hasta el 1162, y demás normas del Contrato de Seguro 

incorporadas en el Código de Comercio 

• Artículo 1596 del Código Civil.  

• Artículo 867 del Código de Comercio.  

• Artículo 86 de la Ley 1474 de 2011. 

 
15 Consejo de Estado, Sección Tercera. Número de expediente: 76001-23-31-000-2007-00092-05. Sentencia del 11 de 

octubre de 2021. 
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• Artículo 2.2.1.2.3.1.7 y siguientes del Decreto 1082 de 2015. 

 

6. CAUSALES DE VIOLACIÓN 

 

El sentido de este acápite tiene como fin analizar las causales por las que los actos administrativos 

contractuales expedidos en el marco del proceso administrativo sancionatorio contractual 

adelantado por la GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO fueron violatorios de las normas en que 

deberían fundarse, expedidos sin competencia, mediante una falsa motivación y, con 

desconocimiento del derecho de audiencia y defensa. Por lo anterior, se procederá a exponer las 

causales de nulidad antes advertidas.  

 

6.1. VICIOS DE NULIDAD RELACIONADOS CON LA EXPEDICIÓN DE LOS ACTOS 

ADMINISTRATIVOS CONTRACTUALES SIN COMPETENCIA, POR HABER 

OPERADO LA CADUCIDAD DE LA FACULTAD SANCIONATORIA DEL ESTADO 

 

En primer lugar, es necesario advertir que la facultad sancionatoria del Estado caduca en tres (3) 

años, contados a partir de la ocurrencia del hecho, conducta u omisión que pudiere ocasionarlas, 

de conformidad con el artículo 52 del CPACA, que a su tenor indica: 

 

“ARTÍCULO 52. CADUCIDAD DE LA FACULTAD SANCIONATORIA. Salvo lo dispuesto 

en leyes especiales, la facultad que tienen las autoridades para imponer sanciones caduca 

a los tres (3) años de ocurrido el hecho, la conducta u omisión que pudiere ocasionarlas, 

término dentro del cual el acto administrativo que impone la sanción debe haber sido 

expedido y notificado. Dicho acto sancionatorio es diferente de los actos que resuelven los 

recursos, los cuales deberán ser decididos, so pena de pérdida de competencia, en un 

término de un (1) año contado a partir de su debida y oportuna interposición. Si los recursos 

no se deciden en el término fijado en esta disposición, se entenderán fallados a favor del 

recurrente, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial y disciplinaria que tal abstención 

genere para el funcionario encargado de resolver. 

 

Cuando se trate de un hecho o conducta continuada, este término se contará desde el día 

siguiente a aquel en que cesó la infracción y/o la ejecución. 

 

La sanción decretada por acto administrativo prescribirá al cabo de cinco (5) años contados 

a partir de la fecha de la ejecutoria”. 

 

No hay duda de que el artículo 52 del CPACA es aplicable a los procedimientos administrativos 

sancionatorios contractuales, pues aun cuando el procedimiento está regulado en el artículo 86 de 

la Ley 1474 de 2011, esta norma nada advierte sobre la caducidad, de modo que dicha ausencia 

debe suplirse con el procedimiento administrativo general contemplado en el CPACA. Así lo 

consideró COLOMBIA COMPRA EFICIENTE, en los siguientes términos: 
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“Sin perjuicio de lo anterior, puede considerarse que, dado el carácter supletivo del 

procedimiento administrativo sancionatorio del CPACA, las reglas de este procedimiento 

pueden complementar los aspectos no previstos en las normas especiales que rigen el 

procedimiento administrativo sancionatorio contractual. La anterior conclusión se sustenta 

en lo siguiente: i) el primer inciso del artículo 77 de la Ley 80 de 1993 establece una remisión 

a las normas del CPACA que rigen los procedimientos administrativos, en lo que sea 

compatible con el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y ii) los 

artículos 2 y 47 (inciso 1) del CPACA, consagran el principio de subsidiariedad, en virtud 

del cual las normas de la primera parte del código se deben aplicar en aquellos casos en 

los cuales haya vacío en las normas especiales. 

 

Definido lo anterior se observa que el artículo 52 del CPACA  es la norma que consagra la 

caducidad de la facultad que tienen las autoridades administrativas para imponer 

sanciones, que opera luego de transcurridos tres (3) años de ocurrido el hecho, la conducta 

u omisión que pudiere ocasionarlas, plazo dentro del cual el acto administrativo 

sancionatorio debe quedar expedido y notificado. Además, estableció de manera 

independiente y autónoma el término de un (1) año para resolver los recursos procedentes 

contra el acto sancionatorio, contado a partir de la interposición de los mismos, so pena de 

la pérdida de competencia. Finalmente, dispuso que si los recursos no se deciden en el 

término fijado, se entenderán resueltos a favor del recurrente. 

 

Ahora bien, en vista de que el artículo 86 de la Ley 1474 de 2011 no reguló este asunto 

de manera especial, resultaría posible aplicar el artículo 52 del CPACA, si las 

circunstancias de un caso concreto lo ameritan, porque no contradice la norma 

especial, sino que la complementa”16. 

 

En virtud de lo anterior, la consecuencia de haberse configurado la caducidad no  puede ser otra 

que la pérdida de competencia, siendo esta un límite temporal para que la administración profiera 

la decisión, en procura de la seguridad jurídica. Así lo ha reconocido el Consejo de Estado, en los 

siguientes términos: 

 

“Al igual que los derechos reconocidos a los ciudadanos, las potestades otorgadas a la 

Administración no son absolutas y por lo tanto deben ser limitadas para que su ejercicio no 

sea arbitrario. En el ámbito sancionatorio una de las garantías más importantes reconocidas 

al ciudadano, es precisamente la certeza sobre el carácter temporal del uso del poder 

punitivo del Estado. Se trata de un presupuesto de seguridad jurídica, ya que ante la 

inactividad del aparato administrativo el ordenamiento jurídico prevé una 

consecuencia: la perdida de competencia para imponer el castigo e incluso para 

adelantar el procedimiento mismo”17. 

 

Entonces, en el caso concreto operó el fenómeno de la caducidad, en tanto que transcurrieron más 

 
16 COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Concepto C-708 de 2021 del 18 de enero de 2022.  
17 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 20738 del 22 de octubre de 2012, C.P. Enrique 
Gil Botero.  
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de tres (3) años desde la ocurrencia del presunto incumplimiento hasta la expedición y notificación 

del acto administrativo que resolvió el incumplimiento, en la medida que la actuación administrativa 

sancionatoria tuvo como origen el informe de interventoría del 14 de febrero de 2020, el cual 

relacionó, entre otros, un presunto incumplimiento en el plan de inversión del anticipo, así: 

 

“El contrato de obra de acuerdo con la CLÁUSULA OCTAVA del contrato, tiene un 

anticipo por el 30% del valor total del contrato $7.325’225.282,4, del cual a la fecha 

se ha desembolsado el 95.37%, como se relaciona a continuación.  

 

 

 

No obstante, mediante los comunicados INTPUTUMAYO-2018-311 e 

INTPUTUMAYO-2018-402 se le requirió al CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS un 

informe detallado del desglose de inversión para cada tramo, de acuerdo con los 

rubros aprobados del Plan de Inversión del anticipo, en donde se pueda evidenciar 

cual ha sido la inversión detallada en cada uno de los tramos que se encuentran en 

ejecución ya que a la fecha no se evidencia en obra el total del material aprobado 

para invertir con el anticipo, en especial lo que tiene que ver con el acero y cemento, 

de acuerdo con el cuadro relacionado a continuación: 

 

 

De acuerdo con el registro del seguimiento que esta interventoría adelanta 

semanalmente para la entrada de materiales y a la verificación de cantidades con 

las actividades ejecutadas a la fecha se tiene lo siguiente: 
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Se puede evidenciar, de acuerdo con la relación anterior que el contratista de obra 

no ha dispuesto en obra el total del material, para el cual se han aprobado los 

desembolsos, por lo tanto, se encuentra en presunto incumplimiento al buen 

manejo de la inversión del anticipo”.  

 

A pesar de que en audiencia del 1 de febrero de 2023 se solicitó a la interventoría una actualización 

de dicho informe en lo atinente al presunto incumplimiento del plan de inversión del anticipo, en el 

informe del 6 de febrero de 2023, oficio INTPUTUMAYO-2018-752, se adujo exactamente lo mismo 

que en el informe de interventoría del 14 de febrero de 2020, en idénticos valores y sumas, así: 

 

“El contrato de obra de acuerdo con la CLAUSULA OCTAVA del contrato, tiene un 

anticipo por el 30% del valor total del contrato $7.325´225.282,4, del cual a la fecha 

se ha desembolsado el 95.37%, como se relaciona a continuación. 

 

 

No obstante, mediante los comunicados INTPUTUMAYO-2018-311 e 

INTPUTUMAYO2018-402 se le requirió al CONSORCIO VIAS TERCIARIAS un 

informe detallado del desglose de inversión para cada tramo, de acuerdo con los 

rubros aprobados del Plan de Inversión del anticipo, en donde se pueda evidenciar 

cual ha sido la inversión detallada en cada uno de los tramos que se encuentran en 

ejecución ya que a la fecha no se evidencia en obra el total del material aprobado 

para invertir con el anticipo, en especial lo que tiene que ver con el acero y cemento, 

de acuerdo con el cuadro relacionado a continuación: 

 

 

De acuerdo con el registro del seguimiento que esta Interventoría adelanta 
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semanalmente para la entrada de materiales y a la verificación de cantidades con las 

actividades ejecutadas a la fecha se tiene lo siguiente: 

 

Se puede evidenciar, de acuerdo con la relación anterior que el contratista de obra no 

dispuso en obra el total del material, para el cual se han aprobado los desembolsos, 

por lo tanto, habiendo fenecido a hoy el proyecto existe un presunto incumplimiento 

de obligaciones en el buen manejo y correcta inversión del anticipo”. 

 

Así las cosas, es evidente que los hechos que dieron origen al presente proceso de incumplimiento 

datan, inclusive, de antes del 14 de febrero de 2020, fecha para la cual se realizó el respectivo 

informe de interventoría, pues al haber replicado la misma información, se constata que la situación 

no se modificó en los tres (3) años transcurridos entre un informe y otro.  

 

Ahora, aun cuando el contrato finalizó su ejecución en noviembre de 2022, es claro que los hechos 

por los cuales se declaró ocurrido el siniestro de buen manejo y correcta inversión del anticipo se 

constituyeron antes del 14 de febrero de 2020, pues hasta ese momento había sido desembolsado 

el 95,73% del anticipo y en fecha posterior no hubo ningún otro desembolso, tal y como se 

demuestra del informe de interventoría del 6 de febrero de 2023.  

 

En dicha medida, es claro que los hechos tuvieron lugar en febrero de 2020 o, incluso antes, y por 

lo anterior, se configuró la caducidad de la facultad sancionatoria del Estado prevista en el artículo 

52 del CPACA, máxime si se considera que el procedimiento administrativo de incumplimiento 

contractual en ningún momento fue suspendido por causales de fuerza mayor o caso fortuito como 

la pandemia del COVID-19, pues se citó a la continuación de la audiencia en pleno vigor de dicha 

situación de emergencia sanitaria.  

 

Así las cosas, como la decisión cobró ejecutoría hasta el 15 de mayo de 2023, fecha en la que fue 

notificada por estrados la Resolución No. 022 de 2023, mediante la cual se resolvieron los recursos 

de reposición en contra de la Resolución No. 021 de 2023, es evidente que transcurrieron más de 

tres (3) años desde la ocurrencia del hecho hasta que se impuso la sanción y, de esta forma, se 

configuró la caducidad, por lo que la entidad contratante había perdido competencia para tomar 

decisiones en torno al proceso sancionatorio contractual.  

 

6.2. VICIOS DE NULIDAD RELACIONADOS CON LA EXPEDICIÓN DE LOS ACTOS 

ADMINISTRATIVOS CONTRACTUALES CON DESCONOCIMIENTO DEL 

DERECHO DE AUDIENCIA Y DEFENSA Y EN FORMA IRREGULAR, POR HABER 

DESCONOCIDO LAS FORMAS PROPIAS DEL JUICIO Y HABERSE 
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MODIFICADO EL OBJETO DEL PROCEDIMIENTO DE INCUMPLIMIENTO 

CONTRACTUAL  

 

En primera medida, es de advertir que la entidad contratante desconoció el debido proceso de las 

partes y erró al modificar el objeto del proceso administrativo sancionatorio, en la medida que luego 

de tres (3) años de haberse expedido el informe de interventoría del 14 de febrero de 2020 que dio 

inicio al proceso de incumplimiento, pretendió modificar su objeto y ceñirlo única y exclusivamente 

a la declaratoria del siniestro de buen manejo y correcta inversión del anticipo, sin embargo, este 

tipo de actuaciones no tienen naturaleza sancionatoria, por lo que era inviable continuar con el 

proceso administrativo sancionatorio en curso y debió haberse iniciado una actuación administrativa 

distinta, sin dicha naturaleza, mediante la cual se pretendiera únicamente la acreditación y 

cuantificación del perjuicio con relación al siniestro de buen manejo y correcta inversión del anticipo.  

 

Al respecto, es necesario señalar que el Consejo de Estado ha afirmado lo siguiente con relación a 

la actuación administrativa que únicamente tiene como fin declarar el siniestro:  

 

“(…) conviene distinguir la actuación administrativa en la que no se declara el 

incumplimiento del contrato, sino únicamente la ocurrencia del siniestro por anticipo, puesto 

que la decisión de declarar el siniestro y ordenar su pago por el valor correspondiente, no 

se configura como el resultado de un procedimiento sancionatorio frente a la compañía de 

seguros, toda vez que no está destinado a imponer una sanción, ni una restricción o 

limitación de la posición contractual. Esa actuación estatal, cuando se adelanta frente a 

la compañía de seguros, se apoya en el ejercicio de un derecho, el de reclamar o 

hacer valer la póliza de seguro, el cual no tiene naturaleza sancionatoria”18. 

 

Con fundamento en lo anterior, en Concepto C-080 del 08 de abril de 2021, COLOMBIA COMPRA 

EFICIENTE afirmó:  

 

“Dicho esto, en este segundo evento la entidad no podría acudir al procedimiento del 

artículo 86 de la Ley 1474 de 2011, pues esta actuación no ostenta una naturaleza 

sancionatoria. Bajo esta premisa, haciendo una abstracción de lo expuesto sobre el amparo 

de estabilidad y calidad de la obra, la Subdirección de Gestión Contractual considera 

que cuando únicamente se realizará la declaratoria del siniestro del amparo del buen 

manejo y correcta inversión del anticipo, sin declaratoria de incumplimiento, la 

actuación se rige por el procedimiento administrativo general dispuesto en los 

artículos 34 y siguientes de la Ley 1437 de 2011. 

 

En consecuencia, se podrá declarar el siniestro del amparo del buen manejo y correcta 

inversión del anticipo mediante acto administrativo motivado, previo agotamiento del 

 
18 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 5 de julio de 2018. Radicado No. 52.495. C.P. Marta Nubia 
Velásquez Rico. 
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procedimiento administrativo descrito, en el cual se incluyan los fundamentos facticos y 

probatorios de la ocurrencia del siniestro, así como la cuantía que reclama la entidad a título 

de perjuicios, con fundamento en los establecido en el artículo 1077 del Código de 

Comercio”. 

Vemos entonces que en el trámite del proceso de incumplimiento contractual, la entidad desconoció 

las normas propias del juicio, lo que a luces del artículo 29 de la Constitución Política y reiterada 

jurisprudencia de la Corte Constitucional desconoce el debido proceso inmerso en las actuaciones 

administrativas y judiciales, pues continuó el proceso administrativo sancionatorio iniciado en marzo 

de 2020, a pesar de que en audiencia del 1 de febrero de 2023 aclaró que el objeto se ceñiría única 

y exclusivamente a declarar el siniestro del buen manejo y correcta inversión del anticipo, por lo que 

al ser este el único objeto, a luces de la jurisprudencia citada, debió haber iniciado una nueva 

actuación administrativa  en los términos del CPACA.  

Al respecto, es necesario recordar que el artículo 29 de la Constitución Política dispone que el 

debido proceso, como derecho fundamental, es aplicable a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas. En el mismo sentido, indica que dentro de las garantías que incluye este derecho 

se encuentra el deber de juzgar “(…) con observancia de la plenitud de las formas propias de cada 

juicio”. 

 

Bajo esta premisa, la Corte Constitucional se ha pronunciado en reiteradas oportunidades sobre la 

importancia de que el juzgador observe las formas propias de cada juicio y su correlación con la 

garantía del debido proceso. De tal forma, ha dicho: 

 

“Para que la protección del debido proceso sea efectiva, es necesario que las pautas 

procesales estén previamente definidas por el legislador, pues, de lo contrario, la función 

jurisdiccional quedaría sujeta a la voluntad y arbitrio de quienes tienen la función de 

solucionar los conflictos de los asociados y de resolver sobre la interdependencia de sus 

derechos. La previa definición legal de los procedimientos que constituyen el debido 

proceso ha sido llamada por la Carta Fundamental como "formas propia de cada juicio", y 

constituye la garantía de referencia con que cuentan las personas para determinar en qué 

momentos la conducta de los jueces o de la administración, se sale ilegítimamente de los 

cauces de la legalidad. Resulta contrario al ordenamiento jurídico el que un funcionario 

encargado de adelantar procedimientos judiciales o administrativos que resuelvan sobre 

derechos subjetivos, proceda conforme su voluntad, desconociendo las pautas que la ley 

le ha señalado para el ejercicio de su función. La libertad de escoger las formas de los 

juicios perjudicaría a los administrados, antes que agilizar y personalizar la 

aplicación de la justicia; traería confusión y caos en el seno de la sociedad y pondría 

en entredicho el pilar de la seguridad jurídica”19. 

 
19 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-429 del 19 de agosto de 1998, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.  
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En el mismo sentido, señaló: 

“El derecho a ser juzgado con la plenitud de las formas propias de cada juicio implica el 

establecimiento de esas reglas mínimas procesales, entendidas como “(...) el conjunto de 

reglas señaladas en la ley que, según la naturaleza del juicio, determinan los 

procedimientos o trámites que deben surtirse ante las diversas instancias judiciales o 

administrativas.”. De esta forma, dicho presupuesto se erige en garantía del principio de 

legalidad que gobierna el debido proceso, el cual “(...) se ajusta al principio de juridicidad 

propio del Estado de Derecho y excluye, por consiguiente, cualquier acción contra legem o 

praeter legem”20. 

Como vemos, la observancia de las formas propias de cada juicio no solo está íntimamente ligada 

con el derecho fundamental al debido proceso, sino con principios de índole constitucional como la 

seguridad jurídica, legalidad y juridicidad, entre otros, que deben aplicarse estrictamente en las 

actuaciones judiciales y administrativas, a efectos de garantizar al destinatario su debido proceso. 

Así las cosas, para la Corte Constitucional es imprescindible atender los procedimientos 

establecidos por el legislador, de modo que al juzgador le está vedada la posibilidad de escoger 

libremente las formas del juicio, pues de otra manera se perjudicaría gravemente el debido proceso 

y la seguridad jurídica.  

 

Con base en lo anterior, es evidente que la Gobernación del Putumayo desconoció el procedimiento 

aplicable a la declaratoria del siniestro de buen manejo y correcta inversión del anticipo, toda vez 

que al ser este el único fin, debió haber iniciado una actuación administrativa en los términos del 

CPACA, más no continuar con el procedimiento sancionatorio, pues debió considerar que la 

compañía aseguradora no es parte del contrato de obra y frente a ella no podría predicarse 

incumplimiento alguno y, por contera, sanción de cualquier índole.  

 

Entonces, es fácil concluir que el objeto del presente proceso fue únicamente la declaratoria del 

siniestro y, en esta medida, le correspondía la entidad iniciar una actuación administrativa diferente 

al proceso administrativo sancionatorio previsto en el artículo 86 de la Ley 1474 de 2011, en 

consideración a que la pretensión de afectar la póliza de cumplimiento no tiene naturaleza 

sancionatoria, como lo reconoció el Consejo de Estado. En vista de esto, es evidente que se 

desconocieron las formas de cada juicio y, consecuentemente, el debido proceso de las partes, lo 

que a su turno implica la invalidez de la actuación y la imperiosa necesidad de que esta sea 

declarada nula.  

 

Ahora bien, no sólo se desconoció el debido proceso al haberse omitido el procedimiento 

correspondiente para declarar el siniestro del amparo de buen manejo y correcta inversión del 

anticipo, sino que en el informe de interventoría no se advirtió que una de las consecuencias del 

proceso sería efectivamente la afectación de dicho siniestro, a pesar de que en la audiencia se 

 
20 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-496 del 5 de agosto de 2015, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
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haya advertido.  

 

Sobre el particular, debe recordarse que conforme al artículo 86 de la Ley 1474 de 2011, la entidad 

contratante tiene la facultad de iniciar un procedimiento administrativo tendiente a declarar el 

incumplimiento contractual, sin embargo, también tiene el deber de garantizar el debido proceso del 

contratista y la aseguradora, mediante el cumplimiento a cabalidad del procedimiento contemplado 

en la norma en cita, que inicia con la citación a la respectiva audiencia, la cual debe cumplir con los 

siguientes requisitos: 

 

“ARTÍCULO 86. IMPOSICIÓN DE MULTAS, SANCIONES Y DECLARATORIAS DE 

INCUMPLIMIENTO. Las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la 

Administración Pública podrán declarar el incumplimiento, cuantificando los perjuicios del 

mismo, imponer las multas y sanciones pactadas en el contrato, y hacer efectiva la 

cláusula penal. Para tal efecto observarán el siguiente procedimiento: 

 

a) Evidenciado un posible incumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista, la 

entidad pública lo citará a audiencia para debatir lo ocurrido. En la citación, hará 

mención expresa y detallada de los hechos que la soportan, acompañando el 

informe de interventoría o de supervisión en el que se sustente la actuación y 

enunciará las normas o cláusulas posiblemente violadas y las consecuencias que 

podrían derivarse para el contratista en desarrollo de la actuación. En la misma se 

establecerá el lugar, fecha y hora para la realización de la audiencia, la que podrá tener 

lugar a la mayor brevedad posible, atendida la naturaleza del contrato y la periodicidad 

establecida para el cumplimiento de las obligaciones contractuales. En el evento en que 

la garantía de cumplimiento consista en póliza de seguros, el garante será citado de la 

misma manera (…)” 

 

Sin embargo, al revisar los informes de interventoría del 14 de febrero de 2020 y 6 de febrero de 

2023, se evidencia que no se cumplió con los requisitos antes expuestos en lo referente a la 

afectación del amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, pues en el acápite 

correspondiente a las posibles consecuencias derivadas para el contratista nunca se mencionó la 

afectación al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, limitándose a afirmar lo 

siguiente: 

 

• Informe de interventoría del 14 de febrero de 2020: 
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• Informe de interventoría del 6 de febrero de 2022: 

 

“No obstante lo expuesto, es claro que a la fecha el contrato se encuentra terminado en el plazo 

contractual estipulado, sin que para el efecto se hubiese ejecutado el 100 % del objeto contractual, 

generando una inejecución del 68,86%, así como que la interventoría mediante oficio 

INTPUTUMAYO-2018-745 del 17 de noviembre de 2022 solicitará el inicio del PROCESO 

ADMINISTRATIVO SANCIONATORIO en contra del CONTRATISTA DE OBRA cuya consecuencia 

jurídica es la CLAÚSULA PENAL, el cual se reiterará en comunicado subsiguiente, con el fin de 

que la entidad contratante de acuerdo a su propio análisis técnico jurídico y contractual adopte las 

determinaciones finales a que hubiese lugar”.  

 

Como se observa, aun cuando se mencionó la posible imposición de multa y la cláusula penal, no 

se hizo mención a que se afectaría el amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, 

máxime considerando lo previamente señalado, esto es, que esto corresponde a una actuación 

netamente administrativa, más no sancionatoria.  

 

Lo anterior constituye un desconocimiento flagrante al debido proceso y derecho de defensa, tal y 

como lo ha reconocido el Consejo de Estado en los siguientes términos: 

 

“3.5.1.3. A la luz de esta normatividad, el trámite administrativo encaminado a la 

declaración unilateral del incumplimiento contractual, la cuantificación del perjuicio y la 

imposición de las multas, cláusula penal pecuniaria, y demás sanciones pactadas en el 

contrato, debe desarrollarse a través de un procedimiento iniciado de forma oficiosa por 

la administración contratante, al que debe vincular -a través de la citación- al contratista 

y al garante, siendo este último un indudable interesado en el resultado de la actuación, 
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y por ello mismo, sujeto legitimado para intervenir en el procedimiento y destinatario de 

las garantías previas derivadas de su regulación legal. En ese sentido, el debido 

proceso del garante asegurador no se entiende satisfecho solamente con la 

notificación de la decisión declarativa del siniestro, en los términos del inciso 

tercero del artículo 7 de la Ley 1150 de 2007[49] , sino con su convocatoria anterior 

a la toma de la decisión, que es jurídicamente imperativa para la entidad.  

 

La citación, de acuerdo con el literal a) del artículo 86 de la Ley 1474 de 2011, debe 

contener un soporte fáctico detallado, adjuntar los informes de interventoría y/o 

supervisión que sustentan el trámite, y enunciar las normas o cláusulas 

presuntamente violadas. Sin embargo, para que un vicio procedimental que recaiga 

sobre la convocatoria a audiencia sea susceptible de afectar la validez de la actuación 

entera no basta con su mera comprobación, sino que debe probarse que fue 

trascendental en la decisión adoptada”21. 

 

Entonces, es evidente que un yerro de tal magnitud afecta la legalidad de la actuación 

administrativa, en tanto que no es jurídicamente viable que ni en la citación a audiencia de presunto 

incumplimiento, ni en los informes de interventoría que dieron origen a la misma, se deje de hacer 

referencia concreta a la posible consecuencia de afectar el siniestro de buen manejo y correcta 

inversión del anticipo, sorprendiendo a las partes respecto a dicho amparo.  

 

6.3. VICIOS DE NULIDAD RELATIVOS A LA EXPEDICIÓN DE LOS ACTOS 

ADMINISTRATIVOS CONTRACTUALES CON INFRACCIÓN DE NORMAS EN 

QUE DEBERÍAN FUNDARSE Y MEDIANTE UNA FALSA MOTIVACIÓN, POR 

CUANTO NO SE ACREDITÓ EL RIESGO ASEGURADO EN EL AMPARO DE 

BUEN MANEJO Y CORRECTA INVERSIÓN DEL ANTICIPO 

 

A pesar de que la entidad reconoció que el anticipo fue invertido de acuerdo al plan de inversión 

del anticipo, encontró que los materiales no fueron utilizados en obra y, por lo tanto, afirmó que se 

configuró el riesgo cubierto en el amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, sin 

indicar cuál de los tres (3) riesgos se había configurado, esto es: i) la no inversión del anticipo, ii) el 

uso indebido del anticipo y, iii) la apropiación indebida de los recursos recibidos en calidad de 

anticipo.  

 

A primera vista, es evidente que no lo fue el riesgo de la no inversión del anticipo, pues la misma 

entidad reconoció que el contratista invirtió dicho anticipo. Por su parte, tampoco se logró acreditar 

que el contratista se apropió indebidamente de los recursos, de manera que el único supuesto que 

se encuadraría en lo indicado por la Gobernación sería el uso indebido del anticipo, sin embargo, 

como se entrará a exponer, ello tampoco fue acreditado.  

 

 
21 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 48945 del 1 de junio de 2020, C.P. Jaime 
Enrique Rodríguez Navas.  
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Para comenzar, es importante mencionar que el amparo de buen manejo y correcta inversión del 

anticipo cubre a la entidad de los siguientes riesgos, los cuales están contemplados tanto en las 

condiciones generales de la póliza como en el artículo 2.2.1.2.3.1.7 del Decreto 1082 de 2015, a 

saber:  

 

“Este amparo cubre los perjuicios sufridos por la Entidad Estatal con ocasión de: (i) la no 

inversión del anticipo; ii) el uso indebido del anticipo; y iii) la apropiación indebida de los 

recursos recibidos en calidad de anticipo”.  

 

Así las cosas, a partir de dicho presupuesto, la entidad estatal, como facultada para iniciar el 

procedimiento sancionatorio, tiene la carga de probar la ocurrencia de dichos riesgos, además de 

cuantificar los perjuicios, tal y como lo ha reconocido COLOMBIA COMPRA EFICIENTE, así: 

 

“En relación con el amparo del buen manejo y correcta inversión del anticipo se pueden 

presentar dos situaciones que determinan la actuación administrativa a seguir para la 

declaratoria del siniestro: i) que se declare el incumplimiento de las obligaciones y el 

siniestro de este amparo; o ii) que únicamente se declare el siniestro de este amparo. 

 

En el primer evento, debe tenerse en cuenta que si la declaración del siniestro se realiza 

con el acto administrativo que declara el incumplimiento, o el que impone multas, o el que 

declara la caducidad, debe adelantarse el procedimiento establecido en el artículo 86 de la 

Ley 1474 de 2011, correspondiente al proceso sancionatorio. Ello es así, dado que en este 

caso la Administración está ejerciendo una potestad sancionatoria, y en tal sentido, le 

corresponde atender la norma especial en materia de contratación. En este escenario, con 

fundamento en lo establecido en el artículo 86 ibídem, la entidad está facultada para 

cuantificar los perjuicios causados por el incumplimiento del contratista. Concretamente 

para el amparo del buen manejo y correcta inversión del anticipo, deberá relacionar 

las situaciones de hecho que soportan el siniestro, así como cuantificar los 

perjuicios sufridos por la entidad estatal con ocasión de la no inversión del anticipo, 

el uso indebido del anticipo; y/o la apropiación indebida de los recursos recibidos en 

calidad de anticipo”22.  

 

Entonces, al revisar el informe de interventoría actualizado a 6 de febrero de 2023, se evidencia 

que la entidad no cumplió con la carga de relacionar los hechos concretos que constituyeron un 

presunto incumplimiento con relación al anticipo y, mucho menos, cuantificó el perjuicio.  

 

Así pues, en el informe de interventoría no se detalla qué aspecto del plan de inversión del anticipo 

fue incumplido por el contratista, limitándose a afirmar que: 

 

“(…) ya que una vez culminado el plazo contractual no se logró evidenciar en obra el total 

del material aprobado para invertir con el anticipo, en especial lo que tiene que ver con el 

 
22 COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Concepto C-080 del 08 de abril de 2021.  
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acero y cemento, de acuerdo con el cuadro relacionado a continuación (…) De esta manera, 

se pudo evidenciar, de acuerdo con la relación anterior que el contratista de obra no dispuso 

en obra el total del material, para el cual fueron aprobados los desembolsos, por lo tanto, 

habiendo fenecido a hoy el plazo para la ejecución contractual sin que se hubiese acreditado 

correctamente el manejo y la inversión del anticipo, al no encontrarse obra que soporte 

la amortización debida de este, existiendo a juicio del interventor un presunto 

incumplimiento de obligaciones contractuales a cargo del contratista de obra”.  

 

Como se observa, la interventoría no verificó detallada y concretamente el plan de inversión del 

anticipo, ni constató con lo efectivamente invertido por el contratista, sino que se limitó a afirmar 

que, al no haber constancia de la amortización del anticipo, se usó incorrectamente el mismo, lo 

cual no acredita de manera alguna ninguno de los riesgos asegurados en el amparo de buen 

manejo y correcta inversión del anticipo.  

 

A pesar de lo anterior, esto es, que el informe de interventoría que dio origen al presente proceso 

indicó con claridad que el presunto incumplimiento del contratista está relacionado con la no 

amortización del anticipo, la entidad afirmó: 

 

“LOS HECHOS QUE ACREDITAN LA OCURRENCIA DEL RIESGO AMPARADO, EN 

MANERA ALGUNA SE CENTRAN EN LA NO AMORTIZACIÓN DEL ANTICIPO, PUES 

RESULTA SER UN HECHO CIERTO QUE EL ANTICIPO FUE ENTREGADO EN SU 

TOTALIDAD AL  CONTRATISTA E INVERTIDO POR ESTE DE ACUERO AL PLAN DE 

INVERSIÓN DEL ANTICIPO, SITUACIÓN QUE SE DEMUESTRA CON LOS DIFERENTES 

DESEMBOLSOSO REALIZADOS, Y CON LA POSTERIOR LIQUIDACIÓN DEL 

FIDEICOMISO (…)”. 

 

Aun así, es evidente que el tanto la interventoría, como la entidad, se fundamentaron en la no 

amortización del anticipo para tasar el perjuicio, pues en el acápite de tasación del perjuicio en la 

resolución que declaró el siniestro, se afirmó: 

 

“De otra parte, de conformidad con lo certificado por la interventoría en oficio 

INTPUTUMAYO-2018-752 de fecha 6 de febrero de 2023 y lo informado por FIDUCIARIA 

BANCOLOMBIA correlativamente, así como realizado el ejercicio del valor del anticipo que 

se amortizó en las cinco (5) actas parciales que alcanzaron a ser pagadas, tenemos que el 

perjuicio con cargo al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo asciende a 

la suma de (…)” 

 

Lo anterior evidencia que la no amortización del anticipo es el riesgo que se declaró ocurrido, en 

atención a que si fuera cierto lo afirmado por el Jefe de la Oficina de Contratación de la Gobernación 

de Putumayo, el presunto perjuicio se hubiera tasado de forma distinta, más no con base en lo no 

amortizado por el contratista. Así las cosas, se hace evidente que el riesgo declarado fue la no 

amortización del anticipo y, en todo caso, también resulta claro que no se logró acreditar 
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efectivamente el perjuicio, pues si no se buscaba declarar el riesgo de la no amortización del 

anticipo, tampoco era viable tasar el perjuicio con fundamento en lo no amortizado.  

 

Al respecto, es importante recalcar que la no amortización del anticipo no es un riesgo cubierto por 

el amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, lo que hace imposible su afectación 

por el mero hecho de no haberse amortizado el anticipo. Así lo ha reconocido el Consejo de Estado, 

en los siguientes términos: 

 

“Si el contratista no amortiza el anticipo, está incumpliendo una obligación a su cargo, pero 

de esta circunstancia no puede deducirse automáticamente –como lo hace el tribunal– que 

el contratista invirtió o manejó inadecuadamente el anticipo.  Se itera que la regla general 

es que estas sumas se utilicen para cubrir los gastos que tiene el contratista al principio del 

contrato e impulsar la obra (construcción, montaje de campamentos, compra de equipos y 

materiales, etc.) y el anticipo tiene por finalidad entregarle una suma de dinero antes de que 

inicie la obra para que pueda realizarlos. El hecho de que no ejecute la obra de acuerdo 

con el programa de inversión, que no facture y que por lo tanto no cumpla con la 

obligación de amortizar con cada cuenta, no evidencia –de ninguna manera– que haya 

invertido o manejado inadecuadamente el anticipo; razón por la cual tales 

circunstancias no autorizan a la entidad contratante a hacer efectiva la garantía, 

porque ellas no acreditan la ocurrencia del riesgo amparado”23 .  

 

En otra oportunidad, se adujo: 

 

“La Sala ha estudiado el alcance de coberturas en materia del anticipo. Así, el Decreto 4828 

de 2008 contiene tres (3) coberturas: (i) la no inversión; (ii) el uso indebido del anticipo; y (iii) 

la apropiación indebida de los bienes de le hayan entregado en calidad de anticipo. Esto 

permite aclarar que no puede indicarse que hubo apropiación indebida del anticipo. La 

normativa es clara en establecer que la apropiación indebida requiere que el contratista 

destine los bienes a un asunto ajeno de la ejecución contractual”24.  

 

Bajo esta óptica, es claro que no se configuró ninguno de los riesgos cubiertos en el amparo de 

buen manejo y correcta inversión del anticipo, esto es, i) no inversión, ii) uso inadecuado o iii) 

apropiación indebida del anticipo, como se anticipó al inicio de este acápite, lo que hace turno 

implica la imposibilidad de afectar la póliza.  

 

A efectos de esclarecer ello, es importante indicar que la entidad contratante reconoció que el 

contratista invirtió el anticipo en los siguientes términos: 

 

“PUES RESULTA SER UN HECHO CIERTO QUE EL ANTICIPO FUE ENTREGADO EN 

 
23 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 47760 del 3 de noviembre de 2020, C.P. Martín 

Bermúdez Muñoz. 
24 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 58593 del 8 de septiembre de 2021, C.P. 
Martín Bermúdez Muñoz.  
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SU TOTALIDAD AL  CONTRATISTA E INVERTIDO POR ESTE DE ACUERO AL PLAN 

DE INVERSIÓN DEL ANTICIPO, SITUACIÓN QUE SE DEMUESTRA CON LOS 

DIFERENTES DESEMBOLSOSO REALIZADOS, Y CON LA POSTERIOR 

LIQUIDACIÓN DEL FIDEICOMISO”. 

 

Con fundamento en lo anterior, es claro que el riesgo de la no inversión del anticipo no fue el que 

se configuró, toda vez que el Jefe de la Oficina de Contratación advirtió que el anticipo fue invertido. 

Así pues, es viable descartar el primer supuesto previsto en el artículo 2.2.1.2.3.1.7 del Decreto 

1082 de 2015.  

 

Por su parte, tampoco se logró acreditar la apropiación indebida del anticipo, en la medida que, tal 

y como es reconocido por el Consejo de Estado, “(…) esto implica que el contratista destine los 

bienes que se le haya[n] entregado en calidad de anticipo a un asunto ajeno de la ejecución 

contractual”25, situación que tampoco se comprobó, máxime considerando que la entidad reconoció 

que el contratista invirtió el anticipo en el plan de manejo.  

 

Igualmente, no se acreditó el supuesto del uso indebido del anticipo, pues se adujo que se había 

invertido el anticipo en el plan de manejo. Al respecto, es importante recordar que el Consejo de 

Estado hizo claridad respecto a los riesgos cubiertos en este amparo, así: 

 

“La doctrina ha explicado el punto de la siguiente manera: 

 

Podemos definirlo (el amparo de anticipo) como el amparo mediante el cual la compañía de 

seguros se obliga a indemnizar al contratante asegurado por los perjuicios que sufra este 

por causas imputables al contratista garantizado, derivados de manera directa de los 

distintos riesgos que emanen del manejo de dineros o bienes entregados a este último a 

título de anticipo, los cuales, no están siempre cubiertos en su totalidad, de tal suerte que 

solo los que sean explícitamente nombrados estarán amparados, y los que no lo estén, 

valga la redundancia estarán excluidos… 

 

Bien se trate de buen manejo, correcta inversión o uso, se busca indemnizar al asegurado 

por los perjuicios derivados de la destinación que el contratista haga del anticipo sin 

hacer honor a las reglas del contrato para tal fin, empleándolos para gastos que no 

estén relacionados con el objeto contratado, y/o dirigiéndolos de manera distinta a la 

pactada en el contrato garantizado, sin haberse apropiado de ellos…. 

 

La amortización es distinta de otros riesgos, y consiste como ya se había venido 

adelantando, en la devolución paulatina del anticipo por parte del contratista al contratante 

con corte a la facturación, normalmente conviniéndose que de cada factura emitida por el 

contratista se haga un descuento porcentual, hasta tanto el anticipo sea totalmente devuelto 

al contratante, es decir amortizado, entrando, ahí sí, a formar parte del precio pactado en el 

 
25 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 58593 del 8 de septiembre de 2021, C.P. 
Martín Bermúdez Muñoz.  
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contrato39. En tales condiciones, como la amortización del anticipo está referida a la 

ejecución de un porcentaje de la obra en la misma proporción, a menos que el asegurador 

asuma de manera expresa tal riesgo dentro del amparo de anticipo, la NO amortización, 

vale decir, la no restitución al asegurado de un porcentaje del anticipo igual al de obra 

equivalente, no es un riesgo asociado a la utilización del anticipo o su apropiación. (…) 

Puede agregarse que un anticipo puede no haber sido amortizado, pero sí correctamente 

utilizado e invertido. Lo dicho, puesto que se trata como ya se adujo de riesgos distintos, en 

la medida en que la no amortización puede derivarse, por ejemplo, de un anticipo que sí 

tuvo la destinación que debía dársele conforme a las reglas contractuales, pero que por 

circunstancias imputables al contratista no se devolvió al contratante”26. 

 

Como se observa, los riesgos cubiertos en el amparo de buen manejo y correcta inversión del 

anticipo están dirigidos a indemnizar a la entidad por la destinación inapropiada que haga el 

contratista de los recursos entregados a título de anticipo, desconociendo el plan de inversión y 

dirigiéndolos de manera distinta a la pactada. Sin embargo – se insiste-, la entidad contratante 

reconoció que el contratista invirtió los recursos del anticipo en el plan de inversión, lo que de por 

sí descarta cualquiera de los riesgos cubiertos en el amparo de buen manejo y correcta inversión 

del anticipo.  

 

Además de lo anterior, tampoco se cumplió con la carga de cuantificar los perjuicios, pues como 

ya se adujo no puede asimilarse este valor a lo no amortizado y, mucho menos, al valor de la 

cláusula penal, por lo que esta omisión torna inviable la declaratoria del siniestro y la afectación de 

la póliza. Sobre el particular, la entidad contratante adujo: 

 

“AHORA, LO QUE SI ES DESMOSTRATIVO DE LA OCURRENCIA DEL RIESGO, ES EL 

RELATIVO AL BUEN MANEJO DEL ANTICIPO QUE SE LE DIO, ES QUE PESE A QUE 

SE ENCUENTRA DEMOSTRADO QUE EL CONTRATISTA ADQUIRIÓ BIENES 

(CEMENTO, ACERO Y ALAMBRE DE AMARRE) PARA SER UTILIZADOS EN LA OBRA, 

LO CIERTO, ES QUE MÁS ALLÁ DE LO MANIFESTADO POR EL SEÑOR ALFREDO 

MUÑIZ BECERRA EN SU TESTIMONIO, EN EL QUE EXPRESÓ EL POR QUÉ EN OBRA 

NO HABÍA SIDO POSIBLE CONTAR CON LA TOTALIDAD DE MATERIALES 

ADQUIRIDOS, DICHAS ASEVERACIONES NO ENCONTRARON RESPALDO 

DOCUMENTAL (CARGA DE LA PRUEBA), POR LO TANTO, LA CONVICCIÓN A LA QUE 

LLEGA EL DESPACHO MÁS ALLÁ DE TODA DUDA RAZONABLE ES QUE EN EFECTO, 

LO QUE OPERÓ ALLÍ FUE “LA PÉRDIDA DE ALGUNOS MATERIALES Y EQUIPOS”, 

DADO QUE SI ESTO FUE LO QUE ACAECIÓ, COMO ES APENAS NATURAL UNA 

PÉRDIDA -LÉASE HURTO- LO PROCEDENTE HUBUESE SIDO QUE EN SU MOMENTO 

SE HUBIESEN FORMULADO LAS DENUNCIAS PENALES CORRESPONDEINTES DE 

TODOS Y CADA UNO DE LOS BIENES MUEBLES QUE SE VIERON AFECTADOS POR 

LA COMISIÓN DE UN INJUSTO, Y LA CONSECUENTE NOTIFICACIÓN A LA 

INTEREVENTORÍA DE OBRA ASÍ COMO A LA GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO DE 

 
26 Ibidem. 
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LA EXISTENCIA DE DICHAS DENUNCIAS, SITUACIÓN QUE EN UNO Y EN OTRO 

CASO NO SUCEDIÓ (…)”.  

 

DE TAL SUERTE, QUE EL RIESGO DEL BUEN MANEJO DE ANTICIPO SE MATERIALIZÓ 

EN EL SENTIDO DE QUE LOS BIENES PRODUCTO DEL ANTICIPO NO FUERON 

UTILIZADOS EN OBRA, ASÍ COMO TAMPOCO EXISTIÓ DEMOSTRACIÓN A NIVEL 

PROBATORIO QUE LOS MISMOS HUBIESEN ESTADO RESGUARDADOS EN ESPERA 

DE QUE AL PROYECTO SE LE REALIZARAN LOS AJUSTES ANTE LAS 

AUTORIDADES COMPETENTES”. 

 

Vemos entonces que la Gobernación del Putumayo pretendió acreditar la configuración del riesgo 

aduciendo que se desconocieron obligaciones de custodia respecto a los materiales adquiridos, 

situación que no está cubierta dentro del amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, 

pues en este solo se contemplan situaciones en las que el contratista haya desconocido el plan de 

inversión del anticipo y/o se haya apropiado de dichos recursos, dándoles un manejo diferente.  

 

Aunado a ello, salta a la vista que una situación como la reconocida por la entidad contratante 

estaría excluida expresamente del amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, en 

tanto que al afirmar que los materiales fueron hurtados, reconoció que se trató de una causa 

extraña, la cual está prevista en las exclusiones del amparo, así: 

 

 

 

 

Con todo, es evidente que no se configuró ninguno de los riesgos amparados. Además, la entidad 

contratante ni siquiera aclaró cuál de las tres (3) situaciones fue la que se configuró en el caso 

concreto, esto es, i) la no inversión del anticipo, ii) el uso indebido del anticipo y, iii) la apropiación 

indebida de los recursos recibidos en calidad de anticipo. 

 

Asimismo, tampoco se lograron acreditar los perjuicios ocasionados, pues si fuera cierto el 

argumento de que no se configuró el riesgo de la no amortización del anticipo, la entidad no podía 
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tasar los perjuicios con base en lo no amortizado, de manera que debió haber probado los perjuicios 

de manera distinta.  

 

Es más, también salta a la vista dicha falta de acreditación, en la medida que en su informe, la 

interventoría adujo que el contratista incumplió el anticipo con relación al acero y cemento, cuyo 

desembolsó ascendió a la suma de TRES MIL CUARENTA Y SIETE MILLONES QUINIENTOS 

CINCUENTA Y TRES MIL SETECIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS MCTE ($3.047.553.768), 

así: 

 

 

 

Sin embargo, tasó el perjuicio en CINCO MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y SIETE MILONES 

NOVECIENTOS SESENTA Y TRES MIL TRESCIENTOS OCHENTA Y OCHO PESOS CON 

CUARENTA Y CINCO CENTAVOS ($5.247.963.388,45), aun sin indicar cómo calculó dicho valor 

y las razones por las que tasó el perjuicio de manera distinta a como lo hizo la interventoría en su 

informe.  

 

Es evidente entones que no se acreditó el riesgo asegurado, así como tampoco el perjuicio 

causado, de manera que lo procedente será revocar la decisión, ante la clara falta de motivación 

de la misma.  

 

6.4. VICIOS DE NULIDAD RELATIVOS A LA EXPEDICIÓN DE LOS ACTOS 

ADMINISTRATIVOS CONTRACTUALES CON INFRACCIÓN DE NORMAS EN 

QUE DEBERÍAN FUNDARSE Y MEDIANTE UNA FALSA MOTIVACIÓN, POR 

CUANTO NO SE ACREDITÓ EL RIESGO ASEGURADO EN EL AMPARO DE 

BUEN MANEJO Y CORRECTA INVERSIÓN DEL ANTICIPO 

 

En el acto administrativo objeto de discusión, la entidad contratante reconoció que el proyecto no 

se podía ejecutar en un 100% debido a la falta de aprobación de los ajustes por parte del OCAD 

PAZ y, como bien lo manifestó el contratista, dichos ajustes eran necesarios para la totalidad de 

los tramos objeto del contrato, en mayor o menor medida, pues en los tramos de Villagarzón, Puerto 

Caicedo, San Francisco y Colón, los ajustes eran necesarios desde una perspectiva técnica para 

continuar con el desarrollo normal de las obras.  



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 

JSBV 

          

 
 
                                                                                                                                                                                                   

Página 65 | 76 
 

 

En virtud de lo anterior, es claro que se configuró la excepción de contrato no cumplido prevista en 

el artículo 1609 del Código Civil. Acerca de esta excepción, debe señalarse que el artículo en 

mención, la define en los siguientes términos:  

 

“ARTICULO 1609. <MORA EN LOS CONTRATOS BILATERALES>. En los contratos 

bilaterales ninguno de los contratantes está en mora dejando de cumplir lo pactado, 

mientras el otro no lo cumpla por su parte, o no se allana a cumplirlo en la forma y tiempo 

debidos”.  

 

Con relación a esta excepción, el Consejo de Estado ha aclarado que procede en los contratos 

estatales aun cuando esta debe ser armonizada con las normas de derecho público y, por tanto, 

tienen que cumplirse ciertas características para que se configure. De este modo, se afirmó: 

 

“El artículo 1609 del Código Civil prevé que en los contratos bilaterales ninguno de los 

contratantes está en mora dejando de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumpla por 

su parte, o no se allane a cumplirlo en la forma y tiempo debidos. Norma que, además de 

regular la mora en los contratos bilaterales, que descansa en el aforismo con arreglo al cual 

“la mora de uno purga la mora del otro”, consagra la exceptio non adimpleti contractus, 

medio de defensa que puede invocar una de las partes del contrato cuando no ha cumplido 

porque la otra tampoco lo ha hecho, caso en el cual su conducta no es tomada como 

antijurídica. (…) Sin embargo, la jurisprudencia tiene determinado que esta institución en 

materia de contratos estatales debe ser armonizada con las reglas del derecho público. La 

exceptio non adimpleti contractus tiene lugar únicamente en aquellos contratos 

sinalagmáticos en que el incumplimiento imputable a la entidad pública sea grave, serio, 

determinante, trascendente y de gran significación, de manera que sitúe al contratista en 

una razonable imposibilidad de cumplir sus obligaciones, siendo en ese caso procedente 

que éste la pueda alegar y suspender el cumplimiento de sus obligaciones”27.  

 

En pronunciamiento más reciente, esta Corporación adujo: 

 

“En materia de contratación estatal no cualquier desatención obligacional de la entidad 

tiene la virtualidad de situar en estado de incumplimiento al contratista o de conjurarlo. Ello 

obedece a que, en atención al fin público que se encuentra ínsito en la suscripción de un 

contrato estatal, el contratista debe procurar satisfacer su objeto en las condiciones 

inicialmente convenidas, a menos que, en realidad, el apartamiento de las obligaciones a 

cargo de la entidad lo lleven a un estado de imposibilidad material de cumplirlo, supuesto 

que en este caso no acaeció”28. 

 

 
27 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, RAD. 24217 del 30 de enero de 2013, C.P. Danilo Rojas 
Betancourth.  
28 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 45969 del 10 de octubre de 2022, C.P. Marta Nubia 

Velásquez Rico.  
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Como se aprecia, para que se predique la excepción de contrato no cumplido en materia estatal, el 

incumplimiento de la entidad debe ser grave, determinante y trascendente, al punto de situar al 

contratista en una razonable imposibilidad de cumplir con sus obligaciones. Dichas características 

se cumplen en el caso que nos ocupa, pues el incumplimiento de la entidad contratante fue de tal 

envergadura que llevó al contratista a la imposibilidad de cumplir con la totalidad del contrato, tal y 

como incluso fue reconocido por la GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO en el acto administrativo 

objeto del recurso de reposición. Así pues, la entidad reconoció dicha situación en los siguientes 

términos: 

 

“EL DESPACHO NO DESCONCE, PUESTO QUE SE HA ACEPTADO QUE, EN EFECTO, 

PARA LOGRAR QUE EL PROYECTO SE PUDIERA EJECUTAR EN UN 100% EN SU 

ALCANCE LA PLURIMENCIONADA APROBACIÓN DE LOS AJUSTES ANTE EL OCAD 

PAZ RESULTABA NECESARIA (…)”.  

 

En tal medida, es evidente la configuración de la excepción de contrato no cumplido, por cuanto la 

misma entidad contratante reconoció que no se había aprobado el modificatorio No. 04, el cual era 

necesario para que el contratista pudiera ejecutar el 100% del objeto contractual.  

 

Lo anterior fue reiterado por el contratista a lo largo del proceso administrativo sancionatorio, quien 

afirmó que la aprobación del modificatorio No. 4 había dado lugar a que la suspensión No. 2 se 

prorrogara en once (11) oportunidades y, al no haberse superado dicha situación, esto es, al no 

aprobarse la respectiva modificación, era imposible dar reinicio al contrato, pues de otra manera se 

estaba ante un desequilibrio económico evidente que la entidad contratante tenía la obligación de 

solventar.  

 

En concordancia, conviene recordar que la obra se contrató en el año 2018, por lo que los precios 

de mano de obra y materiales se modificaron a lo largo de la ejecución contractual, lo cual 

conllevaba a la imperiosa necesidad de modificar el valor del contrato y reconocer ítems no 

previstos, so pena de un desequilibrio contractual inminente, dado que el contratista hubiese ido a 

pérdidas, tal y como lo reiteró en varias oportunidades el señor ARIEL NARVAEZ en su declaración 

testimonial.  

 

Dicho desequilibrio económico fue reconocido por la interventoría y por la entidad contratante, toda 

vez que el modificatorio No. 04 solo requería la aprobación del OCAD PAZ, teniendo concepto 

previo favorable de la entidad interventora. Sin embargo, pese a haberse reconocido la necesidad 

de ajustar los precios y restablecer el equilibrio contractual, nunca se aprobó dicha modificación, lo 

que se traduce en que la entidad contratante incumplió sus obligaciones y ello imposibilitó al 

contratista a cumplir, configurándose así a la excepción de contrato no cumplido prevista en el 

artículo 1609 del Código Civil.  

 

Del mismo informe INTPUTUMAYO-2018-753 llama la atención que, desde el 23 de noviembre de 
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2020, el contratista advirtió la necesidad de suspensión del contrato por razones imputables única 

y exclusivamente a la entidad contratante, como se constata en la respectiva solicitud de 

suspensión, así: 

 

 

 

Dichas situaciones fueron reconocidas por la misma interventoría en la solicitud de suspensión No. 

2 del 7 de diciembre de 2020, en donde afirma que existen tres situaciones que hacen imposible 

continuar con la ejecución del contrato, a saber: “1. se requiere la suspensión del contrato por un 

término de 45 días o hasta tanto se obtenga el concepto favorable de los modificatorios No. 1, No. 

2 y No. 3 y la aprobación del modificatorio No. 4 por parte de OCAD PAZ, teniendo en cuenta que 

dicha aprobación es necesaria en la inclusión de los ítems previstos contractualmente y que se 

requieren para el desarrollo de las actividades de construcción (…) 2. Se requiere por parte de la 

Gobernación determinar la intervención en el tramo correspondiente al municipio de Santiago, ya 

que actualmente otro contratista se encuentra desarrollando un proyecto en la misma localización. 

3. De acuerdo a la solicitud del OCAD PAZ, en la cual ordena una medida de control realizando la 

suspensión de giros y solicitando la presentación de un plan de acción con las estrategias, 

actividades, costos y tiempos pendientes de subsanar, dicho plan deberá se viabilizado por el DNP”. 

 

Dicha suspensión se amplió en 11 oportunidades y la última de ellas se suscribió el 28 de julio de 

2022, estableciendo como fecha de reanudación el 1 de noviembre de 2022. Para fundamentar 

dicha ampliación, el contratista, con apoyo en la interventoría, adujo que no se encontraba aprobado 
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el modificatorio No. 4 y 2, y la advertencia de un desequilibrio económico que no fue analizado, ni 

subsanado por la Gobernación.  

Así las cosas, es evidente que en el contrato existía un desequilibrio económico que debía ser 

atendido por la entidad pública, máxime cuando existían modificatorios para reconocer ítems no 

previstos que, evidentemente, afectaron la ecuación financiera del contrato.  

 

Incluso, como lo manifestó el contratista en sus descargos, si bien se aprobaron los modificatorios 

No. 1 y 2, estos no fueron eficaces para solventar el desequilibrio económico, pues hubo varios 

ajustes realizados al proyecto y que fueron aprobados por el órgano competente del sistema general 

de regalías, frente a los cuales no se reconoció el correspondiente valor con modificaciones o 

reconocimientos de ítems no previstos, por lo que cual también se hace evidente el manifiesto 

incumplimiento de las obligaciones a cargo de la entidad contratante.  

 

Con todo, se tiene que durante la ejecución del contrato se evidenciaron inconvenientes con relación 

a la planeación, pues se presentaron varios ajustes de estudios y diseños que, luego de las 

suspensiones, no podían ejecutarse, toda vez que las condiciones físicas y geográficas de los 

tramos habían presentado cambios por su deterioro como consecuencia de fenómenos naturales, 

a tal punto que los planos diseñados difieren de las condiciones del terreno, lo cual llevaba 

indefectiblemente a que se realizara un nuevo ajuste de estudios y diseños, el cual nunca se realizó.  

 

Como vemos, fueron varias las obligaciones incumplidas por parte de la entidad contratante al no 

aprobar el modificatorio No. 04 y, asimismo, faltar a su deber de planeación, por lo que dichos 

incumplimientos llevaron al contratista a la imposibilidad de cumplir con el 100% del objeto 

contractual, tal y como fue reconocido incluso por la Gobernación del Putumayo. En esa medida, 

los presuntos incumplimientos son imputables única y exclusivamente a la entidad contratante, 

habiéndose configurado así la excepción de contrato no cumplido. 

 

Así las cosas, considerando que el incumplimiento presentado por la GOBERNACIÓN DEL 

PUTUMAYO consistente en no aprobar el modificatorio No. 4 y no permitir el restablecimiento de la 

ecuación financiera del contrato fue grave, serio, determinante y trascendente, a tal punto de situar 

al contrista ante una imposibilidad de continuar ejecutando el contrato, se configuró la excepción de 

contrato no cumplido contemplada en el artículo 1609 del Código Civil y, por consiguiente, el 

incumplimiento del contratista no le es imputable a este, sino al previo incumplimiento de la entidad 

pública. 

 

6.5. VICIOS DE NULIDAD RELATIVOS A LA EXPEDICIÓN DE ACTOS 

ADMINISTRATIVOS CONTRACTUALES CON INFRACCIÓN DE NORMAS EN 

QUE DEBERÍA FUNDARSE Y MEDIANTE UNA FALSA MOTIVACIÓN, POR 

CUANTO LA PÓLIZA No. NB-100100416 CARECÍA DE COBERTURA 

TEMPORAL FRENTE A LOS SINIESTROS DECLARADOS 
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Al respecto, conviene resaltar que la Póliza de Seguro de Cumplimiento Entidades Estatales No. 

NB-100100416 tiene en total de 9 anexos y el último de ellos fue expedido el 26 de agosto de 2022. 

En la carátula del mismo se establece la vigencia de cada uno de los amparos y, respecto al buen 

manejo del anticipo, se evidencia que su vigencia es desde el 19 de agosto de 2020 hasta el 31 de 

mayo de 2022, así: 

 

 

 

Con relación a esto, es importante traer a colación una sentencia del Consejo de Estado que aclara 

la importancia de los límites temporales de la póliza, a efectos de su afectación o la declaratoria del 

siniestro: 

 

“32. Dada la naturaleza de la obligación que contrae el asegurador, resulta de la mayor 

importancia la determinación del momento exacto a partir del cual aquel asume el 

riesgo que le es trasladado y así mismo, la hora y el día hasta los cuales va tal asunción, 

puesto que únicamente estará obligado a ejecutar la prestación a su cargo cuando el 

riesgo se realice dentro de ese lapso, es decir si el siniestro se presenta dentro de esos 

límites temporales. Al respecto, el artículo 1073 del C. de Co., relativo a la 

responsabilidad del asegurador, establece que “Si el siniestro, iniciado antes y 

continuado después de vencido el término del seguro, consuma la pérdida o deterioro 

de la cosa asegurada, el asegurador responde del valor de la indemnización en los 

términos del contrato. Pero si se inicia antes y continúa después que los riesgos hayan 

principiado a correr por cuenta del asegurador, éste no será responsable por el 

siniestro”.  

 

33. De acuerdo con lo anterior, el legislador sólo concede el derecho a la indemnización 

a cargo del asegurador, cuando el riesgo se realiza o inicia su realización dentro del 

periodo amparado por la respectiva póliza. Como lo sostuvo la Sala, “Debe tenerse en 

cuenta que lo que se exige en el régimen de los contratos de seguros, en cuanto a su 

vigencia y cobertura, es que el riesgo efectivamente se materialice durante el periodo 

de vigencia de la póliza, puesto que una cosa es el surgimiento del derecho a obtener 

la indemnización y otra cosa es el derecho a recibir su pago, el que sí se concreta una 

vez se hace la reclamación en la forma establecida por la ley”29. 

 

Como se observa, el Tribunal de Cierre en materia de lo Contencioso Administrativo es claro en 

advertir que la obligación indemnizatoria a cargo de la aseguradora sólo se configura en caso de 

que el siniestro se haya presentado dentro de la vigencia pactada y, es por tal razón, que la norma 

 
29 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Rad. 25472 del 19 de junio de 2013, C.P. Danilo 

Rojas Betancourth. 
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exige que la póliza tenga una vigencia desde el inicio del plazo contractual hasta su finalización, 

precisamente con el fin de no dejar desprotegido el patrimonio público durante el lapso de ejecución 

contractual.  

 

Lo anterior es concordante con lo dispuesto en el artículo 2.2.1.2.3.1.10 del Decreto 1082 de 2015, 

el cual establece:  

 

“La Garantía de buen manejo y correcta inversión del anticipo debe estar vigente hasta 

la liquidación del contrato o hasta la amortización del anticipo, de acuerdo con lo que 

determine la Entidad Estatal. El valor de esta garantía debe ser el ciento por ciento 

(100%) de la suma establecida como anticipo, ya sea este en dinero o en especie”. 

 

Pese a lo anterior, el anexo 9 de la PÓLIZA NB-100100416 pactó como fecha final de la vigencia 

hasta el 31 de mayo de 2022 y, como se desprende del informe de interventoría, el presunto 

incumplimiento se configuró el último día del plazo contractual, esto es, en diciembre de 2022, lo 

que pone en evidencia la ausencia de cobertura temporal de la póliza en mención.  

 

Lo anterior también fue reconocido por la entidad en la resolución que declaró el siniestro, en donde 

afirmó:  

 

“RESPECTO A LA PRESCRIPCIÓN CONFORME A LO DISPUESTO EN EL 

ARTÍCULO 1081 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, ES DE ANOTAR, QUE LOS 

HECHOS QUE SE DEBATEN Y SOBRE LOS CUALES SE EDIFICA EL PRESUNTO 

INCUMPLIMIENTO TUVIERON SU INICIO EL 12 DE MARZO DE 2019, FECHA EN 

LA CUAL SE DESEMBOLSÓ POR PART DE LA GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO 

EL 30% DEL VALOR DEL CONTRATO A TÍTULO DE ANTICIPO Y SE EXTIENDEN -

INCLUSIVE- AL 1° DE NOVIEMBRE DE 2022, OPORTUNIDAD EN LA CUAL EL 

CONTRATISTA DEBÍA REINICIAR LA EJECUCIÓN DEL CONTRATO (…)” 

 

Bajo esta lógica, si los hechos que dieron origen a la declaratoria de siniestro tuvieron lugar el 1 de 

noviembre de 2022 y la vigencia de la póliza se extendió a penas hasta el 11 de mayo de 2022, es 

evidente la falta de cobertura temporal de la misma.  

 

En virtud de lo anterior, la póliza no presta cobertura temporal en la medida que su vigencia no se 

extendió hasta la terminación o finalización del plazo contractual como lo exige el artículo 

2.2.1.2.3.1.10 del Decreto 1082 de 2015 y, ni siquiera alcanza a cubrir los hechos objeto del 

proceso, en tanto que como bien lo reconoció la entidad contratante, estos se configuraron el 1 de 

noviembre de 2022 y la póliza tenía vigencia hasta el 11 de mayo de 2022, esto es, el presunto 

riesgo se configuró por fuera del periodo de vigencia. 
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6.6. VICIOS DE NULIDAD CON LA EXPEDICIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 

CONTRACTUALES CON INFRACCIÓN DE NORMAS EN QUE DEBERÍAN 

FUNDARSE Y A TRAVÉS DE UNA FALSA MOTIVACIÓN, POR CUANTO OPERÓ 

LA PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES DERIVADAS DEL CONTRATO DE 

SEGURO 

 

El artículo 1081 del Estatuto Comercial establece que las acciones derivadas de los contratos de 

seguro prescriben en el término de dos años. Dicho precepto establece lo siguiente: 

“ARTÍCULO 1081. <PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES>. La prescripción de las acciones 

que se derivan del contrato de seguro o de las disposiciones que lo rigen podrá ser 

ordinaria o extraordinaria. 

 

La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr desde el momento en que 

el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que da base a la acción. 

 

La prescripción extraordinaria será de cinco años, correrá contra toda clase de personas 

y empezará a contarse desde el momento en que nace el respectivo derecho. 

 

Estos términos no pueden ser modificados por las partes.” (Subrayado y negrilla fuera del 

texto original) 

 

Por otro lado, el Consejo de Estado ha establecido que la prescripción respecto de los daños 

ocasionados como consecuencia del incumplimiento de obligaciones contractuales comienza a 

contar a partir del momento en que se configura dicho incumplimiento, expresando dicha postura 

de la siguiente forma: 

“CAUSA GENERADORA DEL DAÑO [S]e debe precisar que la declaratoria de nulidad de 

actos administrativos contractuales -como la de cualquier otro acto administrativo- no solo 

obliga a restablecer los derechos afectados, sino que, también, puede ser fuente de 

responsabilidad, si es que con aquél se ha causado un daño. Es importante advertir que 

la responsabilidad que se puede originar en razón de la nulidad de un acto administrativo 

de naturaleza contractual difiere de la que se puede generar con ocasión del 

incumplimiento de las obligaciones de un contrato. Mientras que la primera surge por la 

transgresión de los elementos que la ley exige para que la administración exprese 

válidamente su voluntad a través de actos administrativos con proyección directa y 

mediata frente a los derechos de los administrados o los intereses jurídicamente 

tutelados, la responsabilidad contractual se funda en que el deudor de una prestación deja 

de ejecutar, parcial o totalmente, una obligación de dar, de hacer o de no hacer que le es 

debida al acreedor de conformidad con lo pactado en el negocio jurídico. En ese sentido, 

el hecho de que una facultad exorbitante que proviene de la ley artículo 18, Ley 80 de 

1993 y no de un pacto sea ejercida en contravención de los postulados normativos no 

desemboca en el incumplimiento del contrato. Vale precisar que esta distinción de modo 
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alguno recorta el derecho que tiene quien sufrió un daño como consecuencia de la 

expedición y posterior anulación de los actos administrativos contractuales; lo que permite 

es identificar cuál es la fuente del daño que se reclama”.30 

Así las cosas, el operador jurídico debió analizar la prescripción de la acción derivada del contrato 

de seguro a partir del hecho generador del daño que, como se esgrimió en el acápite 

correspondiente a la caducidad de la facultad sancionatoria, evidentemente ocurrió en febrero de 

2020, fecha para la cual se realizó el informe de interventoría que dio cuenta de los presuntos 

incumplimientos en el plan de inversión del anticipo, mismo que fue ratificado en el informe 

actualizado de febrero de 2023. En ese entendido, al configurarse el presunto daño desde este 

momento, la prescripción de la acción derivada del contrato de seguro ya se configuró.  

 

Por lo anterior, se debe tener en cuenta que en el caso concreto se configuró la prescripción de las 

acciones derivadas del contrato de seguro, a luces de lo establecido en la normatividad vigente y 

en la jurisprudencia, toda vez que la ocurrencia de los hechos materia del proceso sancionatoria 

acaecieron, a más tardar, el 14 de febrero de 2020, fecha para la cual se elaboró el informe de 

interventoría que dio lugar al presente proceso de incumplimiento, de manera que, a la fecha en 

que se notificó la decisión, transcurrieron tres (3) años, 2 meses y 10 días, resultando claro que 

operó el fenómeno de la prescripción extintiva.  

 

Incluso, podría interpretarse que los hechos ocurrieron el último día en que se ejecutó el contrato, 

esto es, antes de la segunda suspensión del mismo, toda vez que fue hasta ese momento que se 

realizar actividades en el marco del contrato de obra. Así pues, es necesario indicar que el Acta de 

Suspensión No. 02 de suscribió el 7 de diciembre de 2020, por lo que los hechos tuvieron que 

configurarse antes o incluso ese día, sin embargo, hasta la fecha de notificación de la decisión, 

transcurrieron dos (2) años, 4 meses y 7 días, lo que también es evidente la prescripción de las 

acciones derivadas del contrato de seguro.  

 

VII. JURAMENTO 

 

En representación de MUNDIAL DE SEGUROS S.A., respetuosamente me permito manifestar bajo 

la gravedad de juramento que no se ha presentado demanda o solicitud alguna por los mismos 

hechos y pretensiones. 

 

VIII. COMPETENCIA 

 

La competencia para conocer el presente asunto corresponde al TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE NARIÑO, teniendo en cuenta que el ente que profirió los actos administrativos contractuales 

 
30 Consejo de Estado, Sección Tercera. Número de expediente: 76001-23-31-000-2007-00092-05. Sentencia del 11 de 

octubre de 2021. 
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sobre los cuales se pretende la nulidad es la GOBERNACIÓN DEL PUTYUMAYO y, en virtud del 

numeral 4 del artículo 152 de la Ley 1437 de 2011, por tratarse de un asunto que excede en 

cuantía de los 500 salarios mínimos legales mensuales vigentes, su conocimiento será 

competencia de los Tribunales Administrativos. 

 

La presente demanda deberá tramitarse por el Procedimiento establecido en la Parte Segunda 

“Organización de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y de sus funciones 

Jurisdiccionales y Consultivas” Capítulo V “Demanda y proceso Contencioso Administrativo” 

previsto en la Ley 1437 de 2011. 

 

IX. ESTIMACIÓN RAZONADA DE LA CUANTÍA 

 

La cuantía se estima razonadamente en la suma de CINCO MIL QUINIENTOS DIECISIETE 

MILLONES SEISCIENTOS CINCUENTA Y CINCO MIL SEISCIENTOS TREINTA Y OCHO PESOS 

CON OCHO CENTAVOS MCTE ($5.517.655.638,08) correspondientes a la cuantía del siniestro 

declarado mediante las resoluciones que se demandan.  

 

X. PRUEBAS QUE SE PRETENDE HACER VALER  

 

DOCUMENTALES: 

 

1. Link Secop 1 del proceso de Licitación Pública No. SPD-LP-010-2018: 

https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=18-1-

194632&g-recaptcha-

response=03ADUVZwBmC2eoxykucl287z5OB1ZSBDUQfY0D4Zqkk8hABTLaNeSAkqzRm

wGN8w4LQ7--AVkV4w1sIzLT1xoys9K7UQveoSCqr9snCljR4VJRSnrrBKOPsnecOsIiX-

B2QNSTeeHaADrpoxK8bxbRWKJdaPDzKJRglVf6ladDtqQDFe-

jc6Kp17KdWBUDLznzY6OSuAbkXCbfeXQ3r8Ag7XcEas7phvW7SO8Gl1jxTZJNo4VHSdz

YBu7PDnnLMHiSjx8dzxuPmVADi4ri8XvUgxnTtl0QyPiMBuuP7xDENfo50HV6HyykEviwQpI

J7pScCemyhvvyZd7fRI65CKGpl5RM_OfMQLaN5EqBnTooE3oJUyA2ndLaRfWXu_jgTZ0X

FynGyrguxiUcq8AgB_i5_UwjF_3TJV2MLc0s3mi_1O2SRXevoqRlyw0NKJerZ4n8mhBiH5J

1Nzg_VZD3ewefgtg3s2LC5KPlS9YzsNqMcJpxyac2tmSxY-

cE0rSbk9lKL0yJ3rJETTYIUW4YmU74L60HnmfAanIr3Mf5myOL_nJHiTeyW75y2uGfaBOY

Gp5mDH6MK-Vfu02I 

2. Póliza de Seguro de Cumplimiento Entidades Estatales No. 100100416, anexo 0-9, expedida 

por la Compañía Mundial de Seguros S.A. 

3. Condiciones generales de la Póliza de Seguro de Cumplimiento Entidades Estatales No. 

100100416, anexo 0-9, expedida por la Compañía Mundial de Seguros S.A. 

4. Las actuaciones que conforman el proceso de incumplimiento contractual adelantado contra 

el CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS y la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., 
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incluyendo el informe de interventoría del 14 de febrero de 2020 y el informe de interventoría 

del 6 de febrero de 2023.  

5. Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023, “por medio de la cual se declara el siniestro con 

cargo al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo otorgado mediante Seguro 

de Cumplimiento a favor de entidades Estatales No. NB-100100416 que garantiza el 

Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS 

TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL 

DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”.  

6. Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVEN 

LOS RECURSOS DE REPOSICIÓN EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN No. 021 DE 2023 

“por medio de la cual se declara el siniestro con cargo al amparo de buen manejo y correcta 

inversión del anticipo otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor de entidades 

Estatales No. NB-100100416 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 

cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y 

DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”.  

7. Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023 “Por medio de la cual se declara el siniestro 

con cargo al amparo de cumplimiento otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor 

de entidades Estatales No. NB-100100416 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 

1225 de 2018 cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ 

ESTABLE Y DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO” 

y; 

8. Resolución No. 051 del 19 de diciembre de 2023 “Por medio de la cual se resuelve el recurso 

de reposición interpuesto en contra de la Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023, por 

la cual se declara el siniestro con cargo al amparo de cumplimiento otorgado mediante 

Seguro de Cumplimiento a favor de entidades Estatales No. NB-100100416 que garantiza 

el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS 

TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL 

DEPARTAMENTO DE PUTUMAYO”, 

 

TESTIMONIALES:  

 

Respetuosamente, solicito a este Despacho decretar el testimonio de las siguientes personas: 

 

i. ARIEL NARVAEZ DELGADO, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía 

No. 12.745.251, en su calidad de representante legal del CONSORCIO VÍAS 

TERCIARIAS, quien podrá citarse en la dirección de correo electrónico: 

consorcioviasterciariascali@gmail.com y en la dirección CARRERA 35 No. 19 – 25 de la 

ciudad de Pasto (Nariño), con el objeto de que se pronuncie sobre los hechos en que se 

fundamentan la presente demanda.  

 

mailto:consorcioviasterciariascali@gmail.com
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EXHIBICIÓN DE DOCUMENTOS:  

 

Solicito comedidamente se ordene a la GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO aportar al proceso todos 

y cada uno de los documentos que integran el proceso de incumplimiento contractual adelantado 

contra el CONSORCIO VIAS TERCIARIAS y la COMPAÑÍA MUNDICAL DE SEGUROS S.A., en 

virtud del Contrato No. 1225 del 28 de diciembre de 2018, incluyendo grabaciones de audiencia y 

los demás documentos que lo puedan integrar.  

 

El propósito de la exhibición de estos documentos es evidenciar las causales de nulidad en las 

cuales se incurrieron los actos administrativos demandados, y así demostrar las razones por las 

cuales se debe declarar la nulidad de los mismos.  

 

La entidad puede ser citada en la Calle 8 No. 7-40 del municipio de Mocoa (Putumayo) y electrónica 

a los correos: notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co y contactenos@putumayo.gov.co.  

 

XI. ANEXOS 

 

1. Todos los documentos aducidos como prueba en el acápite anterior.  

2. Escritura Pública No. 13.771 del 1 de diciembre de 2014, mediante la cual se otorga poder 

general al suscrito en representación de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.  

3. Certificado de Existencia y Representación de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., 

expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá, D.C.  

4. Certificado de Existencia y Representación de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., 

expedido por la Cámara de Comercio de Cali.   

 

 

XII. NOTIFICACIONES 

 

A mi mandante y al suscrito apoderado en la Calle 69 No. 4 – 48 oficina 502 en la ciudad de Bogotá. 

Para efectos de notificación electrónica, según lo previsto en el artículo 162 numeral 7, la dirección 

electrónica es: notificaciones@gha.com.co. 

 

Al DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO – OFICINA DE CONTRATACIÓN, entidad territorial 

representada legalmente por el señor BUANERGES FLORENCIO ROSERO PEÑA, en su calidad 

de gobernador o quien haga sus veces, a la dirección de notificación física en la Calle 8 No. 7-40 

del municipio de Mocoa (Putumayo) y electrónica a los correos: 

notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co y, contactenos@putumayo.gov.co. 

 

 

 

mailto:contactenos@putumayo.gov.co
mailto:notificaciones@gha.com.co
mailto:contactenos@putumayo.gov.co


Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 
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Respetuosamente, 

 

 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA  

C.C. No 19.395.114 de Bogotá D.C. 

T.P. No. 39.116 del C.S. de la J. 
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Señores
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO (REPARTO)
E.                      S.                D.
repartofjudpas@cendoj.ramajudicial.gov.co 

REFERENCIA:                                 DEMANDA POR EL MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS
CONTRACTUALES.
CONVOCANTE:                    COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.  
CONVOCADO:                      DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciudad de Cali,
identificado con la Cédula de Ciudadanía No.19.395.114 de Bogotá, portador de la Tarjeta Profesional
No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi condición de apoderado general de
la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., sociedad legalmente constituida, con domicilio principal
en la ciudad de Bogotá, D.C., identificada con NIT No. 860.037.013-6, conforme a la escritura pública y
el certificado de existencia y representación adjuntos al presente escrito, respetuosamente acudo ante
su Despacho para formular   DEMANDA MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS
CONTRACTUALES, de conformidad con el artículo 141 y 161 No. 1 de la Ley 1437 de 2011en contra
del DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO, representado por el señor BUANERGES FLORENCIO
ROSERO PEÑA, en su calidad de Gobernador del Putumayo o quien haga sus veces, con el fin de que
se declare la nulidad de los actos administrativos contractuales que a continuación se relacionan: i)
Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023 “por medio de la cual se declara el siniestro con cargo al
amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a
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favor de entidades Estatales No. NB-100100415 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de
2018 cuyo objeto es: MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y
DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”; ii) Resolución No.022
del 12 de mayo de 2023 “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVEN LOS RECURSOS DE
REPOSICIÓN EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN No. 021 DE 2023 “Por medio de la cual se declara el
siniestro con cargo al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo otorgado mediante
Seguro de Cumplimiento a favor de entidades Estatales No. NB-100100416 que garantiza el Contrato
de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA
UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”;
iii) Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023 “Por medio de la cual se declara el siniestro con cargo
al amparo de cumplimiento otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor de entidades Estatales
No. NB-100100416 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es:
“MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS
MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO” y; iv) Resolución No. 051 del 19 de diciembre
de 2023 “Por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición interpuesto en contra de la
Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023, por la cual se declara el siniestro con cargo al amparo
de cumplimiento otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor de entidades Estatales No. NB-
100100416 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es:
“MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS
MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DE PUTUMAYO”, proferidos en el marco de los procesos de
incumplimiento contractual adelantados por el Jefe de la Oficina de Contratación del Departamento del
Putumayo en contra del CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS y mi representada, en virtud de las cuales se
declaró la ocurrencia del siniestro de buen manejo y correcta inversión del anticipo y del siniestro por el
amparo de cumplimiento garantizados por la Póliza de Cumplimiento No. NB-100100416.

En observancia de la Ley 2213 de 2022 se copia a la parte demandante 

Link de acceso a las pruebas y anexos: ANEXOS Y PRUEBAS-CONTROVERSIAS
CONTRACTUALES 
Ante cualquier inconveniente con 

Cordialmente,
 
 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA
C.C. 19.395.114 de Bogotá
T.P. 39.116 del C. S. de la J.
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REFERENCIA:                                 DEMANDA POR EL MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS
CONTRACTUALES.
CONVOCANTE:                    COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.  
CONVOCADO:                      DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciudad de Cali,
identificado con la Cédula de Ciudadanía No.19.395.114 de Bogotá, portador de la Tarjeta Profesional
No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi condición de apoderado general de
la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., sociedad legalmente constituida, con domicilio principal
en la ciudad de Bogotá, D.C., identificada con NIT No. 860.037.013-6, conforme a la escritura pública y
el certificado de existencia y representación adjuntos al presente escrito, respetuosamente acudo ante
su Despacho para formular   DEMANDA MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS
CONTRACTUALES, de conformidad con el artículo 141 y 161 No. 1 de la Ley 1437 de 2011en contra
del DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO, representado por el señor BUANERGES FLORENCIO
ROSERO PEÑA, en su calidad de Gobernador del Putumayo o quien haga sus veces, con el fin de que
se declare la nulidad de los actos administrativos contractuales que a continuación se relacionan: i)
Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023 “por medio de la cual se declara el siniestro con cargo al
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amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a
favor de entidades Estatales No. NB-100100415 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de
2018 cuyo objeto es: MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y
DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”; ii) Resolución No.022
del 12 de mayo de 2023 “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVEN LOS RECURSOS DE
REPOSICIÓN EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN No. 021 DE 2023 “Por medio de la cual se declara el
siniestro con cargo al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo otorgado mediante
Seguro de Cumplimiento a favor de entidades Estatales No. NB-100100416 que garantiza el Contrato
de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es: “MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA
UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO”;
iii) Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023 “Por medio de la cual se declara el siniestro con cargo
al amparo de cumplimiento otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor de entidades Estatales
No. NB-100100416 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es:
“MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS
MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO” y; iv) Resolución No. 051 del 19 de diciembre
de 2023 “Por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición interpuesto en contra de la
Resolución No. 038 del 10 de octubre de 2023, por la cual se declara el siniestro con cargo al amparo
de cumplimiento otorgado mediante Seguro de Cumplimiento a favor de entidades Estatales No. NB-
100100416 que garantiza el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 cuyo objeto es:
“MEJORAMIENTO DE VÍAS TERCIARIAS PARA UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA EN LOS
MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DE PUTUMAYO”, proferidos en el marco de los procesos de
incumplimiento contractual adelantados por el Jefe de la Oficina de Contratación del Departamento del
Putumayo en contra del CONSORCIO VÍAS TERCIARIAS y mi representada, en virtud de las cuales se
declaró la ocurrencia del siniestro de buen manejo y correcta inversión del anticipo y del siniestro por el
amparo de cumplimiento garantizados por la Póliza de Cumplimiento No. NB-100100416.

En observancia de la Ley 2213 de 2022 se copia a la parte demandante 

Link de acceso a las pruebas y anexos:
ANEXOS Y PRUEBAS-CONTROVERSIAS CONTRACTUALES 

Cordialmente,
 
 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA
C.C. 19.395.114 de Bogotá
T.P. 39.116 del C. S. de la J.
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL PUTUMAYO 

SALA UNITARIA  

 

Magistrado Ponente: MANUEL ALÍ RODRÍGUEZ MUSTAFÁ 

 

 

Mocoa, 26 de junio de 2024 

 

Radicación 520012333000-2024-00119-00 

Medio de control Controversias contractuales  

Demandante 
Compañía Mundial de Seguros S.A. 
mundial@segurosmundial.com.co  

Apoderado 
Gustavo Alberto Herrera Ávila 
notificaciones@gha.com.co  

Demandados Departamento del Putumayo 

Ministerio público 
Aida Elena Rodríguez Estrada 
Procuradora 156 Judicial II para Asuntos Administrativos 
arodriguez@procuraduria.gov.co 

Asunto Auto que avoca conocimiento 

 

Ha ingresado el expediente al Despacho para decidir si avoca o no el conocimiento 

del asunto de la referencia, previo las siguientes consideraciones: 

 

1. Del trámite de redistribución del expediente entre el H. Tribunal 

Administrativo de Nariño y esta Corporación. 

 

El Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdo No. PCSJA23-12125 del 19 

de diciembre de 20231 dispuso la creación del Tribunal Administrativo del Putumayo 

y el Distrito Judicial Administrativo del Putumayo, conformado por el Circuito Judicial 

Administrativo de Mocoa, que comprende territorialmente a todos los municipios del 

departamento del Putumayo. 

 

Respecto del ingreso y reparto de expedientes en los despachos creados en esta 

Corporación, dicho acuerdo precisó en su artículo 16, lo siguiente: 

  

“Los despachos de los tribunales administrativos creados en el presente 

acuerdo, además de los procesos que les ingresen por reparto, conocerán 

por redistribución de los procesos ordinarios en trámite de primera instancia 

que estén en etapa de admisión, pendiente de audiencia inicial, de sentencia 

anticipada o de práctica de pruebas; y de los procesos de segunda instancia. 

No serán objeto de redistribución los asuntos del Decreto 01 de 1984, ni las 

acciones constitucionales.”  

 

El Consejo Seccional de la Judicatura de Nariño mediante Acuerdo No. CSJNAA24-

124 del 24 de mayo de 20242, redistribuyó 776 procesos de primera y segunda 

 
1 Acuerdo No. PCSJA23-12125 del 19 de diciembre de 2023 “Por medio del cual se crean unos 
despachos y cargos de carácter permanente en la Jurisdicción Contencioso Administrativa y se 
dictan otras disposiciones”. 
 
2 Acuerdo No. CSJNAA24-124 del 24 de mayo de 2024 “Por el cual se redistribuyen procesos de los 
Despachos 001, 002, 003, 004, 005 y 006 del Tribunal Administrativo de Nariño a los despachos 001, 

https://samai.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=520012333000202400119008600123
mailto:mundial@segurosmundial.com.co
mailto:notificaciones@gha.com.co
mailto:arodriguez@procuraduria.gov.co
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instancia de los despachos 001, 002, 003, 004, 005 y 006 del Tribunal Administrativo 

de Nariño a los despachos 001, 002 y 003 del Tribunal Administrativo del Putumayo, 

a su vez, reiteró los parámetros de redistribución contenidos en el Acuerdo No. 

PCSJA23-12125 del 19 de diciembre de 2023, anteriormente citado. Así mismo, 

este Acuerdo anexó un documento que contiene los expedientes objeto de la 

redistribución, y asignó a este despacho, el medio de control de la referencia.  

 

2. Del conocimiento de este asunto. 

 

Revisado el expediente digital, se tiene que, en efecto ingresa este asunto al 

Despacho mediante redistribución en trámite de primera instancia proveniente del 

H. Tribunal Administrativo de Nariño. En cuanto a la etapa procesal actual, se tiene 

que, este asunto fue repartido al Despacho de la Magistrada Beatriz Isabel 

Melodelgado Pabón el día 22 de abril de 2024, para realizar el respectivo estudio 

de admisión de la demanda que contiene una solicitud de medida cautelar, según 

se infiere del índice No. 003 del aplicativo SAMAI. 

 

De esta manera, al aplicarse los parámetros de competencia y redistribución 

contenidos en el Acuerdo No. PCSJA23-12125 del 19 de diciembre de 2023, el 

Acuerdo No. CSJNAA24-124 del 24 de mayo de 2024, y la Circular PCSJC24-1 del 

11 de enero de 20243 expedidas por el Consejo Superior de la Judicatura, se colige 

que, tanto la naturaleza del asunto, la etapa procesal actual, y la instancia que surte, 

hacen procedente esta redistribución, por consiguiente, se avocará el conocimiento 

del presente asunto en la etapa procesal que cursa. 

 

En mérito de lo expuesto, el Magistrado Ponente, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: AVOCAR CONOCIMIENTO del asunto de la referencia, en la etapa 

procesal que cursa actualmente, de acuerdo a lo expuesto anteriormente. 

 

SEGUNDO: ADVERTIR a las partes que, de conformidad con lo dispuesto en la 

Circular PCSJC24-1 de fecha 11 de enero de 2024, a partir del 22 de enero de 2024, 

“Los usuarios externos ingresarán a través de la ventanilla virtual del aplicativo 

SAMAI, los memoriales, peticiones y escritos de los procesos judiciales”4. De igual 

forma, deberán remitirse copia de los mismos a los correos electrónicos informados 

por las partes y al Ministerio Público, los cuales obran en el encabezado de esta 

providencia. 

 

 
002 y 003 del tribunal Administrativo del Putumayo, creados mediante Acuerdo No. PCSJA23-12125 
de 2023”. 
3 Circular PCSJC24-1 del 11 de enero de 2024 que dispone la operación de SAMAI en la Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa. 
4  https://ventanillavirtual.consejodeestado.gov.co/    

https://ventanillavirtual.consejodeestado.gov.co/
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TERCERO: IMPARTIR por Secretaría, el trámite correspondiente, y una vez 

ejecutoriado este auto, INGRESAR el expediente al despacho para el respectivo 

impulso procesal. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

(Firma electrónica) 

MANUEL ALÍ RODRÍGUEZ MUSTAFÁ  

Magistrado 

 

https://ventanillavirtual.consejodeestado.gov.co/
mailto:scrtadmput@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 
 

Radicación: 11-001-03-27-000-2017-00026-00 (23198) 
Demandantes: Gustavo Alberto Pardo Ardila y  

 Cristhian Camilo Portilla Arias 
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PROCESO DE COBRO ADMINISTRATIVO COACTIVO - Objeto / EXCEPCIÓN 
DE INTERPOSICIÓN DE DEMANDAS CONTRA EL MANDAMIENTO DE PAGO 
EN PROCESO DE COBRO ADMINISTRATIVO COACTIVO - Prosperidad. 
Posición jurisprudencial de la Sección Cuarta del Consejo de Estado / 
EXCEPCIÓN DE INTERPOSICIÓN DE DEMANDAS CONTRA EL 
MANDAMIENTO DE PAGO EN PROCESO DE COBRO ADMINISTRATIVO 
COACTIVO - Interpretación del numeral 5 del artículo 831 del Estatuto 
Tributario. No es procedente considerar que la excepción solo se configura 
con la admisión de la demanda, sino que se debe entender que se configura 
con la interposición de la misma en debida forma / INTERPRETACIÓN 
LITERAL DE LA LEY - Alcance / ACTO ADMINISTRATIVO TRIBUTARIO - 
Exigibilidad / ACTO ADMINISTRATIVO TRIBUTARIO - Fuerza ejecutoria / 
INTERPOSICIÓN DE DEMANDA EN DEBIDA FORMA CONTRA EL 
MANDAMIENTO DE PAGO EN PROCESO DE COBRO ADMINISTRATIVO 
COACTIVO - Efectos. Pone en tela de juicio la legalidad de los actos que 
sirven de fundamento para el cobro coactivo / COBRO ADMINISTRATIVO 
COACTIVO DE OBLIGACIONES TRIBUTARIAS - Presupuestos / EXCEPCIÓN 
DE INTERPOSICIÓN DE DEMANDA EN DEBIDA FORMA CONTRA EL 
MANDAMIENTO DE PAGO EN PROCESO DE COBRO ADMINISTRATIVO 
COACTIVO - Finalidad. Reiteración de jurisprudencia / CONFIGURACIÓN DE 
LA EXCEPCIÓN DE INTERPOSICIÓN DE DEMANDAS DE NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO CON LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA - 
Ilegalidad  
 
El artículo 831 del Estatuto Tributario enumera las excepciones procedentes 
contra el mandamiento de pago proferido por la Administración tributaria dentro del 
proceso de cobro coactivo, que tiene por objeto hacer efectivo una obligación de 
naturaleza tributaria a cargo de un particular. Dice esta norma en su numeral 5°: 
(…) En relación con esta excepción, esta Sección había considerado en reiteradas 
oportunidades que la excepción de interposición de demanda de nulidad y 
restablecimiento del derecho tenía la virtud de prosperar cuando la demanda 
había sido admitida por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, esto es, 
una vez se había realizado el estudio del cumplimiento de los requisitos formales 
establecidos en el artículo del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (…) Así, la Sala había concluido que la excepción de 
interposición de demanda de restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo, no tenía la vocación de prosperidad cuando la 
demanda había sido interpuesta, sino cuando había sido admitida; por cuanto se 
consideraba que solo se trababa la relación jurídico procesal, una vez el juez de lo 
contencioso administrativo había verificado el cumplimiento de los requisitos 
formales de la demanda. En esta oportunidad, atendiendo al alcance de los 
conceptos de la Administración Tributaria cuya legalidad se examina y al tenor 
literal de la norma objeto de interpretación, modera esta Sala la interpretación 
expuesta, como pasa a exponerse. La interposición de la demanda en debida 
forma pone en funcionamiento el aparato jurisdiccional, para comunicarla a la 
parte demandada y decidir sobre ella, y conduce a una intervención de la 
administración de justicia sobre la petición contenida en la demanda. En todo 
caso, si la Administración tiene noticia de que los actos que utiliza como 
fundamento para el cobro fueron demandados, es claro que debe esperar a un 
pronunciamiento del juez de conocimiento sobre la misma, para determinar si 
puede o no hacer efectivo el cobro. Por otra parte, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 28 del Código Civil “Las palabras de la ley se entenderán en su 
sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando 
el legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en 
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éstas su significado legal”. Y según el tenor literal del Estatuto Tributario, es claro 
que tanto los oficios como el concepto demandados difieren de lo dispuesto en el 
numeral 5º del artículo 831 del E.T., por lo que no es procedente considerar que la 
excepción de interposición de demandas contenida en la norma citada solo se 
configura con la admisión de la misma. Cabe entender además que si el legislador 
no determinó que en el numeral 5º del artículo 831 del Estatuto Tributario la 
excepción procedente contra el mandamiento de pago correspondía a la 
“admisión”, sino a la “interposición” de la misma, debe entenderse como la 
interposición de una demanda en debida forma. Frente a lo afirmado en la 
contestación de la demanda por la DIAN, las disposiciones jurídicas contenidas en 
el Estatuto Tributario que regulan el proceso de cobro coactivo y su control de 
legalidad ante la jurisdicción contencioso administrativa, permiten establecer que 
los actos que sirven de fundamento para el mismo deben prestar mérito ejecutivo 
(artículo 828 E.T.), y que para poder exigir su cumplimiento no debe estar en tela 
de juicio su legalidad. Como está contemplado en el artículo 829 del E.T. y como 
lo ha desarrollado la jurisprudencia, en materia tributaria el acto administrativo 
adquiere fuerza ejecutoria cuando ha sido decidida de forma definitiva la demanda 
de nulidad interpuesta; lo cual se presenta, bien sea cuando se profiere sentencia 
que hace tránsito a cosa juzgada, o cuando queda ejecutoriado el auto que 
rechaza la demanda o pone fin al proceso. Por tanto, es claro que la 
Administración tributaria no cuenta con un acto definitivo como fundamento para 
hacer efectivo el cobro, hasta tanto no haya certeza sobre el resultado del juicio de 
nulidad (…) Reitera la Sala que la interposición de la demanda en debida forma 
pone en tela de juicio la legalidad de los actos demandados, que servirían de 
fundamento para el cobro coactivo, y como lo manifiesta la DIAN en su escrito de 
contestación de la demanda la firmeza y ejecutoria de los actos son 
indispensables para adelantar la ejecución coactiva de las obligaciones tributarias. 
Para la Sala, la interpretación efectuada por la DIAN sobre la excepción de 
interposición de la demanda de nulidad y restablecimiento en los actos 
demandados da lugar a que se adelanten procesos de cobro coactivo que 
ejecutan actos que son cuestionados ante la jurisdicción, antes de que se decida 
definitivamente sobre la demanda interpuesta en debida forma. La sola 
interposición de la demanda en forma da lugar a entender que los actos están 
sometidos a discusión ante la jurisdicción, y que es preciso que no se adelante el 
cobro coactivo de estos actos hasta no contar con certeza de su legalidad. La 
operancia de la excepción de interposición de la demanda en debida forma tiene 
como fin que los actos administrativos que sean objeto de cobro, puedan lograr su 
cometido una vez sean de obligatorio cumplimiento, y se evite que tales actos 
tengan fuerza ejecutoria transitoriamente, desde la decisión administrativa final 
hasta la fecha de admisión de la demanda, y que una vez admitida la demanda, 
pierden tal condición, para ganarla otra vez con la sentencia definitiva. En 
conclusión, la Sala encuentra que el Concepto DIAN 022634 del 4 de marzo de 
2008, y los Oficios 012337 del 10 de febrero de 2006, 026628 del 9 de abril de 
2007, 001656 del 24 de diciembre de 2015, y 00979 del 7 de octubre de 2016 
deben anularse, al condicionar la procedencia de la excepción contra el 
mandamiento de pago contenida en el numeral 5° del artículo 831 del Estatuto 
Tributario a la admisión de la demanda. Si bien la demanda solicitó declarar la 
nulidad de las expresiones “admisión” y “admitida”, en los actos demandados, la 
Sala estima procedente declarar la nulidad de la totalidad de los oficios 026628 del 
9 de abril de 2007, 001656 del 24 de diciembre de 2015, y 00979 del 7 de octubre 
de 2016, así como del Concepto 022634 del 4 de marzo de 2008, en la medida en 
que versan únicamente sobre la tesis que aquí se encuentra contraria a la ley. En 
cuanto al Oficio 012337 del 10 de febrero de 2006, la Sala únicamente declarará la 
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nulidad de las expresiones “admisión” y “admitida”, relativas al alcance del 
numeral 5° del artículo 831 E.T.  
 
FUENTE FORMAL: ESTATUTO TRIBUTARIO - ARTÍCULO 828 / ESTATUTO 
TRIBUTARIO - ARTÍCULO 829 / ESTATUTO TRIBUTARIO - ARTÍCULO 831 
NUMERAL 5 / CÓDIGO CIVIL – ARTÍCULO 28 
  
NOTA DE RELATORÍA: En relación con la ejecutoria del acto administrativo de 
contenido tributario y la finalidad de la excepción de interposición de demandas de 
nulidad y restablecimiento del derecho contra el mismo se reitera la sentencia del 
Consejo de Estado, Sección Cuarta del 12 de diciembre de 2018, radicación 
50001-23-31-000-2010-00556-01(23341), C.P. Julio Roberto Piza Rodríguez. 
 
NORMA DEMANDADA: OFICIO 012337 DE 2006 (10 de febrero) DIRECCIÓN 
DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES DIAN (PARCIAL) (Anulado parcial) / 
OFICIO 026628 DE 2007 (9 de abril) DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS 
NACIONALES DIAN (PARCIAL) (Anulado) / CONCEPTO 022634 DE 2008 (4 de 
marzo) DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES DIAN 
(PARCIAL) (Anulado) / OFICIO 001656 DE 2015 (24 de diciembre) DIRECCIÓN 
DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES DIAN (Anulado) / OFICIO 00979 DE 
2016 (7 de octubre) DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES 
DIAN (PARCIAL) (Anulado) 
 
CONDENA EN COSTAS EN MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD - 
Improcedencia. No procede la condena porque se debate un asunto de 
interés público 
 
En atención a lo previsto en el artículo 188 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, no se condena en costas, por 
cuanto en el presente asunto se debate un asunto de interés público.  
 
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 (CPACA) - ARTÍCULO 188 
 
  

CONSEJO DE ESTADO 
 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 

SECCIÓN CUARTA 
 

Consejero ponente: MILTON CHAVES GARCÍA 
 

Bogotá D.C., seis (6) de noviembre de dos mil diecinueve (2019) 
 
Radicación número: 11001-03-27-000-2017-00026-00(23198) 
 
Actor: GUSTAVO ALBERTO PARDO ARDILA y CRISTHIAN CAMILO 

PORTILLA ARIAS 
 
Demandado: DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES - DIAN 
 
 
FALLO 
 



 

 
 

Radicación: 11-001-03-27-000-2017-00026-00 (23198) 
Demandantes: Gustavo Alberto Pardo Ardila y  

 Cristhian Camilo Portilla Arias 

 

4 

 
La Sala decide el medio de control de nulidad instaurado por Gustavo Alberto 
Pardo Ardila y Cristhian Camilo Portilla Arias contra algunos apartes del Concepto 
DIAN 022634 del 4 de marzo de 2008, y de los Oficios 012337 del 10 de febrero 
de 2006, 026628 del 9 de abril de 2007, y 00979 del 7 de octubre de 2016, 
expedidos por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y contra la 
totalidad del Oficio DIAN 001656 del 24 de diciembre de 20151. 

 
DEMANDA 

 
1. Pretensiones 

 
Gustavo Alberto Pardo Ardila y Cristhian Camilo Portilla Arias, en ejercicio del 
medio de control previsto en el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011, solicitaron que 
se declare la nulidad parcial del Concepto DIAN 022634 del 4 de marzo de 2008, y 
de los Oficios 012337 del 10 de febrero de 2006, 026628 del 9 de abril de 2007, y 
00979 del 7 de octubre de 2016, expedidos por la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales, y se declare nulo en su totalidad el Oficio DIAN 001656 del 
24 de diciembre de 2015, cuyo texto se transcribe a continuación (se subrayan los 
apartes demandados): 

 
1- Oficio 12337 
 
10 de febrero de 2006 
TEMA: Procedimiento Tributario 
DESCRIPTOR: Excepciones frente a mandamiento de pago en proceso de ejecución 
ante la jurisdicción contencioso administrativa. 

 
 
“(…) El deudor deberá entonces demostrar la admisión de la demanda ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa, dentro del proceso administrativo de cobro-
coactivo si pretende excepcionar válidamente su existencia, pues es con el auto de 
admisión de demanda se pone en funcionamiento el aparato jurisdiccional conforme lo 
prevé el, (sic) artículo 207 del Código Contencioso Administrativo que a la letra dice: 
 
(…)”.  
 
2- Oficio 026628 
 
9 de abril de 2007 
TEMA: Procedimiento  
DESCRIPTOR: Mandamiento de pago – excepciones. Demanda inadmitida.  
 
“(…) De esta manera, si una demanda de nulidad y restablecimiento del derecho 
contra un acto que determine impuestos por parte de la administración tributaria, no es 
admitida, no es posible excepcionar válidamente el mandamiento de pago por cuanto 
no se ha hecho efectiva la intervención de la jurisdicción, o lo que es lo mismo, no se 
ha trabado la relación jurídico procesal. 
 
(…) 
 
Es claro entonces, que para conocer de las pretensiones de la demanda 
necesariamente se requiere poner en funcionamiento el aparato judicial, circunstancia 
que ocurre una vez es admitida como garantía del debido proceso, sujeto al trámite 
definido en la ley.  
 

                                    
1 Folios 1 a 13 c.p. 
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En síntesis, para efectos de probar la interposición de demandas de restablecimiento 
del derecho para efectos de la excepción del numeral 5º del artículo 831 del Estatuto 
Tributario, se requiere la admisión de la demanda, de lo contrario la Administración 
Tributaria puede ser sorprendida con la interposición de demandas en las cuales ya no 
puede intervenir en defensa de sus intereses, por haber caducado la acción”. 

  
3- Concepto 022634  
 
4 de marzo de 2008 
TEMA: Procedimiento Tributario 
DESCRIPTOR: Mandamiento de pago – excepciones.  
 

“Tesis 
Jurídica   

LA EXCEPCIÓN DE INTERPOSICIÓN DE DEMANDA 
DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
O PROCESO DE REVISIÓN DE IMPUESTOS ANTE LA 
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO PROSPERA CUANDO EL DEUDOR 
DEMUESTRE QUE SE HA ADMITIDO LA DEMANDA 
CONTRA EL TÍTULO EJECUTIVO Y QUE ÉSTA SE 
ENCUENTRA PENDIENTE DE FALLO ANTE LA 
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO.  

(…) 
 
Nuevamente y bajo los mismos argumentos de interpretación literal de la norma se 
solicita reconsiderar la doctrina tributaria expuesta en el Oficio 012337 de 10 de 
febrero de 2006 que fue ratificada mediante Oficio 026628 de abril 9 de 2007 
publicado en el Diario Oficial No. 46.604 de abril 19 de 2007, en los que se sostiene, 
que en el proceso de cobro coactivo adelantado por la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales en contra de mandamiento de pago para que prospere la 
excepción prevista en el numeral 5º. del artículo 831 del Estatuto Tributario es 
necesario que el deudor demuestre que se ha admitido la demanda interpuesta contra 
el título ejecutivo base de ejecución y por lo tanto que la situación se encuentra 
pendiente de fallo ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
 
(…)  
 
Bajo esta perspectiva se ha expuesto por esta Oficina que el ordenamiento tributario 
cuando desarrolla las normas del proceso de cobro y en especial las causales de 
excepción al mandamiento de pago, las de suspensión del proceso de cobro o de la 
diligencia de remate y las de levantamiento de medidas cautelares en razón a que el 
deudor pueda acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, está exigiendo 
que evidentemente haya la posibilidad de que la intervención jurisdiccional se varíe la 
decisión administrativa base de la acción generando la terminación o variación en la 
ejecución por inexistencia o modificación del crédito, es decir, que procesalmente esto 
sea posible. Y para que ello suceda, debe existir la expectativa de un fallo de fondo, 
que solo es viable cuando la demanda ha sido admitida. 
 
(…)  
 
Así las cosas, la interpretación se ajusta a las exigencias de los principios de eficiencia 
y eficacia de la función pública, toda vez que de admitirse como excepción el solo 
hecho material de interposición de una demanda que a la postre no es admitida por 
carecer de las exigencias legales, llegaría a propiciarse la utilización de este 
procedimiento como mecanismo para lograr retardar o burlar la ejecutoriedad de los 
actos de la Administración”.  

 
4- Oficio 001656  
 
24 de diciembre de 2015 
TEMA: Procedimiento tributario 
DESCRIPTOR: Excepciones frente al mandamiento de pago.  
 
“(…) Se solicita reconsiderar la tesis vigente expuesta en el concepto 026628 de 9 de 
abril de 2007, en el que se indicó que “… para efectos de probar la interposición de 
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demandas de restablecimiento del derecho para efectos de la excepción del numeral 5 
del artículo 831 del Estatuto Tributario, se requiere la admisión de la demanda (…)  
 
Sobre el particular se tiene que la Dirección Jurídica de la entidad en anterior 
oportunidad se pronunció sobre la solicitud de reconsideración del concepto No. 
026628 de 9 de abril de 2007 y que tuvo como fundamentos legales los mismos 
argumentos que se esgrimen en esta oportunidad, en consecuencia, por haber sido 
objeto de estudio resulta pertinente atenerse a las consideraciones que consignaron 
en el concepto 022634 del 4 de marzo de 2008, del cual remitimos copia para su 
conocimiento.  
 
Es de advertir que en esa oportunidad se solicitó reconsiderar la doctrina expuesta en 
el oficio 012337 del 10 de febrero de 2006, la cual fue ratificada mediante oficio 
026628 del 9 de abril de 2007 publicado en el Diario Oficial No. 46.604 del 19 de abril 
de 2007”.  
 
5- Oficio 00979 
 
7 de octubre de 2016 
 
“(…) En esta ocasión es preciso señalar que la palabra interposición tiene como 
significado literal la formalización de un recurso legal; por tanto, es procedente 
considerar que la formalización de la demanda se configura con su admisión, habida 
cuenta que con esta decisión se verifica el cumplimiento de los requisitos de forma 
para la procedencia de la acción.  
 
(…) 
 
La buena fe, permanece incólume porque se exige el cumplimiento de la interposición 
con la demostración de admisión como formalidad; igual sucede con la eficacia, en la 
medida que la simple presentación de la demanda no garantiza su admisión ni la 
configuración de la causal y finalmente el principio de economía se encuentra 
protegido toda vez que en esta forma se permite actuar con austeridad y eficiencia. 
 
Por otra parte, no se perturba la confianza legítima, porque existe total claridad en la 
forma de demostrar la admisión de la demanda. (…)” 
 

 

2. Normas violadas 
 
Los demandantes invocaron como normas violadas los artículos 2, 29, 83 y 209 de 
la Constitución Política; el artículo 27 del Código Civil; el numeral 5 del artículo 831 
del Estatuto Tributario, y el artículo 3 del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo. 
 
 

3. Concepto de violación 
 
Interpretación errónea del artículo 831 numeral 5 del Estatuto Tributario 
 
La DIAN interpretó equivocadamente el artículo 831 del Estatuto Tributario en los 
actos demandados, pues debió reconocer que conforme con lo dispuesto en esta 
norma, la excepción contra el mandamiento de pago dentro de un proceso de 
cobro coactivo procede con la interposición de la demanda de nulidad y 
restablecimiento, y no con su admisión. Al disponer en contra de dicha disposición, 
se viola el debido proceso y el derecho de defensa de los contribuyentes, pues se 
interpreta una norma en contra de lo dispuesto expresa y literalmente por la ley. 
 
Falta de competencia para modificar la ley interpretada 
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La Administración tributaria no tiene competencia para modificar las normas 
contenidas en el Estatuto Tributario, en tanto estas tienen fuerza de ley. La 
interpretación de las mismas por parte de la DIAN debe ajustarse al sentido propio 
de las normas interpretadas, sin limitarlo o excederlo, por lo que interpretar la ley 
en sentido contrario a su sentido supone modificarla sin competencia para ello. 
 
Violación de los principios de buena fe y confianza legítima 
 
Para justificar su interpretación del numeral 5 del artículo 831 E.T, la DIAN violó 
los principios de buena fe y confianza legítima, pues presume que los 
contribuyentes pueden actuar de mala fe para retardar o burlar la ejecutoriedad de 
los actos de la Administración, al invocar una excepción contra el mandamiento de 
pago con la interposición de la demanda. Por el contrario, los contribuyentes 
tienen la expectativa legítima de que las normas se aplicarán de acuerdo con las 
palabras usadas por el propio legislador, y no por las que la DIAN considera que 
debieron usarse. 
 
Al sostener que la excepción contra el mandamiento de pago solo procede con la 
admisión de la demanda, y no con su interposición, la DIAN atenta contra la 
confianza legítima, pues aplica una condición inexistente en la ley como requisito 
para la procedencia de una excepción contra el mandamiento de pago. 
 
La interpretación de la ley que hace la DIAN en los actos demandados impide la 
vigencia de un orden justo, que solo se garantiza si se cumple la ley conforme su 
estricta y correcta interpretación. 
 
 
 
 
Violación de los principios de eficacia y economía en la gestión 
administrativa 
 
La interpretación del Estatuto Tributario contenida en los actos demandados 
impide que el contribuyente ejerza su derecho a proponer como excepción contra 
el mandamiento de pago la interposición de la demanda, lo que desgasta 
innecesariamente el aparato judicial. 
 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 

 

La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN- se opuso a las 

pretensiones de la demanda2, afirmando que los actos demandados no vulneran 
la ley, sino que realizan una interpretación sistemática de la misma. 
 
El proceso de cobro coactivo se basa en declaraciones tributarias en firme o en 
actos administrativos ejecutoriados. Por ello, el numeral 4 del artículo 829 del 
Estatuto Tributario dispone que solo la solución definitiva de las acciones de 
nulidad y restablecimiento impide la ejecutoria de tales actos.  
 
El término “interponer” del numeral 5 del artículo 831 del E.T. no puede 
interpretarse literalmente, sino de manera armónica y sistemática con las demás 
disposiciones sobre la materia (especialmente los artículos 826, y 831 numerales 

                                    
2 Folios 40 a 53 c.p  
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3 y 4). Ello permite concluir que los actos que sustentan el pago deben 
encontrarse en firme para poder ser ejecutables, lo que solo ocurre si los recursos 
procedentes no se interponen o se interponen de forma indebida, o cuando los 
recursos en sede administrativa o judicial se han decidido en forma definitiva. 
 
Por tanto, si una demanda de nulidad y restablecimiento contra un acto que 
determine un impuesto a cobrar por parte de la Administración no es admitida, no 
hay una intervención efectiva de la jurisdicción, pues no ha surgido una relación 
jurídico-procesal. La simple presentación de la demanda no garantiza su admisión, 
por lo que la simple interposición de la demanda no constituye excepción contra el 
mandamiento de pago. 
 
El concepto y los oficios demandados no reforman el Estatuto Tributario, sino que 
reiteran que la causal de excepción frente al mandamiento de pago consiste en la 
admisión de la demanda interpuesta contra los actos que garantice que habrá un 
pronunciamiento judicial de fondo sobre la legalidad de los actos. Esta posición 
garantiza la efectiva intervención de la jurisdicción en los procesos de cobro 
coactivo, y se ajusta a los principios de eficacia y eficiencia de la función pública, 
buena fe y confianza legítima. 
 

AUDIENCIA INICIAL 
 
El 30 de noviembre de 2018 se llevó a cabo la audiencia inicial del presente 
proceso, en la cual no se observaron irregularidades constitutivas de nulidad en el 
trámite del mismo.  
 
De igual forma, se fijaron los términos del litigio, y se corrió traslado para presentar 
alegatos de conclusión.  
 

No se presentaron excepciones previas que debieran ser resueltas en esta 
oportunidad, ni se advirtieron hechos que dieran lugar a la declaratoria de oficio de 
excepciones previas. 
 

En cuanto a las medidas cautelares, por auto de 12 de julio de 2018 se decretó la 
suspensión provisional de los actos demandados3. El citado auto fue objeto de 
recurso de súplica resuelto en auto del 12 de septiembre de 2019 que decidió 
levantar la medida cautelar decretada. 
 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
 
Los demandantes reiteraron en términos generales lo indicado en la demanda4. 
 

La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales insistió en lo dicho en la 
contestación de la demanda5. 
 

Por su parte, el Ministerio Público solicitó negar las pretensiones de la 
demanda6. 
 

A su juicio, la interpretación de los textos legales no puede limitarse a su tenor 
literal, sino que debe establecerse su sentido en su contexto jurídico, con el fin de 

                                    
3 Folios 83 a 98 cuaderno de suspensión provisional. 
4 Folios 98 a 100, c.p. 
5 Folios 98 a 101, y 104 a 110, c.p. 
6 Folios 104 a 105, c.p. 
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que las normas no actúen como ruedas sueltas, y estén acordes con el 
ordenamiento jurídico al que pertenecen.  
 
En este caso, si bien no hay identidad en el sentido literal de los términos 
“interposición” y “admisión”, se entiende que la admisión corresponde a la 
formalización de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho que 
corresponde a la acción de interponer, por lo que la interpretación de la 
Administración no desconoce el sentido de la ley. 
 

Por otra parte, según el contexto normativo, el efecto útil de la excepción 
contenida en el numeral 5 del artículo 831 E.T contra el mandamiento de pago es 
la terminación del proceso coactivo y el levantamiento de las medidas cautelares. 
El acto objeto de demanda es el título ejecutivo para el cobro, por lo que sin la 
admisión de la demanda no se puede inferir que se ha ejercido en debida forma el 
medio de control jurisdiccional. 
 

El incumplimiento de los requisitos formales de la demanda, según los artículos 
169 numeral 2 y 170 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo implican el rechazo de la demanda, y en 
consecuencia, la excepción carecería de objeto. 
 

Añade que la posición de los demandantes iría en contra de los principios de 
eficiencia y economía de la función administrativa, pues la Administración se vería 
obligada a emitir un nuevo mandamiento de pago o a reactivar el proceso 
existente mediante nuevos oficios de embargo, que podrían no ser efectivos, pues 
el sujeto de la acción de cobro podría aprovechar el evento para ocultar o liquidar 
sus activos, y generar mayor desgaste administrativo al tener que repetirse la 
actuación procesal. 
 

 
 

CONSIDERACIONES DE LA SALA 
 
Problema jurídico  
 
Para decidir de fondo la Sala examinará la legalidad de las expresiones 
demandadas contenidas en el Concepto DIAN 022634 del 4 de marzo de 2008 y 
los Oficios 012337 del 10 de febrero de 2006, 026628 del 9 de abril de 2007, y 
00979 del 7 de octubre de 2016, expedidos por la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales, y la legalidad de la totalidad del Oficio DIAN 001656 del 24 
de diciembre de 2015. 
 
En concreto, debe decidir si el concepto y los oficios demandados vulneran 
normas del ordenamiento jurídico superior, al establecer que la excepción contra 
el mandamiento de pago contenida en el numeral 5° del artículo 831 del Estatuto 
Tributario se configura con la admisión de la demanda contra los actos 
administrativos que sirven de título ejecutivo. 
 
La interposición de demanda como excepción contra el mandamiento de 
pago 
 
El artículo 831 del Estatuto Tributario enumera las excepciones procedentes 
contra el mandamiento de pago proferido por la Administración tributaria dentro del 
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proceso de cobro coactivo, que tiene por objeto hacer efectivo una obligación de 
naturaleza tributaria a cargo de un particular. Dice esta norma en su numeral 5°: 
 

“Artículo 831. Excepciones. 
 
Contra el mandamiento de pago procederán las siguientes excepciones:  
 
(…)  
 
5. La interposición de demandas de restablecimiento del derecho o de proceso de 
revisión de impuestos, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.  
 
(…)” 

 
(Subraya la Sala) 

 
En relación con esta excepción, esta Sección había considerado en reiteradas 
oportunidades que la excepción de interposición de demanda de nulidad y 
restablecimiento del derecho tenía la virtud de prosperar cuando la demanda 
había sido admitida por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, esto es, 
una vez se había realizado el estudio del cumplimiento de los requisitos formales 
establecidos en el artículo del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. Señaló la Sala al respecto7:  
 

“La Sala ha precisado que ‘[e]l artículo 831 del Estatuto Tributario señala dentro de las 
excepciones que se pueden proponer contra el mandamiento de pago, la de 
“interposición de demandas de restablecimiento del derecho o de proceso de revisión 
de impuestos ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo”. Esta excepción, 
cuyo efecto no es otro que el de suspender el proceso de cobro que se esté 
adelantando, se acredita con la admisión de la demanda, pues en este momento se 
verifica que la misma ha reunido todos los requisitos de ley para que sea conocida por 
el juez, y, además, se traba la relación jurídico procesal entre las partes’”.   

 
 
Así, la Sala había concluido que la excepción de interposición de demanda de 
restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, 
no tenía la vocación de prosperidad cuando la demanda había sido interpuesta, 
sino cuando había sido admitida; por cuanto se consideraba que solo se trababa la 
relación jurídico procesal, una vez el juez de lo contencioso administrativo había 
verificado el cumplimiento de los requisitos formales de la demanda.  
 
En esta oportunidad, atendiendo al alcance de los conceptos de la Administración 
Tributaria cuya legalidad se examina y al tenor literal de la norma objeto de 
interpretación, modera esta Sala la interpretación expuesta, como pasa a 
exponerse. 
 
La interposición de la demanda en debida forma pone en funcionamiento el 
aparato jurisdiccional, para comunicarla a la parte demandada y decidir sobre ella, 
y conduce a una intervención de la administración de justicia sobre la petición 
contenida en la demanda. En todo caso, si la Administración tiene noticia de que 
los actos que utiliza como fundamento para el cobro fueron demandados, es claro 
que debe esperar a un pronunciamiento del juez de conocimiento sobre la misma, 
para determinar si puede o no hacer efectivo el cobro. 
 

                                    
7 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. Sentencia del 11 de julio 
de 2013, exp. 18216, M.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas. Ver también sentencia del 18 de febrero de 
2016, exp. 20941, M.P. Martha Teresa Briceño de Valencia. 
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Por otra parte, de acuerdo con lo establecido en el artículo 28 del Código Civil “Las 
palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de 
las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido  expresamente para 

ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal”. Y según el tenor literal del 
Estatuto Tributario, es claro que tanto los oficios como el concepto demandados 
difieren de lo dispuesto en el numeral 5º del artículo 831 del E.T., por lo que no es 
procedente considerar que la excepción de interposición de demandas contenida 
en la norma citada solo se configura con la admisión de la misma. 
 
Cabe entender además que si el legislador no determinó que en el numeral 5º del 
artículo 831 del Estatuto Tributario la excepción procedente contra el 
mandamiento de pago correspondía a la “admisión”, sino a la “interposición” de la 
misma, debe entenderse como la interposición de una demanda en debida forma. 

 
Frente a lo afirmado en la contestación de la demanda por la DIAN, las 
disposiciones jurídicas contenidas en el Estatuto Tributario que regulan el proceso 
de cobro coactivo y su control de legalidad ante la jurisdicción contencioso 
administrativa, permiten establecer que los actos que sirven de fundamento para 
el mismo deben prestar mérito ejecutivo (artículo 828 E.T.), y que para poder exigir 
su cumplimiento no debe estar en tela de juicio su legalidad. 
 
Como está contemplado en el artículo 829 del E.T. y como lo ha desarrollado la 
jurisprudencia8, en materia tributaria el acto administrativo adquiere fuerza 
ejecutoria cuando ha sido decidida de forma definitiva la demanda de nulidad 
interpuesta; lo cual se presenta, bien sea cuando se profiere sentencia que hace 
tránsito a cosa juzgada, o cuando queda ejecutoriado el auto que rechaza la 
demanda o pone fin al proceso.  
 

Por tanto, es claro que la Administración tributaria no cuenta con un acto definitivo 
como fundamento para hacer efectivo el cobro, hasta tanto no haya certeza sobre 
el resultado del juicio de nulidad. 

 
La Administración en la contestación de la demanda afirma que una interpretación 
sistemática y armónica arroja como resultado que la excepción contra el 
mandamiento de pago de que trata el numeral 5 del artículo 831 E.T. se configura 
únicamente con la admisión de la demanda.   
 
Reitera la Sala que la interposición de la demanda en debida forma pone en tela 
de juicio la legalidad de los actos demandados, que servirían de fundamento para 
el cobro coactivo, y como lo manifiesta la DIAN en su escrito de contestación de la 
demanda9 la firmeza y ejecutoria de los actos son indispensables para adelantar la 
ejecución coactiva de las obligaciones tributarias.  
  
Para la Sala, la interpretación efectuada por la DIAN sobre la excepción de 
interposición de la demanda de nulidad y restablecimiento en los actos 
demandados da lugar a que se adelanten procesos de cobro coactivo que 
ejecutan actos que son cuestionados ante la jurisdicción, antes de que se decida 
definitivamente sobre la demanda interpuesta en debida forma.  
 

                                    
8 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. Sentencias del 20 de 
agosto de 2009, exp. 16730, M.P. William Giraldo Giraldo;  del 12 de agosto de 2014, exp. 20298, M.P. Jorge 
Octavio Ramírez Ramírez; del 5 de febrero de 2019, exp. 22201, M.P. Milton Chaves García. 
9 Folio 47 c.p. 
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La sola interposición de la demanda en forma da lugar a entender que los actos 
están sometidos a discusión ante la jurisdicción, y que es preciso que no se 
adelante el cobro coactivo de estos actos hasta no contar con certeza de su 
legalidad.  

 
La operancia de la excepción de interposición de la demanda en debida forma 
tiene como fin que los actos administrativos que sean objeto de cobro, puedan 
lograr su cometido una vez sean de obligatorio cumplimiento, y se evite que tales 
actos tengan fuerza ejecutoria transitoriamente, desde la decisión administrativa 
final hasta la fecha de admisión de la demanda, y que una vez admitida la 
demanda, pierden tal condición, para ganarla otra vez con la sentencia definitiva. 
Así lo ha expresado esta Sala10: 

 
“La Sala ha precisado que la fuerza ejecutoria de los actos administrativos tributarios 
tienen una regla especial, según voces del artículo 829 del ET. 
 
Al respecto, la ejecutoria del acto administrativo de contenido tributario se afecta, entre 
otros casos, por la interposición del recurso procedente. Decidido y notificado el acto 
que desate el recurso, el contribuyente estará habilitado para promover la demanda de 
nulidad y restablecimiento del derecho contra los actos que constituyen el título, 
evento en el cual, mientras corre el plazo para demandar, la fuerza ejecutoria del acto 
estará afectada y una vez el título sea demandado, también se afectará la ejecutoria 
del acto en los términos del 829.4 ibidem, hasta tanto se notifique la decisión judicial 
definitiva  
 
Dado que la fuerza ejecutoria se afecta con la presentación de la demanda, el artículo 
831.5 del ET regula un medio exceptivo autónomo denominado «interposición de la 
demanda», el cual es procedente en los casos en que la Administración hace uso de 
la potestad de cobro coactivo y el acto ha sido demandado ante la jurisdicción. En 
todo caso, como ya se dijo, mientras transcurre la oportunidad para demandar los 
actos que constituyen el título de la obligación, estos no gozan de fuerza ejecutoria, 
motivo por el cual la Administración aún no se encuentra habilitada para iniciar el 
procedimiento de cobro coactivo. 
 
 
En otras palabras, la ejecutoria del acto administrativo de contenido tributario está 
supeditada a la resolución de los recursos interpuestos, o la decisión definitiva de las 
acciones de restablecimiento del derecho o de revisión. Es decir, debe existir una 
decisión definitiva, ya sea en la actuación administrativa o en instancia judicial. 
 
Más aún, esta corporación se ha pronunciado frente al asunto, para entender que 
cuando se promueve acción de nulidad y restablecimiento del derecho –hoy medio de 
control-, la ejecutoria ocurre vencidos los tres días siguientes a la notificación de la 
decisión judicial definitiva (sentencias del 12 de agosto de 2014, exp. 20298; CP: 
Jorge Octavio Ramírez Ramírez; y del 26 de julio de 2018, exp. 22031, CP: Julio 

Roberto Piza Rodríguez, entre otras)”. 

 
En conclusión, la Sala encuentra que el Concepto DIAN 022634 del 4 de marzo de 
2008, y los Oficios 012337 del 10 de febrero de 2006, 026628 del 9 de abril de 
2007, 001656 del 24 de diciembre de 2015, y 00979 del 7 de octubre de 2016 
deben anularse, al condicionar la procedencia de la excepción contra el 
mandamiento de pago contenida en el numeral 5° del artículo 831 del Estatuto 
Tributario a la admisión de la demanda. 
 
Si bien la demanda solicitó declarar la nulidad de las expresiones “admisión” y 
“admitida”, en los actos demandados, la Sala estima procedente declarar la 

                                    
10 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. Sentencia del 12 de 
diciembre de 2018, exp. 23341, M.P. Julio Roberto Piza Rodríguez. 
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nulidad de la totalidad de los oficios 026628 del 9 de abril de 2007, 001656 del 24 
de diciembre de 2015, y 00979 del 7 de octubre de 2016, así como del Concepto 
022634 del 4 de marzo de 2008, en la medida en que versan únicamente sobre la 
tesis que aquí se encuentra contraria a la ley. En cuanto al Oficio 012337 del 10 
de febrero de 2006, la Sala únicamente declarará la nulidad de las expresiones 
“admisión” y “admitida”, relativas al alcance del numeral 5° del artículo 831 E.T.  
 
En atención a lo previsto en el artículo 188 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, no se condena en costas, por 
cuanto en el presente asunto se debate un asunto de interés público.  
  
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República 
y por autoridad de la Ley, 

 
F A L L A 

 
1. Anular las expresiones “admisión” y “admitida” que se encuentran en el Oficio 

DIAN 012337 del 10 de febrero de 2006. 
 

2. Anular el Concepto DIAN 022634 del 4 de marzo de 2008, y los Oficios  
026628 del 9 de abril de 2007, 001656 del 24 de diciembre de 2015, y 00979 
del 7 de octubre de 2016, expedidos por la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales.  
 

3. Sin condena en costas.  
 

Cópiese, notifíquese, y cúmplase. 
 
 
 
 
 
La anterior providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha. 
 
 
 
 
 

JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ           STELLA JEANNETTE CARVAJAL 
BASTO 

              Presidente de la Sección 
 

 
 
 
 
 

 

MILTON CHAVES GARCÍA JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ 
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SALVAMENTO DE VOTO - Configuración de la excepción de interposición de 
demandas contra el mandamiento de pago en proceso de cobro 
administrativo coactivo con la presentación de la demanda en forma / 
EXCEPCIÓN DE INTERPOSICIÓN DE DEMANDAS CONTRA EL 
MANDAMIENTO DE PAGO EN PROCESO DE COBRO ADMINISTRATIVO 
COACTIVO - Configuración. Posición jurisprudencial de la Sección Cuarta 
del Consejo de Estado / EXCEPCIÓN DE INTERPOSICIÓN DE DEMANDAS 
CONTRA EL MANDAMIENTO DE PAGO EN PROCESO DE COBRO 
ADMINISTRATIVO COACTIVO - Interpretación del numeral 5 del artículo 831 
del Estatuto Tributario. La excepción se configura con la admisión de la 
demanda y no con la presentación de la demanda en debida forma / 
ADMISIÓN DE LA DEMANDA - Objeto. Es la etapa procesal en la que el juez 
verifica que la demanda se presentó en debida forma, esto es, con los 
requisitos legalmente establecidos 
 
Mi desacuerdo con la posición asumida por la Sala radica en la interpretación que 
en la sentencia se da al numeral 5 del artículo 831 del Estatuto Tributario, según la 
cual la excepción al mandamiento de pago contenida en dicha norma se configura 
con la presentación de la demanda «en debida forma» contra los actos 
administrativos que constituyen títulos de ejecución, y no con su admisión. Para 
arribar a tal conclusión, el fallo partió del tenor literal de la citada norma, así como 
de la consideración relativa a que la interposición de la demanda «en debida 
forma» pone en tela de juicio la legalidad de los actos administrativos que sean 
objeto de cobro y su fuerza ejecutoria. Es esa misma razón la que sustenta mi 
desacuerdo con la posición asumida por la Sala. En efecto, para que una 
demanda se considere presentada «en debida forma» y la jurisdicción pueda 
conocer la legalidad de los actos administrativos que conforman el título de 
ejecución -fundamento del mandamiento de pago-, se requiere la verificación por 
parte del juez de los requisitos legalmente establecidos, aspecto que se concreta 
con la admisión de la demanda. Así pues, a mi juicio, la sentencia se debió 
fundamentar en la posición acogida por la Sección en diferentes 
pronunciamientos, conforme con los cuales la excepción de interposición de 
demanda «se acredita por regla general con la admisión de la demanda, pues en 
este momento se verifica que la misma ha reunido todos los requisitos de ley para 
que sea conocida por el juez, y, además, se traba la relación jurídico - procesal 
entre las partes». 
 
FUENTE FORMAL: ESTATUTO TRIBUTARIO - ARTÍCULO 831 NUMERAL 5 
 
 

CONSEJO DE ESTADO 
 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 

SECCIÓN CUARTA 
 
Radicación número: 11001-03-27-000-2017-00026-01 (23198) 
 
Actor: GUSTAVO ALBERTO PARDO ARDILA Y OTRO 
 
Demandado: U.A.E. DIAN 
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SALVAMENTO DE VOTO 

 

Con el respeto debido por la decisión mayoritaria, me permito salvar el voto en la 

sentencia proferida dentro del proceso de la referencia, mediante la cual se 

resolvió anular «las expresiones “admisión” y “admitida” que se encuentran en el Oficio DIAN 

012337 del 10 de febrero de 2006», y «el Concepto DIAN 022634 del 4 de marzo de 2018, y los 

Oficios 026628 del 9 de abril de 2007, 001656 del 24 de diciembre de 2015, y 00979 del 7 de 

octubre de 2016, expedidos por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales». 

 

Mi desacuerdo con la posición asumida por la Sala radica en la interpretación que 

en la sentencia se da al numeral 5 del artículo 831 del Estatuto Tributario, según la 

cual la excepción al mandamiento de pago contenida en dicha norma se configura 

con la presentación de la demanda «en debida forma» contra los actos 

administrativos que constituyen títulos de ejecución, y no con su admisión. 

 

Para arribar a tal conclusión, el fallo partió del tenor literal de la citada norma, así 

como de la consideración relativa a que la interposición de la demanda «en debida 

forma» pone en tela de juicio la legalidad de los actos administrativos que sean 

objeto de cobro y su fuerza ejecutoria. 

 

Es esa misma razón la que sustenta mi desacuerdo con la posición asumida por la 

Sala. En efecto, para que una demanda se considere presentada «en debida forma» 

y la jurisdicción pueda conocer la legalidad de los actos administrativos que 

conforman el título de ejecución -fundamento del mandamiento de pago-, se requiere la 

verificación por parte del juez de los requisitos legalmente establecidos, aspecto 

que se concreta con la admisión de la demanda. 

 

Así pues, a mi juicio, la sentencia se debió fundamentar en la posición acogida por 

la Sección en diferentes pronunciamientos, conforme con los cuales la excepción 

de interposición de demanda «se acredita por regla general con la admisión de la demanda, 

pues en este momento se verifica que la misma ha reunido todos los requisitos de ley para que sea 

conocida por el juez, y, además, se traba la relación jurídico - procesal entre las partes11». 

 

En los términos señalados pongo de presente mi desacuerdo con la decisión 

mayoritaria de la Sala, pues en mi criterio se debió confirmar la legalidad de las 

expresiones, conceptos y oficios señalados, en aplicación de la referida 

jurisprudencia de la Sección. 

 

Con todo comedimiento, 

 

                                    
11 Sentencias del 12 de diciembre de 2018, Exp. 23385, C.P. Stella Jeannette Carbajal Basto, que reiteró la sentencia del 15 
de agosto de 2018, Exp. 21914, C.P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez, entre otras. 
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STELLA JEANNETTE CARVAJAL BASTO 

 

 

 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

GOBERNACIÓN DE 

PUTU MAYO 
2024 / 2027 

PROCESOS: 2024-007 
DE: Departamento del Putumayo 
CONTRA: COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. con Nit. 860.037.013 6, CONSORCIO VIAS TERCIARIAS con Nit. 
901.240.955 6 y OTROS 
CONCEPTO: Anticipo no ejecutado cto.1225 de 2018 
VALOR; $ 5.247'963.388.,45 

RESOLUCIÓN No 059 
Del 24 de junio de 2024 

"POR MEDIO DE LA CUAL SE LIBRA MANDAMIENTO DE PAGO Y ORDENA MEDIDA 
PREVENTIVA." 

LA TESORERA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO, en uso de sus 
atribuciones legales conferidas en el artículo 392 de la Ordenanza 766 de 2018, Decreto 
325 de 2017, la Ley 1066 del 29 de julio de 2006 y el Decreto 4473 del 15 de diciembre de 
2006 y 

CONSIDERANDO 

Que, desde la Oficina de Contratacion del Departamento del Putumayo, se allego a este 
despacho para cobro coactivo, documentos que conforman título ejecutivo, entre ellos las 
siguientes: 

• Contrato No 1225 del 20 de diciembre de 2028 
• Póliza No NB 100100416 y anexos 1-9 
• Resolución No 021 del 21/04/23, por medio del cual se declara el siniestro con cargo 

al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo.... 
• Resolución No 022 del 12/05/23, por medio se resuelve un recurso 
• Notificaciones de los actos administrativos 
• Rut 
• Resolución que autoriza la modificación de miembros del consorcio 
• Resolución que autoriza la modificación del representante legal del consorcio 
• Constancia de ejecutoria. 

Que el título ejecutivo, constan de una obligación clara, expresa y exigible a favor del 
Departamento del Putumayo y contra COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. 
identificada comercialmente con Nit. 860.037.013 6, CONSORCIO VIAS TERCIARIAS, 
identificado comercialmente con Nit. 901.240.955 -6, R/L ARIEL NARVAEZ DELGADO, 
identificado con cedula No 12.745.251, JESUS FRANCO YELA RODRIGUEZ, con cedula 
de ciudadanía No 5.342.351, CONSTRUCCIONES y OBRAS DE INGENIERIA ALFA Y 
OMEGA SAS, Nit 900.951.327-8, R/L JAIME ANDRES CARMONA SUAREZ, identificado 
con cedula de ciudadanía No 14.465.639, CONSTRUCCIONES Y OBRAS DE 
INGENIERIA FENIX SAS, Nit 900.825.192-1, R/L JOHANA ANDREA POSADA PRIETO, 
identificada con cedula No 38.561.793, ARIEL NARVAEZ DELGADO, identificado con 
cedula No 12.745.251, HERNAN NARVAEZ DELGADO, identificado con cedula de 
ciudadanía No 15.817.380, JMY CONSTRUCCIONES SAS., Nit 901.122.127-9, R/L 
MONICA ALEXANDRA YELA GETIAL, identificada con cedula No 1.085.309.764 'y SyS 
PETROL SAS, Nit 900.703.357-6 R/L LUIS ALFREDO MUÑOZ BECERRA, identificado 
con cedula de ciudadanía No 1.124.313.123, por la suma de CINCO MIL DOS ENTOS 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

GOBERNACIÓN DE 

Lt UARÉVtiV2MalEtg MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y TRES MIL 
TRESCIENTOS OCHENTA Y OCHO PESOS CON CUARENTA Y CINCO CENTAVOS 
M/CTE ($ 5.24T963.388.,45) por concepto de anticipo no ejecutado en el contrato 1225 de 
2018, suma que hasta la actualidad no ha sido pagada, motivo por el cual cabe iniciar el 
procedimiento de cobro administrativo contenido en el artículo 823 y siguientes del Estatuto 
Tributario, para obtener su pago. 

Que, de conformidad con los artículos, s 4.1 y 4.1 del decreto 0325 del 26 de diciembre de 
2017, en concordancia con los artículos 469 del C.G.P., 829 de E.T y articulo 87 del 
C.P.A.C.A., los actos administrativos citados anteriormente, se encuentra debidamente 
ejecutoriado y por consiguiente presta merito ejecutivo por jurisdicción coactiva. 

Como medida de protección del tesoro público y con el ánimo de garantizar y satisfacer la 
obligación a favor del Departamento del Putumayo, de acuerdo al artículo 12.3 del Decreto 
325 de 2017, en concordancia con el artículo 837 y 838 del E.T., la Administración 
Departamental, ve la necesidad de decretar el embargo y secuestro preventivo de los 
bienes muebles e inmuebles y dineros depositados a nombre de la COMPAÑÍA MUNDIAL 
DE SEGUROS S.A. identificada comercialmente con Nit. 860.037.013 6, CONSORCIO 
VIAS TERCIARIAS, identificado comercialmente con Nit. 901.240.955 -6, R/L ARIEL 
NARVAEZ DELGADO, identificado con cedula No 12.745.251, JESUS FRANCO YELA 
RODRIGUEZ, con cedula de ciudadanía No 5.342.351, CONSTRUCCIONES y OBRAS DE 
INGENIERIA ALFA Y OMEGA SAS, Nit 900.951.327-8, R/L JAIME ANDRÉS CARMONA 
SUAREZ, identificado con cedula de ciudadanía No 14.465.639, CONSTRUCCIONES Y 
OBRAS DE INGENIERIA FENIX SAS, Nit 900.825.192-1, R/L JOHANA ANDREA POSADA 
PRIETO, identificada con cedula No 38.561.793, ARIEL NARVAEZ DELGADO, identificado 
con cedula No 12.745.251, HERNAN NARVAEZ DELGADO, identificado con cedula de 
ciudadanía No 15.817.380, JMY CONSTRUCCIONES SAS., Nit 901.122.127-9, R/L 
MONICA ALEXANDRA YELA GETIAL, identificada con cedula No 1.085.309.764 y SyS 
PETROL SAS, Nit 900.703.357-6 R/L LUIS ALFREDO MUÑOZ BECERRA, identificado con 
cedula de ciudadanía No 1.124.313.123, por la suma de DIECISEIS MIL QUINIENTOS 
NUEVE MILLONES TRECIENTOS CUATRO MIL SEISCIENTOS VEINTIDOS PESOS 
CON OCHO CENTAVOS M/CTE ($ 16.509'304.622,8) 

La suscrita funcionaria ejecutora, es competente para conocer del procedimiento 
administrativo coactivo, conforme a lo dispuesto Decreto 0325 de 2017, Ordenanza 766 de 
2018. 

En mérito de lo expuesto, 

RESUELVE 

PRIMERO: LIBRAR MANDAMIENTO DE PAGO por la vía administrativa coactiva, a favor 
del DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO y a cargo de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE 
SEGUROS S.A. identificada comercialmente con Nit. 860.037.013 6, CONSORCIO VIAS 
TERCIARIAS, identificado comercialmente con Nit. 901.240.955 -6, R/L ARIEL NARVAEZ 
DELGADO, identificado con cedula No 12.745.251, JESUS FRANCO YELA RODRIGUEZ, 
con cedula de ciudadanía No 5.342.351, CONSTRUCCIONES y OBRAS DE INGENIERIA 
ALFA Y OMEGA SAS, Nit 900.951.327-8, R/L JAIME ANDRÉS CARMONA SUAREZ, 
identificado con cedula de ciudadanía No 14.465.639, CONSTRUCCIONES Y OBRAS DE 
INGENIERIA FENIX SAS, Nit 900.825.192-1, R/L JOHANA ANDREA POSADA PRIETO, 

A% ("N ":" "."~ k • 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

GOBERNACIÓN DE 

PLITU MAYO 
amea026,edula No 38.561.793, ARIEL NARVAEZ DELGADO, identificado con 

cedula No 12.745.251, HERNAN NARVAEZ DELGADO, identificado con cedula de 
ciudadanía No 15.817.380, JMY CONSTRUCCIONES SAS., Nit 901.122.127-9, R/L 
MONICA ALEXANDRA YELA GETIAL, identificada con cedula No 1.085.309.764 y SyS 
PETROL SAS, Nit 900.703.357-6 R/L LUIS ALFREDO MUÑOZ BECERRA, identificado con 
cedula de ciudadanía No 1.124.313.123, por las siguientes sumas de dinero: 

1° la suma de CINCO MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y SIETE MILLONES 
NOVECIENTOS SESENTA Y TRES MIL TRESCIENTOS OCHENTA Y OCHO PESOS 
CON CUARENTA Y CINCO CENTAVOS M/CTE ($ 5.247'963.388.,45) 

2° Por los intereses que genere el anticipo no ejecutado del contrato 1225 de 2018; desde 
la fecha que el Departamento giró el anticipo, hasta la fecha que se realice el pago total de 
la obligación. 

3° Por las costas y gastos procesales que se causaren, las cuales se tasarán en la 

410 	oportunidad procesal respectiva 

NOTA: Si el deudor va a realizar el pago, debe contactarse con la oficina de cobro coactivo 
de la Gobernación del Putumayo, a efectos de realizar liquidación de intereses generados 
por el anticipo no ejecutado del contrato 1225 de 2018, desde la fecha que el Departamento 
giró el anticipo, hasta la fecha que se realice el pago total de la obligación. 

SEGUNDO: DECRETAR como medida cautelar, el embargo de los bienes de titularidad de 
la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. identificada comercialmente con Nit. 
860.037.013 6, CONSORCIO VIAS TERCIARIAS, identificado comercialmente con Nit. 
901.240.955 -6, R/L ARIEL NARVAEZ DELGADO, identificado con cedula No 12.745.251, 
JESUS FRANCO YELA RODRIGUEZ, con cedula de ciudadanía No 5.342.351, 
CONSTRUCCIONES y OBRAS DE INGENIERIA ALFA Y OMEGA SAS, Nit 900.91.327-
8, R/L JAIME ANDRÉS CARMONA SUAREZ, identificado con cedula de ciudadanía No 
14.465.639, CONSTRUCCIONES Y OBRAS DE INGENIERIA FENIX SAS, Nit 
900.825.192-1, R/L JOHANA ANDREA POSADA PRIETO, identificada con cedula No 
38.561.793, ARIEL NARVAEZ DELGADO, identificado con cedula No 12.745.251, 
HERNAN NARVAEZ DELGADO, identificado con cedula de ciudadanía No 15.817.380, 
JMY CONSTRUCCIONES SAS., Nit 901.122.127-9, R/L MONICA ALEXANDRA YELA 
GETIAL, identificada con cedula No 1.085.309.764 y SyS PETROL SAS, Nit 900.703.357-
6 R/L LUIS ALFREDO MUÑOZ BECERRA, identificado con cedula de ciudadanía No 
1.124.313.123, conforme lo dispone el Artículo 837 del Estatuto Tributario, tales como 
inmuebles, muebles, los dineros depositados en las cuentas de ahorro o corriente a nombre 
del deudor y depósitos de dinero que tenga en las cuentas de ahorro y/o corrientes de que 
sea titular el ejecutado en las oficinas principales, sucursales y agencias de las entidades 
Bancarias de todo el país y los que se llegaren a depositar hasta la concurrencia de 
DIECISEIS MIL QUINIENTOS NUEVE MILLONES TRECIENTOS CUATRO MIL 
SEISCIENTOS VEINTIDOS PESOS CON OCHO CENTAVOS M/CTE 
($ 16.509'304.622,8); Esta medida comprende también los dineros que llegaren a 
depositarse a cualquier título, lo mismo que los rendimientos que ellos produzcan, así 
mismo los honorarios y salarios que reciba el deudor. conforme a lo dispuestol artículo 
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to del Putumayo 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

GOBERNACIÓN DE 

93 IP9.11.2WPAYogeneral Del Proceso, a excepción de los bienes inembargables 

consagrados en la ley. 

TERCERO: Para efectivizar la medida, OFÍCIESE a las Entidades Bancarias, Oficina de 
Instrumentos Públicos, Secretaría de Tránsito y Transporte y de la Movilidad, pagadores de 
Entidades Públicas; Para que en el término legal realicen el registro del embargo decretado 
en el proceso de cobro coactivo, conforme al artículo 839 y 839-1 del E.T. en concordancia 
con el artículo 593 del código General del Proceso. 

CUARTO: Notificar este mandamiento de pago a los ejecutados y/o a sus apoderados, 
informándoles que legalmente dispone de (15) días, contados a partir de la fecha de 
notificación de esta providencia, para cancelar la obligación y/o proponer las excepciones 
legales que estime pertinentes, conforme a los artículos 830 y 831 del Estatuto Tributario. 
Igualmente, se le comunica, que de no cancelar los montos adeudados y/o proponer 
excepciones contra el presente Mandamiento, se ordenará seguir adelante con la ejecución, 
en los términos y con las implicaciones que para tal efecto determina el procedimiento 
establecido en el Estatuto Tributario. 

En caso de que las Entidades financieras logren aprehender los dineros del deudor, 
deberán al día hábil siguiente constituir el depósito judicial por la suma retenida a favor del 
DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO, identificado con Nit N° 800094164-4 mediante 
consignación en el Banco Agrario en la cuenta N° 860019195002. 

NOTIFÍCILIESE Y CÚMPLASE 

Elaboró Doris Amparo Ortiz 
Ordoñez 

Secretaria de Hacienda- 
Tesorería 

Profesional Universitario Tesorería-Cobro 
Coactivo 	 , Mb 

r  
.. 4" %,. 

Reviso Marlie Yamile Cabrera 
Bautista 

Secretaria de Hacienda- 
Tesorería 

Abogada especialista Secretaria de 
Hacienda- Tesorería !ll."..J.«.  
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ORDEN DE PAGO  1117663 

DETALLE DEL PAGO

Beneficiario     :

Pago a nombre de :

Valor en letras

SEIS MIL MILLONES TRESCIENTOS OCHENTA MILLONES OCHOCIENTOS NOVENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS 
TREINTA Y OCHO PESOS MCTE * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * 

Tipo de Pago :  

Valor en $

Documento

Dependencia  : Secretaria General 17/07/2024Fecha Estimada  :

Sucursal     :      17/07/2024Fecha Emisión   :

Nro.

 DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO

800094164
 DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO

Descripción Abreviada

DEBE HABERCambioCuentaSucursal

 6,380,899,838.00  0.00AUTOMATICO1904050000002  1.00BOGOTA

 0.00  6,380,899,838.00AUTOMATICO1904050000002  1.00DIRECCION GENERAL

 6,380,899,838.00  0.00CUMPLIMIENTO2355990000010  1.00BOGOTA

 12,761,799,676.00  6,380,899,838.00

 6,380,899,838.00

SUMAS

TOTAL

DIRECCION GENERAL

 6,380,899,838.00

Pago Electrónico Aut

1de1Página
ordenpago.rpt

Autorización del Sector

JOCAMPOEVASQUEZ

Generado por



Outlook

RV: SOLICITUD DE LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO COMPAÑIA MUNIDAL DE SEGUROS S.A. //
MANDAMIENTO DE PAGO RESOLUCION NO. 059 DEL 24 DE JUNIO DE 2024

Desde Notificaciones GHA <notificaciones@gha.com.co>
Fecha Vie 05/07/2024 16:05
Para lmadera@segurosmundial.com.co <lmadera@segurosmundial.com.co>; jocampo@segurosmundial.com.co

<jocampo@segurosmundial.com.co>

4 archivos adjuntos (880 KB)
MUNDIAL SEGUROS BOG 7 MAYO 2024.pdf; CERTIFICADO MUNDIAL CALI 11 JUN 2024.pdf;
Constancia_traslado_de_demanda_y_anexo-Departamento_del_Putumayo..pdf; Solicitud de Liquidación del Crédito - Mundial de
Seguros S.A..pdf;

Cordial saludo estimados Dres. 

Reenvío la solicitud realizada a la Tesorería de la Gobernación del Putumayo, en virtud del
mandamiento de pago. 

Atentamente,

De: Notificaciones GHA <notificaciones@gha.com.co>
Enviado: viernes, 5 de julio de 2024 15:58
Para: cobro.coactivo@putumayo.gov.co <cobro.coactivo@putumayo.gov.co>
Cc: Nicolas Loaiza Segura <nloaiza@gha.com.co>; Gustavo Alberto Herrera Avila <gherrera@gha.com.co>; Nicolas
Loaiza Segura <nloaiza@gha.com.co>; Santiago Rojas Buitrago <srojas@gha.com.co>
Asunto: SOLICITUD DE LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO COMPAÑIA MUNIDAL DE SEGUROS S.A. // MANDAMIENTO DE
PAGO RESOLUCION NO. 059 DEL 24 DE JUNIO DE 2024
 
Doctora
VANESSA TATIANA RIVERA SAMBONÍ
Tesorera General
DEPARTAMENTO DE PUTUMAYO
cobro.coactivo@putumayo.gov.co
 
TIPO DE PROCESO:            COBRO COACTIVO
RADICADO:                           Resolución No. 059 del 24 de junio de 2024
EJECUTANTE:                      GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO
EJECUTADO:                       COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.

 
ASUNTO:            Solicitud de Liquidación del Crédito mandamiento de
pago Resolución No. 059 del 24 de junio de 2024

 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, identificado como aparece al pie de mi firma, obrando en
nombre y representación de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., identificada con NIT
860.037.013-6, domiciliada en Bogotá, D.C., en calidad de apoderado general como se acredita con el

8/10/24, 10:54 a.m. Correo: Notificaciones GHA - Outlook
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certificado de existencia y representación expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá - Cali que se
adjunta, comedidamente solicito, para efectuar de manera inmediata el pago de la obligación que se
está requiriendo mediante el cobro coactivo citado en la referencia, se nos indique cuál es el resultado
de la liquidación del crédito con fecha de corte a 15 de julio de 2024, y de manera respetuosa solicito
tener en consideración para el cálculo de intereses moratorios que la fecha en la que se concretó el
valor que se debe pagar fue mediante la resolución dictada por la Gobernación de Putumayo – Jefatura
de la Oficina Jurídica notificada el día 15 de mayo de 2023, en la que se confirmó el recurso de
reposición por el cual se agotó la vía administrativa, confirmando la obligación impuesta a cargo de mi
representada. 
 
Adicionalmente, solicito tener en cuenta que el departamento de Putumayo fue comunicado de la
presentación de la demanda o medio de control de controversias contractuales el 22 de abril de 2024,
conforme lo que se acredita con el mensaje de datos anexo y que el proceso le correspondió al Tribunal
Administrativo del Putumayo, Magistrado Ponente Dr. MANUEL ALÍ RODRÍGUEZ MUSTAFÁ, a la que le
correspondió el radicado No. 52001233300020240011900.
 
Teniendo en cuenta lo anterior rogamos, por cuanto no hay necesidad debido a que se pagará
inmediatamente la obligación, no librar oficios comunicando embargos, ni tampoco decretarlos, lo cual
no impide la continuidad del trámite del medio de control en mencionado. 
 
Subsidiariamente, y solo si lo estiman necesario mientras hacen la liquidación del crédito para pagarla
inmediatamente, ruego fijar caución para impedir la práctica de medidas cautelares o que estas se
decreten, y considerando los límites de los artículos 838 del Estatuto Tributario, al igual que el artículo
594 de la Ordenanza 766 del 20 de mayo de 2018, y adicionalmente que la demanda de nulidad y
restablecimiento contra el título ejecutivo del derecho es una excepción contra el mandamiento de pago,
conforme lo preceptuado por el artículo 831 del Estatuto Tributario.   

1. ANEXOS

 
2. Certificado de existencia y representación de la Compañía Mundial de Seguros expedido por la

Cámara de Comercio de Bogotá y Cali
3. Constancia de comunicación de la demanda a la Gobernación del Putumayo. 

 
4.  NOTIFICACIONES

 
Al suscrito en la Avenida 6 A Bis No. 35N–100 Oficina 212 de la ciudad de Cali (V) o correo
electróniconotificaciones@gha.com.co
 Cordialmente,
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 
C.C.  No. 19.395.114 de Bogotá 
T.P. No. 39.116 del C. S. de la J.
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PROCESO EJECUTIVO No, 2024-007 NOMBRE 
COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A 

CAPITAL $ 	5,247,963,388.45 CC O NIT 860037013-6 

INTERESES MORATORIOS 

PERIODO TOTAL 
DIAS 

RESOLUCIÓN, No, 
TASA DE 1NTERES 

CORRIENTE ANUAL 
% MORATORIO 

% MORATORIO 
MENSUAL 

TOTAL 	INTERES 
MORATORIO 
CALCULADO SOBRE 
EL CAPITAL 

16/05/2023 al 31/05/2023 16 0606/2023 30.27% 45.41% 3.17% $ 	88,691,311.08 

1/06/2023 al 30/06/2023 30 0766/2023 29.76% 44.64% 3.12% $ 	163,916,687.89 

1/07/2023 al 30/07/2023 30 0945/2023 29.36% 44.04% 3.09% $ 	162,042,311.20 

1/08/2023 al 31/08/2023 31 001090/2023 28.75% 43.13% 3.03% $ 164,475,730.05 

1/09/2023 al 30/09/2023 30 1328/31-08-2023 28.03% 42.05% 2.97% $ 	155,758,126.12 

1/10/2023 al 31/10/2023 31 1520//27-09-2023 26.53% 39.80% 2.83% $ 	153,525,304.60 

1/11/2023 al 30/11/2023 30 1801/2023 25.52% 38.28% 2.74% $ 	143,674,842.83 

1/12/2023 al 31/12/2023 31 2074/2023 25.04% 37.56% 2.69% $ 	146,040,790.60 

1/01/2024 al 31/01/2024 31 2331/2023 23.32% 34.98% 2.53% $ 	137,261,066.71 

1/02/2024 al 29/02/2024 29 0150/2024 23.31% 34.97% 2.53% $ 	128,357,342.98 

1/03/2024 al 31/03/2024 31 0400/2024 22.20% 33.30% 2.42% $ 	131,460,962.26 

1/04/2024 al 30/04/2024 30 0598/2024 22.06% 33.09% 2.41% $ 	126,514,106.74 

1/05/2024 al 31/05/2024 31 0872/2024 21.02% 31.53% 2.31% $ 	125,277,194.31 

1/06/2024 al 30/06/2024 30 1143/2024 20.56% 30.84% 2.27% $ 	118,883,118.58 
1/07/2024 al 15/07/2024 15 1308/2024 19.66% 29.49% 2.18% $ 	57,123,290.94 

TOTAL DIAS 426.00 
TOTAL INTERESES MORATORIOS 2,003,002,186.88 

TOTAL LIQUIDACIÓN DE CRÉDITO A LA FECHA 7,250,965,575.33 

ELABORO /4 
. 	e 	. i 4v  na, 	' . 	

U ta  a 
• dita 
al 

secret. d' Haci: da 4 sorena 

Capital 
	

5,247,963,388.45 
Intereses Corrientes 
	

4,189,973,000.65 
Intereses Moratorios 
	

2,003,002,186.88 
TOTAL 
	

11,440,938,575.98 

n 



PROCESO EJECUT VO No. 2024-007 TERCERO COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A 

CAPITAL 5,247,963,388.45 CC O NIT 860037013.6 

INTERESES CORRIENTE 

PERIODO TOTAL DIAS RESOLUCIÓN. No. 
TASA DE INTERES 

CORRIENTE ANUAL 
% CORRIENTE MENSUAL 

TOTAL INTERES CORRIENTE CALCULADO 
SOBRE EL CAPITAL _ 

21/13/2019 al 31/03/2019 11 263/2019 19.37°/0 1.49% $ 	 28,602,485.35 

1/04/2019 al 30/04/2019 30 389/2019 19.32% 1.48% $ 	 77,820,837.00 

1/05/2019 al 31/05/2019 j 574/2019 19.34% 1.48% $ 	 80,491,729.46 

1/06/211 • al 30/06/2019 30 697/2019 19. 	•% 1.48% $ 	 77,746,440.61 

1/07/2019 al 1/07/2019 829/2019 19.2.15/0 1.48% $ 	 80,261,100.34 

1/08/2019 
1/99/2019 

al 31/08/2119 31 1018/2019 19.32% 1.48% $ 	 80,414,864.90 

MEM 30/09/2019 1145/2019 1 •.32% 1.48% $ 	 77,820,837.00 

1/10/2019 al 31/16/2019 1293/2019 19.10% 1.47% $ 	 79,568,574.36 

1/11/2019 al 30/11/2019 30 1474/2019 19.03% 1.46% $ 	 76,740,967.34 

1/12/2019 31/12/2019 31 1603/2019 18.91% 1.45% $ 	 78,836,533.10 

1/01/2020 
1/02/2020 

31/01/2010 31 1768/2020 18.77% 1.44% $ 	 78, 296, 447.85 

al 29/02/2020 29 0094/2020 , 	19.06% 1.46% $ 	 74,291,03 	.10 

1/03/2020 al 31/03/2020 31 '0205/2020 18.95% 1.46% $ 	 78,990,736.11 

1/04/2020 al 30/04/2020 30 351/2020 18.69% 1.44% $ 	 75,471,837.72 

1/05/2020  al 31/05/2020 31 437/2020 18.19% 1.40% $ 	 76,052,716.86 

1/06/2020 al 30/06/2020 30 505/2020 18.12% 1.40% $ 	 73,336,683.39 

1/07/2020 al 	• 31/07/2029 31 605/2020 18.12% 1.41% $ 	 75,781,239.50 

1/08/2020 al 31/08/2020 31 0685/2020 18.29% 1.41% $ 	 76,440,28..09 

1/09/20' O al 30/09/2020 30 0769/2020 18.3 % 1.41% $ 	 74,199,371.12 

1/10/2020 al 31/10/2020 31 0869/2020 18.09% 1.40% $ 	 75,664,846.92 

1/11/2020 al 30/11/2020 30 0947/2020 17.84% 1.38% $ 	 72,284,374.11 - 
1/12/202 0 
1/01/202-1 

al 31/12/2020 31 1034/2020 17.46% 1.35% $ 	 73,214,320.27 

al 31/01/2021 31 1215/2021 17.32% 1.34% $ 	 72,668,122,96 

1/02/2021 .112.11 28/02/2021 28 0064/2021 17.54% 1.36% $ 	 66,410,729.81 

1/03/2021 al 	131/03/2021 31 0161/2021 17.41% 1.35% $ 	 73,019,318. 4 

1/14/2021 al 	l 30/04/2021 30 0305/2021 17.31% 1.34% $ 	 70,286,212.27 

1/05/2021 al 31/05/2021 31 0407/2021 17.22% 1.33% $ 	 72,277,616.10 

1/06/2021 al 30/06/2021 30 0509/2021 17.21% 1.33% $ 	 69,908,272.86 

1/07/2021 al 31/0 /2021 0622/2021 17.18% 1.33% $ 	 72,121,327.85 

1/08/2021 al 31/08/2021 31 0804/2021 17.24% 1.33% 72,355,741.90 

1/09/2021 al 30/09/2021 30 0931/2021 17.19% 1.33% $ 	 69,:32,649.51 

1/10/2021 al 31/10/2021 31 1095/2021 17. 8% 1.32% $ 	 71,73 	,393.15 

1/11/2021 al 30/11/2021 30 1259/2021 ' 17.27% 1.34% $ 	 70,135,071.96 

1/12/2021 al 31/12/2021 31 1405/2021 17.46% 1.35% $ 	 73,214,320.27 

1/01/2022 al= 
al 

31/01/2022 31 1597/2022 17.66% 1.36% $ 	 73,993,567.86 

1/02/2022 28/02/2022 28 0143/2022 18.30% 1.41% $ 	 69,077,830.38 

1/03/2022 MEM 31/03/2022 31 0256/2022 18.47% 1.4,2% $ 	 77,137,154.48 

1/04/2022 al 30/04/2122 30 0382/2022 19.05% 1.46% $ 	 76,815,518.49 

1/05/2312 al 31/05/2022 31 0498/2022 19.71% 1.51% $ 	 81,911,598.08 

1/06/2022  al 30/06/2022 30 0617/2022 , 	20.40% 1.56% $ 	 81,821,369.50 

1/07/2022 al 31/07/2022 31 0801/2022 21.28% 1.62% $ 	 87,892,042.14 

1/08/2022 al 31/08/2022 31 0973/2022 2 .21% $ 	 91,401,213.59 

1/09/2022 
1/10/2022  

al 30/09/2022 30 1126/2022 23.51% $ 	 93,124,319.40 

Mall 31/10/2022 31 1327/2022 24.61% 1.85% $ 	 100,345,288.60 

1/11/2022 Milli 30/11/2022 30 1537/2022 25.78% 1.93% $ 	 101,272,657.66 

1/12/2022 al 
IIIMII 

31/12/2022 
31/01/2023 

1715/2022 27.64% 2.05% 111,414,326.83 

1/01/27(Y23 1968/2022 28.84% 2.13% $ 	 115,731,629.23 

1/02/2023 Millil 28/02/2023 28 100/2023 30.18% 2.22% $ 	 108,847,082.63 

1/03/2023 
1/04/2023 

NEM 
al 

31/03/2023 31 0236/2023 30.84%  2.27% $ 	 122,845,889.20 

30/04/2023 30 0472/12 23 31.3 9% 2.30% $120,759,515.82 , 

1/05/2023 al 1 	15/06/2023 46 0606/2023 30.27% 2.23% $ 	 179,293,960.37 

TOTAL DIAS_ 1.548 

TOTAL INTERESES CORRIEN 
TOTAL LIQUIDACITN DE CREDITO 

l'E $ 
4.....w... ..-,... r....i... 

4189 973 000 65 3 	I 	, 	. 

A LA FECHA 9,437,936,389.10 

ELABORO 
Yuli .2, J: : r211/314 edina 

Ton yo 'ro PIPI al 
secretara cíe 	acie da - tesorera 



ORDEN DE PAGO  1117663 

DETALLE DEL PAGO

Beneficiario     :

Pago a nombre de :

Valor en letras

SEIS MIL MILLONES TRESCIENTOS OCHENTA MILLONES OCHOCIENTOS NOVENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS 
TREINTA Y OCHO PESOS MCTE * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * 

Tipo de Pago :  

Valor en $

Documento

Dependencia  : Secretaria General 17/07/2024Fecha Estimada  :

Sucursal     :      17/07/2024Fecha Emisión   :

Nro.

 DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO

800094164
 DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO

Descripción Abreviada

DEBE HABERCambioCuentaSucursal

 6,380,899,838.00  0.00AUTOMATICO1904050000002  1.00BOGOTA

 0.00  6,380,899,838.00AUTOMATICO1904050000002  1.00DIRECCION GENERAL

 6,380,899,838.00  0.00CUMPLIMIENTO2355990000010  1.00BOGOTA

 12,761,799,676.00  6,380,899,838.00

 6,380,899,838.00

SUMAS

TOTAL

DIRECCION GENERAL

 6,380,899,838.00

Pago Electrónico Aut

1de1Página
ordenpago.rpt

Autorización del Sector

JOCAMPOEVASQUEZ

Generado por



Registros Valor Total del Pago

6.380.899.838,00

Rechazos

0

Valor Total de los Rechazos

0,00

Id Solicitud

2945300

FAP MUNDIAL

Nombre del Cliente

392870

Identificación

392870 - 919301079501 - FAP MUNDIAL ¿ GIROS

Cuenta Dispersora

Fecha de Procesamiento

17/07/2024 1.43 PM

Fecha de Impresión

1

REPORTE DE TRANSACCIONES

Documento Nombre Beneficiario EstadoMontoBanco ConceptoCuentaTipo

800094164 DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO PENDIENTE POR
VALIDACIÓN6.380.899.838,00BBVA COMP. 925687:598401537AHO

*** Fin del Reporte ***

Pag: 1 de 1



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

GOBERNACIÓN DE 

PUTU MAYO 
TM-n.1117 

TGD — 1399 

San Miguel de Agreda de Mocoa, 22 de julio de 2024 

Señores: 
COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A 
Nit. 860.037.013 6 
notificaciones@gha.com.co  mundial@segurosmundial.com.co  

REF: Respuesta a solicitud de terminación del proceso, levantamiento de embargo y certificado 
del valor cancelado. 
PROCESOS: 2024-007 
DE: Departamento del Putumayo 
CONTRA: COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. con Nit. 860.037.013 6, CONSORCIO 
VIAS TERCIARIAS con Nit. 901.240.955 6 y OTROS 
CONCEPTO: Mal manejo de anticipo cto.1225 de 2018 

Atento Saludo 

En atención a la petición presentada por la Compañía Mundial de Seguros S.A., en la cual 
solicita: la terminación del proceso de cobro coactivo por pago de la obligación, 
levantamiento y cancelación de todas las medidas cautelares de embargo y expedición de 
certificado del valor cancelado, dentro del término legal contemplado en la Ley 1755 del 30 
de junio de 2015, darnos respuesta de fondo en los siguientes términos: 

A la primera petición: al respecto me permito informarle que, por ahora no es procedente 
ordenar el cierre y archivo del proceso por cuanto a la fecha la Compañía Mundial de 
Seguros S.A., adeuda un saldo de $ 4.189'973.000,65 por concepto de intereses corrientes 
en calidad de perjuicios ocasionados con el incumplimiento del contrato 1225 de 2018, así 
mismo adeuda el valor de $ 703'224.301,69, por concepto de intereses moratorios 
conforme al artículo 1080 del CCo, de acuerdo con lo expuesto en el mandamiento de pago 
en relación con el anticipo que es dinero público que se giró en calidad de préstamo para 
la ejecución del contrato. 

A la segunda Petición: Sobre esta petición, por ahora no es viable el levantamiento de las 
medidas cautelares hasta tanto la Compañía Mundial de Seguros S.A, garantice a la 
Gobernación del Putumayo, el pago del 100% del valor en discusión sobre los intereses 
corrientes como perjuicios ocasionados por el mal manejo del anticipo, que materializó el 
incumplimiento del contrato 1225 de 2018 la suma de CUATRO MIL CIENTO OCHENTA Y 
NUEVE MILLONES NOVECIENTOS SETENTA Y TRES MIL PESOS CON SESENTA Y 
CINCO CENTAVOS M/CTE ( $ 4'189.973.000,65) y el saldo de los intereses moratorios 
conforme al artículo 1080 del Cco, de SETECIENTOS TRES MILLONES DOSCIENTOS 
VEINTI CUATRO MIL TRECIENTOS UN PESOS CON SESENTA Y CUATRO CEN VOS 

1°A.~ '444~^~ ....; 41/41.4tr» 	 V Wr VV" S . 1 	 41i .  A UN 
arar 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

GOBERNACIÓN DE 

PUTUMAY0 
mioi9 _ 

v-MICTE ( $ 703'224.301,64), que podrá ser asegurado mediante caución bancaria o de 
COMPAÑÍAS DE SEGUROS S.A., Una vez se allegue a esta oficina la garantía en 
mención, la funcionaria ejecutora procederá a ordenar el levantamiento del embargo 
preventivo en contra de la Aseguradora Mundial, de lo contrario se mantendrá la orden de 
embargo ordenada mediante resolución No 059 del 24 de junio de 2024. 

Por otra parte, me permito informa que teniendo en cuenta que la Aseguradora, realizó el 
pago del siniestro y parte de intereses, se oficiará a las Entidades Financieras la reducción 
de la medida. 

A la tercera, cuarta y quinta Petición: Que conforme a la Ley 1066 de 2006, el 
procedimiento administrativo coactivo se encuentra regulado en el artículo 823 y siguientes 
del Estatuto Tributario Nacional, por el Código general del proceso y el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo cuando se presentan 
vacíos normativos de aplicación e interpretación. 

De ahí que las tasas que se aplican a los intereses que genere el capital en este caso el 
anticipo, se aplicará lo consagrado en el artículo 7° de la ley en mención que establece: "la 
tasa de interés que, para las obligaciones diferentes a impuestos, tasas y contribuciones 
fiscales y parafiscales, se aplicara las tasas de interés especiales previstas en el 
ordenamiento Nacional", es decir las tasas establecidas por la Superintendencia Financiera. 

El articulo 335 de la Constitución Nacional consagra, "la actividad financiera, bursátil y 
aseguradora, en la medida en que implica el manejo, aprovechamiento e inversión de 
recursos de captación, es una actividad de interés público; por ello, se señala que esta 
actividad solamente puede ser ejercida con previa autorización del Estado, según lo 

establezca la ley". 

Así mismo, establece que el Gobierno Nacional al intervenir en esta actividad debe 
promover la democratización del crédito. La propia Constitución Política )ndica cómo se 
reparten las competencias entre las distintas autoridades que expiden normatividad para el 
ejercicio de esta actividad. Así, se dispone que el Congreso de la República tiene facultades 
para expedir leyes marco que regulen la actividad financiera, bursátil y aseguradora; 
asimismo, para regular el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados 
del público (art. 150, n. 19, lit. d). Una vez expedidas las correspondientes leyes marco, el 
Gobierno Nacional procede a la expedición de decretos, mediante los cuales ejerce la 
intervención en dicha actividad financiera (art. 335). Estos decretos no pueden desconocer 
lo dispuesto en las leyes marco respectivas y tienen un ámbito más amplio que los decretos 
ordinarios, expedidos por el Gobierno en desarrollo de su potestad reglamentaria general. 

La Carta Política, establece que el Gobierno Nacional ejerce la inspección, vigilancia y 
control sobre las personas que desarrollan la actividad financiera (art. 189, n. 24); esta 
función la ejerce a través de la Superintendencia Financiera, organismo técnico con 
autonomía financiera y administrativa, que expide normas de carácter general, contenidas 
en resoluciones y circulares, con el objeto de instruir a las entidades sobre cómo deben 

slkol 	 m94Krekirkor,42~ 
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Atentamente, 

VANE 
Tesorera G 

A RIVERA 
el Departamento 

AMBONi 
del_.Puturfi a-Yo 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

GOBERNACION DE 

PUTUMAYO 
-`'1?é"iercer su actividad. Por su parte, la Junta Directiva del Banco de la República es la máxima 

autoridad monetaria, cambiarla y crediticia que, con sujeción a las leyes marco que expide 
el Congreso (art. 150, n.22), profiere resoluciones y cartas circulares sobre el tema. Estas 
normas también tienen un carácter especial y su rango es similar al de la Ley. 

A la sexta petición: En atención a esta solicitud, con el presente se adjunta la certificación 
de los dineros abonados por la COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S.A, respecto a la 
obligación adquirida con el Departamento del Putumayo. 

Elaboró Doris Amparo Ortiz 
Ordoñez 

Secretaria de Hacienda- 
Tesorería 

Profesional Universitario Tesorería-
Cobro Coactivo /1? 

Reviso Marlie Yamile Cabrera 
Bautista 

Secretaria de Hacienda- 
Tesorería 

Abogada especialista Secretaria de 	4 	(0- 
Hacienda- Tesorería 	:, ,,,, 	 , 
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10 de septiembre de 2024 

 

 

¡Hola! 
COMPANIA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.    
Información Embargo 

 

 

Entidad: GOBERNACIÓN DE PUTUMAYO 
No. Proceso: 2024007 
Demandante: GOBERNACIÓN DE PUTUMAYO 
 
 
Por medio de la presente certificamos a ustedes que el Banco de Bogotá en cumplimiento del proceso de embargo 
2024007 se realizó depósito judicial al Banco Agrario con PIN 1450556:  
 
 

FECHA DE 
CONSIGNACIÓN FECHA DÉBITO CUENTA DEPÓSITO 

JUDICIAL VALOR EMBARGO 

19/07/2024 18/07/2024 860019195002  $                 13,411,553.00  
       
 
 
Como la(s) consignación(es) por estos conceptos se hacen de manera global, el soporte no puede ser entregado ya 
que esta contiene información de otros clientes lo cual violaría la reserva Bancaria. 
 
 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
 

 
 
Yolima Useche Vargas 
Gerente Comercial CEO 1783 
Banco de Bogotá 
 



 

 

10 de septiembre de 2024 

 

 

¡Hola! 
COMPANIA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.    
Información Embargo 

 

 

Entidad: GOBERNACIÓN DE PUTUMAYO 
No. Proceso: 2024007 
Demandante: GOBERNACIÓN DE PUTUMAYO 
 
 
Por medio de la presente certificamos a ustedes que el Banco de Bogotá en cumplimiento del proceso de embargo 
2024007 se realizó depósito judicial al Banco Agrario con PIN 1450553:  
 
 

FECHA DE 
CONSIGNACIÓN FECHA DÉBITO CUENTA DEPÓSITO 

JUDICIAL VALOR EMBARGO 

19/07/2024 18/07/2024 860019195002  $                 170.840.553 
       
 
 
Como la(s) consignación(es) por estos conceptos se hacen de manera global, el soporte no puede ser entregado ya 
que esta contiene información de otros clientes lo cual violaría la reserva Bancaria. 
 
 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
 

 
 
Yolima Useche Vargas 
Gerente Comercial CEO 1783 
Banco de Bogotá 
 



GOBERNACIÓN DEL 

PUTUMAYO 
NIT. 800.084.164-4 

1 

PROCESOS: 2024-007 
DE: Departamento del Putumayo 
CONTRA: COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. con Nit. 860.037.013 6, CONSORCIO VIAS TERCIARIAS con Nit. 

901.240.955 6 y OTROS 
CONCEPTO: Anticipo no ejecutado cto.1225 de 2018 
VALOR: $ 5.247"963.388.,45 

RESOLUCIÓN No 075 
Del 8 de agosto de 2024 

POR MEDIO DEL CUAL RESUELVE EXCEPCIONES PROPUESTAS CONTRA EL 
MANDAMIENTO DE PAGO 

LA TESORERA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO, En uso de sus 
atribuciones legales conferidas en el artículo 392 de la Ordenanza 766 de 2018, Decreto 
325 de 2017, la Ley 1066 del 29 de julio de 2006 y el Decreto 4473 del 15 de diciembre de 

2006 y 

CONSIDERANDO 

Que la Oficina de Contratación del Departamento del Putumayo, allegó a esta Despacho 
para cobro coactivo, documentos que conforman título ejecutivo, entre ellos tenemos: 

1° Copia contrato No 1225 de 2018 
2° Póliza de seguros de cumplimiento No NB100100416, sus anexos y certificaciones 
3° Orden de pago del anticipo Cto. 1225-2018 
4° Registro único tributario Consorcio vías terciarias.  
5° Resolución por la cual se autoriza la modificación de miembros del consorcio vías 
terciarias en el contrato No 1225 de 2018. 	s  "ir ',P.'''. 	1  

6° Resolución por medio de la cual se autoriza la modificación del representante legal del 
Consorcio Vías terciarias en el Cto 1225 de 2018. 
7 Resolución No 189 de 2024 por medio del cual se ordena la liquidación unilateral de 
contrato de obra No 1225 de 2018; r 
7° Resolución No 021 de 2023 por medio dea cual se declara el siniestro con cargo de 
buen manejo y correcta inversión del anticipo otorgado mediante seguro de cumplimiento a 
favor de las entidades Estatales No NB 100100416 que garantiza el contrato de obra pública 
No 1225 de 2018. 
8° Resolución No 022 de 2023 por medio de la cual se resuelve los recursos de reposición 
en contra de la resolución No 021 de 2023 
9° Constancia de ejecutoria 

El título ejecutivo que se pretende ejecutar, consta de una obligación clara, expresa y 
actualmente exigible, a favor del Departamento del Putumayo y contra la COMPAÑÍA 
MUNDIAL DE SEGUROS S.A. identificada comercialmente con Nit. 860.037.013 6, 
CONSORCIO VIAS TERCIARIAS, identificado comercialmente con Nit. 901.240.955 -6, 
R/L ARIEL NARVAEZ DELGADO, identificado con cedula No 12.745.251 Y OTROS. 

Que de conformidad con los artículos 4.1 y 4.2 del Decreto 0325 del 26 de diciembre de 
2.017, en concordancia con los artículos 469 del C.G.P., 829 del E.T. y articulo •del 

/\~;%\,..,„~ .
,
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2 
GOBERNACIÓN DEL 

P
800.094.164-4 ° 

C.C.A., los actos administrativos citado anteriormente, se encuentra debidamente 
ejecutoriados y por consiguiente prestan merito ejecutivo por jurisdicción coactiva. 

La suscrita funcionaria ejecutora, competente para conocer del presente proceso 
administrativo coactivo, por lo cual da inicio al proceso 2024-007. Dentro del proceso en 
mención, se expidieron los siguientes actos administrativos: 

Resolución No 059 del 24 de junio de 2024 por medio del cual resolve LIBRAR 
MANDAMIENTO DE PAGO Y ORDENA MEDIDA PREVENTIVA. 

Estando dentro del término establecido en el artículo 830 del E.T., LA COMPAÑÍA 
MUNDIAL DE SEGUROS S.A, por intermedio de su apoderado judicial, presento dos 
escritos de excepciones: 

PRIMER ESCRITO DE EXCEPCIONES. 
1° indebida tasación del monto de la deuda 
2° falta de título ejecutivo. falta de inexistencia de título ejecutivo de la obligación de pago 
de intereses corrientes, desde el desembolso del anticipo, ni de mora (violación del art. 4 
ley 80/93), ni de intereses moratorios según el código de comercio o incompetencia del 
funcionario que profirió el mandamiento de pago. 
3° falta de título ejecutivo. la  obligación que se pretende ejecutar supera el límite del valor 
asegurado, incluido los intereses de la 180/93 a.4.0.8. o incompetencia del funcionario al 
dictar el mandamiento de pago. 
4° excepción de pago efectivo, además, extinción de la obligación por pago. 
5° interposición del medio de control de controversias contractuales de nulidad y 
restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
6° falta de ejecutorONdel titulo r. 

SEGUNDO ESCRITO DE EXCEPCIONES. 
1° indebida tasación del monto de la deuda. 
2° falta de título ejecutivo. falta o inexistencia de título ejecutivo de la obligación de pago de 
intereses corrientes, desde el desembolso del anticipo, ni de morar (violación del art. 4 ley 
80/93), ni de intereses moratorios según= el código de comercio o incompetencia del 
funcionario que profirió el mandamiento de,4go. 
3° falta de título ejecutivo. la  obligación qu'é'e pretende ejeútar supera el límite del valor 
asegurado, incluido los intereses de la 180/93 a.4.0.8. o incompetencia del funcionario al 
dictar el mandamiento de pago. 
4° excepción de pago efectivo, además, extinción de la obligación por pago. 
5° interposición del medio de control de controversias contractuales de nulidad y 
restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
6° falta de ejecutoria del título. el mandamiento de pago no integra la totalidad de los 
documentos que deben conformar el título ejecutivo complejo, configurándose así la falta 
de título ejecutivo. 
7° Las medidas cautelares decretadas por la Gobernación del Putumayo en la orden de 
pago supera el tope de embargalidad permitidos por los Estatutos Tributarios y la 
normatividad vigente. 

Palacio departamental Mocoa, Calle 8 N° 7-40, Código postal: 860001 
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3 
GOBERNACIÓN DEL 

PUTUMAYO 
NIT. 800.094.164-4 

CONSIDERACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN DEPARTAMENTAL. 

Que para resolver las excepciones propuestas por LA COMPAÑÍA MUNDIAL DE 
SEGUROS S.A se tiene en cuenta las siguientes consideraciones: 

Conforme a los principios que regulan la Administración Pública contenidos en el 
artículo 209 de la Constitución Política, los servidores públicos que tengan a su cargo el 
recaudo de obligaciones a favor del Tesoro Público, deberán realizar su gestión de manera 
ágil, eficaz, eficiente y oportuna, con el fin de obtener liquidez para el Tesoro Público. 

Que por remisión de la Ley 1066 de 2006, el procedimiento administrativo coactivo se 
encuentra regulado en el artículo 823 y siguientes del Estatuto Tributario Nacional, por el 
Código general del proceso y por el Código Contencioso Administrativo cuando se 
presentan vacíos normativos de aplicación e interpretación. 

1° Actuaciones realizadas en la conformación del título ejecutivo: 

Con base en el contrato, sus actuaciones contractuales, garantías y sus anexos, verificado 
el incumplimiento del contrato 1225 de 2018, la Administración del Departamento del 
Putumayo, procedió a declarar el siniestro mediante resolución No 021 del 21 de abril de 
2023, acto administrativo notificado a los deudores, así mismo se dio respuesta en su 
tiempo al recurso de reposición presentado contra la resolución No 021 de 2023 que declara 
el siniestro con cargo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, otorgado mediante 
seguro de cumplimiento a favor de las Entidades Estatales No NB 100100416, que 
garantiza el contrato de obra pública No 1225 de 2018. No habiendo litigio que resolver en 
la conformación del título y agotamiento de la vía gubernativa, los actos administrativos 
quedan en firme y ejecutoriados. 

El artículo 89 del C.P.A.C.A., consagra que los actos administrativos en firme serán 
suficientes para que las autoridades, por si mismas, puedan ejecutarlos de inmediatos. En 
consecuencia, su ejecución material procederá sin mediación de otra autoridad. 

2° Actuaciones realizadas por la funcionaria ejecutora de cobro coactivo. 

Con base al título en firme y ejecaSiiado, lál5nbionaria ejecutora, mediante resolución No 
059 de 2024, resolvió librar mandamiento de pago y ordenar medida preventiva contra la 
COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. identificada comercialmente con Nit. 
860.037.013 6, CONSORCIO VIAS TERCIARIAS, identificado comercialmente con Nit. 
901.240.955 -6, R/L ARIEL NARVAEZ DELGADO, identificado con cedula No 12.745.251 
Y OTROS, acto administrativo notificado a los ejecutados. 

Que, dentro del proceso de cobro coactivo, contra el mandamiento de pago únicamente 
pueden presentarse las excepciones que taxativamente señala el artículo 831 del E.T. 

1. El pago efectivo. 
2. La existencia de acuerdo de pago. 
3. La de falta de ejecutoria del título. 
4. La pérdida de ejecutoria del título por revocación o suspensión provisional del acto 
administrativo, hecha por autoridad competente. 
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5. La interposición de demandas de restablecimiento del derecho o de proceso de revisión 
de impuestos, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
6. La prescripción de la acción de cobro, y 
7. La falta de título ejecutivo o incompetencia del funcionario que lo profirió. 
PARÁGRAFO. Contra el mandamiento de pago que vincule los deudores solidarios 
procederán, además, las siguientes excepciones: 
1. La calidad de deudor solidario. 
2. La indebida tasación del monto de la deuda. 

RESPUESTA A LAS EXCEPCIONES PRESENTADAS 

1° Indebida tasación del monto de la deuda. 

Sobre esta excepción, se le recuerda a la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., que 
no está teniendo en cuenta el cálculo de los perjuicios irremediables que está causando al 
Departamento del Putumayo con la negación del pago de intereses generados por el 
anticipo, con esta omisión la Aseguradora está incurriendo en incumplimiento del objeto 
contractual establecido en la póliza de seguros de cumplimiento No NB 100100416 y sus 
anexos, cuyo objeto es el de garantizar el pago de los perjuicios derivados del 
incumplimiento de las obligaciones contenidas en el contrato 1225 del 28 de diciembre de 
2018 en las siguientes situaciones: la no inversión del anticipo, el uso indebido del anticipo 
y la apropiación indebida de los recursos recibidos en calidad de anticipo. 

En el presente asunto, los intereses generados por el anticipo que el Departamento del 
Putumayo deja de percibir, causan perjuicios económicos a la Entidad, por lo tanto, estos 
deben ser sumados al Anticipo sin amortizar y por supuesto cobrados al garante conforme 
a la póliza de seguros NB 100100416 y sus anexos, la cual garantiza los perjuicios 
causados al Departamento con ocasión al incumplimiento del contrato. 

Que, para el Departamento del Putumayo, es suficiente tener la declaratoria del siniestro 
en firme y la póliza de seguros de cumplimiento No NB 100100416, para demostrar que los 
intereses que se pretenden cobrar, son perjuicios ocasionados por el incumplimiento del 
contrato por las siguientes situaciones la no inversión del anticipo, el uso indebido del 
anticipo y la apropiación indebida de los recursos recibidos en calidad de anticipo. 

Cobro Coactivo: Fijación de intereses de mora sobre sanciones no tributarias 

El marco normativo se compone de la ley 1066 de 2006, la ley 1437 de 2011 y el Título VIII 
del Estatuto Tributario Nacional que define el procedimiento de cobro coactivo que 
adelantan las entidades estatales. Dentro de este procedimiento es posible que se causen 
intereses moratorios que, dada su naturaleza indemnizatoria, buscan resarcir el retraso en 
el pago de una obligación, por parte de un deudor. 

Al respecto, el Decreto Reglamentario 4473 de 2006, mediante el cual se reglamente la ley 
1066 de 2006, se refiere a la tasa de interés moratorio que se debe aplicar a las obligaciones 
diferentes a impuestos, tasas y contribuciones: 

Artículo 7. Determinación de la tasa de interés. Las obligaciones diferentes a impuestos, 
tasas y contribuciones fiscales y parafiscales continuarán aplicando las tasas de interés 
especiales previstas en el ordenamiento nacional. 
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Téngase en cuenta que en el evento de que exista norma especial que determine el interés 
moratorio y la tasa aplicable para un caso determinado, ésta será la que se impute. 

El artículo 635 del Estatuto Tributario establece, la tasa de interés moratorio será la tasa 
equivalente a la tasa efectiva de usura certificada por la Superintendencia Financiera de 
Colombia para el respectivo mes de mora y en el entendido que el anticipo es un préstamo 
que hace la Entidad al contratista, la Administración Departamental realiza la liquida de los 
intereses de las obligaciones conforme a las tasas establecidas por la Superintendencia 
financiera, a excepción de cuotas partes pensionales. 

Por tal razón esta excepción no está llamada a prosperar. 

2° falta de título ejecutivo. falta de inexistencia de título ejecutivo de la obligación de 
pago de intereses corrientes, desde el desembolso del anticipo, ni de mora (violación 
del art. 4 ley 80/93), ni de intereses moratorios según el código de comercio o 
incompetencia del funcionario que profirió el mandamiento de pago. 

Respecto a esta excepción me permito informarle que entre los documentos que respaldan 
el cobro de intereses tenemos: 

1° Contrato No 1225 del 28 de diciembre de 2018 
2° Póliza de seguros No NB100100416, que garantiza el pago de los perjuicios derivados 
del incumplimiento de las obligaciones contenidas en el contrato 1225 del 28 de diciembre 
de 2018 en las siguientes situaciones: la no inversión del anticipo, el uso indebido del 
anticipo y la apropiación indebida de los recursos recibidos en calidad de anticipo. 
3° Resolución No 021 de 2023 que declara el siniestro con cargo al buen manejo y correcta 
inversión del anticipo, acto administrativo notificado a los ejecutados. 
4° Resolución No 022 de 2023 por medio de la cual se resuelve los recursos de reposición 
en contra de la resolución No 021 de 2023. 
5° Constancia de ejecutoria 

Con base a los documentos antes mencionados que conforman el título ejecutivo, entre 
ellos, la póliza de seguros No NB100100416 que garantiza el pago de los perjuicios 
ocasionados por el mal manejo del anticipo y la resolución que declaro el siniestro el cual 
se encuentra en firme y ejecutoriacIck telpgplstamento del Putumayo, tiene el derecho y se 
encuentra obligado a cobrar los intereSesgenerados por el anticipo,,  en calidad de perjuicios 
ocasionados por el incumplimiento del contrato. 

Por otra parte, me permito informarle que de acuerdo al decreto 325 de 2017, por medio 
del cual se adopta el reglamento interno de recaudo de cartera del Departamento del 
Putumayo, se estableció que la competencia para adelantar el procedimiento de cobro 
coactivo tendiente al recaudo de cartera en el Departamento del Putumayo, es el tesorero 
General del Putumayo, por ende, la tesorera es la competente para expedir el mandamiento 
de pago y adelantar las etapas procesales en cobro coactivo. 

Así las cosas, por vía de cobro coactivo no es procedente analizar la legalidad de la póliza 
otorgada ni el límite de su cobertura, pues ello conllevaría a reabrir el debate de la 
responsabilidad de la COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., de pagar los perjuicios 

Nw's~ 
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Por tal razón esta excepción tampoco está llamada a prosperar porque lo que pretende la 
COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., es cuestionar el cubrimiento de la póliza y 
controvertir la legalidad del título ejecutivo. 

3° falta de título ejecutivo. la  obligación que se pretende ejecutar supera el límite del 
valor asegurado, incluido los intereses de la 180/93 a.4.0.8. o incompetencia del 
funcionario al dictar el mandamiento de pago. 

Con base a los documentos antes mencionados en la respuesta anterior le da el derecho 
al Departamento del Putumayo, para cobrar los intereses generados por el anticipo, en 
calidad de perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato. 

Respecto a la obligación que se pretende ejecutar que supera el límite del valor asegurado 
según el deudor. Es de recordarle a la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., que no 
está teniendo en cuenta el cálculo de los perjuicios irremediables que está causando al 
Departamento del Putumayo con la negación del pago de intereses generados por el 
anticipo, con esta omisión por parte de la Aseguradora está incurriendo en incumplimiento 
del objeto contractual establecido en la póliza de seguros de cumplimiento No NB 
100100416 y sus anexos, cuyo objeto es el de garantizar el pago de los perjuicios derivados 
del incumplimiento de las obligaciones contenidas en el contrato 1225 del 28 de diciembre 
de 2018 en las siguientes situaciones: la no inversión del anticipo, el uso indebido del 
anticipo y la apropiación indebida de los recursos recibidos en calidad de anticipo. 

Por otra parte, me permito informarle que de acuerdo al decreto 325 de 2017, por medio 
del cual se adopta el reglamento interno de recaudo de cartera del Departamento del 
Putumayo, se estableció que la competencia para adelantar el procedimiento de cobro 
coactivo tendiente al recaudo de cartera en el Departamento del Putumayo, es el tesorero 
General del Putumayo, por ende, la tesorera es la competente para expedir el mandamiento 
de pago y adelantar las etapas procesales en cobro coactivo. 

Por tal razón, esta excepción tampoco está llamada a prosperar porque lo que pretende la 
COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., es cuestionar él cubrimiento de la póliza y 

) controvertir la legalidad del título ejecutivo uNC,s, D-51-)k- 1.k 

4° excepción de pago efectivo, además, extinción de la obligación por pago. 

Esta excepción no es llamada a prosperar, por cuanto el abono realizado por la Compañía 
Mundial de Seguros S.A., no es suficiente para cubrir la totalidad de la obligación, a la fecha 
la ejecutada tiene pendiente el pago de intereses corrientes y moratorios, en calidad de 
perjuicios ocasionados con el incumplimiento del contrato, conforme a la garantía del 
contrato 1225 de 2018, que establece el Amparo de buen manejo y correcta inversión del 
anticipo cubre el amparo de los perjuicios sufridos por la Entidad Estatal con ocasión 
de: No inversión del anticipo, El uso indebido del anticipo y la apropiación indebida 
de los recursos recibidos en calidad de anticipo. 

Por lo antes expuesto, el Departamento del Putumayo, cobrara a la Compañía Mundial de 
Seguros S.A., los intereses generados por el anticipo, en calidad de perjuicios ocasionados 
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on el turraran 	ara o de las obligaciones contenidas en el contrato 1225 del 28 de 
diciembre de 2018, en las siguientes situaciones: la no inversión del anticipo, el uso indebido 
del anticipo y la apropiación indebida de los recursos recibidos en calidad de anticipo. 

Por tal razón esta excepción tampoco está llamada a prosperar 

5° interposición del medio de control de controversias contractuales de nulidad y 
restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

Frente a esta excepción, es importante traer a este asunto lo establecido en el 835 del 
Estatuto Tributario, sobre la intervención del contencioso administrativo: prevé que, dentro 
del proceso administrativo de cobro coactivo, sólo serán demandables ante la jurisdicción 
contencioso administrativa las resoluciones que fallan las excepciones y ordenan llevar 
adelante la ejecución; la admisión de la demanda no suspende e! proceso de cobro, pero 
el remate no se realizará hasta que exista pronunciamiento definitivo de dicha jurisdicción. 

Por tal razón, esta excepción no está llamada a prosperar. 

6° falta de ejecutoria del título. el mandamiento de pago no integra la totalidad de los 
documentos que deben conformar el título ejecutivo complejo, configurándose así la 
falta de título ejecutivo. 

Al respecto, me permito informarle que verificado los actos administrativos que conforman 
el título ejecutivo, se pudo evidenciar que en el agotamiento de la vía gubernativa y por 
ende en la conformación del título, al ejecutado se le garantizó los derechos fundamentales 
del debido proceso, derecho de contradicción, es así que para controvertir el título presento 
acción de tutela la cual fue declarada improcedente, así mismo frente a la resolución que 
declaro el siniestro, presentó recurso de reposición, el mismo fue resuelto por la 
Administración Departamental y notificado al ejecutado, quedando el título en firme y 

ejecutoriado. 

Sobre la ejecutoria de los actos administrativos, esta se encuentra regulada principalmente 
en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), 
Ley 1437 de 2011. De acuerdo con el artículo 87 del CPACA, los actos administrativos 

quedan ejecutoriados en los siguientes casos: 
1. Cuando contra ellos no proceda ningún recurso: Si el acto administrativo no 

admite ningún recurso, queda ejecutoriado desde el momento de su notificación, 

publicación o comunicación, según corresponda. 

2. Cuando se hayan decidido todos los recursos interpuestos: Si se han 

presentado recursos en contra del acto administrativo (como el recurso de 
reposición o el de apelación) y éstos han sido resueltos por la administración, el acto 
queda ejecutoriado una vez se notifique la decisión que resuelve el último de los 

recursos interpuestos. 
3. Cuando haya vencido el término para interponer recursos sin que estos se 

hayan presentado: Si el término para interponer recursos en contra del acto 
administrativo ha expirado y no se ha presentado ningún recurso, el acto queda 
ejecutoriado al finalizar dicho plazo. 
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Una vez, el titulo ejecutivo quedo en firme y ejecutoriado, sus efectos son vinculantes y 
deben ser cumplidos por los ejecutados, el título que se pretende ejecutar por vía coactiva, 
su obligación es clara, esta se encuentra definida de manera precisa, es expresa por 
cuanto se encuentra establecida de manera explícita en el título, es Exigible debido a que 
esta no está sujeta a condición o plazo no cumplido. En el presente asunto, el titulo cumple 
con las condiciones en mención y los documentos que conforman el título, son suficientes 
para iniciar su ejecución por vía coactiva. 

Entre los documentos que conforman el titulo ejecutivo tenemos: 
1° Contrato No 1225 del 28 de diciembre de 2018 
2° Póliza de seguros No NB100100416, que garantiza el pago de los perjuicios derivados 
del incumplimiento de las obligaciones contenidas en el contrato 1225 del 28 de diciembre 
de 2018 en las siguientes situaciones: la no inversión del anticipo, el uso indebido del 
anticipo y la apropiación indebida de los recursos recibidos en calidad de anticipo. 
3° Resolución No 021 de 2023 que declara el siniestro con cargo al buen manejo y correcta 
inversión del anticipo, acto administrativo notificado a los ejecutados. 
4° Resolución No 022 de 2023 por medio de la cual se resuelve los recursos de reposición 
en contra de la resolución No 021 de 2023. 
5° Constancia de ejecutoria 

En el presente asunto, el cobro coactivo se fundamenta en la existencia de un título 
ejecutivo complejo conformado de los actos administrativos en mención, título que ya se 
encuentra en firme. 

Por tal razón, esta excepción tampoco está llamada a prosperar,,A 

7° Las medidas cautelares decretadas por la Gobernación del Putumayo en la orden 
de pago supera el tope de embargalidad permitidos por los Estatutos Tributarios y la 
normatividad vigente. 

Dentro del proceso No 2024-007, se expidió la resolución No 059 de 2024, la cual resolvió 
librar mandamiento de pago, la suma de ($ 5.247'963.388.,45)tnas los intereses generados 
por el anticipo no amortizado del contrato 1225 de 201.8, desde la fecha que el 
Departamento giró el anticipo, hasta la fecha que se realice el pago total de la obligación, 
así mismo se ordenó medida preventiva hasta la concurrencia de ($ 16.509'304.622,8), 

conforme lo consagrado en el artículo 838 del E.T. que establece "El valor de los bienes 
embargados no podrá exceder del doble de la deuda más sus intereses". 

Teniendo en cuenta el abono realizado por la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A, 
la Administración Departamental, mediante oficios No 1313 a 1320 del 25 de julio de 2024 
solcito a las Entidades financieras la reducción de la medida cautelar, hasta la concurrencia 
de $ 9.786.394.604,68, esto con el fin de no trasgredir los límites y condiciones establecidas 
en el artículo 838 del E.T. 

Por otra parte, me permito informarle que el artículo 837-1, hace referencia a que en el caso 
de procesos que se adelanten contra personas jurídicas no existe límite de 

t• 	 inembargabilidad. 
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Por lo antes expuesto, la expedición de la resolución No 059 de 2024, por la cual resolvió 
librar mandamiento de pago y ordenar la medida preventiva, no es contraria a la ley, la 
medida preventiva ordenada se ajusta a derecho y se ordenó conforme a lo establecido en 

el artículo 837-1 del E.T. 

Por tal razón, esta excepción tampoco está llamada a prosperar 

Por otra parte, respecto a las pruebas testimoniales que solicita, la Administración 
Departamental no ve pertinente decretar estas pruebas, esto debido a que en un proceso 
de cobro coactivo donde ya existe un título en firme, la admisión de prueba testimonial 
puede ser limitada. La razón principal es que el cobro coactivo se fundamenta en la 
existencia de un título ejecutivo que ya ha sido declarado en firme, es decir, que no admite 
más discusión sobre su validez o existencia. El objetivo del cobro coactivo es la ejecución 
de dicho título, no la revisión de los hechos que le dieron origen. 

Así, las cosas, no es este el momento de cuestionar la legalidad de los actos administrativos 
que conforman el título ejecutivo complejo, pues bien se notificó en su debido tiempo, 
dándole oportunidad a la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., para que haga uso 

de los recursos establecidos por la ley y así garantizarle el debido proceso y de 
contradicción, el titulo ejecutivo quedó en firme y ejecutoriado, de tal manera que esta no 
es la oportunidad para alegar nada previo a la firmeza del título que se pretende ejecutar. 

Ahora bien, en la etapa de cobro coactivo no deben debatirse situaciones que debieron ser 
debatidas en vía gubernativa, lo que le impide a este despacho pronunciarse sobre 
cuestiones de fondo sobre la constitución de la obligación como tal. 

Al respecto la Corte Constitucional en Sentencia C-224/13 ha manifestado: la naturaleza 
del cobro coactivo ha sido ampliamente discutida, hasta el punto de que no existe al 
momento una tesis dominante en la comunidad jurídica. En esta Corporación, por ejemplo, 
ha prevalecido la tesis de que su ejercicio envuelve la realización de actividades 
administrativa, por cuanto no están encaminadas a la definición y resolución definitiva de 
controversias, sino únicamente a la ejecución y materialización de los actos de la propia 
administración pública. 

Así mismo el Consejo de Estado en Sentencia T-396/05, reconoce en su jurisprudencia al 
advertir que "el juez de la ejecución no lo es de la validez del acto cuyo cumplimiento se 
trata, la cual se discute por el administrativo a través de los recursos procedentes contra él 
en la vía gubernativa y si agotada ésta subsiste la controversia, mediante la acción tendiente 
a que se anulen o modifiquen. Es la correcta aplicación de la ley sustancial, siguiendo el 
procedimiento debido, la que constituye objeto de tales recursos gubernativos. Y a ello se 
refiere el inciso 2°. del artículo 561 del C. de P. C., cuando impide debatir en el proceso de 
jurisdicción coactiva cuestiones que debieron alegarse en la instancia de impugnación 
gubernativa. 

Así las cosas, la Administración Departamental, resuelve despachar desfavorablemente las 
excepciones presentadas por la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A, advirtiendo 
que cuando el título ejecutivo está conformado por actos administrativos en firme como es 
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Tesorera Ge-nefál del Departamento del.  Putumayo 

GOBERNACIÓN DEL 

P
NIT. 800.094.164-4 

1 

el caso, resulta improcedente la proposición de excepciones encaminadas a enjuiciar su 
legalidad. 

En mérito de lo expuesto, la Tesorera General del Departamento del Putumayo 

RESUELVE 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones propuestas por la COMPAÑÍA 
MUNDIAL DE SEGUROS S.A, contra el mandamiento de pago, expedido dentro del 
proceso de cobro coactivo N° 2024-007, conforme a la parte considerativa de la presente 
resolución. 

SEGUNDO: Notificar el contenido de la presente resolución al representante legal de la 
COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A, o a su apoderado conforme lo establece el 
artículo 565 del E.T., modificado por el artículo 45 de la ley 1111 de 2006 y 569 de E.T., 
advirtiéndole que contra la presente procede únicamente el recurso de reposición de 
conformidad con el artículo 834 del Estatuto Tributario. 

Elaboró Doris Amparo Ortiz 
Ordoñez 

Secretaria de Hacienda- 
Tesorería 

Profesional Universitario Tesorería-Cobro 
Coactivo 	1 

Reviso Marlie Yamile Cabrera 
Bautista 

Secretaria de Hacienda- 
Tesorería 	- 	,---- 

Abogada especialista secretaria de 
Hacienda- Tesorería 	— 	' -1_ 	•,- 
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Outlook

Resolución N°153 del 4 de octubre de 2024

Desde Cobro Coactivo <cobro.coactivo@putumayo.gov.co>
Fecha Mié 09/10/2024 17:16
Para mundial@segurosmundial.com.co <mundial@segurosmundial.com.co>; Notificaciones GHA

<notificaciones@gha.com.co>

1 archivo adjunto (295 KB)
RESOLUCION N°153 DEL 4 DE OCTUBRE DE 2024_2024-10-09_1.PDF;

Cordial saludo
Con el presente me permito notificarle la resolución n°153 del 4 de octubre de 2024, por medio de la
cual resuelve un recurso de reposición contra la resolución  075 del 8 de agosto del 2024.

Al presente adjunto la resolución en mención en 16 folios.

Atentamente, 

Tesoreria-Cobro coactivo
Gobernación del Putumayo

8/11/24, 9:22 a.m. Correo: Notificaciones GHA - Outlook

https://outlook.office365.com/mail/notificaciones@gha.com.co/id/AAQkADQ1ZTIwMjEzLWYxYTYtNDIxOS04OTJjLTM2Y2YxYzI4NTE2YQAQAO%2Bb… 1/1



































Outlook

RV: SOLICITUD DE LEVANTAMIENTO DE EMBARGO

Desde Notificaciones GHA <notificaciones@gha.com.co>
Fecha Vie 09/08/2024 16:21
Para Nicolas Loaiza Segura <nloaiza@gha.com.co>; Juan Sebastian Bobadilla <jbobadilla@gha.com.co>; Gustavo Alberto

Herrera Avila <gherrera@gha.com.co>

8 archivos adjuntos (5 MB)
SOLICITUD LEVANTAMIENTO DE MEDIDA CAUTELAR- BANCO BBVA_2024-08-09_1506_1.PDF; SOLICITUD LEVANTAMIENTO DE MEDIDA
CAUTELAR- BANCO POPULAR_2024-08-09_1507_1.PDF; SOLICITUD LEVANTAMIENTO DE MEDIDA CAUTELAR- BANCO OCCIDENTE_2024-
08-09_1507_1.PDF; SOLICITUD LEVANTAMIENTO DE MEDIDA CAUTELAR- BANCO AV VILLAS_2024-08-09_1508_1.PDF; SOLICITUD
LEVANTAMIENTO DE MEDIDA CAUTELAR- BANCO DAVIVIENDA_2024-08-09_1507_1.PDF; SOLICITUD LEVANTAMIENTO DE MEDIDA
CAUTELAR- BANCO DE BOGOTA_2024-08-09_1504_1.PDF; SOLICITUD LEVANTAMIENTO DE MEDIDA CAUTELAR- BANCO AGRARIO_2024-
08-09_1504_1.PDF; SOLICITUD LEVANTAMIENTO DE MEDIDA CAUTELAR- BANCOLOMBIA_2024-08-09_1503_1.PDF;
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8/10/24, 7:34 a.m. Correo: Notificaciones GHA - Outlook
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Cordial saludo, 

Por medio del presente envió solicitud de levantamiento de embargo dirigidos a los diferentes bancos; por
concepto de anticipo no ejecutado cto 1225 de 2018.

Atentamente, 

Tesoreria-Cobro coactivo
Gobernación del Putumayo

8/10/24, 7:34 a.m. Correo: Notificaciones GHA - Outlook

https://outlook.office365.com/mail/notificaciones@gha.com.co/id/AQMkADQ1ZTIwMjEzLWYxYTYtNDIxOS04OTJjLTM2Y2YxYzI4NTE2YQBGAAADUn… 2/2



REPÚBLICA DE COLOMB'A 

GOBERNACIóN DE 
PUTUMAYO 

TGD — 1398 

San Miguel de Agreda de Mocoa, 22 de julio de 2024 

Señores: 
COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A 
Nit. 860.037.013 6 
notificaciones@gha.com.co  mundial@segurosmundial.com.co  

REF: Respuesta solicitud de fijar caución. 

PROCESOS: 2024-007 
DE: Departamento del Putumayo 
CONTRA: COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. con Nit. 860.037.013 6, CONSORCIO 
VIAS TERCIARIAS con Nit. 901.240.955 6 y OTROS 
CONCEPTO: Mal manejo de anticipo cto.1225 de 2018 

Atento Saludo 

En atención a la petición presentada por la Compañía Mundial de Seguros S.A., que en 

términos puntuales solicita: "Dar trámite a la solicitud de causación en los términos 

expuestos en este memorial, según lo dispuesto en el artículo 837-1 del E. T.", dentro del 

término legal contemplado en la Ley 1755 del 30 de junio de 2015, damos respuesta de 

fondo en los siguientes términos: 

Que por remisión de la Ley 1066 de 2006, el procedimiento administrativo coactivo se 
encuentra regulado en el artículo 823 y siguientes del Estatuto Tributario Nacional, por el 
Código de Procedimiento Civil y por el Código Contencioso Administrativo cuando se 
presentan vacíos normativos de aplicación e interpretación. 

Que la suscrita Tesorera General del Departamento del Putumayo, en calidad de ejecutora 
de los procesos de cobro coactivo que adelanta a favor del Departamento del Putumayo, 
en uso de sus facultades legales y en especial las que le confiere la Ordenanza 766 de 
2018 y Decreto 0325 de 2017, es competente para conocer sobre el presente asunto. 

Que en cumplimiento a los artículos 1 y 2 de la ley 1066 de 2006 y las normas internas en 
cita, con base al título en firme y ejecutoriado, dio inicio al proceso No 2024--007 en su 
contra y a favor del Departamento del Putumayo, por la suma de CINCO MIL 
DOSCIENTOS CUARENTA Y SIETE MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y TRES MIL 
TRESCIENTOS OCHENTA Y OCHO PESOS CON CUARENTA Y CINCO CENTAVOS 
M/CTE ($ 5.247"963.388.,45), más intereses que se generen desde la fecha que el 
Departamento giró el anticipo, hasta la fecha que se realice el pago total de la obligación 
por concepto de mal manejo del anticipo girado con cargo al contrato 1225 de 2018. 

~Y. 	 #":"~".̀,." .‘ .9 • 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

GOBERNACIÓN DE 

PUTUMAY0 m Imoo ,- 
",-i-bel------r-4Dentro del proceso en mención, se expidió la resolución No 059 del 24 de junio de 2024, 

resolviendo librar mandamiento de pago y como medida de protección del tesoro público y 
con el ánimo de garantizar y satisfacer la obligación a favor del Departamento del 
Putumayo, de acuerdo al artículo 12.3 del Decreto 325 de 2017, en concordancia con el 
artículo 837 y 838 del E.T., ve la necesidad de decretar el embargo y secuestro preventivo 
de los bienes muebles e inmuebles y dineros depositados a nombre de los deudores y para 
efectivizar la medida, se ordena oficiar a las Entidades Bancarias, Instrumentos Públicos, 
Secretaría de Tránsito y Transporte y de la Movilidad, pagadores de Entidades Públicas; 
Para que en el término legal realicen el registro del embargo decretado en el proceso de 
cobro coactivo, conforme al artículo 839 y 839-1 del E.T. en concordancia con el artículo 
593 del código General del Proceso. 

Respecto a medidas cautelares la Corte en Sentencia C-379/04 manifiesta: las medidas 
cautelares, son aquellos instrumentos con los cuales el ordenamiento protege, de manera 
provisional, y mientras dura el proceso, la integridad de un derecho que es controvertido en 
ese mismo proceso. De esa manera el ordenamiento protege preventivamente a quien 
acude a las autoridades judiciales a reclamar un derecho, con el fin de garantizar que la 
decisión adoptada sea materialmente ejecutada. Por ello, esta Corporación señaló, en 
casos anteriores, que estas medidas buscan asegurar el cumplimiento de la decisión que 
se adopte, porque los fallos serían ilusorios si la ley no estableciera mecanismos para 
asegurar sus resultados, impidiendo la destrucción o afectación del derecho controvertido. 
Así mismo sostiene la Corte "Las medidas cautelares tienen amplio sustento constitucional, 
puesto que desarrollan el principio de eficacia de la administración de justicia, son un 
elemento integrante del derecho de todas las personas a acceder a la administración de 
justicia y contribuyen a la igualdad procesal. Sin embargo, la Corte ha afirmado que "aunque 
el Legislador, goza de una considerable libertad para regular el tipo de instrumentos 
cautelares y su procedimiento de adopción, debe de todos modos obrar cuidadosamente, 
por cuanto estas medidas, por su propia naturaleza, se imponen a una persona antes de 
que ella sea vencida en juicio. Por ende, ... los instrumentos cautelares, por su naturaleza 
preventiva, pueden llegar a afectar el derecho de defensa y el debido proceso, en la medida 
en que restringen un derecho de una persona, antes de que ella sea condenada en un 
juicio. 

C't 	 Sk 

La Compañía Mundial de Seguros S.A. funda su petición con base al Art. 837-1 del E.T. 
Nal., donde se establece el límite de inembargabilidad, tambien hace referencia a la caución 
que establece esta misma norma, la cual menciona que, los recursos que sean embargados 
permanecerán congelados en la cuenta bancaria del deudor hasta tanto sea admitida la 
demanda o el ejecutado garantice el pago del 100% del valor en discusión, mediante 
caución bancaria o de compañías de seguros. En ambos casos, la entidad ejecutora debe 
proceder inmediatamente, de oficio o a petición de parte, a ordenar el desembargo. La 
caución prestada u ofrecida por el ejecutado conforme con el párrafo anterior, deberá ser 
aceptada por la entidad 

Conforme a la norma en cita, la Compañía Mundial de Seguros S.A, debe garantizarle a la 
Gobernación del Putumayo, el pago del 100% del valor en discusión sobre los intereses 
corrientes perjuicios ocasionados por el mal manejo del anticipo e incumplimiento del 
contrato 1225 de 2018, la suma de CUATRO MIL CIENTO OCHENTA Y NUEVE 
MILLONES NOVECIENTOS SETENTA Y TRES MIL PESOS CON SESENTA Y CINCO 
CENTAVOS M/CTE ( $ 4'189.973.000,65) y el saldo de los intereses moratorios conforme 
al artículo 1080 del Cco, de SETECIENTOS TRES MILLONES DOSCIENTOS VEINTI 
CUATRO MIL TRECIENTOS UN PESOS CON SESENTA Y CUATRO CENTAVOS M/CTE 
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1-Plaftii:n ayo del Departamento 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBERNACIÓN DE 

PUTUMAYC 
703'224.301,64) mediante caución bancaria o de COMPAÑÍAS DE SEGUROS S.A., 

Así las cosas la funcionaria ejecutora procederá inmediatamente a ordenar el levantamiento 
del embargo preventivo en contra de la Aseguradora Mundial, de lo contrario se mantendrá 
la orden de embargo, ordenada mediante resolución No 059 del 24 de junio de 2024. 

Elaboró Doris Amparo Ortiz Secretaria de Hacienda- Profesional Unilersitario Tesorería- 
Ordoñez Tesorería Cobro Coactivo 111 

Reviso Marlie Yamile Cabrera Secretaria de Hacienda- Abogada especialista Secretaria de  0 • Bautista Tesorería Hacienda- Tesorería Tg' 
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OBJETO DE LA CAUCION

FIRMA TOMADOR Y/O AUTORIZADO

INTERMEDIARIO COASEGURO CEDIDO

ACLARACIONES

NOMBRE                                                                CLAVE                       %PART.

DATOS DEL TOMADOR/GARANTIZADO

PROCESO

APODERADO

NOMBRE COMPAÑIA                                               %PART.        VALOR ASEGURADO

CIUDAD DE SUCURSAL COD SUC NO.PÓLIZA ANEXO TIPO MOVIMIENTO VIGENCIA DESDE
DÍA MES AÑO HORA

FEC EXPEDICIÓN
DÍA MES AÑO

NOMBRE IDENTIFICACIÓN

DIRECCIÓN

ASEGURADO

CIUDAD TELÉFONO

APODERADO

CIUDADDIRECCIÓN TELÉFONO

IDENTIFICACIÓN

CAUCIÓN ORDENADA
POR:

CLASE DE PROCESO

NUMERO DE
RADICADO

PLAN DE PAGO

VALOR PRIMA TOTAL A PAGARGASTOS EXPEDICIÓN VALOR IVA

VALOR ASEGURADO VALOR ASEGURADO EN LETRAS

OFICINA PRINCIPAL: CALLE 83 NO 19-10 TELEFONO: 601-2186977, 601-6019330

FIRMA AUTORIZADA: Jose Luis Ojeda - Vicepresidente de Fianzas

USTED PUEDE CONSULTAR ESTA PÓLIZA EN WWW.SEGUROSDELESTADO.COM

LA MORA EN EL PAGO DE LA PRIMA DE LA POLIZA O DE LOS CERTIFICADOS O ANEXOS QUE SE EXPIDAN CON FUNDAMENTO EN ELLA, PRODUCIRA LA TERMINACION AUTOMATICA DEL
CONTRATO Y DARA DERECHO A SEGUROS DEL ESTADO S.A. PARA EXIGIR EL PAGO  DE LA PRIMA DEVENGADA Y DE LOS GASTOS  CAUSADOS  CON OCASION  DE LA EXPEDICION DEL
CONTRATO.
PARA EFECTOS DE NOTIFICACIÓN EN LA DIRECCIÓN NACIONAL DE JUDICIALES AV. JIMENEZ  NO. 8 - 39 TELEFONOS 3418530 - 3413838. BOGOTA, D.C.

JENYFERPOLOCHE

POLIZA DE SEGURO JUDICIAL

OFICINA NEGOCIOS
ESPECIALES 2 31 07 2024 30 07 2024 00:00BOGOTA, D.C. EMISION ORIGINAL

COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. NIT: 860.037.013-6

CALLE 33 NO 6B-24 PISO 2 Y 3 BOGOTA, D.C., DISTRITO CAPITAL 2855600

DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO

HERRERA AVILA, GUSTAVO ALBERTO CC: 19.395.114

AVENIDA 6 A BIS No. 35 N – 100  OF. 212 CALI 6594075

DEMANDADO DEMANDANTECOMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO

GOBERNACION DEL PUTUMAYO

$ *****4,893,197,303.00 CUATRO MIL OCHOCIENTOS NOVENTA Y TRES MILLONES CIENTO NOVENTA Y SIETE MIL TRESCIENTOS TRES PESOS M/CTE.

$ **48,931,973.00 $ *******3,500.00 $ ***9,297,739.00 $ ********58,233,212.00

DIRECTA                              4013           100.00

CONTADO

TOMADOR

JURISDICCION COACTIVA

2024-007

ARTICULO ART. 837-1 DEL ET ADICIONADO POR EL ART. 9 LEY 1066/ 2006: CAUCION PARA LEVANTAR MEDIDAS DE EMBARGO Y SECUESTRO,
GARANTIZAR EL PAGO DEL 100% DEL VALOR EN DISCUSIÓN EN CUANTO FUERE DESFAVORABLE EL FALLO AL DEMANDANTE O POR VENCIMIENTO DE LOS
TERMINOS LEGALES DE QUE DISPONE EL EJECUTADO PARA EJERCER LAS ACCIONES JUDICIALES PROCEDENTES

02-41-101000364

002-41-101000364



 

 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN TERCERA 

SUBSECCIÓN C 

 
Consejero Ponente: WILLIAM BARRERA MUÑOZ 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 
Radicación: 25000-23-26-000-2006-00637-01 (44472) 

Demandante:       Distrito Capital– Secretaría de Hacienda 

Demandado:    La Previsora S.A. Compañía de Seguros y QBE Central de 

Seguros S.A. 

Proceso: Controversias Contractuales 

Asunto: Sentencia de segunda instancia – Decreto 01 de 1984, 

subrogado por la Ley 446 de 1998, modificado por la Ley 954 

de 2005 – 

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES-En este caso el cómputo inicia desde 

que el accionante tuvo conocimiento del daño. CADUCIDAD DE LA ACCIÓN Y PRESCRIPCIÓN DERIVADA 

DEL CONTRATO DE SEGURO-Reiteración jurisprudencial sobre las diferencias. CONTRATO DE SEGURO 

ESTATAL-El contrato de seguro en el que el tomador sea una entidad pública de aquellas sometidas a la Ley 

80 de 1993, es un contrato estatal y se rige por las disposiciones civiles y comerciales, salvo en lo 

particularmente regulado en el Estatuto General de la Contratación. PÓLIZA CON AMPARO DE INFIDELIDAD 

DE EMPLEADOS-El riesgo asegurado son los actos deshonestos de los empleados que causen un menoscabo 

patrimonial. OCURRENCIA DEL SINIESTRO-Inicia con la comisión de actos fraudulentos de los empleados. 

DEMOSTRACIÓN DEL SINIESTRO Y RECLAMACIÓN-Requisitos para la demostración de su ocurrencia. 

PÓLIZAS DE OCURRENCIA-Amparan los siniestros que inicien durante su vigencia. PÓLIZAS DE 

DESCUBRIMIENTO-Dependen de la libertad negocial de las partes en los amparos de infidelidad de 

empleados, y amparan siniestros descubiertos durante su vigencia. MORA DEL ACREEDOR-Si el renuente a 

recibir el pago es el acreedor, no se causan intereses moratorios sobre la obligación debida. INTERESES 

MORATORIOS-Aplican las normas del Estatuto General de la Contratación Pública para el cálculo de intereses 

moratorios. 

 
 

Surtido el trámite de ley, sin que se observe causal de nulidad que invalide lo 

actuado, procede la Sala a resolver los recursos de apelación interpuestos por las 

demandadas en contra de la sentencia de 28 de abril de 2011, proferida por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca que condenó a QBE Central de Seguros 

S.A. y a La Previsora S.A. a pagar a la parte actora la indemnización derivada de la 

ocurrencia de siniestros amparados en múltiples pólizas de seguros, expedidas por 

éstas. La decisión fue la siguiente: 

“PRIMERO. Declarar no probada la objeción por error grave formulada por la parte actora 
contra el dictamen pericial practicado en el proceso. 

 
SEGUNDO. Declarar no probadas las excepciones: -Inexistencia del amparo de los 
siniestros reclamados, por la Póliza de Seguro de Manejo para entidades oficiales 
92100000100, - Inexistencia del amparo de los siniestros reclamados, por la Póliza de 



Radicación: 
Demandante: 
Demandado: 

25000-23-26-000-2006-00637-01 (44472) 
Bogotá D.C. – Secretaría de Hacienda 

La Previsora Compañía de Seguros y QBE 
Central de Seguros 
Controversias Contractuales Asunto: 

2 

 

 

 

Seguro de Infidelidad y Riesgos Financieros 93100000040 por no ocurrencia del riesgo 

asegurado, - Inexistencia de la obligación de indemnizar pérdidas ocurridas como 
consecuencia de no haber vitado [sic] el asegurado la extensión y propagación del 
siniestro, - Doble amparo y – reticencia con ocasión de la declaración del tomador sobre 
el estado del riesgo, formuladas por la parte demandada QBE Central de Seguros. 

 
TERCERO. Declarar parcialmente probada la excepción de Reconocimiento “ab initio” 
por parte de La Previsora S.A. de la obligación de indemnizar uno de los siniestros, 
formulada por la demandada QBE Central de Seguros. 

 

CUARTO. Declarar no probada la excepción de falta de prueba de la ocurrencia de un 
delito contra la administración pública, formulada por la parte demandada La Previsora 
S.A. 

 
QUINTO. Declarar probada la excepción de Inexistencia de cobertura por riesgo no 
amparado, formulada por La Previsora S.A. 

 
SEXTO. Condenar a la sociedad QBE Central de Seguros S.A. a pagar a la demandante 
la suma de $239.262.392,55 por concepto de la ocurrencia del siniestro amparado por la 
Póliza 92100000100. 

 
SÉPTIMO. Condenar a la sociedad QBE Central de Seguros S.A. a pagar a la 
demandante la suma de $223.175.831,58 por concepto de intereses moratorios sobre la 
anterior suma. 

 
OCTAVO. Condenar a la sociedad QBE Central de Seguros S.A. a pagar a la 
demandante la suma de $257.340.912,45 por concepto de la ocurrencia del siniestro 
amparado por la Póliza 92100000040. 

 
NOVENO. Condenar a la sociedad QBE Central de Seguros S.A. a pagar a la 
demandante la suma de $265.233.896,27 por concepto de intereses moratorios sobre la 
anterior suma. 

 

DÉCIMO. Condenar a la sociedad La Previsora S.A. a pagar a la demandante la suma 
de $34.964.177,4 por concepto de la ocurrencia del siniestro amparado por la Póliza No. 
1002898. 

 
DÉCIMO PRIMERO. Condenar a la sociedad La Previsora S.A. a pagar a la demandante 
la suma de $28.315.047,68 por concepto de intereses moratorios sobre la anterior suma. 

 
DÉCIMO SEGUNDO. Negar las demás pretensiones. 

 
DÉCIMO TERCERO. Sin condena en costas. 

 

DÉCIMO CUARTO. Ejecutoriada la presente providencia, archívese la actuación.”1 

 
 

I. SÍNTESIS DEL CASO 

 

La presente controversia gira en torno al alegado incumplimiento de las obligaciones 

indemnizatorias por parte de las aseguradoras demandadas, en el marco de los 

contratos de seguro con amparo de infidelidad de los empleados, que la Secretaría 

Distrital de Hacienda suscribió con cada aseguradora. En este sentido, se discute 

si el siniestro ocurrió, cuándo acaeció y si se demostraron sus elementos 

constitutivos, para efectos de determinar si la obligación nació y, en dado caso, 

cuándo surgió, con cargo a cuál póliza se debe indemnizar y cuál es el deducible 

 

1 Folio 385 cuaderno principal. 
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aplicable. 

 
 

También se debate si, en caso de que las obligaciones existan y sean exigibles, 

existe alguna causal que implique la reducción de la obligación indemnizatoria, 

como reticencia o incumplimiento del deber de mitigación del daño. 

 

II. ANTECEDENTES 

Pretensiones 
 

El 20 de febrero de 2006, el Distrito Capital de Bogotá – Secretaría de Hacienda2, 

por medio de apoderado judicial, presentó demanda, en ejercicio de la acción de 

controversias contractuales, en contra de QBE Central de Seguros S.A. y La 

Previsora S.A., con el fin de que se hicieran las siguientes declaraciones y 

condenas: 

“DECLARATIVAS 
 

Primera: Que se declare que entre QBE Central de Seguros S.A. y la Secretaría de 
Hacienda Distrito Capital existen los siguientes Contratos de Seguros: Póliza de 
Manejo para entidades Oficiales No. 92100000100 y la Póliza de Infidelidad de 
[sic] Riesgos Financieros Póliza No. 92100000040 [sic]. 

 
Segunda: Que se declare que entre La Previsora S.A. y la Secretaría de Hacienda 
– Distrito Capital existe el contrato de seguros Póliza de Manejo Global No. 
102898. 

 

Tercera: Que se declare que los riesgos que se precisan en los hechos de la 
demanda ocurrieron total o parcialmente y se encuentran amparados por las pólizas 
de que tratan las pretensiones anteriores. 

 

Cuarta: Que se declare que QBE Central de Seguros y La Previsora S.A. estaban 
obligadas a responder en las proporciones y valores que, de conformidad con sus 
respectivos contratos y lo que resulte probado, les corresponde asumir. 

 
Quinta: Que se declare que QBE Central de Seguros incumplió la obligación de 
pagar las indemnizaciones a que se obligaron de conformidad con lo pactado en la 
Póliza de Manejo para entidades Oficiales No. 92100000100 y la Póliza de 
Infidelidad de [sic] Riesgos Financieros Póliza No. 92100000040 [sic]. 

 
Sexta: Que se declare que La Previsora S.A. incumplió la obligación de pagar las 
indemnizaciones a que se obligaron de conformidad con lo pactado en la Póliza de 
Manejo Global No. 102898. 

 

DE CONDENA: 
 

Primera: Que como consecuencia de las declaraciones anteriores se condene a La 
Previsora S.A. y QBE Central de Seguros S.A. a pagar en su valor actualizado las 
indemnizaciones que de acuerdo con lo probado les corresponda asumir, por virtud 
de la Póliza de Manejo Global No. 102898 para La Previsora S.A. y Póliza de 
Manejo para entidades Oficiales No. 92100000100 para QBE Central de Seguros 
Así mismo, a pagar la suma debida que no resulte cubierta por las citadas pólizas de 
manejo, de conformidad con lo pactado en la Póliza de Infidelidad de [sic] Riesgos 

 
2 Folio 23 cuaderno 1. 



Radicación: 
Demandante: 
Demandado: 

25000-23-26-000-2006-00637-01 (44472) 
Bogotá D.C. – Secretaría de Hacienda 

La Previsora Compañía de Seguros y QBE 
Central de Seguros 
Controversias Contractuales Asunto: 

4 

 

 

 

Financieros Póliza No. 92100000040 [sic] expedida por esta última aseguradora. 

 
Segunda: Que se condene a QBE Central de Seguros S.A. y a La Previsora S.A. 
a pagar los intereses moratorios a la máxima tasa legal permitida por el artículo 1080 
del C. de Co, [sic] contabilizados desde el mes siguiente a la fecha de presentación 
de la reclamación, esto es desde la fecha que determinen los H. Magistrados. 

 
Tercera: Que se condene a QBE Central de Seguros S.A. y a La Previsora S.A. a 
pagar las costas del proceso, en las proporciones que el Tribunal considere que cada 
una debe asumir.” 

 
Hechos 

 
El Distrito Capital – Secretaría de Hacienda fundamentó sus pretensiones en que, 

en virtud de unos presuntos actos de falsificación llevados a cabo por unos 

empleados de la Secretaría, se materializaron los riesgos amparados por las pólizas 

expedidas por las aseguradoras demandadas, a saber: la Póliza de Manejo Global 

para Entidades Oficiales 102898, expedida por La Previsora S.A.; la Póliza de 

Manejo para Entidades Oficiales 9210000010, y la Póliza de Seguro de Infidelidad 

y Riesgos Financieros 93100000040, ambas expedidas por Central de Seguros S.A. 

(hoy QBE Central de Seguros S.A.). 

 
Sobre el particular, indicó que, en febrero de 2004, evidenció que las novedades de 

nómina reportaban incrementos inusuales de las liquidaciones de reconocimiento 

de la pensión, cuestión que condujo a la Secretaría a realizar una revisión 

exhaustiva de los actos administrativos de reconocimiento de pensión, a partir de la 

cual estableció que 20 resoluciones carecían de firmas auténticas o del expediente 

de soporte documental para el reconocimiento de la respectiva pensión. Manifestó 

que, con base en los hallazgos descritos, la entidad promovió múltiples 

investigaciones penales, disciplinarias y fiscales, al tiempo con lo que ordenó al 

Consorcio F.P.B. —encargado de administrar el Fondo de Pensiones Públicas de 

Bogotá D.C.— suspender los pagos por concepto de reconocimientos pensionales. 

 
Expuso que, no obstante, entre el 4 de noviembre de 2003 y el 6 de enero de 2005, 

el Consorcio F.P.B. ya había efectuado el pago de 7 de las 20 resoluciones de 

reconocimiento de pensión, con soporte en los citados documentos presuntamente 

falsos. De ahí que, según el cálculo de la demandante, el Distrito Capital – 

Secretaría de Hacienda había sufrido un menoscabo patrimonial por esos 7 pagos, 

equivalente a $713’711.391. 

 
Manifestó que, una vez la Secretaría de Hacienda tuvo certeza del detrimento 
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patrimonial, presentó las respectivas reclamaciones a las aseguradoras 

demandadas, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 1077 del Código de 

Comercio. 

 
Añadió que, después de varios cruces de información entre la entidad y QBE Central 

de Seguros S.A., la aseguradora objetó la reclamación efectuada por la Póliza de 

Manejo Global para Entidades Oficiales 92100000100 sobre la base de que el 

siniestro había ocurrido, realmente, con la expedición de las resoluciones y no con 

los pagos de reconocimiento pensional, de manera que el riesgo se había 

materializado con anterioridad a la entrada en vigencia de la póliza. La parte actora 

expuso que, luego de que le solicitara la reconsideración, QBE le informó que la 

Secretaría no había acreditado plenamente que los hechos fueran atribuibles a sus 

empleados. 

 
Alegó que, por su parte, La Previsora S.A. aceptó la reclamación, para lo cual 

adjuntó la liquidación de la indemnización por la suma de $32’264.177. 

 
Y, finalmente, que, respecto de la Póliza de Infidelidad y Riesgos Financieros 

93100000040, QBE no había hecho pronunciamiento alguno que demostrara su 

ausencia de responsabilidad indemnizatoria o mediante la cual reconociera la 

indemnización. 

 
Así pues, la actora manifestó que, ante la divergencia de posiciones de las dos 

aseguradoras, decidió no aceptar la indemnización propuesta por La Previsora y, 

en cambio, formuló la solicitud de conciliación prejudicial para que, por medio de 

ese trámite, las aseguradoras dispusieran del pago del siniestro que, en su sentir, 

estaba cubierto en su totalidad en virtud de las tres pólizas. 

 
Oposición de la parte demandada 

 
QBE Central de Seguros S.A.3 excepcionó (i) caducidad de la acción, en la que 

alegó que, como quiera que la fuente del daño cuya indemnización se reclamaba 

eran los actos administrativos de reconocimiento pensional, el conteo del término 

para presentar la demanda iniciaba con las respectivas fechas de expedición, en 

virtud del literal b) del artículo 136 del CCA – reformado por la Ley 446 de 1998 –. 

 
 

3 Folio 59 Cuaderno 1. 
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Y, en el entendido de que las 7 resoluciones de las que se derivó el menoscabo 

patrimonial fueron expedidas entre el 9 de agosto de 2003 y el 10 de noviembre de 

2003, la demanda —presentada el 20 de febrero de 2004— fue extemporánea. 

 
También alegó (ii) inexistencia del amparo de los siniestros reclamados por la Póliza 

92100000100 (póliza de Seguro de Manejo para Entidades Oficiales), en cuya virtud 

manifestó que QBE no tenía obligación indemnizatoria, pues el siniestro había 

ocurrido antes de que la póliza entrara en vigencia. Lo anterior, toda vez que el 

siniestro consistente en el detrimento patrimonial tuvo su origen en la expedición de 

las resoluciones supuestamente falsas, cosa que ocurrió antes de que la póliza 

entrara en vigencia. En esta misma línea, alegó que, si en gracia de discusión se 

concluyera que el daño ocurrió como consecuencia de la expedición de las 

resoluciones supuestamente falsas y con los respectivos desembolsos posteriores, 

entonces, en virtud de los artículos 1072 y 1073 del Código de Comercio, le 

correspondía a La Previsora S.A. responder por los daños, en consideración a la 

Póliza de Manejo Global 100298. 

 
Asimismo, QBE alegó que no tenía obligación indemnizatoria, pues no existía 

prueba de que los hechos que condujeron al supuesto detrimento patrimonial 

hubieran sido cometidos por servidores de planta, supernumerarios o contratistas 

de la Secretaría de Hacienda, que es un requisito indispensable para que se 

configure el siniestro amparado. En este sentido, esgrimió que la Secretaría de 

Hacienda no había probado la ocurrencia del siniestro en los términos del artículo 

1077 del Código de Comercio. 

 
Igualmente, presentó la excepción de (iii) inexistencia del amparo de los siniestros 

reclamados por la Póliza 93100000040 (póliza de Seguro de Infidelidad y Riesgos 

Financieros), mediante la cual, con sustento en las mismas razones expuestas para 

la póliza de manejo de entidades oficiales, expuso que no existía prueba de que los 

hechos fraudulentos hubieran sido cometidos por personas bajo el control de la 

Secretaría de Hacienda, de manera que no existía evidencia del siniestro según lo 

consagrado en el artículo 1077 del Código de Comercio. Manifestó que, hasta la 

fecha de la contestación, ni la Fiscalía General de la Nación, ni la Personería o 

Contraloría distritales habían determinado la responsabilidad penal o sancionatoria 

de persona alguna por estos hechos, lo que conducía, en los términos de los 

artículos 170 y 171 del Código de Procedimiento Civil, a suspender el proceso en 
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espera de la decisión del proceso penal. 

 
 

(iv) Inexistencia del amparo de los siniestros por la Póliza 93100000040 por la no 

ocurrencia del riesgo asegurado, en virtud de la cual manifestó que las 7 pérdidas 

constituían eventos de daño autónomos, con fuente en cada una de las 7 

resoluciones, independientemente expedidas y, por tanto, debían ser tratadas así 

para efectos de los términos del amparo, particularmente, del valor asegurado y del 

valor del deducible. En consideración a que el deducible era de $100.000 USD 

(aproximadamente $224’900.000) por evento, y a que la mayor pérdida fue de 

$150’442.877, debía concluirse que ningún evento de daño fue superior al valor del 

deducible y, en consecuencia, la aseguradora no tenía la obligación de reparar. 

 
v) Reconocimiento “ab initio” de La Previsora de la obligación indemnizatoria, 

mediante la cual alegó que el reconocimiento que la Previsora S.A. hizo de su 

responsabilidad aseguraticia por la pérdida patrimonial derivada de la Resolución 

2036 de 18 de septiembre de 2003, equivalente a $35’849.086, implicó su 

aceptación de la obligación de indemnizar la totalidad de los daños reclamados, 

pues generó que, para el momento de tomar los seguros con QBE, ya conociera la 

materialización del riesgo y, en consecuencia, no fuera objeto de cobertura. 

 
En virtud de la excepción de (vi) inexistencia de obligación de indemnizar porque el 

asegurado no evitó la extensión y propagación del riesgo, QBE explicó que la 

Secretaría de Hacienda conoció de las resoluciones representativas de los 7 

siniestros antes del 27 de febrero del 2004 y, no obstante, no ordenó al Consorcio 

F.P.B. (encargado de realizar los pagos con base en las resoluciones) suspender 

los desembolsos inmediatamente. Señaló que, de acuerdo con el artículo 1074 del 

Código de Comercio, el asegurador no tiene la obligación de indemnizar el mayor 

daño ocurrido como como consecuencia de tal omisión, que, en este caso, 

corresponde a los desembolsos efectuados entre el 3 y 5 de marzo de 2004, 

correspondientes a $11’456.426. 

 
En cuanto a la excepción de (vii) doble amparo, QBE sostuvo que el Consorcio 

F.P.B. constituyó una póliza que amparaba los siniestros discutidos y que estaba 

vigente para la fecha de los desembolsos. Así las cosas, que si en realidad el 

siniestro lo constituía el desembolso por parte del Consorcio F.P.B. —y no la 

expedición de las resoluciones de reconocimiento pensional—, la obligación 
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indemnizatoria recaía entonces en la aseguradora que hubiera expedido la póliza 

correspondiente. Asimismo, afirmó que ante la imposibilidad de que más de un 

contrato de seguro ampare un mismo riesgo, el daño no podía reclamársele a QBE, 

aunado al hecho de que los desembolsos fueron efectuados por personal ajeno a la 

Secretaría de Hacienda, situación que desvirtuaría la cobertura por parte de las 

pólizas expedidas por QBE. 

 
También alegó (viii) reticencia, en la que expuso el tenor del artículo 1058 del Código 

Civil, para alegar que al no haber revelado el tomador el verdadero estado del 

riesgo, QBE únicamente estaba obligado a pagar el porcentaje de la prestación 

asegurada equivalente al de la prima que hubieran cobrado de haber conocido el 

verdadero estado del riesgo, monto que habría de demostrarse por la prueba 

pericial. 

 
Finalmente, excepcionó (ix) la imposibilidad de acumular el reconocimiento de 

intereses moratorios y la indexación, pues la tasa del interés moratorio de la Ley 80 

de 1993 incluye la indexación. 

 
Por su parte, La Previsora Compañía de Seguros S.A.4 formuló la excepción de 

(i) inexistencia de cobertura por riesgo no amparado, en la que manifestó que la 

Póliza 1002898 respaldaba únicamente las pérdidas patrimoniales ocurridas 

durante la vigencia de la póliza, materializadas con los desembolsos. En esta línea, 

únicamente dos pagos se efectuaron en vigencia de la póliza expedida por la 

Previsora, cuya pérdida asciende a $35’849.086, y respecto de la cual la 

aseguradora reconoció cobertura y ofreció el pago de $32’264.177, teniendo en 

cuenta el valor del deducible a cargo del asegurado por $3’584.909. 

 
Y (ii) falta de prueba de la ocurrencia de un delito contra la Administración Pública 

o fallos de responsabilidad fiscal, en virtud de la cual alegó que el asegurado no 

había demostrado que sus empleados hubieran participado en las conductas de las 

cuales se derivó la pérdida, condición exigida para que procediera la obligación 

indemnizatoria. Expuso que tampoco probó que dichos comportamientos se 

tipificaran como delitos contra la Administración Pública o que existieran fallos de 

responsabilidad fiscal. 

 
 
 

4 Folio 80 cuaderno 1. 
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Como excepciones subsidiarias formuló (iii) prescripción de la acción bajo el 

contrato de seguro, en los términos del artículo 1081 del Código de Comercio, pues 

ya había transcurrido el término de dos años desde el momento en el que el 

interesado tuvo o debió tener conocimiento del hecho que fundamenta la acción. 

 
También invocó la excepción de (iv) límite de valor asegurado, con base en la cual 

solicitó considerar que el límite de la indemnización a la que estaba obligado era de 

$300’000.000, menos el deducible dispuesto en la póliza. 

 
 

Y (v) disponibilidad del valor asegurador, en cuya virtud pidió que, en caso de 

condena, se permitiera que La Previsora verificara y certificara el valor disponible 

de la póliza, que pudo haberse afectado por reclamaciones o sentencias previas a 

la sentencia del presente proceso. 

 
Finalmente, en la excepción de (vi) deducible pactado, La Previsora esgrimió que 

había pactado un deducible correspondiente al 10% por la afectación del amparo 

de personal no identificado, que el Despacho debía considerar en caso de proferir 

fallo condenatorio. 

 
Fundamentos de la providencia recurrida 

 
Mediante sentencia de 28 de abril de 20115, el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca condenó a QBE Central de Seguros S.A. a pagar al demandante la 

suma de $239’262.392,55 en virtud de la póliza 92100000100 de Seguro de Manejo 

para Entidades Oficiales, y $257’340.912,45 por la póliza 93100000040 de Seguro 

de Infidelidad y Riesgos Financieros, y condenó a La Previsora S.A. a pagar al 

demandante la suma de $34’964.177,4 por la póliza 1002898 de Seguro de Manejo 

Sector Oficial, más intereses moratorios sobre todas las sumas. 

 
Para los efectos, en primer lugar, despachó desfavorablemente la objeción por error 

grave del dictamen pericial rendido por el auxiliar de la justicia. Seguidamente, 

analizó la caducidad, para lo cual fundamentó su estudio en el numeral 10 del 

artículo 136 del CCA, que dispone un término de dos años desde la ocurrencia de 

los hechos que le sirven de fundamento. Sin embargo, el Tribunal concluyó que, 

según el artículo 1081 del Código de Comercio, el conteo debía hacerse desde que 

 
 

5 Folio 361 cuaderno principal. 
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el interesado conoció o debió conocer de la ocurrencia del daño. Encontró probado 

que la entidad demandante tuvo conocimiento de los hechos de reconocimiento 

pensional irregular entre el 23 y 27 de febrero de 2004 y, en consecuencia, tomó el 

24 de febrero de 2004 como fecha de inicio del término de caducidad; de contera, 

concluyó que la demanda – presentada el 20 de febrero de 2006 –, había sido 

oportuna. 

 
En el análisis de fondo, el Tribunal consideró que, con apego al texto de las pólizas 

92100000100 de Seguro de Manejo para Entidades Oficiales, expedida por QBE, y 

1002898 de Seguro de Manejo Sector Oficial, librada por La Previsora, el riesgo 

asegurado se había concretado con el efectivo desembolso de los recursos, y no 

con la expedición de los actos administrativos. 

 
Aún más, determinó que el siniestro sí había quedado demostrado, pues era 

evidente que el trámite necesario para la expedición de los actos administrativos 

supuestamente fraudulentos estaba a cargo de funcionarios de la Subdirección de 

Obligaciones Pensionales de la Secretaría de Hacienda Distrital, sin que fuera 

indispensable que existiera un fallo de responsabilidad penal, ni una identificación 

plena de las personas cuyos actos hubieran desencadenado el reconocimiento 

injustificado de las pensiones. 

 
En cuanto a la póliza 93100000040 de Seguro de Infidelidad y Riesgos Financieros, 

expedida por QBE, el Tribunal dispuso que, al ser una póliza de descubrimiento, la 

aseguradora debía responder por los siniestros que fueron descubiertos durante su 

vigencia, que corrió desde el 5 de diciembre de 2003 hasta el 27 de marzo de 2005, 

con independencia de la fecha de ocurrencia del siniestro. En esta línea, estimó que 

QBE debía responder, en virtud de esta póliza, por el detrimento patrimonial que 

superara la cifra asegurada en la póliza 92100000100 de Seguro de Manejo para 

Entidades Oficiales. 

 
Asimismo, consideró que el menoscabo económico que constituyó el riesgo 

asegurado era uno solo, conformado por los pagos que se realizaron de forma 

individual, de manera que el deducible de $100.000 USD, aplicable a esta póliza, 

debía apreciarse con referencia al monto total de la pérdida y, por ende, la pérdida 

era superior al deducible. 
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De otra parte, argumentó que el hecho de que La Previsora hubiera reconocido el 

siniestro derivado del pago de la Resolución 2036 de 18 de septiembre de 2003, 

equivalente a $35’849.086 no implicaba que el riesgo fuera conocido por el 

asegurado al momento de celebrar el contrato con QBE. Así, la obligación 

indemnizatoria en cabeza de QBE, por las dos pólizas que expidió, no desaparecía. 

 
Desestimó el incumplimiento del deber de evitar la propagación del riesgo por parte 

de la Secretaría Distrital de Hacienda, según lo alegado por QBE, pues advirtió que 

la negligencia de la Secretaría confirmaba el acaecimiento del riesgo. Añadió que la 

circunstancia descrita no constituía una causal de exclusión prevista en los 

contratos de seguro. 

 
También desechó la excepción de doble amparo alegada por QBE, pues estimó que 

no existía tal figura, ni la coexistencia de seguros sobre un mismo interés 

asegurable, en virtud de que las pólizas expedidas por La Previsora y QBE cubrían 

vigencias sucesivas. Aseguró que, incluso si se probara la coexistencia de seguros, 

no habría lugar a la terminación del contrato en el caso particular, pues la pérdida 

podría recaer sobre distintas partes de los activos de la entidad, y era imposible 

conocer de antemano su valor. 

 
Determinó que no procedía la excepción de reticencia, toda vez que no era cierto 

que, al momento de suscribir los contratos de seguro con QBE, el asegurado 

conociera la irregularidad de las resoluciones que darían lugar a los desembolsos 

con los que se concretaría el detrimento patrimonial. 

 
En cuanto a la excepción de prescripción de la acción propuesta por La Previsora, 

el a quo reiteró los argumentos expuestos al analizar la caducidad y concluyó que 

la demanda había sido presentada de forma oportuna. 

 
Así pues, el fallador de primer grado consideró que La Previsora debía indemnizar 

al demandante por el siniestro ocurrido —los pagos efectuados— durante la 

vigencia de su póliza 1002898, esto es, entre el 11 de octubre de 2002 y el 1 de 

diciembre de 2003. Por su parte, QBE debía indemnizar a la parte actora en los 

mismos términos, en el marco de la póliza 92100000100 de Seguro de Manejo para 

Entidades Oficiales, esto es, por los desembolsos realizados entre el 1 de diciembre 

de 2003 y el 30 de marzo de 2005. También consideró que QBE debía indemnizar 
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a la Secretaría de Hacienda en virtud de la póliza 93100000040 de Seguro de 

Infidelidad y Riesgos Financieros por los daños sufridos que superaran el valor 

asegurado de la póliza de Seguro de Manejo para Entidades Oficiales, expedida por 

la misma aseguradora. 

 
Sobre estos valores, la primera instancia ordenó que las aseguradoras debían 

reconocer los intereses moratorios sobre los valores adeudados, calculados desde 

la fecha de exigibilidad de la obligación que, en virtud del artículo 1080 del Código 

de Comercio, era un mes después de que el asegurado hubiera presentado la 

respectiva reclamación. Advirtió que no procedía la acumulación de los intereses 

moratorios e indexación, pues el cálculo previsto por el numeral 8 del artículo 4 de 

la Ley 80 de 1993 de intereses moratorios incluía la indexación. 

 
Salvamento de Voto 

 

El Magistrado Alfonso Sarmiento Castro se apartó de la posición mayoritaria6, por 

considerar que correspondía declarar probadas las excepciones de inexistencia del 

amparo de los siniestros reclamados por la póliza de Seguro de Manejo para 

Entidades Oficiales 92100000100, y por póliza de Seguro de Infidelidad y Riesgos 

Financieros 93100000040 alegadas por QBE, y la de inexistencia de cobertura por 

riesgo no amparado, formulada por La Previsora. 

 
En efecto, el salvamento de voto concluyó que los daños reclamados corresponden 

a hechos ocurridos con anterioridad a la vigencia de la póliza 92100000100 (Seguro 

de Manejo para Entidades Oficiales) expedida por QBE, de manera que ésta no los 

ampara. 

 
Sumó a lo anotado que, según el texto de la Póliza 1002898 expedida por La 

Previsora, el amparo procedía con la comprobación de los riesgos que implicaran 

menoscabo de fondos y bienes que, para declararse, requería de la constatación de 

la actuación fraudulenta generadora del siniestro (actos administrativos falsos), y la 

existencia del detrimento patrimonial, materializada en los pagos7. En este sentido, 

como quiera que los pagos se dieron con posterioridad a la vigencia de la póliza, el 

siniestro ocurrió por fuera de la cobertura del seguro y, en consecuencia, La 

Previsora no tenía obligación indemnizatoria. 

 

6 Folio 387 cuaderno principal. 
7 Folio 390 cuaderno principal. 
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Por otra parte, que la entidad demandante no probó que los actos deshonestos o 

fraudulentos que condujeron al detrimento patrimonial hubieran sido cometidos por 

empleados de la Secretaría de Hacienda, que era un elemento exigido por todas las 

pólizas suscritas, de manera que no se había probado el siniestro. 

 
Recurso de apelación 

 
Las dos demandadas impugnaron la sentencia de primera instancia. 

 
 

La Previsora S.A.8 alegó que el contrato de seguro estipulaba que el riesgo 

amparado era aquel derivado del menoscabo de fondos y bienes, causados por sus 

empleados en el ejercicio de los cargos amparados, por actos que se tipifiquen 

como delitos contra la Administración Pública o fallo con responsabilidad fiscal. Y, 

no obstante, en el proceso no se probó que hubieran sido los empleados de la 

Secretaría de Hacienda, en el marco de sus funciones, los que hubieran causado el 

detrimento patrimonial, pues no se aportó ningún pronunciamiento de la justicia 

penal que tipificara la conducta de los funcionarios, ni fallo disciplinario. 

 
Aún más, alegó que la acción había caducado pues, si el siniestro había ocurrido el 

4 de noviembre de 2003 con el pago a favor del señor Néstor Riveros Celeita, la 

entidad debió detectar el faltante a más tardar el 31 de diciembre de 2003, en virtud 

del corte contable anual al que está obligado, de manera que la acción habría 

caducado el 31 de diciembre de 2005. 

 
Alegó que la condena por intereses moratorios resultaba improcedente, en los 

términos del artículo 1609 del Código Civil, pues La Previsora siempre estuvo 

dispuesta a indemnizar el siniestro, y fue la entidad demandante quien, de manera 

injustificada, se negó a recibir el pago. 

 
QBE9 impugnó la decisión de primera instancia con fundamento, en primer lugar, 

en que el Tribunal confundió y mezcló indebidamente la institución procesal de la 

caducidad, regulada en este caso por el artículo 136 del CCA, con la de la 

prescripción, que es sustancial y que, en este caso, se informa del artículo 1081 del 

Código de Comercio. En este sentido, alegó el impugnante, que el a quo no podía 

 

8 Folio 393 cuaderno principal. 
9 Folio 399 cuaderno principal. 
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interpretar el artículo 136 del CCA con el tenor del 1081 del Código de Comercio, 

para determinar que el conteo del término de caducidad debía iniciar en el momento 

en el que el asegurado conoció o debió conocer del hecho que da base a la acción. 

Por el contrario, según el impugnante, el término de caducidad, a la luz del numeral 

10 del artículo 136 del CCA, es de dos años desde la ocurrencia de los motivos de 

hecho o de derecho que le sirven de fundamento. 

 
Así pues, QBE alegó que la causa eficiente de cada defraudación la constituyó la 

expedición de cada resolución, de manera que era desde cada una de esas fechas 

que debía contarse el término de caducidad. Y, toda vez que la última resolución 

fue expedida el 10 de noviembre de 2003, resultaba imperioso concluir que el conteo 

del término había iniciado, en el mejor de los casos, el 11 de noviembre de 2003, 

de manera que el 20 de febrero de 2006, la acción ya había caducado. 

 
Pero, según el impugnante, aún si se aceptara que los desembolsos constituyeron 

el origen del daño, igualmente, corresponde la declaratoria de la caducidad de la 

acción, pues salvo por el pago de $11’456.426, todos ocurrieron con más de dos 

años de anterioridad a la presentación de la demanda. 

 
Adicionalmente, el apelante QBE alegó que no se habían probado las condiciones 

necesarias para que procediera el amparo de las pólizas expedidas por ella. En 

efecto, la póliza de Seguridad de Manejo para Entidades Oficiales 92100000100, 

según la condición primera, amparaba los riesgos que implicaran menoscabo de 

fondos y bienes nacionales causados por sus servidores públicos por actos u 

omisiones que se tipificaran como delitos contra la Administración Pública o fallos 

con responsabilidad fiscal. Pero la entidad demandante, teniendo la carga de la 

prueba, no demostró que alguno de sus funcionarios hubiera sido condenado por la 

justicia penal o por un fallo de responsabilidad fiscal, elemento indispensable para 

activar el amparo de dicha póliza. 

 
Igualmente, la indeterminación respecto de la autoría de los supuestos delitos 

generaba idénticos efectos en el amparo de la póliza 93100000040 de Seguro de 

Infidelidad y Riesgos Financieros. 

 
QBE expuso que, incluso, si como lo determinó la decisión de primera instancia, no 

había identificación plena de los individuos que cometieron el delito, el porcentaje 
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del deducible, en los términos de la póliza 92100000100, se elevaba al 12%. 

 
 

Por otra parte, censuró la conclusión del Tribunal de que el detrimento patrimonial 

había sido uno solo, conformado por 7 pagos distintos, pues lo cierto es que cada 

una de las resoluciones y de sus respectivos desembolsos constituyó un evento 

aislado, autónomo e individual. Y si cada resolución y pago correspondía a un caso 

autónomo, el deducible previsto en la póliza 93100000040 debía aplicarse a cada 

uno individualmente considerado, con lo que cada supuesto detrimento sería inferior 

al monto del deducible. 

 
En cuanto a la inexistencia de la obligación de indemnizar pérdidas ocurridas como 

consecuencia de que el asegurado no evitó la extensión y propagación del siniestro, 

QBE expuso que, según la decisión de primera instancia, la Secretaría de Hacienda 

había conocido de los posibles actos defraudatorios el 24 de febrero de 2004 y, sin 

embargo, la suma de $11’456.426 había sido girada del 3 al 5 de marzo de 2004, 

sin que la Secretaría impidiera el desembolso. En este sentido, adujo que la 

demandante había obrado de manera negligente, al no haber evitado que el 

siniestro se extendiera, razón por la cual los daños causados no debían ser 

reconocidos por la aseguradora. 

 
Finalmente, alegó que la Colegiatura de origen había errado al no valorar el 

dictamen pericial rendido por el auxiliar designado, pues, de haberlo hecho, habría 

encontrado que hubo reticencia en el estado del riesgo declarado, situación que 

derivó en un infraseguro del 50%. En consecuencia, en virtud del artículo 1078 del 

Código de Comercio, habría concluido que QBE estaba obligada a reconocer, 

únicamente el valor de la pérdida porcentual representativo de la prima 

efectivamente cobrada, respecto de la que habría cobrado, si hubiera conocido el 

verdadero estado del riesgo. En otras palabras, manifestó que, en caso de que se 

concluya la existencia de obligación indemnizatoria, ésta debe ser reducida en un 

50%. 

 
Trámite de segunda instancia 

 
Después de formulado el recurso de apelación, QBE presentó una solicitud de 

pruebas10, con fundamento en el artículo 212 del CCA —reformado por el artículo 

 

 

10 Folio 421 cuaderno principal. 



Radicación: 
Demandante: 
Demandado: 

25000-23-26-000-2006-00637-01 (44472) 
Bogotá D.C. – Secretaría de Hacienda 

La Previsora Compañía de Seguros y QBE 
Central de Seguros 
Controversias Contractuales Asunto: 

16 

 

 

 

67 de la Ley 1395 de 2010—. El 7 de julio de 2011, el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca concedió el recurso de apelación11. El 18 de julio de 2011, el 

apoderado de QBE presentó memorial mediante el cual resaltó que el Despacho 

había admitido el recurso propuesto por la parte actora, pero nada dijo respecto del 

recurso presentado por QBE, de manera que solicitó al Despacho el respectivo 

pronunciamiento12. Mediante auto de 4 de agosto de 201113, el Despacho dejó sin 

efectos el auto de 7 de julio de 2011 y, en su lugar, dispuso fijar fecha y hora para 

la audiencia prevista en el artículo 70 de la Ley 1395 de 2010. El 29 de septiembre 

de 2011, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca celebró la audiencia de 

conciliación prevista en el artículo 70 de la Ley 1395 de 201014, que fue suspendida 

y reanudada el 13 de octubre de 201115. En curso de esa diligencia, La Previsora 

manifestó tener ánimo conciliatorio, mientras que el apoderado del Distrito Capital 

– Secretaría de Hacienda no se presentó. El 18 de enero de 2012, el apoderado del 

Distrito Capital – Secretaría de Hacienda aportó al proceso la certificación del comité 

de conciliación de la entidad, en la que recomendó no conciliar16. El 24 de mayo de 

2012, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró agotado el trámite del 

artículo 70 de la Ley 1395 de 2010 y concedió los recursos de apelación 

presentados por las demandas17. El 5 de julio de 2012, el Consejo de Estado admitió 

la impugnación18. 

 
El 2 de agosto de 2012, esta Corporación negó la solicitud de pruebas en segunda 

instancia presentada por QBE19. El 30 de agosto de 2012, se corrió traslado a las 

partes por un término común de 10 días para que presentaran sus alegaciones 

finales y se ordenó que, en caso de que el Ministerio Público lo solicitara, se surtiera 

el trámite previsto en el artículo 59 de la Ley 446 de 199820. 

 
El 25 de septiembre de 2012, el Procurador Primero Delegado ante el Consejo de 

Estado solicitó que le fuera concedido el traslado especial al que se refiere la Ley 

446 de 199821. El 9 de octubre de 2012, el Ministerio Público presentó el Concepto 

 
 
 

11 Folio 441 cuaderno principal. 
12 Folio 442 cuaderno principal. 
13 Folio 460 cuaderno principal. 
14 Folio 460 cuaderno principal. 
15 Folio 471 cuaderno principal. 
16 Folio 479 cuaderno principal. 
17 Folio 487 cuaderno principal. 
18 Folio 487 cuaderno principal. 
19 Folio 489 cuaderno principal. 
20 Folio 491 cuaderno principal. 
21 Folio 520 cuaderno principal. 
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No. 273 de 201222 en el que solicitó que se confirmara la sentencia de primera 

instancia, en virtud de que el siniestro había ocurrido, y así se había probado por la 

entidad demandante, con los desembolsos que generaron el detrimento patrimonial, 

sin que para el nacimiento de la obligación indemnizatoria a cargo de las 

aseguradoras fuera necesario que existiera fallo de responsabilidad penal o fiscal. 

 
El 20 de septiembre de 2012, QBE presentó sus alegatos finales23 en los que reiteró 

los argumentos expuestos en la impugnación. 

 
Por su parte, el Distrito Capital – Secretaría de Hacienda los presentó el 25 de 

septiembre de 201224 en los que solicitó confirmar la sentencia de primera instancia, 

con fundamento en que, para la época de los hechos, la Secretaría de Hacienda 

tenía amparado los hechos en los que se basa la reclamación. Asimismo, que QBE 

había presentado unas exigencias para la demostración del siniestro que no hacían 

parte de los términos de la póliza, tales como los fallos disciplinarios, fiscales o 

penales. 

 
La parte actora desmintió la caducidad de la acción, en virtud de que, en su sentir, 

el término debía contarse desde la ocurrencia del siniestro. Alegó que, contrario a 

lo sostenido por QBE, no era cierto que el monto del deducible fuera inferior al monto 

del siniestro. También, respecto del argumento de reticencia, que la prima pactada 

con las aseguradoras correspondía al verdadero estado del riesgo, en el que el 

proceso de reconocimiento pensional del Distrito Capital fue certificado por la norma 

ISO 9001. 

 
La Previsora S.A. no presentó alegatos de conclusión. 

 
 

IV. CONSIDERACIONES 

 

I. Presupuestos procesales 

 

1. Régimen procesal del litigio 

 
1. Teniendo en consideración que la demanda fue presentada el 20 de febrero de 

2006, el régimen procesal aplicable a la causa será el regulado por el Decreto 01 

 

22 Folio 521 cuaderno principal. 
23 Folio 492 cuaderno principal. 
24 Folio 515 cuaderno principal. 
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de 1984 – CCA – con la subrogación de la Ley 446 de 1998 y la modificación 

introducida por la Ley 954 de 2005, por lo que serán las reglas allí plasmadas las 

llamadas a disciplinar los aspectos referentes a los presupuestos procesales. 

 
2. Jurisdicción y competencia 

 
2. El artículo 82 del CCA – modificado por el artículo 30 de la Ley 446 de 1998, 

vigente para el momento de presentación de la demanda – dispone que la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para juzgar las 

controversias originadas en la actividad de Entidades Públicas. El numeral 1° del 

artículo 2° de la Ley 80 de 1993 establece que, para los efectos del Estatuto de 

Contratación de la Administración Pública, el Distrito Capital es una entidad estatal. 

 
3. La Secretaría Distrital de Hacienda es una entidad del orden central de Bogotá 

D.C., que, a su vez, es una entidad pública en los términos del artículo 82 del CCA 

y la Ley 80 de 1993. En consecuencia, la jurisdicción competente para resolver esta 

controversia es la Contencioso Administrativa. 

 
4. Adicionalmente, de conformidad con el numeral 5 del artículo 132 del CCA – 

subrogado por el artículo 40 de la Ley 446 de 1998, en concordancia con el artículo 

1 de la Ley 954 de 2005 –, los Tribunales Administrativos son competentes para 

conocer en primera instancia de los procesos referentes a contratos de las 

entidades estatales en sus distintos órdenes, cuando la cuantía exceda de 500 

salarios mínimos legales mensuales25. 

 
5. El artículo 129 del CCA – subrogado por el artículo 37 de la Ley 446 de 1998 – 

dispone que la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado es 

competente para conocer en segunda instancia de las apelaciones de las 

sentencias que hayan sido dictadas en primera instancia por los Tribunales 

Administrativos. 

 
Así, pues, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca era competente para conocer 

de este asunto en primera instancia, y el Consejo de Estado lo es para decidirlo en 

 

25 Para la fecha de la presentación de la demanda, 20 de febrero de 2006, el salario mínimo mensual legal 
vigente era de $408.000, por lo que la cuantía necesaria para que el asunto tuviera virtualidad de doble instancia 
equivalía a $204’000.000, suma inferior a la estimada en el presente proceso que ascendió a $713’711.391. En 
el caso que nos ocupa, la demanda reclamó la declaratoria de incumplimiento de los contratos de seguro 
suscritos con las aseguradoras demandadas, y el pago del siniestro amparado por las pólizas expedidas, cuyo 
monto estimó en $713’711.391. 
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segunda instancia. 

 
 

3. Demanda en tiempo 

 
6. La oportunidad en la que la demanda fue presentada es, en este caso, no sólo 

un presupuesto procesal que el juez debe estudiar incluso oficiosamente26, sino que 

también constituye, en parte, los motivos de impugnación en contra de la sentencia 

de primera instancia, razón por la cual la Sala precisará lo atinente. 

 
7. Sea lo primero resaltar que, para la época de los hechos de la demanda, la norma 

vigente en materia de caducidad27 era el artículo 136 del CCA – subrogada por la 

Ley 446 de 1998, cuyo numeral 10 disponía la siguiente regla genérica: 

 
“En las relativas a contratos, el término de caducidad será de dos (2) años que se 
contará a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de 
derecho que les sirvan de fundamento.” 

 

8. El Tribunal de primera instancia fundamentó su estudio en esta norma; no 

obstante, la interpretó en concordancia con el artículo 1081 del Código de Comercio, 

que regula la institución sustancial de la prescripción. Tal imprecisión fue expuesta 

en el recurso de apelación interpuesto por QBE, con fundamento en argumentos 

que esta Sala comparte en cuanto al reproche del manejo equiparable que se 

dispensó por el a quo, pero que no modifican el fallo de instancia en este punto. 

 
9. En efecto, según ha sido decantado por la jurisprudencia28, existen múltiples y 

profundas diferencias entre la figura de la caducidad y de la prescripción que hacen 

impropia su combinación, tanto así que la ocurrencia de una no anula la existencia 

de la otra. En ese sentido, se ha considerado que distinción principal radica en que 

la “prescripción consagrada en el artículo 1081 del Código de Comercio se refiere a 

la extinción del derecho, al paso que la caducidad de la acción contractual 

establecida en el Código Contencioso Administrativo implica la improcedencia de la 

acción, por manera que la prescripción constituye una defensa de carácter 

 

26 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Plena de la Sección Tercera, Sentencia de 9 

de febrero de 2012. Exp: 21.060. M.P. Mauricio Fajardo Gómez. 
27 Al tenor del artículo 40 de la Ley 153 de 1887, los términos que hubieren empezado a correr se rigen por la 
ley vigente en el momento en el que empezó su conteo. 
28 Ver, entre otras, Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, 
Sentencia del 19 de febrero de 2009. Exp: 24609, M.P. Mauricio Fajardo Gómez; Consejo de Estado, Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia del 6 de diciembre de 2017. Exp: 
54635, M.P. Marta Nubia Velásquez Rico; Corte Constitucional, sentencias C-666 de 1996, C-662 de 2004 y C- 
227 de 2009; Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia de 8 de noviembre de 1999. Exp: 
6185. M.P. Jorge Santos Ballesteros. 
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renunciable, al paso que la caducidad se debe tener como un presupuesto de la 

competencia del Juez para entrar a conocer el caso y, por lo tanto, de carácter 

irrenunciable”29. Así, compete al juzgador estudiar cada figura de manera separada, 

junto con las normas que las regulan, al margen de que eventualmente ambas 

puedan tener ocurrencia en un momento coincidente. 

 
De ahí que en este apartado corresponda referirse al instituto de la caducidad de la 

acción en cuanto fenómeno que, de ocurrir, se opondría al análisis de fondo de 

asunto. 

 
10. El numeral 10° del artículo 136 del CCA determina que el término se “contará a 

partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les 

sirvan de fundamento”, supuesto que lleva a que su cómputo inicial se ubique desde 

que el accionante tuvo conocimiento del daño —y no desde su ocurrencia—, pues 

lo contrario implicaría una limitación injustificada del derecho de acción de que 

corriera para el interesado un término cuyos fundamentos desconoce30. 

 
Según la sentencia de primera instancia, “los hechos que sirven de base para la 

presente acción fueron conocidos por la entidad en el mes de febrero de 2004 (…), 

particularmente, entre el 23 y 27 de febrero de 2004”. Esta conclusión está 

fundamentada en el acervo probatorio y, además, no fue censurada ni desvirtuada 

por los impugnantes. 

 
El 23 de febrero de 2004 se tomará como la primera fecha en la que los 

demandantes tuvieron conocimiento de los hechos base de la reclamación, que 

estriban en que unas resoluciones de reconocimiento pensional fueron falsificadas 

y que, con sustento en unas de ellas, el consorcio encargado efectuó los pagos de 

pensiones que generaron un menoscabo patrimonial en la entidad. 

 
Ahora bien, la impugnación de La Previsora sostiene que la Secretaría Distrital de 

Hacienda ha debido tener conocimiento de los pagos irregulares, a más tardar, el 

31 de diciembre de 2004, pues el pago efectuado el 4 de noviembre de 2003 — 

 
 

29 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia de 19 de febrero de 
2009. Exp: 24609. Consejero Ponente: Mauricio Fajardo Gómez. 
30 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia del 5 
de marzo de 2020. Exp: 46869. M.P. María Adriana Marín. Posición reiterada, entre otras, en Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia del 19 de julio de 2020. Exp: 
55394. M.P. Marta Nubia Velásquez Rico. 
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único desembolsado en vigencia de esta póliza— ha debido revelarse al corte del 

ejercicio fiscal. 

 
Esta Sala se aparta de esta apreciación pues, para la época de los hechos, dentro 

de las funciones de la Secretaría Distrital de Hacienda, como expondremos 

extensamente más adelante, estaba la de emitir los actos administrativos de 

reconocimiento pensional y, con base en ellos, ordenar al Consorcio encargado el 

desembolso de los dineros. En otras palabras, era ordinario y común que, en 

ejercicio de sus funciones, se efectuaran pagos mensuales de pensión a los 

beneficiarios. Fue únicamente en febrero de 2004 que, a partir de unos controles 

internos en la Subdirección, la entidad advirtió la existencia de unas resoluciones 

falsificadas y, en los días siguientes, que descubrió que unas decisiones 

fraudulentas ya habían fundamentado unos pagos. 

 
Por otra parte, la Sala no encuentra que existan pruebas dentro del proceso que 

den cuenta, o si quiera indiquen, que la Secretaría hubiera podido conocer los 

hechos antes de febrero de 2004. 

 
Así las cosas, el término de caducidad debe iniciar su conteo el 24 de febrero de 

2004, tal como fue reconocido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca. De 

este modo, los dos años con los que contaba la actora para presentar la demanda 

fenecían el 24 de febrero de 2006. 

 
En conclusión, la demanda fue presentada oportunamente el 20 de febrero de 2006. 

Así, la Sala confirmará la sentencia de primera instancia en lo referente a la 

excepción de caducidad de la acción. 

 
4. Legitimación en la causa 

 
11. La Secretaría Distrital de Hacienda está legitimada en la causa por activa, en su 

calidad de parte tomadora31 de los contratos de seguro cuyo incumplimiento se 

debate. En la relación contractual sustancial es la llamada a ser indemnizada por la 

aseguradora, en caso de que se pruebe el incumplimiento. Por su parte, QBE y La 

Previsora están legitimadas en la causa por pasiva, en su calidad de aseguradoras 

en los contratos de seguro celebrados por cada una. Asimismo, son los eventuales 

 
 

31 Artículo 1037 del Código de Comercio. 
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deudores —en caso de que así se pruebe— de la obligación de indemnizar al 

tomador. 

 
II. Cargos de la Apelación 

 

1. Problemas Jurídicos 

 
12. En consideración a los cargos presentados en las apelaciones, la Sala pasará 

a resolver los siguientes problemas jurídicos: 

 
a) ¿En qué consiste el riesgo asegurado en el contrato de seguro que 

ampara la infidelidad de los empleados, cuándo acaece el siniestro 

materia de cobertura y qué se requiere para su demostración de cara a 

las pólizas otorgadas en el asunto objeto de controversia? 

b) ¿Se causan intereses moratorios cuando el deudor se allana a pagar, y 

el acreedor se niega a recibir? 

 
2. Análisis de la Sala 

 
2.1. Régimen aplicable 

 

13. Previo a abordar el análisis de fondo que corresponde, precisaremos el régimen 

jurídico aplicable al contrato que nos ocupa. En primer lugar, debe resaltarse que 

es un contrato de seguro en el que una de las partes es la Secretaría Distrital de 

Hacienda, en calidad de tomador. Como quiera que la Secretaría es una entidad 

pública de las enlistadas en el artículo 2° de la Ley 80 de 1993, el contrato adquiere 

la connotación de estatal y, por tanto, está sometido a las reglas de dicha 

normatividad, tal y como lo ha precisado la Sección Tercera de esta Corporación32. 

 
14. En esta línea, el artículo 13 de la Ley 80 establece que los contratos que 

celebren las entidades sujetas a sus normas se regirán por las disposiciones 

comerciales y civiles pertinentes, salvo en lo particularmente regulado en dicha Ley. 

 
En tanto el Estatuto General de la Contratación Pública no regula, de manera 

particular, la tipología contractual del seguro, las normas que para los efectos de la 

resolución de este caso se aplicarán serán las que de manera especial regulan esta 

 
32 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia del 5 
de marzo de 2020. Exp: 63861. M.P. Marta Nubia Velásquez Rico. 
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tipología en el Estatuto Mercantil. 

 

2.2. Sobre la materialización del riesgo asegurado en los contratos de seguro 
que amparan la infidelidad de los empleados y los requisitos para la 
demostración del siniestro 

 

15. Se recuerda que, en este punto, el debate consiste en que, para el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, el siniestro lo constituyeron los desembolsos 

indebidos, mientras que para QBE, el eventual siniestro habría ocurrido con la 

falsificación de las distintas resoluciones que sirvieron de fundamento a esas 

erogaciones. 

 
Asimismo, para el fallador de primera instancia, la comprobación del siniestro no 

requería de una condena penal o de responsabilidad fiscal, pues bastaba con que 

se estableciera —como en efecto concluyó— que el detrimento se había producido 

como consecuencia de las acciones u omisiones de los servidores de la entidad 

asegurada, en ejercicio de sus funciones. Por el contrario, QBE y La Previsora 

alegan que, para la declaratoria del siniestro, era indispensable un fallo de 

responsabilidad penal, fiscal o disciplinaria —que no se probó en el proceso— que 

determinara que el menoscabo había sido causado por una conducta típica de los 

funcionarios de la entidad, en el ejercicio de sus funciones. 

 
16. Para estudiar este punto, la Sala trazará un orden esquemático que iniciará por 

referirse a (i) la caracterización general de los contratos de seguro que amparan la 

infidelidad de los empleados, el riesgo que aseguran, los requisitos necesarios para 

la demostración del siniestro, y la distinción entre las pólizas de ocurrencia y las de 

descubrimiento. Posteriormente, (ii) estudiará los hechos probados en el proceso 

que interesan en este punto para (iii) analizar la responsabilidad de las 

aseguradoras, según la vigencia de la póliza, (iv) y según la demostración del 

siniestro. Finalmente, (v) concluirá con el examen alusivo a la obligación 

indemnizatoria a cargo de cada aseguradora. 

 
2.2.1. Sobre el contrato de seguro de manejo y de infidelidad y riesgos 

financieros, que amparan la infidelidad de los empleados 
 

17. Los seguros de manejo y de infidelidad y riesgos financieros tienen su génesis 

en la póliza global bancaria del derecho anglosajón33, en cuya virtud las entidades 

 
33 NARVAEZ, J.E.; RODRÍGUEZ, S. y VENEGAS, A. Póliza Global Bancaria. En: Ensayos sobre seguros. 
Bogotá, FASECOLDA, 1992. P. 293. 
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bancarias y financieras trasladan a las aseguradoras el riesgo de que su patrimonio 

sea afectado por conductas fraudulentas de sus empleados34. Se denomina global 

en consideración a que una póliza puede reunir distintos amparos, disímiles entre 

sí, entre los cuales está, usualmente, el de infidelidad de los empleados, que cobija 

el riesgo de los actos desleales de éstos dirigidos a impactar negativamente los 

intereses económicos del ente empleador35. 

 
En Colombia, la Ley 225 de 193836 consagró por primera vez este esquema 

mediante “seguros de manejo o infidelidad para las personas que prestaban sus 

servicios a las entidades públicas”37 destinado a amparar la recta administración de 

los recursos de la asegurada. 

 
Actualmente, el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero (Decreto 663 de 2003), 

en su artículo 203, consagra el seguro de manejo, así: 

 
“1. Objeto del seguro. Dentro de los seguros de manejo o de cumplimiento habrá 
uno que tendrá por objeto garantizar el correcto manejo de fondos o valores 
de cualquier clase que se confíen a los empleados públicos o a los 
particulares, en favor de las entidades o personas ante las cuales sean 
responsables; y podrá extenderse también al pago de impuestos, tasas y derechos 
y al cumplimiento de obligaciones que emanen de leyes o de contratos. (…)” 
(Negrillas fuera del texto original). 

 

Si bien la norma se refiere a los seguros de cumplimiento y de manejo 

indistintamente, como si se tratara de la misma figura, la jurisprudencia se ha 

encargado de diferenciar y precisar sus respectivos elementos constitutivos38, de 

manera que: 

 
“El riesgo que figuradamente se traslada al asegurador en esta clase de seguro 

 
34 VENEGAS FRANCO, A. Cuestiones de seguros. Colombo editores. Bogotá, 1996. P. 124. 
35 NARVÁEZ BONNET. J.E. El contrato de seguro en el sector financiero. Librería Ediciones del Profesional, 
segunda edición. Bogotá. 2004. Págs. 27-28. 
36 Artículo 2°: “El seguro (…) tendrá por objeto garantizar el correcto manejo de fondos o valores de cualquier 
clase que se confíen a los empleados públicos o a los particulares, en favor de las entidades o personas ante 
las cuales sean responsables; y podrá extenderse también al pago de impuestos, tasas y derechos y al 
cumplimiento de obligaciones que emanen de leyes o de contratos.” 
37 NARVAEZ, J.E.; RODRÍGUEZ, S. y VENEGAS, A. Póliza Global Bancaria. En: Ensayos sobre seguros. 
Bogotá, FASECOLDA, 1992. P. 293. 
38 “El seguro de manejo, por su parte, también fue creado por la precitada ley 225 de 1938, que en su artículo 
2° señala que aquel tiene por objeto garantizar ‘el correcto manejo de fondos o valores de cualquier clase que 
se confíen a los empleados públicos o a los particulares, a favor de las entidades o personas ante las cuales 
sean responsables’, tratamiento legis que, ab initio, permite apreciar que el de manejo, stricto sensu, es un 
instituto algo divergente del seguro de cumplimiento, con perfiles y contornos más propios que impiden, de por 
sí, confundirlos o asimilarlos integralmente, por elementos en común que compartan, aunque en ocasiones, es 
cierto, se utilice la expresión seguro de manejo y cumplimiento, como si se tratara, en efecto, siempre e 
indefectiblemente, de un solo negocio jurídico, a sabiendas que la teleología y, sobre todo el riesgo, no es 
simétrico en cada uno de estos tipos negociales aseguraticios”. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Civil. Sentencia de 24 de julio de 2006. Exp: 00191. M.P. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo. 
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[de manejo] y que delimita por ende su responsabilidad frente al beneficiario (art. 
1056 C.Co), no es la satisfacción de obligaciones que emanan de un determinado 
negocio jurídico o de la ley –como acontece en el seguro de cumplimiento-, sino el 
de infidelidad de la persona a quien se han confiado las sumas de dinero o 
valores, infidelidad que ‘puede tener su origen en uno de estos actos; el 
desfalco, el robo, el hurto, la falsificación y el abuso de confianza. Actos 
intencionales, dolosos’ (…)”39. 
(Negrillas fuera del texto original). 

 

En esta misma línea, esta Sección ha definido que, por una parte, el seguro de 

manejo es aquel en el cual: 

 
“(…) las entidades públicas o privadas se precaven frente a los perjuicios que 
pueden sufrir en su patrimonio con ocasión de la pérdida de sus fondos y bienes, 
proveniente de las actuaciones de sus empleados en ejercicio de sus cargos y como 
consecuencia de la administración, custodia o manejo de los bienes por parte de 
dichos servidores. 

 
Tratándose de las entidades estatales, el seguro de manejo las ampara de los 
actos que sean tipificados como delito contra la administración pública, es 
decir que en estos casos, el riesgo está fundado en la administración dolosa 
o gravemente culposa de los bienes y valores confiados al funcionario en 
razón de su cargo”40. 
(Negrillas fuera del texto original). 

 

Y, por otra parte, el seguro de infidelidad y riesgos financieros cumple el propósito 

de: 

 
“(…) proteger a las empresas de los perjuicios que pueden sufrir como consecuencia 
de la infidelidad de sus empleados, por fraudes, el hurto calificado, en el transporte 
de valores, por la falsificación o alteración de firmas, por el dinero falso, el crimen 
por computador, etc.; (…)”41. 

 
Se deriva de lo anotado que, sin perjuicio de las diferencias que puedan existir entre 

los dos contratos de seguro bajo análisis, resulta evidente que el amparo de 

infidelidad —que puede hacer parte de ambos— tiene el propósito de proteger al 

empleador asegurado de los perjuicios patrimoniales que sufra como consecuencia 

de conductas de sus empleados, encaminadas a causar el respectivo menoscabo, 

con las precisiones y exclusiones de sus respectivos clausulados42. 

 
39 Ibidem. 
40 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Sentencia del 19 
de junio de 2013. Exp: 25472. M.P. Danilo Rojas Betancourth. 
41 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Sentencia del 19 
de junio de 2013. Exp: 25472. M.P. Danilo Rojas Betancourth. 
42 ACOLDESE. Estudios sobre Seguros. XXXI Encuentro Nacional de ACOLDESE, 2022. P. 70. Sobre este 
tema: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de 19 de diciembre de 2016. Exp: SC18594- 
2016. M.P. Ariel Salazar Ramírez; Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de 17 de 
noviembre de 2020. Exp: SC4312-2020. M.P. Ariel Salazar Ramírez; Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Civil, Sentencia de 24 de julio de 2006. Exp: SC00191. M.P. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo; Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de 16 de diciembre de 2022. Exp: SC3952-2022. M.P. 
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2.2.1.1. Sobre el riesgo asegurado en los contratos de seguro de manejo y de 
infidelidad y riesgos financieros, que amparan la infidelidad de los 
empleados 

 
18. De la caracterización presentada hasta este punto, se desprende que el riesgo 

amparado en esta clase de seguros es el “de infidelidad de empleados, [derivados 

de sus] actos fraudulentos o de deshonestidad”43, que desemboquen en menoscabo 

patrimonial para la asegurada. 

 
Para los efectos de este amparo, “los empleados son vistos de manera aislada y 

autónoma por las decisiones que tomaron fraudulentamente, no con el fin de cumplir 

el objeto social sino para ir en contra del mismo”44, de manera que la persona que 

funge como asegurada se separa de sus empleados, situación que le permite ser 

indemnizada por los daños que causen los actos malintencionados de éstos. 

 
Así, para la jurisprudencia civil45, el riesgo asegurado es la comisión de actos 

fraudulentos por parte de los empleados del asegurado, por lo que el siniestro se 

constituye en el momento en el que los empleados incurren en estas conductas. 

 
19. Ahora bien, no se pasa por alto que estos son seguros de daños, de lo cual 

deviene —esencialmente— que la aseguradora indemniza únicamente por la 

materialización de los daños que, en este, caso se concretarían en el detrimento 

económico, lo que se opone a que proceda su reconocimiento ante la sola presencia 

del acto fraudulento46. Por ende, no puede existir siniestro sin daño. 

 
Sin embargo, el elemento esencial del daño, cristalizado en la merma patrimonial, 

no implica que éste, en sí, constituya el siniestro, pues no cualquier detrimento o 

menoscabo económico del asegurado activa este amparo; únicamente tiene la 

virtualidad de hacerlo el quebranto causado directamente por actos fraudulentos de 

los empleados. 

 

Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo; Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección B, Sentencia del 19 de junio de 2013. Exp: 25472. M.P. Danilo Rojas Betancourth. 
43 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de 17 de noviembre de 2020. Exp: SC4312- 
2020. M.P. Ariel Salazar Ramírez. 
44 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de 19 de diciembre de 2016. Exp: SC18594- 
2016. 
45 “Cabe pues indicar que en el seguro de manejo el siniestro se configura cuando materialmente se realizan 
los hechos en virtud de los cuales se produce la apropiación indebida o el uso inadecuado de tales bienes por 
parte de la persona encargada de su correspondiente manejo.”. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Civil, Sentencia de 24 de julio de 2006. Exp: SC00191. M.P. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo. 
46 ORDÓÑEZ, A. El carácter indemnizatorio del seguro de daños. En: Revista de Derecho Privado No. 7, 
enero/junio 2001. Universidad Externado de Colombia. P. 3. 
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Sobre el particular, resulta especialmente ilustrativa la doctrina experta en este 

campo del conocimiento: 

 
“especialmente de cara a determinados tipos aseguraticios o situaciones 
particulares, es usual que el daño, mejor aún sus consecuencias desfavorables, no 
se manifiesten con tanta inmediatez, (…). Estos daños, de aparición, consolidación 
o maduración posterior, son conocidos como daños tardíos o daños diferidos, los 
cuales, no obstante la evidente dificultad de ubicación, suelen obligar la 
responsabilidad del asegurador, a condición (…) de que sean fruto de un 
hecho acaecido durante la vigencia del seguro (…)”47. 
(Negrillas y subrayados fuera del texto original). 

 

20. En consecuencia, en términos generales, y sin perjuicio de las particularidades, 

condiciones y exclusiones de cada póliza, el siniestro, concebido desde la 

perspectiva de un acto complejo, inicia con el acto deshonesto o fraudulento del 

empleado del asegurado, y se consuma con el acaecimiento del daño materializado 

en el menoscabo patrimonial directo, situaciones que bien pueden tener cabida en 

momentos distintos y diferidos en el tiempo, o concretarse en un solo acto. 

 
2.2.1.2. Sobre los requisitos necesarios para la demostración del siniestro 

 
21. Es bien sabido que la obligación condicional del asegurador, consistente en 

indemnizar el daño, nace con la ocurrencia del siniestro, entendido éste como la 

concreción del riesgo asegurado. Así, para el surgimiento del correlativo derecho a 

ser indemnizado, el asegurado debe demostrar, en los términos del artículo 1077 

del Código de Comercio, la ocurrencia del siniestro y la cuantía de la pérdida 

ocasionada. 

 
22. Tratadistas48 especializados en este tópico igualmente consideran que el 

amparo de infidelidad de empleados requiere de la demostración de tres elementos: 

 
1. La pérdida directa, 

2. Los actos deshonestos o fraudulentos y 

3. Que tales actos sean cometidos por los empleados del asegurado. 

 
 

Resulta menester que el asegurado pruebe que los actos de sus empleados fueron 
 
 

47 JARAMILLO, C.I. La configuración del siniestro en el seguro de la responsabilidad civil. 4 ed. Temis. Bogotá, 
2011. P. 56. 
48 NARVÁEZ, J.E. El contrato de seguro y los contratos de la actividad financiera: Coberturas y tendencias del 
seguro global bancario, 43 RIS, 49-102 (2015). http://dx.doi.org/10.11144/Javeriana.ris43.csaf. 

http://dx.doi.org/10.11144/Javeriana.ris43.csaf
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deshonestos o fraudulentos, y no meramente negligentes, pues estas pólizas 

amparan únicamente “actos voluntarios encaminados específicamente a causar un 

menoscabo patrimonial a la primera, de modo que en ellos es posible detectar el 

evidente o notorio propósito de producir ese daño”49. Esto es, amparan actos 

totalmente intencionales, en el marco del dolo en el derecho civil, en la medida que 

el empleado tenga conciencia y voluntad de que su conducta causará un daño 

patrimonial50. 

 
En cuanto al significado de actos “deshonestos o fraudulentos”, la justicia arbitral ha 

determinado que “comprende aquellos de naturaleza dolosa que pueden 

enmarcarse en varios delitos, según las particularidades de cada caso en concreto, 

pero también todos aquellos actos deshonestos no tipificados como delitos”51, de 

manera que “la existencia del siniestro no depende de ninguna calificación penal, ni 

mucho menos que se produzca una condena en procedimiento penal”52. 

 
En estos términos, el asegurado debe comprobar que los hechos de los cuales 

derivó la pérdida patrimonial fueron intencionalmente cometidos por sus empleados. 

En consecuencia, para tener por configurado el siniestro no es necesario 

individualizar a los empleados causantes del fraude, ni aportar fallo condenatorio de 

responsabilidad fiscal, disciplinaria o fiscal. 

 
2.2.1.3. Sobre las pólizas de ocurrencia, las de descubrimiento y las claims 

made 
 

23. De conformidad con la regla general, los seguros terrestres operan bajo el 

sistema de ocurrencia, según el cual la póliza ampara el siniestro ocurrido durante 

su vigencia53. Sin embargo, en casos específicos y en virtud de expresa habilitación 

legislativa, las aseguradoras pueden expedir pólizas basadas en el sistema de 

descubrimiento o de reclamación, también llamadas claims made. 

 
 
 

49 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de 19 de diciembre de 2016. Exp: SC18594- 
2016. 
50 Laudo Arbitral de 24 de octubre de 2012 de Proyectar Valores S.A. Comisionista de Bolsa en liquidación 
forzosa administrativa contra Chubb de Colombia S.A. y Chartis Seguros Colombia S.A. Árbitros: José Fernando 
Torres, Diana Patricia Salom, José Fernando Ramírez. 
51 Laudo Arbitral de 2 de diciembre de 2014 de Proyectar Valores S.A. Comisionista de Bolsa en liquidación 
forzosa administrativa contra Chubb de Colombia Compañía de Seguros S.A. y Chartis Seguros Colombia S.A. 
(AIG Seguros Colombia S.A.) Exp. 2978. Árbitros: Carmenza Mejía Martínez, Juan Carlos Esguerra Portocarrero 
y Juan Manuel Diaz-Granados Ortiz. Citando el Laudo arbitral de 11 de octubre de 2011 de Andino Capital 
Markets Comisionista de Bolsa contra La Interamericana Compañía de Seguros. Árbitros: Carlos Esteban 
Jaramillo Schloss, Andrés Ordóñez Ordóñez y Jorgee Suescún Melo. 
52 Sánchez Calero, F. Ley de Contrato de Seguro. Thomson Reuters, 2010. Pág. 1.137. 
53 Artículo 1073 del Código de Comercio. 
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Las pólizas de descubrimiento y de reclamación fueron consagradas por el artículo 

4° de la Ley 389 de 1997, en cuya virtud se amparan hechos pretéritos pero que se 

descubren o se reclaman durante su vigencia54, para los casos explícitamente 

autorizados por la ley55. En el caso del seguro de manejo y riesgos financieros, las 

partes del contrato pueden escoger, en ejercicio de su autonomía privada, entre el 

sistema de ocurrencia o descubrimiento56. 

 
No obstante, las modalidades de claims made y de descubrimiento requieren que, 

al momento de celebrar el contrato de seguro, el asegurado desconozca —sin 

negligencia— la ocurrencia de los hechos que configuran el siniestro57, pues, en 

caso contrario, habrá reticencia. 

 
Se destaca que, por ser estas modalidades excepcionales a la regla general, 

requieren de pacto expreso. En defecto, el seguro corresponderá a la modalidad de 

ocurrencia. 

 
2.2.2. Sobre lo probado en el proceso 

 
24. En el proceso quedó plenamente probado que la Secretaría Distrital de 

Hacienda suscribió tres contratos de seguro, en los que amparaba el riesgo de 

infidelidad de sus trabajadores: 

 
• “Seguro Manejo Póliza Sector Oficial 1002898”, expedido por La 

Previsora S.A.58: Con vigencia comprendida entre el 11 de octubre de 

2002 y las 00:00 del 1 de diciembre de 2003, y con un valor asegurado 

de $300’000.000. A falta de pacto expreso, el contrato se celebró bajo el 

sistema de ocurrencia del siniestro. 

 
 

54 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de 3 de diciembre de 2019. Exp: SC5217-2019. 
M.P. Luis Alonso Rico Puerta. 
55 “(...) la facultad otorgada por el artículo 4° de esta Ley es de carácter taxativo y excluyente, de modo que 
únicamente podrá pactarse la modalidad “por descubrimiento” en contratos de seguro que amparen el manejo 
de recursos y en general las consecuencias de infidelidad y riesgos financieros y, a su turno, la modalidad “por 
reclamación” o “Claims made” en los seguros que cubren la responsabilidad civil, conclusión que no requiere 
de mayores elucubraciones, ni de interpretación alguna, puesto que así quedo claramente referido en el artículo 
mencionado.” Laudo arbitral de 10 de julio de 2020 de Fondo Nacional del Ahorro contra Mapfre Seguros 
Generales de Colombia S.A. Exp: 15891. Árbitros: Antonio Pabón Santander, María del Pilar Galvis Segura y 
Jorge Santos Ballesteros. 
56 Laudo Arbitral de 2 de diciembre de 2014 de Proyectar Valores S.A. Comisionista de Bolsa en liquidación 
forzosa administrativa contra Chubb de Colombia Compañía de Seguros S.A. y Chartis Seguros Colombia S.A. 
(AIG Seguros Colombia S.A.) Exp. 2978. Árbitros: Carmenza Mejía Martínez, Juan Carlos Esguerra Portocarrero 
y Juan Manuel Diaz-Granados Ortiz. 
57 Uribe, N. El régimen general de responsabilidad de los administradores de sociedades y su aseguramiento. 
Pontificia Universidad Javeriana, Facultad de Ciencias Jurídica. Grupo Editorial Ibáñez. Bogotá, 2013. 
58 Folios 88 a 110 cuaderno 1. 
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• “Póliza de Seguro de Manejo Global para Entidades Oficiales 

92100000100”, expedida por Central de Seguros QBE59: Con vigencia 

que abarcaba desde las 00:000 del 1 de diciembre de 2003 hasta el 30 

de marzo de 2005, y con valor asegurado de $300’000.000. Ante la 

ausencia de estipulación en contrario, el contrato se celebró bajo el 

sistema de ocurrencia del siniestro. 

 
• “Póliza de Seguro de Infidelidad y Riesgos Financieros 93100000040”, 

expedida por Central de Seguros QBE60: Con una vigencia que cobijaba 

desde las 00:000 del 5 de diciembre de 2003 hasta el 27 de marzo de 

2005, con valor asegurado de $25.000 USD. Este contrato se celebró bajo 

el sistema de descubrimiento, y para cubrir pérdidas cuyo valor excediera 

el cubierto por otros seguros vigentes al momento de descubrirse la 

pérdida. 

 
25. También quedó probado —y sobre lo cual, además, no hay debate— que la 

Subdirección de Obligaciones Pensionales de la Secretaría Distrital de Hacienda 

tenía a su cargo la coordinación frente a la expedición de los actos administrativos 

de pensiones y cuotas partes de pensiones del Fondo de Pensiones Públicas de 

Bogotá D.C. y, en general, asumía las gestiones necesarias para el cumplimiento 

de las obligaciones pensionales61. Asimismo, que, en virtud del procedimiento 

dispuesto para esos fines, la Subdirección debía incluir y verificar las novedades 

recibidas mensualmente y entregar los archivos de nómina al Consorcio F.P.B. para 

que realizara los pagos respectivos62. 

 
26. Está demostrado que, a raíz de unos controles internos de la Subdirección de 

Obligaciones Pensionales llevados a cabo en febrero de 200463, se encontró que 

unos actos administrativos de reconocimiento pensional habían sido presuntamente 

falsificados. En los meses siguientes, gradualmente, la Subdirección encontró otros, 

de manera que, para mayo de 2004, reportó un total de 21 resoluciones 

presuntamente falsificadas. Asimismo, que, de las 21 resoluciones supuestamente 

 

59 Folios 537 a 546 cuaderno de pruebas 2. 
60 Folios 286 a 359 cuaderno 4. 
61 Numeral 16 del artículo de funciones de la Subdirección de Obligaciones Pensionales. Folio 486 cuaderno 4. 
62 Procedimiento expedido por la Secretaría Distrital de Hacienda de la nómina de pensionados FPPB. Folios 
517 a 552 cuaderno 4. 
63 Sustentado por el testimonio de Daniel Barrera Blanco, folio 93 cuaderno 6; testimonio de Ximena Juana 
Francisca Lozano Beltrán, folio 50 cuaderno 6; testimonio de Daniel Barrera Blanco, folio 93 cuaderno 6. 
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adulteradas, el Consorcio F.P.B. ya había hecho los pagos con fundamento en 7 de 

ellas64. 

 
Se evidenció que, en los primeros días de marzo de 2004, la Subdirección de 

Obligaciones Pensionales envió un correo electrónico al Consorcio F.P.B. en el que 

ordenó la suspensión de los pagos derivados de las resoluciones cuya veracidad no 

reconocía65. 

 
27. Por otra parte, el Consorcio F.P.B. certificó los valores por los cuales había 

efectuado los desembolsos66, en atención a las instrucciones impartidas por la 

Secretaría Distrital de Hacienda, de las 7 resoluciones mencionadas, así: 

 
 

Resolución 
No. 

Fecha de expedición 
Resolución 

Nombre 
beneficiario 

 
Fecha de pago 

 
Valor pago + EPS 

 
 
 

1873 

 
 
 

29 de agosto de 2003 

 
 

Leilo Martínez 
Rueda 

1 de diciembre de 2003 $ 46.369.431,00 

7 de enero de 2004 $ 2.893.672,00 

2 de febrero de 2004 $ 3.081.471,00 

5 de marzo de 2004 $ 3.081.471,00 

Total $ 55.426.045,00 

 
 
 

2036 

 
 

 
18 de septiembre de 

2003 

 
 

 
Néstor Riveros 

Celeita 

4 de noviembre de 2003 $ 32.353.086,00 

5 de diciembre de 2003 $ 4.574.532,00 

8 de enero de 2004 $ 2.287.266,00 

6 de febrero de 2004 $ 2.435.710,00 

4 de marzo de 2004 $ 2.435.710,00 

Total $ 44.086.304,00 

 
 
 

2511 

 
 
 

17 de octubre de 2003 

 
 

Rosa Tulia Abril 
Nova 

5 de diciembre de 2003 $ 67.623.970,00 

8 de enero de 2004 $ 2.462.242,00 

6 de febrero de 2004 $ 2.622.042,00 

6 de marzo de 2004 $ 2.622.042,00 

Total $ 75.330.296,00 

 
 
 

2523 

 
 
 

22 de octubre de 2003 

 
 

Edelmira 
Bastidas Villate 

5 de diciembre de 2003 $ 100.948.738,00 

8 de enero de 2004 $ 3.115.037,00 

6 de febrero de 2004 $ 3.317.203,00 

6 de marzo de 2004 $ 3.317.203,00 

Total $ 110.698.181,00 

 

2552 

 

27 de octubre de 2003 

 
Carlos Julio 

Ávila Camargo 

7 de enero de 2004 $ 107.442.705,00 

5 de febrero de 2004 $ 3.437.279,00 

Total $ 110.879.984,00 

2881 10 de noviembre de Jahir García 5 de enero de 2004 $ 112.653.586,00 

 
64 Folio 646 cuaderno 4. 
65 Testimonio de Ximena Juana Francisca Lozano Beltrán, folio 50 cuaderno 6; testimonio de Daniel Barrera 
Blanco, folio 93 cuaderno 6. 
66 Folios 794 a 800 cuaderno 3. 
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 2003 Ariza 4 de febrero de 2004 $ 3.549.718,00 

Total $ 116.203.304,00 

 

2939 

 
10 de noviembre de 

2003 

 
Óscar Rojas 

Rincón 

6 de enero de 2004 $ 131.833.720,00 

4 de febrero de 2004 $ 3.946.857,00 

Total $ 135.780.577,00 

 $ 648.404.691,00 

 

En estos términos, en el proceso se probó que el valor de la pérdida ascendió a la 

suma de $648’404.691 

 

• Sobre el reclamo del siniestro a La Previsora S.A. en virtud de la póliza No. 
1002898. 

 
28. En el expediente obra prueba de que, el 30 de marzo de 2005, JLT Valencia e 

Iragorri Corredores de Seguros S.A. —en su calidad de intermediario de seguros de 

la Secretaría Distrital de Hacienda— le dio aviso a La Previsora67 sobre la ocurrencia 

del siniestro que afectaba la póliza 1002898. Para los efectos, anexó el oficio con 

radicado 2005EE1096 de la Secretaría Distrital de Hacienda, en el que puso de 

presente que las investigaciones que habían adelantado hasta la fecha 

demostraban que había habido un detrimento por un valor aproximado de 

$748’491.742, en virtud de resoluciones presuntamente falsificadas. 

 
 

En comunicaciones posteriores, JLT Valencia e Iragorri Corredores de Seguros S.A. 

aportó la documentación tendiente a demostrar la ocurrencia del siniestro y la 

cuantía de la pérdida68. Entre otras, aportó las resoluciones supuestamente 

falsificadas, los procedimientos internos para la expedición de los actos 

administrativos de reconocimiento de pensión y posterior desembolso, las 

certificaciones que ponían de presente que las resoluciones consignaban 

falsedades y prueba de los desembolsos efectuados como consecuencia69. 

También le informó a La Previsora S.A. las distintas acciones que los funcionarios 

de la Secretaría Distrital de Hacienda habían adelantado frente a los hechos 

delictivos. Entre otras, las denuncias penales radicadas ante la Fiscalía General de 

la Nación el 27 de febrero de 200470, 18 de marzo de 200471 y el 29 de abril de 

200472; la denuncia presentada ante el Personero Distrital del 5 de marzo de 200473; 

 
 

67 Folio 13 cuaderno 2. 
68 Folios 20, 190 y 259 cuaderno 2. 
69 Folios 266 a 411 y 502 a 525 cuaderno 2. 
70 Folio 29 cuaderno 2. 
71 Folio 38 cuaderno 2. 
72 Folio 54 cuaderno 2. 
73 Folio 33 cuaderno 2. 
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la denuncia formulada ante la Contraloría Distrital de Bogotá el 18 de marzo de 

200474, el 13 de abril de 200475 y el 29 de abril de 200476; y la denuncia elevada 

ante el DAS el 29 de marzo de 200477. Asimismo, informó al ajustador nombrado en 

el marco de esa póliza que la Personería de Bogotá había emitido el Auto de 

Apertura 188 en contra de funcionarios de la Secretaría Distrital de Hacienda78. 

 
Por su parte, el 12 de octubre de 200579, La Previsora S.A. remitió a JLT Valencia 

e Iragorri la liquidación para la indemnización del siniestro, en la que reconoció 

$32’264.17780, derivado del pago efectuado a Néstor Riveros Celeita, que era el 

único valor desembolsado en la vigencia de su póliza. 

 
29. En vista de que las aseguradoras mantuvieron posiciones disímiles en cuanto a 

la ocurrencia del siniestro —como se pasará a exponer—, la Secretaría decidió no 

aceptar la liquidación de La Previsora81. 

 
• Sobre el reclamo del siniestro a QBE en virtud de la póliza No. 92100000100 

 
30. Está plenamente probado, también, que el 1 de marzo de 2005 JLT Valencia e 

Iragorri Corredores de Seguros S.A. le dio aviso a QBE82 sobre la ocurrencia del 

siniestro que afectaba la póliza No. 92100000100. Para los efectos, anexó el oficio 

con radicado 2005EE1096 de la Secretaría Distrital de Hacienda, en el que puso de 

presente que las investigaciones que habían adelantado hasta la fecha 

demostraban que había habido un detrimento por un valor aproximado de 

$748’491.742, en virtud de resoluciones presuntamente falsificadas. 

 
 

En comunicaciones posteriores, JLT Valencia e Iragorri Corredores de Seguros 

S.A.83 aportó la documentación tendiente a demostrar la ocurrencia del siniestro y 
 
 

 
74 Folio 35 cuaderno 2. 
75 Folio 44 cuaderno 2. 
76 Folio 51 cuaderno 2. 
77 Folio 41 cuaderno 2. 
78 Folio 435 cuaderno 2. 
79 Folio 527 cuaderno 2. 
80 En el reconocimiento del siniestro, La Previsora aceptó los valores que fueron desembolsados durante su 
vigencia, que ascendieron a $32’078.686 por concepto de mesadas pensionales y $3’770.400 correspondiente 
a aportes a la EPS, para un total de $35’849.086, menos el deducible de $3’584.909, por lo que el valor a 
indemnizar fue calculado en $32’264.909. Sin embargo, en las certificaciones emitidas por el Consorcio al 
expediente se evidencia que los pagos efectuados a Néstor Riveros Celeita durante la vigencia de dicha póliza 
correspondieron a $32’078.686 por mesadas pensionales y $274.400 por pagos a la EPS, para un valor total de 
$32’353.086. 
81 Folio 532 cuaderno 2. 
82 Folio 547 cuaderno 2. 
83 Folios 561 y 732 cuaderno 2, y folio 3 cuaderno 4. 
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la cuantía de la pérdida84. Con ese cometido, remitió los documentos que probaban 

los mismos hechos que presentó en la reclamación ante La Previsora. 

 
Por su parte, el 26 de agosto de 2005, QBE objetó la reclamación efectuada85, 

debido a que el siniestro había ocurrido con la expedición de las resoluciones 

supuestamente falsificadas, antes de que la póliza expedida entrara en vigencia. 

Después de la reconsideración presentada por el intermediario86, QBE 

complementó la objeción sobre la base de que la demostración del siniestro requería 

de fallo que tipificara la conducta punible o, en su defecto, fallo fiscal87. 

 
• Sobre el reclamo del siniestro a QBE en virtud de la póliza No. 93100000040 

 
31. En el proceso quedó probado que, el 5 de enero de 2005, la Secretaría Distrital 

de Hacienda remitió a Central de Seguros S.A. QBE la comunicación con radicado 

2005EE109688, en el marco de la póliza de infidelidad y riesgos financieros No. 

93100000040, en la que puso de presente que las investigaciones que habían 

adelantado hasta la fecha demostraban que había habido un detrimento por un valor 

aproximado de $748’491.742, en virtud de resoluciones presuntamente falsificadas. 

 
En comunicaciones posteriores, JLT Valencia e Iragorri Corredores de Seguros 

S.A.89 aportó la documentación tendiente a demostrar la ocurrencia del siniestro y 

la cuantía de la pérdida90. Con ese propósito, remitió los documentos que probaban 

los mismos hechos que describió en las reclamaciones ya mencionadas. 

 
No existe prueba de que QBE aceptara u objetara esta reclamación. 

 
 

2.2.3. Sobre el análisis de responsabilidad, según la póliza vigente 
 

2.2.3.1. Las pólizas pactadas bajo el sistema de ocurrencia 
 

32. Sea lo primero recordar que las pólizas que han sido pactadas bajo el sistema 

de ocurrencia están llamadas a indemnizar por los siniestros que acontezcan 

durante su vigencia. 

 
84 Folios 563 a 729 y 734 a 791 cuaderno 2, y folios 1, 2 y 4 a 155 cuaderno 4. 
85 Folio 764 cuaderno 4. 
86 Folio 176 a 179 cuaderno 4. 
87 Folio 184 cuaderno 4. 
88 Folio 360 cuaderno 4. 
89 Folios 387, 556, 624 y 791 cuaderno 4, y folios 802, 836, 840, 904 cuaderno 3. 
90 Folios 389 a 555, 558 a 615 y 625 a 788 cuaderno 4, y folios 792 a 800, 803 a 824, 837 a 839, 842 a 903, 
905 a 907 cuaderno 3. 
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De importancia es igualmente reiterar que al tenor de lo dispuesto en el artículo 

1073 del Código de Comercio que regula la responsabilidad del asegurador según 

el inicio del siniestro, establece que: “Si el siniestro, iniciado antes y continuado 

después de vencido el término del seguro, consuma la pérdida o deterioro de la 

cosa asegurada, el asegurador responde del valor de la indemnización en los 

términos del contrato” (Negrillas fuera del texto original). 

 
En virtud de lo expuesto anteriormente, en los amparos que nos conciernen, el 

siniestro inicia en el momento en el que los empleados cometen los actos 

fraudulentos y el daño se materializa con el menoscabo patrimonial, en la medida 

en que, como se analizó, el riesgo asegurable lo constituye el acto desleal, que no 

exclusivamente el deterioro económico. 

 
• Póliza 1002898 expedida por La Previsora S.A. 

 

33. Una interpretación sistemática y teleológica de la póliza 1002898 expedida por 

La Previsora S.A. —que, por lo demás, está pactada bajo el sistema de ocurrencia— 

apoya esta lectura. En efecto, si bien la condición séptima de la póliza dispone que 

se entiende ocurrido el siniestro “a) Cuando la ENTIDAD ASEGURADA sufra un 

menoscabo patrimonial a consecuencia de uno de los eventos cubiertos por la 

presente póliza (…)”91 (negrillas fuera del texto original), de lo cual podría pensarse 

que el siniestro lo constituye el efectivo menoscabo, no puede perderse de vista que 

la condición octava determina que: 

 
“(…) La suma asegurada que se tendrá en cuenta para efectos de la indemnización, 

será aquella que se encuentre vigente al momento de la ocurrencia del acto 

constitutivo del delito (…)”92. 

(Negrillas fuera del texto original). 

 

De manera que “el acto constitutivo de delito” corresponde al momento en el que el 

siniestro inicia, sin perjuicio de que finalice con el desembolso fundado en la causa 

ilícita que lo precede. 

 
Una interpretación contraria, según la cual el siniestro lo constituye el efectivo 

menoscabo, habría comportado la eventual imposibilidad jurídica y material de 

 
91 Folio 103 cuaderno 1. 
92 Folio 103 cuaderno 1. 
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amparar ese tipo de riesgo en caso de que la comisión del acto delictivo ocurra 

antes de que la póliza entre en vigencia, pero el menoscabo efectivo ocurra durante 

la vigencia. Así, de seguir la orientación opuesta, llevaría que al momento de 

producirse el acto delictivo no existiría contrato de seguro, luego, no habría suma 

asegurada para calcular el límite de la indemnización, con lo cual la condición octava 

perdería su efecto práctico. 

 
Adicionalmente, debe resaltarse que, en los términos de la misma póliza, el siniestro 

ocurre “a consecuencia de uno de los eventos cubiertos”, sin que —como ya se ha 

dicho— pueda predicarse la materialización del riesgo asegurado por el solo 

menoscabo patrimonial, per se, sin atender a la causa que lo produjo. 

 
En consecuencia, el siniestro inició su ocurrencia en el momento en el que los 

funcionarios incurrieron en “el acto constitutivo de delito”, al margen de que se 

consuma con el débito indebido. 

 
34. Según lo probado en el expediente, la Secretaría de Hacienda le puso de 

presente a las aseguradoras que 7 resoluciones habían sido falsificadas y, con base 

en ellas, el Consorcio F.P.B. había efectuado los respectivos desembolsos. 

 
Sin perjuicio de lo que más adelante se profundice sobre los requisitos para probar 

el siniestro, no queda duda de que adulterar resoluciones, en caso de que así sea 

demostrado, constituye el delito de falsedad material93 en documento público, según 

el artículo 287 del Código Penal (Ley 599 de 2000, vigente para la época de los 

hechos). 

De esta manera, el siniestro, que para al efecto no estaba sujeto a la sentencia de 

la justicia penal declarativa de su acaecimiento, inició y se prolongó en las fechas 

en las que las resoluciones presuntamente falsificadas fueron expedidas: entre el 

29 de agosto de 2003 y el 10 de noviembre de 2003. Por ende, la obligación 

indemnizatoria nació en cabeza de la aseguradora cuya póliza estaba vigente en 

dichas fechas, a saber, de La Previsora S.A., en virtud de la póliza 1002898 que 

 

93 Así lo ha concluido la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, al sostener “Se trata, por tanto, de la 
creación mendaz con apariencia de verosimilitud, que en el caso de la falsedad documental pública se 
entiende consumada con la editio falsi, es decir, con la simple elaboración o hechura del documento que 
se atribuye a una específica autoridad pública y que por ende representa una situación con respaldo en el 
derecho al involucrar en su formación la intervención del Estado por intermedio de alguno de sus agentes 
competentes, esto es, que se supone expedido por un servidor público en ejercicio de sus funciones y con el 
lleno de las formalidades correspondientes” (Negrillas fuera del texto). Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal. Sentencia de 18 de junio de 2014. Rad: 39090. M.P. María del Rosario González Muñoz. 
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amparaba el riesgo desde el 11 de octubre de 2002 hasta el 1 de diciembre de 2003. 

 
 

Así pues, en principio, radicaría en cabeza de La Previsora S.A. la obligación 

indemnizatoria por la totalidad de los siniestros reclamados, que, según quedó 

probado, corresponde a $648’404.691. 

 
35. No obstante, la póliza consagraba un valor asegurado de $300’000.000, que es 

el límite de la indemnización a la que está obligado el asegurador. En consecuencia, 

La Previsora únicamente deberá responder, a título de indemnización —y sin 

perjuicio de los intereses moratorios y el deducible a cargo del asegurado a los que 

nos referiremos más adelante— por $300’000.000. 

 
• Póliza 92100000100 expedida por QBE 

 

36. Esta póliza, pactada bajo el sistema de ocurrencia, tenía vigencia del 1 de 

diciembre de 2003 hasta el 30 de marzo de 2005. Según se concluyó, el siniestro 

inició con la expedición de las resoluciones, desde el 29 de agosto hasta el 10 de 

noviembre de 2003. Por tal motivo, la cobertura de esta póliza no había empezado 

para el momento en el que iniciaron los siniestros, razón por la cual resulta palmario 

que no puede ordenarse indemnización con cargo a ese seguro. 

 
En efecto, se reitera que el inciso primero del artículo 1073 del Código de Comercio 

dispone que la aseguradora que debe indemnizar el siniestro es aquella cuya póliza 

esté vigente en el momento en el que inicia su ocurrencia, aun cuando, como se 

explicó en precedencia, se materialice la pérdida después de vencido el término de 

vigencia. 

 
Por oposición, es el inciso segundo del artículo 1073 del Estatuto Mercantil el que 

regula el supuesto de hecho en el que se encuentra QBE con ocasión de la Póliza 

92100000100, al indicar que: “(…) si [el siniestro] se inicia antes y continúa después 

que los riesgos hayan principiado a correr por cuenta del asegurador, éste no será 

responsable por el siniestro”. 

 
En efecto los actos fraudulentos constitutivos de siniestro iniciaron antes de que 

iniciara la vigencia de la póliza que ahora se analiza, al margen de que su concreción 

se hubiera cristalizado cuando ésta ya había cobrado vigor, evento que de suyo 

descarta la posibilidad de atribuir responsabilidad indemnizatoria a QBE, en virtud 
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de esta póliza. 

 
 

Así lo ha considerado la Corte Suprema de Justicia al pronunciarse sobre el alcance 

del segundo inciso del artículo 1073 del Código de Comercio, como sigue: 

 
“Lo dicho traduce que el siniestro, consistente en la ejecución de las obras que 

afectaron el predio de Leopoldo Suárez Carrillo tras la edificación de Village Elite, 

se generó a partir del 24 de febrero de 2014, cuando inició esta obra, época para la 

cual no se había otorgado la póliza fundante de la vinculación de Seguros Generales 

Suramericana. 

 
Por ende, la aplicación del inciso 2° del artículo 1073 del Código de Comercio era 

de rigor, como lo hizo el juzgado de primera instancia, al concluir que Suramericana 

no estaba obligada al pago de la condena impuesta a las convocadas, en razón a 

que el siniestro empezó antes de la cobertura temporal del seguro y continuó 

después de que la aseguradora asumió los riesgos, eventualidad que la exonera de 

responsabilidad en el pago del siniestro al tenor del precepto legal señalado”94. 

 
En conclusión, QBE no tiene obligación alguna de indemnizar, en virtud de esta 

póliza, a la Secretaría Distrital de Hacienda por los hechos reclamados. 

 
2.2.3.2. La póliza pactada bajo el sistema de descubrimiento 

 

37. Como ya se determinó, estas pólizas amparan las pérdidas que el asegurado 

descubra durante su vigencia, con independencia del momento en el que la pérdida 

acaeció. 

 
La Póliza de Infidelidad y Riesgos Financieros 93100000040, expedida por QBE, 

fue pactada bajo esta modalidad, así: 

 
“nos comprometemos a pagar y a reconocer al Asegurado toda pérdida que él [sic] 

mismo, pueda durante la vigencia de este seguro (como se indica en la carátula) 

sufrir o descubrir que ha sufrido (…)”95. 

(Negrillas fuera del texto original). 

 

Asimismo, que la carátula de la póliza, en su anexo de modificación, determina, 

“Fecha retroactiva eliminada y reemplazada por la cláusula de limitación de 

descubrimiento BEHJ No. 1”96, que, a su tenor, estipula: 

 

 
94 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia de 21 de julio de 2021. Exp: 2015-00230. M.P. 

Aroldo Wilson Quiroz Monsalve. 
95 Folio 291 cuaderno 4. 
96 Folio 287 cuaderno 4. 
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“No habrá responsabilidad con respecto a ningún reclamo: 

a) Proveniente de o en conexión con cualquier circunstancia u ocurrencia que haya 

sido notificada al asegurador bajo cualquier otra póliza de seguros, efectuada 

con anterioridad a esta póliza. 

b) Proveniente de o en conexión con cualquier circunstancia u ocurrencia conocida 

por el asegurado, antes de la fecha de iniciación de este seguro”97. 

 

En este sentido, la póliza establece que indemnizará las pérdidas que el asegurado 

descubra durante la vigencia, con independencia al momento en el que ocurrieron, 

siempre que, para la época de la celebración del contrato, el asegurado no la 

conociera. 

 
Respecto de la definición de descubrimiento, la póliza determina que: 

 
 

“Esta póliza aplica a pérdidas descubiertas por el asegurado durante el período de 

la póliza. Descubrimiento ocurre cuando el asegurado tiene conocimiento de hechos 

que causarían que una persona razonable asuma que una pérdida cubierta por esta 

póliza ha ocurrido o ocurrirá, ya sea que la cuantía exacta o los detalles de la pérdida 

no se conozcan todavía”98. 

(Subrayados fuera del texto original). 

 

Esta póliza estuvo vigente desde las 00:000 del 5 de diciembre de 2003 hasta el 27 

de marzo de 2005. 

 
38. Está demostrado que el asegurado advirtió, por primera vez, que existían unas 

resoluciones presuntamente falsas de reconocimiento pensional, a finales de 

febrero de 2004. Esto es, en vigencia de esta póliza. 

 
Se aúna que entre febrero y mayo de 200499, la Secretaría Distrital de Hacienda, 

gradualmente, descubrió otras resoluciones presuntamente falsificadas, 7 de las 

cuales habían culminado en el efectivo pago por parte del Consorcio F.P.B., con lo 

que se produjo un quebranto patrimonial. 

 
También, que el 5 de enero de 2005, mediante oficio con radicado 2005EE1096, la 

Secretaría le informó a QBE que las investigaciones adelantadas hasta la fecha por 

los hechos defraudatorios daban cuenta de que había habido un detrimento por un 

valor aproximado de $748’491.742. La Secretaría manifiesta que, mediante este 

 
 

97 Folio 357 cuaderno 4. 
98 Folio 358 cuaderno 4. 
99 Folio 646 cuaderno 4. 
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oficio, le dio alcance a una comunicación del 20 de septiembre de 2004100, en la que 

informó de la apertura de la indagatoria preliminar por parte de la Contraloría de 

Bogotá. 

 
Y está probado que el 2101 y 8 de marzo102 de 2005, QBE solicitó al intermediario 

del seguro información adicional para complementar el aviso del posible siniestro. 

En consecuencia, la Secretaría Distrital de Hacienda, por conducto de su 

intermediario, aportó a QBE la información y documentación con el fin de probar la 

ocurrencia del siniestro y la cuantía de la pérdida. 

 
En estos términos, esta Sala encuentra que la pérdida fue descubierta, según la 

definición de la garantía, durante la vigencia de la Póliza No. 93100000040, razón 

por la cual QBE —en su calidad de aseguradora en este contrato— tendría, en 

principio, la obligación de indemnizar los daños. 

 
39. Sin perjuicio de todo lo anterior, no puede perderse de vista una circunstancia 

particular que riñe con la posibilidad de radicar responsabilidad de indemnizar en 

cabeza de QBE con sustento en esta póliza. 

 
Las condiciones de la póliza establecían las reglas que, en materia indemnizatoria, 

debían observarse en caso de concurrir varios seguros al amparo de un mismo 

riesgo. Así, dispuso: 

 
“4. Otros seguros. Queda convenido que en el evento de una pérdida, reclamo o 
daño, amparado por esta Póliza, también está [sic] cubierto por otros seguros 
tomados por el Asegurado, la presente Póliza únicamente pagará reclamos (sin 
exceder el valor asegurado de esta Póliza) por el exceso del valor de la pérdida de 
tal otro seguro que estuviera en vigencia al momento de descubrirse la pérdida”103. 
(Negrillas y subrayados fuera del texto original). 

 

40. En el proceso está probado que los daños amparados por esta póliza estuvieron 

cubiertos, además, por otras dos pólizas: la expedida por La Previsora, a la cual ya 

nos hemos referido, y la de Seguro de Manejo Global para Entidades Oficiales 

92100000100 expedida por QBE. 

 
También está acreditado que, al momento de descubrirse la pérdida, esto es, en 

 

100 No obstante, en el expediente no obra copia de esta comunicación. 
101 Folio 368 cuaderno 4. 
102 Folio 381 cuaderno 4. 
103 Folio 302 cuaderno 4. 
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febrero de 2004, estaban vigentes, de manera paralela, las dos pólizas expedidas 

por QBE; una bajo el sistema de ocurrencia y, la otra, de descubrimiento. 

 
41. Y, como ya se ha expuesto, la póliza en virtud de la cual nace la obligación 

indemnizatoria es la expedida por La Previsora, que no estaba vigente al momento 

del descubrimiento. La que sí estaba en vigencia al momento de descubrirse la 

pérdida era la 92100000100 expedida por QBE, de la que, según expondremos 

enseguida, no deviene obligación indemnizatoria. 

 
En otras palabras, no se reúnen las condiciones previstas en esta cláusula para 

que, ante la existencia de múltiples seguros, QBE responda por el pago de una 

indemnización con cargo a la póliza de descubrimiento 93100000040. 

 
42. Por sustracción de materia, en virtud de que QBE no resultará condenada en 

este proceso, no se analizarán los demás cargos de la impugnación de QBE, 

consistentes en el porcentaje del deducible aplicable en las dos pólizas, la reducción 

de la indemnización por el incumplimiento del deber de mitigación del daño y la 

reticencia. 

 
2.2.4. Sobre el análisis de responsabilidad, según la demostración del siniestro 

 
43. En la medida en la que ya definimos que la única póliza que está llamada a 

responder es la 1002898 expedida por La Previsora, esta Sala analizará la 

demostración del siniestro respecto de ésta. 

 
44. Se reitera que la demostración del siniestro en el caso que nos ocupa requiere 

que se reúnan y acrediten tres elementos: (i) el daño, (ii) consecuencia de actos 

deshonestos o fraudulentos (iii) cometidos por los empleados del asegurado, sin 

que sea necesario que anteceda una condena penal. 

 
45. Y resulta que esta póliza no contiene pacto en contrario sobre lo que ya se ha 

decantado respecto de la demostración del siniestro, como se pasará a detallar: 

 
En primer lugar, la condición séptima dispone que el siniestro amparado ocurre en 

dos eventos distintos: 

 
“a) Cuando la ENTIDAD ASEGURADA sufra un menoscabo patrimonial a 
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consecuencia de uno de los eventos cubiertos por la presente póliza. 
b) Cuando se trate de alcances que se liquiden en juicios de cuentas, en la fecha en 
la cual quede debidamente ejecutoriada la providencia que declare fiscalmente 
responsable al Empleado. (…)”104. 

 

Véase que el literal b) regula un caso especial, en el que el siniestro dependa de un 

juicio de cuentas derivado de un proceso de responsabilidad, caso en el cual el 

siniestro únicamente se constituye con el fallo ejecutoriado de responsabilidad 

fiscal. Por el contrario, el literal a) incorpora una premisa general aplicable a los 

demás eventos, en cuya virtud no se requiere de condena de ninguna naturaleza. 

 
Se resalta, en primer lugar, que no estamos ante el evento regulado en el literal b) 

en cuanto, en este caso, lo que se discute no pende del juicio de cuentas derivado 

del proceso de responsabilidad fiscal. 

 
En cuanto al literal a), véase que la póliza estipula en varias condiciones y cláusulas 

que el riesgo que ampara es el de infidelidad de empleados “que incurran en delitos 

contra la administración pública”105 o, en otras palabras, “por actos que se tipifiquen 

como delitos contra la Administración Pública”106. 

 
En los términos de la póliza, el seguro amparaba el riesgo de actos deshonestos 

generadores de menoscabo patrimonial, 107 que se tipifiquen como delitos en contra 

de la Administración Pública, sin que necesariamente se requiera que la justicia 

penal haya condenado por esos delitos. 

 
Esta exégesis cobra mayor vigor de cara a otras cláusulas adicionales de la póliza, 

en las que se dispone: 

 
“Pérdidas de Empleados no identificados: Cuando respecto de cualquier pérdida, el 
asegurado no pudiera determinar específicamente al empleado o los 
empleados responsables, la compañía reconocerá la indemnización 
correspondiente, siempre y cuando las pruebas presentadas permitan tener 
certeza de que las pérdidas fueron causadas únicamente por uno o por varios 
empleados de la entidad asegurada, a cualquier título (…)”108. 
(Negrillas y subrayados fuera del texto original). 

 
 
 
 

104 Folio 103 cuaderno 1. 
105 Carátula de la póliza. Folio 101 cuaderno 1. 
106 Folio 103 cuaderno 1. 
107 Según la definición amplia de empleado que contiene la póliza, según la cual se incluyen, en general, las 
personas naturales que prestan servicios a la Secretaría Distrital de Hacienda. Folios 106 y 107 cuaderno 1. 
108 Folio 105 cuaderno 1. 
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De aceptar un entendimiento orientativo de que la demostración del siniestro 

requería de la condena penal, no habría lugar a reconocer la indemnización ante 

pérdidas por empleados no identificados, pues la condena penal implica, 

esencialmente, la individualización e identificación plena de la persona responsable 

del delito. 

 
46. Ahora, sí es cierto que, para que proceda la indemnización en estos casos, el 

asegurado debe presentar pruebas que permitan establecer con certeza que el 

menoscabo patrimonial fue causado por los actos de sus empleados que, además, 

estén tipificados como delitos en contra de la Administración Pública. En otras 

palabras, que, sin necesidad de hacer un juicio de responsabilidad penal —que le 

corresponde exclusivamente a la justicia penal— se verifique que las conductas 

objetivas en las que los empleados incurrieron constituyen tipos penales, según las 

define el Código Penal, en contra de la Administración Pública. 

 
En conclusión, la demostración del siniestro en el marco de la póliza 1002898 

expedida por La Previsora requería que se probara (i) que se causó un menoscabo 

patrimonial, (ii) como consecuencia de actos fraudulentos, (iii) cometidos por los 

empleados del asegurado, (iv) que estén tipificados en la normatividad penal como 

delitos en contra de la Administración Pública. 

 
47. En el caso que nos ocupa, como se acotó, quedó probado que la Secretaría 

Distrital de Hacienda presentó múltiples denuncias porque consideró que, en 21 

resoluciones de reconocimiento pensional, se había falsificado la firma del 

funcionario competente. 

 
Del acervo probatorio es posible concluir que la Secretaría Distrital de Hacienda no 

podía determinar con certeza quiénes, particularmente, habían incurrido en los 

actos delictivos, razón por la cual presentó las denuncias ante los órganos 

correspondientes por los hechos que iba conociendo gradualmente, sin 

individualizar a los responsables109. 

 
No obstante, en el expediente está demostrado que, para la expedición de las 

resoluciones de reconocimiento pensional, los funcionarios de la Subdirección de 

Obligaciones Pensionales debían agotar el procedimiento de sustanciación y 

 

109 Entre otras, folio 31 cuaderno 2. 
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liquidación de pensión110, de la siguiente manera: 

 

i) El Consorcio F.P.B. enviaba la documentación a la Subdirección, que era 

recibida por un auxiliar administrativo. 

ii) El auxiliar administrativo verificaba si los documentos estaban completos 

de acuerdo con el trámite, en cuyo caso, los enviaba al coordinador del 

grupo de pensiones. 

iii) El coordinador los estudiaba y asignaba el expediente a un profesional 

especializado o universitario. 

iv) El profesional revisaba si había lugar al respectivo reconocimiento y 

desarrollaba una hoja de trabajo. 

v) En caso de que el reconocimiento requiriera de liquidación, el profesional 

enviaba el expediente a un técnico liquidador, quien, a su vez, 

incorporaba la liquidación al expediente y lo devolvía al profesional 

asignado. 

vi) El profesional, entonces, proyectaba la resolución de reconocimiento y 

enviaba el expediente al coordinador del grupo de pensiones. 

vii) El coordinador revisaba la resolución con base en el expediente y, en 

caso de no advertir algún error, lo remitía al subdirector de obligaciones 

pensionales para su revisión y firma. 

viii) Posteriormente, enviaba la resolución (sin el expediente) a un técnico 

para que éste le imprimiera fecha y número, y le informara al interesado, 

ix) Después de notificado y, en caso de que la resolución quedara en firme, 

se enviaba al profesional para el procedimiento de nómina. 

 
Por su parte, el procedimiento de nómina de pensionados exigía que, con base en 

las resoluciones, se incluyeran las novedades en la nómina del mes111 y se enviaran 

los archivos de nómina al Consorcio F.P.B.112
 

 
Nótese que, en los términos del procedimiento previsto, el expediente se formaba 

en el interior de la Subdirección a partir de la documentación enviada por el 

Consorcio F.P.B., y su estudio dependía exclusivamente de los funcionarios de la 

Subdirección, sin que, en ningún momento, el expediente saliera de su control. La 

 
 

110 Folios 545 a 548 cuaderno 4. 
111 Entre otras, este procedimiento está probado con el memorando con radicado 2004IE13325 de la Secretaría 

Distrital de Hacienda. Folio 646 cuaderno 4. 
112 Folio 517 cuaderno 4. 
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proyección y suscripción de la resolución de reconocimiento pensional, que se 

fundamentaba en el expediente, estaba a cargo únicamente de los mismos 

funcionarios. El procedimiento culminaba con el envío “del archivo de nómina” al 

Consorcio F.P.B. para que éste efectuara los pagos correspondientes. 

 
De las pruebas no se establece con claridad si el archivo de nómina que se enviaba 

al Consorcio F.P.B. consistía en la resolución de reconocimiento pensional; no 

obstante, sí es claro que el expediente correspondiente no se enviaba al Consorcio. 

En efecto, para el momento en el que iniciaba el procedimiento de nómina, el 

expediente ya no acompañaba la resolución. Así lo dispone el alcance del 

procedimiento de sustanciación y liquidación de pensión: 

 
“Alance: Inicia con la recepción de la solicitud de Reconocimiento de la Pensión y 
finaliza con el la [sic] entrega de la resolución reconocimiento o negación de un 
derecho al Procedimiento de Nómina”113. 
(Negrillas fuera del texto original). 

 

Ahora, ocurrió que, en febrero de 2004, la Subdirección de Obligaciones 

Pensionales de la Secretaría Distrital de Hacienda advirtió que se había generado 

un incremento inusual en las novedades de nómina reportadas114, a partir de lo cual 

descubrió que existían unas resoluciones que no tenían expediente documental que 

las respaldara, y los funcionarios competentes manifestaron no haberlas suscrito115. 

 
De lo anterior, se destaca que las resoluciones aparecieron con firmas falsificadas 

en algún punto del trámite en el que ya no era necesario que estuvieran adjuntas al 

expediente, pero en el que aún debían agotar el “procedimiento de nómina”, para 

que se incluyeran en las novedades del mes y se enviara el “archivo de nómina” al 

Consorcio F.P.B. 

 
En este sentido, salta a la vista que las personas que incurrieron en estas conductas 

no pudieron haber introducido las resoluciones fraudulentas directamente en manos 

del Consorcio F.P.B., pues, de haber sido así, al interior de la Secretaría Distrital de 

Hacienda no se habrían reportado las respectivas novedades de nómina, ni habría 

sido posible que los funcionarios advirtieran el incremento inusual en dichas 

novedades. 

 
113 Folio 539 cuaderno 4. 
114 Folio 636 cuaderno 4, entre otras. 
115 Testimonio de Ximena Juana Francisca Lozano Beltrán. Folio 51 cuaderno 6. Y testimonio de Eduardo 
Vicente Botero Rey. Folio 52 cuaderno 6. 



Radicación: 
Demandante: 
Demandado: 

25000-23-26-000-2006-00637-01 (44472) 
Bogotá D.C. – Secretaría de Hacienda 

La Previsora Compañía de Seguros y QBE 
Central de Seguros 
Controversias Contractuales Asunto: 

46 

 

 

 
 
 

Así pues, sin pretender juzgar ni fallar sobre las condiciones en las que se 

cometieron las falsificaciones, esta Sala encuentra que los hechos probados indican 

que, al menos, alguien, materialmente, tuvo que poner las resoluciones en la 

Subdirección para que fueran reportadas como novedades de nómina, conducta 

que, razonablemente, sólo pudo haberla desplegado una persona que tuviera 

acceso a las instalaciones de la Subdirección, y cuya presencia no generara 

sospecha. 

 
48. En este sentido, para esta Sala deviene claro que, en orden a lograr estas 

falsificaciones, necesariamente, tuvo que haber participado personal vinculado a la 

Secretaría de Hacienda. Este análisis está sustentado, además, en el testimonio de 

Daniel Barrera Blanco116: 

 
“PREGUNTADO: A su entender considera usted que alguno de los funcionarios de 
la Subdirección de obligaciones pensionales estuvo directamente implicado con el 
reconocimiento y pago de las pensiones irregulares. 

 
CONTESTÓ: Este fraude no se pudo realizar sino hubiera personas al interior que 
lo hiciera efectivo (…)”117. 

 
49. Por otra parte, está probado que, de las 21 resoluciones presuntamente 

falsificadas, 7 pensiones fueron pagadas por el Consorcio F.P.B., antes de que la 

Secretaría Distrital de Hacienda se percatara de las falsificaciones y ordenara la 

suspensión de los pagos sustentados en dichas resoluciones. 

 
Así, resulta claro que los pagos injustificados provenían de recursos parafiscales 

que, como ha sido decantado, son recursos del Estado118. En estos términos, el 

pago de las resoluciones falsificadas implicó un detrimento en los recursos públicos, 

a cargo de la Secretaría Distrital de Hacienda. 

 

 
116 Testimonio solicitado por QBE en su contestación de la demanda y decretado por el Despacho de primera 

instancia mediante auto de 10 de mayo de 2007 (folio 179 cuaderno 1). El testigo fue empleado de la 
Subdirección de Obligaciones Pensionales de la Secretaría Distrital de Hacienda desde el 1 de agosto de 2003 
y el 10 de marzo del 2004. Al respecto conviene señalar que, aun cuando el artículo 217 del Código de 
Procedimiento Civil consagra que son sospechosas para declarar las personas que, en concepto del juez, se 
encuentren en circunstancias que afecten su credibilidad o imparcialidad, en función de su parentesco, 
dependencia, sentimientos o interés en relación con las partes o sus apoderados, antecedentes personales u 
otras causas, la jurisprudencia unánime de esta Corporación ha sostenido que sus dichos no pueden relegarse 
de plano. Lo que supone es que su valoración debe pasar por un filtro más riguroso, en contraste y cotejo con 
el resto del acervo probatorio que integra la cusa y con las particulares que la circundan, al tiempo que deberán 
apreciarse en consonancia con las reglas de la sana crítica y la experiencia. En atención a los términos descritos, 
la prueba será valorada. 
117 Folio 93 cuaderno 6. 
118 Corte Constitucional, Sentencia C-273 de 1996. M.P. Jorge Arango Mejía. 
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Cabe añadir que los funcionarios de la Secretaría de Hacienda, mediante la 

falsificación de las resoluciones de reconocimiento pensional, se apropiaron, en 

provecho suyo o de terceros, de los recursos parafiscales en virtud de las 7 

resoluciones que fueron efectivamente pagadas. Esta conducta está tipificada en el 

artículo 397 del Código Penal119, como peculado por apropiación, bajo el título de 

delitos contra la Administración Pública. 

 
Es cierto que el peculado requiere que quien cometa la conducta tenga la 

calificación de servidor público, circunstancia que —al no existir plena identificación 

de quien incurrió en los actos fraudulentos— no podía, ni correspondía ser probada 

en el marco de este proceso. 

 
En la misma línea expuesta, los actos defraudatorios descritos, eventualmente, 

habrían podido configurar también, en caso de probarse, el tipo penal de 

enriquecimiento ilícito de servidor público120 consagrado en el 412 del Código 

Penal121, bajo el título de delitos en contra de la Administración Pública. Pues bien, 

el detrimento patrimonial causado como consecuencia de la falsificación de las 

resoluciones implica la correlativa obtención, para sí o para otro, de un incremento 

patrimonial injustificado. 

 

50. En consideración a todo lo expuesto, la Sala encuentra que en el proceso se 

probó que la entidad asegurada sufrió un daño consistente en el menoscabo 

 
 

119 “El servidor público que se apropie en provecho suyo o de un tercero de bienes del Estado o de empresas o 
instituciones en que éste tenga parte o de bienes o fondos parafiscales, o de bienes de particulares cuya 
administración, tenencia o custodia se le haya confiado por razón o con ocasión de sus funciones”. 
120 Al respecto, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 22 de abril de 
2022, proferida dentro del expediente 47725, con ponencia del magistrado Ariel Augusto Torres Rojas, explicó 
que: “(…) cabe señalar que, acorde con la definición normativa que rige la conducta atribuida al ex Fiscal 
HERNÁNDEZ CASTRO, para que la misma encuentre realización resulta indispensable establecer 
probatoriamente que el servidor público (sujeto agente cualificado), durante el desempeño del cargo o dentro 
de los dos años siguientes a la dejación del mismo, incurrió en un incremento patrimonial no justificado. // “Más 
recientemente, la Sala de Casación Penal de la Corte indicó // ‘en el caso del enriquecimiento ilícito de los 
servidores públicos, le basta al Estado demostrar que el enriquecimiento es real e injustificado, ocurrido 
por razón del cargo que desempeña. Por lo tanto, establecida la diferencia patrimonial real y su no 
justificación, la conducta se adecua al tipo penal del artículo 412 del Código Penal vigente (anterior 
artículo 148 del decreto 100 de 1980, subrogado por el artículo 26 de la ley 190 de 1995). Aquí lo que se 
protege es la función pública y, en especial su moralidad, como principio que debe gobernar toda su 
actividad’. // Se tiene entonces, acorde con la normativa aplicable al caso que ahora ocupa a esta Corporación, 
que el enriquecimiento ilícito de servidor público encuentra realización cuando el funcionario o empleado, 
durante el tiempo de vinculación al servicio oficial o dentro de los dos años siguientes a su retiro, 
independientemente de la riqueza que posea al momento de incorporarse al servicio de la administración 
pública, obtiene un incremento irrazonable en su patrimonio, o que no encuentra justificación en la remuneración 
que percibe de la entidad estatal a la cual se halla o estaba vinculado, ni en las actividades lícitas que de modo 
particular para el momento del acrecimiento hubiese realizado”. (Negrillas fuera del texto original). 
121 “El servidor público que durante su vinculación con la administración, o quien haya desempeñado 
funciones públicas y en los dos años siguientes a su desvinculación, obtenga, para sí o para otro, incremento 
patrimonial injustificado (…)”. (Negrillas fuera del texto original). 
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patrimonial de los recursos públicos a su cargo, producto del pago injustificado 

originado en las resoluciones presuntamente falsificadas. 

 
Se evidenció que el detrimento patrimonial fue causado por actos deshonestos o 

fraudulentos, como quiera que las personas que falsificaron las resoluciones no lo 

hicieron de manera negligente o culposa, sino, por el contrario, con el dolo civil 

exigido por el amparo. Ello es así en cuanto resulta palmario que falsificaron las 

firmas y —sin pretender fallar sobre los hechos delictivos que rodean este proceso— 

hicieron circular las resoluciones falseadas al interior de la Secretaría Distrital de 

Hacienda con la plena voluntad y conciencia de hacerlas pasar por actos 

administrativos legítimos y genuinos, de manera que fundamentaran el reporte en 

la nómina y, posteriormente, el desembolso de los recursos. 

 
También quedó demostrado —en los términos expuestos anteriormente— que los 

actos deshonestos fueron cometidos por personas vinculadas a la Secretaría 

Distrital de Hacienda, incluso sin que la individualización fuera posible, y aun sin 

que existiera condena penal o fallo con responsabilidad fiscal. 

 
Aún más, que los actos en los que incurrieron los empleados —según la definición 

amplia contenida en la póliza— podrían configurar, además de la falsedad en 

documento público, las conductas típicas de peculado por apropiación o, a lo sumo, 

de enriquecimiento ilícito, que, en cualquier caso, son delitos en contra de la 

Administración Pública. 

 
En estos términos, esta Sala concluye que la demandada probó todos los elementos 

exigidos por la póliza 1002898, expedida por La Previsora, para la demostración del 

siniestro. 

 
51. Lo anterior encuentra, incluso, mayor sustento en el hecho de que La Previsora 

reconoció la existencia del siniestro y aceptó pagar la indemnización, con base en 

la reclamación extrajudicial efectuada por la Secretaría Distrital de Hacienda. 

Aunque la aseguradora entendió que el siniestro ocurría con el pago y no con los 

actos fraudulentos —que, como he quedado expuesto, es impreciso—, en esa 

oportunidad no alegó que la demostración del siniestro requiriera de condena de 

responsabilidad penal, fallo de responsabilidad fiscal o ningún otro requisito, distinto 

a lo probados por la Secretaría Distrital de Hacienda en el marco de la reclamación 

 
48
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extrajudicial. 

 
 

En otras palabras, La Previsora entendió que la Secretaría Distrital de Hacienda 

había presentado una reclamación en los términos del artículo 1077 del Código de 

Comercio, al punto que reconoció la obligación indemnizatoria, aunque por una cifra 

menor. Y fue únicamente en el marco del proceso judicial que La Previsora alegó la 

necesidad de condena penal para probar la ocurrencia del siniestro, cosa que 

devela una transgresión al principio de buena fe que respalda la inconsecuencia de 

ir en contra de los actos propios. 

 
2.2.5. Conclusión: la indemnización a cargo de la aseguradora La Previsora 

 
52. En los términos expuestos, La Previsora está obligada a indemnizar a la 

Secretaría de Hacienda, en virtud de la póliza No. 1002898, como quiera que ésta 

era la vigente al momento de la ocurrencia del siniestro —y era una póliza pactada 

bajo el sistema de ocurrencia—. 

 
53. Sin embargo, el contrato de seguro preveía una suma asegurada de 

$300’000.000, razón por la cual este es el límite de la obligación indemnizatoria a 

cargo de La Previsora. 

 
54. Ahora bien, el deducible pactado en los casos en los que los actos deshonestos 

fueron cometidos por empleados no identificados —como en efecto ocurrió en este 

caso— es del 10% del valor de la pérdida. 

 
En razón a que el valor de la pérdida resultó ser superior al valor asegurado, el 10% 

debe tomarse del valor asegurado, que es el que será indemnizado por la 

aseguradora. En este sentido, el deducible a cargo del asegurado equivale a 

$30’000.000. 

 
 

55. Así, La Previsora está obligada a pagar a la Secretaría Distrital de Hacienda, 

por concepto de la obligación de indemnización, y sin perjuicio de los intereses 

moratorios a los cuales se hará referencia en párrafos subsiguientes, la suma de 

$270’000.000. 

 
 

2.3. Sobre los intereses moratorios 
 

56. Respecto de este punto, La Previsora alega que la sentencia de primera 
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instancia erró al condenarla por intereses moratorios, pues en el proceso se acreditó 

que siempre estuvo dispuesta a hacer el pago por el que, a la postre, fue condenada. 

 
57. Debe recordarse que los intereses moratorios son la presunción legal de que el 

incumplimiento de obligaciones dinerarias genera perjuicios. Así lo explica la 

doctrina: 

 
“Finalmente, en algunos casos, casi que por excepción, el legislador releva al 

demandante de su tarea de demostrar perjuicios, considerando que el 

incumplimiento de ciertas obligaciones necesariamente genera un daño y por 

ello, incluso, la ley establece el quantum de la reparación; se trata, pues, de una 

evaluación legal del daño. Esta última forma de evaluación es la aplicable a las 

obligaciones de pagar dinero, en las cuales, cuando quiera que el deudor incurra 

en mora, el legislador presupone la causación necesaria de un daño y 

establece como forma de reparación el reconocimiento de intereses 

moratorios, pues en esta hipótesis procede al pago de los intereses legales 

(arts. 1617 del C. C. y 884 del C. de Co.) (…)”122. 

(Negrillas fuera del texto original). 

 

De esta manera, el allanamiento a cumplir por parte del deudor elimina el 

incumplimiento de la obligación y, de contera, los perjuicios que causa la 

desatención obligacional. En este evento, la no satisfacción de la obligación a cargo 

del deudor presto a cumplir, implica mora del acreedor: 

 
“Toda obligación puede engendrar mora del acreedor, por cuanto debe entenderse 

que si el deudor está obligado a cumplir, el acreedor debe estar obligado123 a facilitar 

ese cumplimiento (…) El mero hecho de no recibir sin un motivo legítimo constituye 

mora del acreedor. Nada más es necesario, ni requiere un acto culposo especial, 

sino que debe mirarse como culpa el solo hecho de no recibir o no cooperar al 

cumplimiento (…)”124. 

 

Se sigue de lo dicho que esta mora impide la causación de los intereses moratorios 

sobre la prestación respecto de la cual el deudor se allanó a satisfacer. 

 
58. Ahora, en el marco de los contratos de seguro, se causan intereses moratorios 

 
 
 

 
122 SUESCÚN MELO, J. Régimen de obligaciones de dinero y en particular sobre tasas de interés. Revista de 
Derecho Privado 3, Universidad de los Andes, 1998. P. 5. 
123 Algunos autores no lo tratan como obligación, sino como deber y otros como carga. Sobre esta discusión, 
ver: SAN MARTÍN NEIRA, L. Sobre la naturaleza jurídica de la 'cooperación' del acreedor al cumplimiento de la 
obligación. La posición dinámica del acreedor en la relación obligatoria, como sujeto no sólo de derechos, sino 
también de cargas y deberes. Revista de Derecho Privado 21, Universidad Externado de Colombia, 2011. P. 
273–325. 
124 VALENCIA ZEA, A. Derecho Civil. Tomo III. Temis. Bogotá, 1974. P. 383-385. 
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a partir del mes siguiente en el que el asegurado presentó el reclamo125 previsto en 

el artículo 1077 del Código de Comercio126, sin que el asegurador objete la 

reclamación o efectúe el pago. Es menester resaltar que la reclamación debe incluir 

la demostración de la ocurrencia y cuantía de la pérdida: 

 
“Fundamento. (…) Lo único peculiar al seguro es el hecho de donde deriva la 

obligación del asegurador y, por tanto, el derecho del asegurado o beneficiario, esto 

es, el siniestro, cuya prueba, aun en defecto de norma específica, debe correr 

a cargo de quien invoca, a su favor, la obligación del asegurador, a la cual da 

origen la realización del riesgo (C. de Co., art. 1054) (…). 

 
La cuantía de la pérdida. Pero el asegurado debe demostrar, además, “la cuantía 

de la pérdida, si fuere el caso” (art. 1077, inc. 1º). Cabe, por tanto, examinar esta 

carga en función de las distintas clases de seguros y de sus modalidades 

específicas. No sin una advertencia previa: la de que la cuantía de la pérdida 

envuelve, de una parte el concepto de entidad y, de otra, el de magnitud económica 

del daño asegurado (…)”127. 

(Negrillas fuera del texto original). 

 

Derívese de lo expuesto que no cualquier aviso a la aseguradora constituye una 

reclamación; únicamente, la que reúna la prueba de la ocurrencia del riesgo 

asegurado y la de la pérdida consecuente. 

 
Así, para determinar la causación de la mora, se hace necesario verificar el 

momento en el que la Secretaría Distrital de Hacienda presentó la reclamación, en 

los términos del artículo 1077 del Código de Comercio. 

 
59. De las pruebas que reposan en el proceso no puede concluirse —como lo hizo 

la sentencia de primera instancia— que la Secretaría hubiera presentado la 

reclamación el 18 de abril de 2005128, pues, en la comunicación de esa fecha, la 

Secretaría únicamente complementó, con documentos adicionales, el aviso de 

siniestro que había hecho el 30 de marzo de 2005 (recibido en correspondencia de 

La Previsora S.A. el 1 de abril de 2005)129. 

 
 

 
125 Artículo 1080 del Código de Comercio: “El asegurador estará obligado a efectuar el pago del siniestro dentro 
del mes siguiente a la fecha en que el asegurado o beneficiario acredite, aún extrajudicialmente, su derecho 
ante el asegurador de acuerdo con el artículo 1077. Vencido este plazo, el asegurador reconocerá y pagará al 
asegurado o beneficiario, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, un interés moratorio 
igual al certificado como bancario corriente por la Superintendencia Bancaria aumentado en la mitad.” 
126 “Corresponderá al asegurado demostrar la ocurrencia del siniestro, así como la cuantía de la pérdida, si fuere 
el caso.” 
127 OSSA, J.E. Teoría General del Seguro. El Contrato. Temis. Bogotá, 1984. P. 376 y 377. 
128 Folio 20 cuaderno 2. 
129 Folio 13 cuaderno 2. 
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Tan así que la Secretaría, al no recibir respuesta de la aseguradora dentro del mes 

siguiente, no derivó —ni pretendió hacerlo— las consecuencias de los artículos 

1053130 y 1080 del Código de Comercio. Por el contrario, el 11 de mayo de 2005131, 

envió nueva documentación, de lo que puede concluirse que la Secretaría entendía 

que no había probado lo necesario para la procedencia de la indemnización. Y, más 

aún, el 3 de junio de 2005132, insistió en el nombramiento del ajustador. 

 
Únicamente, mediante comunicación del 7 de septiembre de 2005 (recibida por La 

Previsora el 8 de septiembre), el intermediario le solicitó al ajustador nombrado 

(SATVA) que la aseguradora efectuara el pago de la indemnización, como quiera 

que la Secretaría había presentado la reclamación en los términos del artículo 1077 

del Código de Comercio133. 

 
Puede concluirse, entonces, que la Secretaría presentó la reclamación el 8 de 

septiembre de 2005, y que el 8 de octubre de 2005 vencía el término para que el 

asegurador pagara u objetara. 

 
Se añade que, a partir de dicha comunicación, el 12 de octubre de 2005, La 

Previsora informó al intermediario que, después de analizar los documentos de la 

reclamación, había concluido que procedía la indemnización por $32’264.177, por 

los pagos desembolsados durante su vigencia134. 

 
Así pues, con esa comunicación, La Previsora se allanó a pagar la obligación que 

consideró que le correspondía, y fue la Secretaría Distrital de Hacienda la que 

rechazó el pago135, sobre la base de las distintas posiciones asumidas por las 

aseguradoras. Sin embargo, debe resaltarse que esto ocurrió 3 días después de 

vencido el término para objetar o pagar. 

 
60. En este sentido, sobre el valor de $32’264.177 existió mora del acreedor, y 

respecto de este no se causaron intereses moratorios desde el allanamiento. 

 

130 “La póliza prestará mérito ejecutivo contra el asegurador, por sí sola, en los siguientes casos: (…) 3) 
Transcurrido un mes contado a partir del día en el cual el asegurado o el beneficiario o quien los represente, 
entregue al asegurador la reclamación aparejada de los comprobantes que, según las condiciones de la 
correspondiente póliza, sean indispensables para acreditar los requisitos del artículo 1077, sin que dicha 
reclamación sea objetada de manera seria y fundada. Si la reclamación no hubiere sido objetada, el demandante 
deberá manifestar tal circunstancia en la demanda.” 
131 Folio 191 cuaderno 2. 
132 Folio 250 cuaderno 2. 
133 Folio 502 cuaderno 2. 
134 Folio 527 a 530 cuaderno 2. 
135 Folio 532 cuaderno 2. 
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61. Véase que, entonces, la liquidación de intereses debe dividirse en 2 etapas 

sucesivas: 

 
La primera, desde la fecha de exigibilidad de la obligación hasta que el asegurador 

se allanó a pagar. Esta ocurrió desde el 9 de octubre de 2005 (día siguiente al 

vencimiento del término para que el asegurador objetara o pagara la reclamación) 

hasta el 12 de octubre de 2005 (fecha en la que se allanó a pagar). Durante esta 

etapa, se causaron intereses moratorios por la totalidad de la obligación, equivalente 

a $270’000.000. 

 
La segunda, desde que la aseguradora se allanó a pagar la obligación que 

consideró exigible, hasta la fecha de ejecutoria de la presente providencia. Esta 

ocurrió desde el 13 de octubre de 2005 (día siguiente al allanamiento a pagar) hasta 

el 24 de abril de 2024 (fecha de esta providencia) 

 
Ahora bien, la aseguradora se dispuso a pagar únicamente $32’264.177 y no la 

totalidad de la obligación, equivalente a $270’000.000. De esta manera, durante 

este período, por el valor que la aseguradora ofreció pagar, no se causaron 

intereses moratorios. Sin embargo, por el saldo restante equivalente a $237’735.823 

los intereses moratorios continuaron causándose. 

 
3. Conclusión 

 
62. En atención a los problemas jurídicos planteados, esta Sala concluye que: 

 
a) El riesgo asegurado en los contratos de seguro de manejo y de infidelidad 

y riesgos financieros consiste en el (i) menoscabo patrimonial (ii) causado 

por actos deshonestos o fraudulentos (iii) cometidos por los empleados 

del asegurado, de manera que éstos son los tres requisitos necesarios 

para la demostración de la ocurrencia del siniestro. Además, el siniestro 

inicia con la comisión de actos desleales por parte de los empleados del 

asegurado. 

 
b) Los intereses moratorios no se causan cuando la razón por la cual la 

prestación no se ha satisfecho es por mora del acreedor. 
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63. En mérito de lo advertido, se concluyó que la póliza, pactada bajo el sistema de 

ocurrencia, que debía amparar el riesgo era la vigente al momento en que inició el 

siniestro, esto es, cuando se falsificaron las resoluciones de reconocimiento 

pensional, que era la póliza de Manejo para Entidades Oficiales 1002898 expedida 

por La Previsora. 

 
64. En el marco de esta póliza, se verificó que se habían satisfecho los requisitos 

necesarios para probar la ocurrencia del siniestro y la cuantía de la pérdida, razón 

por la cual había nacido la obligación indemnizatoria a cargo de La Previsora, con 

el límite indemnizatorio equivalente a $300’000.000. Además, que a la obligación 

resarcitoria debía descontársele el deducible correspondiente al 10%, de manera 

que la obligación a cargo de La Previsora sería de $270’000.000. 

 
65. Finalmente, se estableció que La Previsora se allanó a pagar parcialmente el 

siniestro, y la razón por la cual no lo hizo fue en virtud de la mora del acreedor, quien 

se negó a recibir este pago. De esta manera, sobre la suma ofrecida por La 

Previsora —y salvo los 3 días de retardo en el envío de la liquidación— no se 

causaron intereses de mora. 

 
3.1. Liquidación de la condena 

 

66. En primer lugar, debe resaltarse que, en sede del contrato de seguro, según lo 

dispuesto por el artículo 1080 del Código de Comercio, el incumplimiento de la 

obligación de indemnizar u objetar dentro del mes siguiente a que se presente la 

reclamación implica la causación de intereses moratorios equivalentes al bancario 

corriente aumentado en la mitad. 

 
67. No obstante, este es un contrato de seguro en el que una de las partes, según 

lo definimos anteriormente, es una entidad pública de las referidas en el artículo 2° 

de la Ley 80 de 1993, motivo por el cual es un contrato que adquiere la connotación 

de estatal, regido por el Estatuto General de la Contratación Pública. Ahora bien, en 

los términos del artículo 13 de la Ley 80 de 1993, los contratos estatales se rigen 

por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo por lo particularmente 

regulado en ese compendio normativo. 

 
Y, en lo que atañe el cálculo de intereses moratorios, la Ley 80 de 1993 trae una 

norma especial que determina que, a falta de pacto entre las partes en contrario, la 



Radicación: 
Demandante: 
Demandado: 

25000-23-26-000-2006-00637-01 (44472) 
Bogotá D.C. – Secretaría de Hacienda 

La Previsora Compañía de Seguros y QBE 
Central de Seguros 
Controversias Contractuales Asunto: 

55 

 

 

 

tasa de intereses aplicable es la del doble del interés legal civil sobre el valor 

histórico actualizado. 

 
Resulta, además, menester señalar que esta fue la metodología adoptada por la 

primera instancia para calcular los intereses moratorios, ejercicio aritmético que en 

su operación, cuantía y régimen aplicable no fue materia de impugnación. 

 
68. En este sentido, La Previsora, en virtud de la Póliza No. 1002898, deberá pagar: 

 
 

Valor total del siniestro $ 648’404.691,00 

Suma asegurada $ 300’000.000 

Deducible 10% = $ 30’000.000 

Valor a pagar por indemnización $ 270’000.000 

 
3.1.1. Actualización de capital 

 

ACTUALIZACIÓN Ca=Ch*(IPC Final/IPC Inicial) 

IPC Inicial = septiembre 2005 58,46 

IPC final = marzo 2024 141,48 

Capital actualizado $653’431.406 

 
3.1.2. Intereses moratorios 

 

69. Ahora, de acuerdo con lo precisado, para efectos de calcular los intereses 

moratorios, se deben dividir los períodos según la mora del deudor que 

efectivamente se probó: 

 
• Del período del 9 al 12 de octubre de 2005: 

 

70. Se recuerda que en este período se causó la mora por la totalidad de la 

obligación ($270’000.000). 

 
Período Días 

transcurridos 

Capital 

Histórico 

IPC Actualización Capital 

Actualizado 

Tasa de 

Interés 

Interés Moratorio 

9/10/2005- 

12/10/2005 

4 $ 

270’000.000 

0,06% $ 

162.740 

$ 

270’162.740 

0,124% $ 

335.582,92 

 

• Del período del 13 de octubre a la fecha de ejecutoria de esta providencia: 
 

71. En este período únicamente se produjo la mora respecto de la suma que no fue 

objeto de allanamiento por parte de La Previsora; esto es, sobre $237’735.823. 

 
 

Período Días 

transcurridos 

Capital 

Histórico 

IPC Actualización Capital 

Actualizado 

Tasa de 

Interés 

Interés 

Moratorio 
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13/10/2005- 

31/12/2005 

80 $ 

237.735.823 

1,21% $ 

2.865.856 

$ 

240.601.679 

2,484% $ 

5.977.272,44 

1/01/2006- 

31/12/2006 

365 $ 

240.601.679 

4,85% $ 

11.669.181 

$ 

252.270.861 

12% $ 

30.272.503,31 

1/01/2007- 

31/12/2007 

365 $ 

252.270.861 

4,48% $ 

11.301.735 

$ 

263.572.596 

12% $ 

31.628.711,46 

1/01/2008- 

31/12/2008 

365 $ 

263.572.596 

5,69% $ 

14.997.281 

$ 

278.569.876 

12% $ 

33.428.385,14 

1/01/2009- 

31/12/2009 

365 $ 

278.569.876 

7,67% $ 

21.366.310 

$ 

299.936.186 

12% $ 

35.992.342,29 

1/01/2010- 

31/12/2010 

365 $ 

299.936.186 

2,00% $ 

5.998.724 

$ 

305.934.909 

12% $ 

36.712.189,13 

1/01/2011- 

31/12/2011 

365 $ 

305.934.909 

3,17% $ 

9.698.137 

$ 

315.633.046 

12% $ 

37.875.965,53 

1/01/2012- 

31/12/2012 

365 $ 

315.633.046 

3,73% $ 

11.773.113 

$ 

327.406.159 

12% $ 

39.288.739,04 

1/01/2013- 

31/12/2013 

365 $ 

327.406.159 

2,44% $ 

7.988.710 

$ 

335.394.869 

12% $ 

40.247.384,27 

1/01/2014- 

31/12/2014 

365 $ 

335.394.869 

1,94% $ 

6.506.660 

$ 

341.901.529 

12% $ 

41.028.183,53 

1/01/2015- 

31/12/2015 

365 $ 

341.901.529 

3,66% $ 

12.513.596 

$ 

354.415.125 

12% $ 

42.529.815,05 

1/01/2016- 

31/12/2016 

365 $ 

354.415.125 

6,77% $ 

23.993.904 

$ 

378.409.029 

12% $ 

45.409.083,52 

1/01/2017- 

31/12/2017 

365 $ 

378.409.029 

5,75% $ 

21.758.519 

$ 

400.167.549 

12% $ 

48.020.105,83 

1/01/2018- 

31/12/2018 

365 $ 

400.167.549 

4,09% $ 

16.366.853 

$ 

416.534.401 

12% $ 

49.984.128,16 

1/01/2019- 

31/12/2019 

365 $ 

416.534.401 

3,18% $ 

13.245.794 

$ 

429.780.195 

12% $ 

51.573.623,43 

1/01/2020- 

31/12/2020 

365 $ 

429.780.195 

3,80% $ 

16.331.647 

$ 

446.111.843 

12% $ 

53.533.421,12 

1/01/2021- 

31/12/2021 

365 $ 

446.111.843 

1,61% $ 

7.182.401 

$ 

453.294.243 

12% $ 

54.395.309,20 

1/01/2022- 

31/12/2022 

365 $ 

453.294.243 

5,62% $ 

25.475.136 

$ 

478.769.380 

12% $ 

57.452.325,58 

1/01/2023- 

31/12/2023 

365 $ 

478.769.380 

13,12% $ 

62.814.543 

$ 

541.583.922 

12% $ 

64.990.070,69 

1/01/2024- 

24/04/2024 

115 $ 

541.583.922 

2,92% $ 

15.835.024 

$ 

557.418.946 

3,571% $ 

19.906.457,27 

      Intereses 

moratorios 

$ 

820’246.016,00 

 

72. Valor total por concepto de intereses moratorios a cargo de La Previsora: 

= 335.582,92 + 820’246.016 

= $820’581.598,92 

 

4. Costas 

 
73. En virtud del artículo 171 del CCA – subrogado por el artículo 55 de la Ley 446 

de 1998, norma vigente al momento de la presentación de la demanda – la Sala no 

condenará en costas, porque no está probada una actitud temeraria del recurrente. 

 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso 
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Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 
FALLA 

 
 

PRIMERO: MODIFICAR la sentencia del 28 de abril de 2011 proferida por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca la cual quedará de la siguiente manera: 

 
“1°.- DECLARAR no probada la objeción por error grave formulada por la 

parte actora contra el dictamen pericial practicado en el proceso. 

 
2°.- DECLARAR que, durante la vigencia de la póliza No. 102898 expedida 

por La Previsora, se materializó el siniestro amparado y, en consecuencia, la 

aseguradora está obligada a indemnizar al demandante por el valor 

asegurado previsto en la póliza. 

 
3°.- En consecuencia, CONDENAR a La Previsora a pagar a la demandante 

la suma de $653’431.406, por concepto de indemnización de los perjuicios 

derivados del siniestro amparado por la Póliza No. 1002898, actualizado a la 

fecha de ejecutoria de esta providencia. 

 
4°.- CONDENAR a La Previsora a pagar a la demandante la suma de 

$820’581.598,92, por concepto de intereses moratorios sobre la anterior 

suma, según la parte motiva de esta sentencia. 

 
5°.- NEGAR las demás pretensiones. 

 
 

6°.- DAR cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 176, 

177 y 178 del CCA.” 

 
SEGUNDO: SIN CONDENA en costas. 

 
 

TERCERO: Expedir, con destino a las partes, las copias auténticas con las 

constancias previstas en la ley procesal. Las copias destinadas a la parte actora 

serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando. 
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CUARTO: En firme esta providencia, devolver el expediente al Tribunal de origen. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 

FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE 

WILLIAM BARRERA MUÑOZ JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS 

 

FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE136 

NICOLÁS YEPES CORRALES 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

136 Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por la Sala en la fecha de su encabezado y que 
se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI del Consejo de Estado, de manera que el 
certificado   digital   que   arroja   el   sistema   permite   validar   su   integridad    y   autenticidad   en   el 
enlace https://relatoria.consejodeestado.gov.co:8081/Vistas/documentos/evalidador. 
VF 
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Nombre: COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS

NOMBRE, DATOS GENERALES Y MATRÍCULA

Matrícula No.:                      141221-2
Fecha de matrícula en esta Cámara:  27 de junio de 1984
Último año renovado:                2024
Fecha de renovación:                13 de marzo de 2024

Dirección comercial:                    C 22N 6 AN - 24 OFC 1003
Municipio:                              Cali - Valle
Correo electrónico:                     facturamundial@segurosmundial.com.co
Teléfono comercial 1:                   6670460
Teléfono comercial 2:                   6670460
Teléfono comercial 3:                   3005571518
Página web:                             www.mundialseguros.com

Dirección para notificación judicial:  C 22N 6 AN - 24 OFC 1003
Municipio:                              Cali - Valle
Correo electrónico de notificación:     facturamundial@segurosmundial.com.co
Teléfono para notificación 1:           No reportó
Teléfono para notificación 2:           No reportó
Teléfono para notificación 3:           No reportó

La sucursal COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS NO autorizó recibir notificaciones personales a
través de correo electrónico, de conformidad con lo establecido en los artículos 291
del Código General del Proceso y 67 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo.

UBICACIÓN

Demanda de:MARY ILEANA ARANGO RIVERA
Contra:COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS

Proceso:VERBAL-RESPONSABILIDAD  CIVIL EXTRACONTRACTUAL
Documento: Oficio No.991 del 08 de agosto de 2019
Origen: Juzgado Primero Civil Del Circuito De Oralidad de Cali
Inscripción: 12 de agosto de 2019 No. 2211 del libro VIII

ÓRDENES DE AUTORIDAD COMPETENTE
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Demanda de:MARIA DEL CARMEN BECERRA FERNANDEZ
Contra:COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS

Proceso:VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL
Documento: Oficio No.3027 del 02 de septiembre de 2019
Origen: Juzgado Octavo Civil Del Circuito de Cali
Inscripción: 04 de septiembre de 2019 No. 2419 del libro VIII

Demanda de:WILLINGTON GILBERTO RODRIGUEZ
Contra:COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S A
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO

Proceso:DEMANDA VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL
Documento: Oficio No.674 del 23 de abril de 2021
Origen: Juzgado Veintiuno Civil Municipal de Cali
Inscripción: 26 de abril de 2021 No. 579 del libro VIII

Demanda de:MARÍA ELSA CASTRO SALAS
Contra:COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S A
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS

Proceso:VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL
Documento: Oficio No.859 del 08 de agosto de 2022
Origen: Juzgado Septimo Civil Del Circuito de Cali
Inscripción: 23 de agosto de 2022 No. 1391 del libro VIII

Demanda de:FANNY DEL CARMEN TORRES TREJOS C.C. 1.130.588.130
Contra:COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S A
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO

Proceso:VERBAL SUMARIO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL
Documento: Oficio No.1128 del 17 de octubre de 2023
Origen: Juzgado Noveno Civil Municipal de Cali
Inscripción: 07 de marzo de 2024 No. 363 del libro VIII

Demanda de:CARLOS ENRIQUE MARIN C.C. 16.735.625
Contra:COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S A
Bienes demandados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO

Proceso:VERBAL SUMARIO ¿ RESPONSABILIDAD CIVIL
Documento: Oficio No.293 del 08 de marzo de 2024
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Origen: Juzgado Veinticinco Civil Municipal de Cali
Inscripción: 13 de marzo de 2024 No. 430 del libro VIII

Nombre:                       COMPAÑIA MUNDIAL DE SEGUROS S A
NIT:                          860037013 - 6
Matrícula No.:                33339
Domicilio:                    Bogota
Dirección:                    CL 33 6 B 24
Teléfono:                     2855600

PROPIETARIO

Por Acta No. 501 del 22 de octubre de 2020, de Junta Directiva, inscrito en esta Cámara
de Comercio el 18 de enero de 2021 con el No. 52 del Libro VI, se designó a:

CARGO                    NOMBRE                                    IDENTIFICACIÓN
GERENTE SUCURSAL         PAOLA ANDREA LOAIZA OCAMPO                C.C.24370736

NOMBRAMIENTO(S)

Por Escritura Pública No. 13771 del 01 de diciembre de 2014  Notaria Veintinueve de
Bogota ,inscrito en esta Cámara de Comercio el 04 de marzo de 2015 con el No. 47 del
Libro V , compareció con minuta: El doctor juan enrique bustamante molina, mayor de
edad, identificado con la cédula de ciudadanía no. 19.480.687 de bogotá y dijo:
Primero.- que en el presente acto, obra en nombre y representación de la compañía
mundial de seguros s.A. Sociedad anónima de comercio, vigilada por la superintendencia
financiera de colombia, con domicilio en esta ciudad, de la cual es su representante
legal, tal como lo acredita con el certificado de existencia y representación legal de
la superintendencia financiera de colombia que se adjunta.

Segundo: Que en el carácter indicado se otorgan amplias facultades de representación
que adelante se relacionan a los siguientes abogados:

Nombre: Julio cesar yepes restrepo
Identificación: C.C. No. 71.651.989 de medellín
Tarjeta profesional: 44010
Cargo: Abogado externo

Nombre: Juan fernando serna maya
Identificación: C.C. No. 98.558.768 de medellín
Tarjeta profesional: 81732
Cargo: Abogado externo

PODERES
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Nombre: Gustavo alberto herrera ávila
Identificación: C.C. No. 19.395.114 de bogotá
Tarjeta profesional: 39116
Cargo: Abogado externo

Facultades:
1. Representar a la sociedad en toda clase de actuaciones y procesos judiciales ante
fiscalias de todo nivel, juzgados, tribunales de todo tipo, corte constitucional, corte
suprema de justicia, consejo superior de la judicatura y consejo de estado.
2. Notificarse de toda clase de actuaciones judiciales.
3. Asistir a toda clase de audiencias y diligencias judiciales y administrativas,
asistir a todo tipo de audiencias de conciliación y realizar conciliaciones totales o
parciales con virtualidad para comprometer a la sociedad poderdante, absolver
interrogatorios de parte, confesar y comprometer a la sociedad que representa.

Tercero: Este poder tendrá vigencia mientras los funcionarios mencionados en el numeral
segundo se desempeñen como abogados externos de la compañía mundial de seguros s.A.
Sigla seguros mundial.

Segunda sección poder especial. Comparece con minuta nuevamente: El doctor juan enrique
bustamante molina, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía no.
19.480.687 de bogotá y dijo:

Primero.- que en el presente acto, obra en nombre y representación de la compañía
mundial de seguros s.A. Sociedad anónima de comercio, vigilada por la superintendencia
financiera de colombia, con domicilio en esta ciudad, de la cual es su representante
legal, tal como lo acredita con el certificado de existencia y representación legal de
la superintendencia financiera de colombia que se adjunta.

Segundo: Que en el carácter indicado se otorga poder especial al abogado hugo hernando
moreno echeverry, identificado con cédula de ciudadanía 19.345.876 de bogotá y tarjeta
profesional 56799, cargo abogado  externo, con las siguientes facultades:

1. Representar a la sociedad en toda clase de actuaciones y procesos judiciales ante
fiscalías de todo nivel, juzgados, tribunales de todo tipo, corte constitucional, corte
suprema de justicia, consejo superior de la judicatura y consejo de estado.
2. Notificarse de toda clase de actuaciones judiciales.
3. Asistir a toda clase de audiencias y diligencias judiciales y administrativas,
asistir a todo tipo de audiencias de conciliación y realizar conciliaciones totales o
parciales con virtualidad para comprometer a la sociedad poderdante, absolver
interrogatorios de parte, confesar y comprometer a la sociedad que representa.

Tercero: Este poder tendrá vigencia mientras los funcionarios mencionados en los
numerales segundos se desempeñen como abogados externos de la compañía mundial de
seguros s.A. Sigla seguros mundial.
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Por Escritura Pública No. 14496 del 30 de octubre de 2020  Notaria Veintinueve de
Bogota ,inscrito en esta Cámara de Comercio el 22 de junio de 2021 con el No. 80 del
Libro V , Compareció El Doctor JUAN ENRIQUE BUSTAMANTE MOLINA, mayor de edad,
identificado con la cédula de ciudadanía número 19.480.687 de Bogotá, D.C., y dijo:
PRIMERO.- Que, en el presente acto, obra en nombre y representación de la COMPAÑÍA
MUNDIAL DE SEGUROS S.A., sigla "SEGUROS MUNDIAL", sociedad anónima de comercio,
vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia; con domicilio en esta Bogotá
D.C., de la cual es su Representante Legal.
SEGUNDO: Que en el carácter indicado, se otorgan Las facultades que adelante se
relacionan al siguiente funcionario:

NOMBRE: PAOLA ANDREA LOAIZA OCAMPO.
IDENTIFICACIÓN: 24.370.736 de Aguadas - Caldas.
CARGO: GERENTE SUCURSAL CALI.
FUNCIONES:
1. Firmar pólizas que otorgue la Compañía Mundial de Seguros S.A. En el ramo de
cumplimiento de disposiciones legales cuyo asegurado sea la dirección de Impuestos y
aduanas nacionales hasta cuantía: $20.000.000.000.
2. Firmar cláusulas de coaseguro para las pólizas que otorgue  Seguros Mundial, hasta
cuantía: $60.000.000.000.
3. Otorgar poderes a abogados para que representen judicialmente a la compañía en toda
clase de actuación judicial en cualquier Instancia y ante cualquier autoridad.
4. Representar a la compañía en toda clase de actuaciones y proceso judiciales ante
fiscalías de todo nivel, juzgados, tribunales de todo tipo.
5. Notificarse en toda clase de providencias judiciales.
6. Asistir a toda clase de audiencias y diligencias judiciales y administrativas,
asistir a todo tipo de audiencias de conciliación y realizar conciliaciones totales o
parciales con virtualidad para comprometer a la sociedad poderdante, absolver
interrogatorios de parte, confesar y comprometer a la sociedad que representa.
7. Notificarse ante entidades estatales de todo nivel de los actos administrativos por
ellas proferidos e interponer contra los mismos los recursos de ley.
8. Suscribir todos los documentos relacionados con el funcionamiento de la Sucursal,
por ejemplo y sin limitarse estos, contratos laborales con los funcionarios de la
sucursal, convenios con intermediarios, actuaciones con entidades estatales y
particulares, entidades de servicios públicos, etc.
9. Firmar todas las comunicaciones relacionadas con solicitudes de afectación de las
pólizas expedidas por la compañía, así como las objeciones a las mismas.
10. Firmar licitaciones y representar la compañía en cualquier trámite de contratación
que adelanten entidades estatales o privadas.
11. Firmar cotizaciones y oferta de servicios de los productos de la compañía.
Este poder tendrá vigencia mientras la funcionaria mencionada en el numeral segundo se
desempeñe como funcionaria de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. - Sigla - SEGUROS
MUNDIAL.

CUARTO: Que, en el carácter indicado, se otorgan Las facultades que adelante se
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relacionan al siguiente funcionario:
NOMBRE: DIANA FERNANDA CASTRO VALENCIA. IDENTIFICACIÓN: 31.572.274 de Cali - Valle
CARGO: DIRECTORA DE SEGUROSDE CUMPLIMIENTO SUCURSAL CALI.
Facultades:
1. Firmar pólizas que otorgue la Compañía Mundial de Seguros S.A. En el ramo de
cumplimiento de disposiciones legales cuyo asegurado sea la dirección de impuestos y
aduanas nacionales hasta cuantía: $10.000.000.000.
2. Firmar cláusulas de coaseguro para las pólizas de seguros que otorgue Seguros
Mundial, hasta cuantía: $60.000.000.000.
Este poder tendrá vigencia mientras la funcionaria mencionada en el numeral cuarto se
desempeñe como funcionaria de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. - Sigla - SEGUROS
MUNDIAL.
Queda expresamente prohibido al apoderado indicado en el numeral segundo y cuarto el
otorgar cobertura en forma consensual, por lo cual todo contrato de seguro celebrado
debe constar por escrito y en papelería "póliza" diseñada por la compañía para tal
efecto.

Funciones de Gerente Sucursal:
1. Firmar pólizas que otorgue la Compañía Mundial de Seguro s.a. En el ramo de
cumplimiento de disposiciones légales cuyo asegurado sea la dirección de impuestos y
aduanas nacionales hasta cuantía: $2O.000.000.000.
2. Firmar cláusulas de coaseguro para las pólizas de seguros qué otorgue Seguros
Mundial, hasta cuantía: $60.000.000.000.
3. Otorgar poderes a abogados para que representen judicialmente a la compañía en toda
clase de actuación judicial en cualquier instancia y ante cualquier autoridad.
4 Representar a la compañía en toda clase de actuaciones y proceso judiciales ante
fiscalías de todo nivel, juzgados, tribunales de todo tipo.
5. Notificarse en toda clase de providencias judiciales.
6 Asistir a toda clase de audiencias y diligencias judiciales y administrativas,
asistir a todo tipo de audiencias de conciliación y realizar conciliaciones totales o
parciales con virtualidad para comprometer a la sociedad poderdante, absolver
interrogatorios de parte, confesar y comprometer a la sociedad que representa.
7 Notificarse ante entidades estatales de todo nivel de los actos administrativos por
ellas proferidos e interponer contra los mismos los recursos de ley.
8. Suscribir todos los documentos relacionados con el funcionamiento de la sucursal,
por ejemplo y sin limitarse a estos, contratos laborales con los funcionarios de la
sucursal, convenios con intermediarios, actuaciones con entidades estatales y
particulares, entidades de servicios públicos, etc.
9. Firmar todas las comunicaciones relacionadas con solicitudes de afectación de las
pólizas expedidas por la compañía, asi como las objeciones a las mismas.
10. Firmar licitaciones y representar a la compañía en cualquier trámite de
contratación que adelanten entidades estatales o privadas.
11. Firmar cotizaciones y oferta de servicios de los productos de la compañía. Este
poder tendrá vigencia mientras la funcionaria mencionada en el numeral segundo se
desempeñe como funcionaria de la compañía mundial de seguros s.a.

FACULTADES Y LIMITACIONES
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Actividad principal Código CIIU: 6511
Actividad secundaria Código CIIU: 6512

Descripción de la actividad económica reportada en el Formulario del Registro Único
Empresarial y Social -RUES-: VENTAS DE SEGUROS GENERALES

CLASIFICACIÓN DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS- CIIU

Los estatutos de la sociedad han sido reformados así:

DOCUMENTO                                              INSCRIPCIÓN
E.P. 0954 del 05/03/1973 de Notaria Cuarta de Bogota   69301 de 03/07/1984 Libro IX
E.P. 1124 del 25/03/1997 de Notaria Treinta Y Seis de  1741 de 25/08/1997 Libro VI
Bogota
E.P. 0001 del 02/01/2001 de Notaria Treinta Y Seis de  371 de 19/02/2001 Libro VI
Bogota

De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo y la Ley 962 de 2005, los actos administrativos de registro,
quedan en firme dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha de
inscripción, siempre que no sean objeto de recursos. Para estos efectos, se informa que
para la Cámara de Comercio de Cali, los sábados NO son días hábiles.

Una vez interpuestos los recursos, los actos administrativos recurridos quedan en
efecto suspensivo, hasta tanto los mismos sean resueltos, conforme lo prevé el artículo
79 del Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso Administrativo.

A la fecha y hora de expedición de este certifica, NO se encuentra en trámite ningún
recurso.

RECURSOS CONTRA LOS ACTOS DE INSCRIPCIÓN

Este certificado refleja la situación jurídica del inscrito hasta la fecha y hora de su
expedición.

Que no figuran otras inscripciones que modifiquen total o parcialmente el presente
certificado.

De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo, y de la Ley 962 de 2005, los actos administrativos de

INFORMACIÓN COMPLEMENTARIA
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registro aquí certificados quedan en firme diez (10) días hábiles después de la fecha
de inscripción, siempre que no sean objeto de recursos; el sábado no se tiene como día
hábil para este conteo.

En cumplimiento de los requisitos sobre la validez jurídica y probatoria de los
mensajes de datos determinados en la Ley 527 de 1999 y demás normas complementarias, la
firma digital de los certificados generados electrónicamente se encuentra respaldada
por una entidad de certificación digital abierta acreditada por el organismo nacional
de acreditación (onac) y sólo puede ser verificada en ese formato.
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Outlook

Traslado solicitud de conciliación extrajudical Compañía Mundial de Seguros vs Departamento del
Putumayo

Desde Notificaciones GHA <notificaciones@gha.com.co>
Fecha Vie 08/11/2024 17:44
Para Gobernación Putumayo <contactenos@putumayo.gov.co>; BETY DEL CARMEN SAAVEDRA GUERRA

<notificaciones.judiciales@putumayo.gov.co>
CCO Nicolas Loaiza Segura <nloaiza@gha.com.co>

1 archivo adjunto (32 MB)
SOLICITUD DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL MUNDIAL DE SEGUROS CON ANEXOS.pdf;

Señores
DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO

 
 
REFERENCIA:                      SOLICITUD DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL
COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD - MEDIO DE CONTROL DE
CONTROVERSIAS CONTRACTUALES
CONVOCANTE:                    COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.  
CONVOCADO:                     DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO - SECRETARÍA
DE HACIENDA- TESORERÍA.

 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, identificado como aparece al pie de mi firma, obrando en mi
condición de apoderado general de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., sociedad legalmente
constituida, con domicilio principal en la ciudad de Bogotá, D.C., identificada con NIT 860.037.013-6, conforme
a la escritura pública y el certificado de existencia y representación adjuntos al presente escrito,
respetuosamente doy traslado de la SOLICITUD DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN DERECHO como
requisito de procedibilidad del MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, de
conformidad con los artículos 141 y 161 No. 1 de la Ley 1437 de 2011, en contra del DEPARTAMENTO DEL
PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA - TESORERÍA. 

Adjunto solicitud de conciliación junto con anexos en 1 solo PDF. Comparto también enlace de drive: 

SOLICITUD DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL MUNDIAL DE SEGUROS CON ANEXOS.pdf

Cordialmente, 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA
C.C. No 19.395.114 expedida de Bogotá.
T.P. No. 39.116 del C.S. de la J.

8/11/24, 5:39 p.m. Correo: Notificaciones GHA - Outlook

https://outlook.office365.com/mail/notificaciones@gha.com.co/sentitems/id/AAQkADQ1ZTIwMjEzLWYxYTYtNDIxOS04OTJjLTM2Y2YxYzI4NTE2YQA… 1/2

https://gha2-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/nloaiza_gha_com_co/EY48Djk8IQZBhcL_QKfJ1VgBvewnszAk4XPifZh_1gkSUQ
https://gha2-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/nloaiza_gha_com_co/EY48Djk8IQZBhcL_QKfJ1VgBvewnszAk4XPifZh_1gkSUQ
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Outlook

Traslado solcitud de conciliación extrajudical Compañía Mundial de Seguros vs Departamento del
Putumayo

Desde Notificaciones GHA <notificaciones@gha.com.co>
Fecha Vie 08/11/2024 17:42
Para Orfeo <agencia@defensajuridica.gov.co>; notificacionesjudiciales@defensajuridica.gov.co

<notificacionesjudiciales@defensajuridica.gov.co>
CCO Nicolas Loaiza Segura <nloaiza@gha.com.co>

1 archivo adjunto (32 MB)
SOLICITUD DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL MUNDIAL DE SEGUROS CON ANEXOS.pdf;

Señores
AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO

 
 
REFERENCIA:                      SOLICITUD DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL
COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD - MEDIO DE CONTROL DE
CONTROVERSIAS CONTRACTUALES
CONVOCANTE:                    COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A.  
CONVOCADO:                     DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO - SECRETARÍA
DE HACIENDA- TESORERÍA.

 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, identificado como aparece al pie de mi firma, obrando en mi
condición de apoderado general de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., sociedad legalmente
constituida, con domicilio principal en la ciudad de Bogotá, D.C., identificada con NIT 860.037.013-6, conforme
a la escritura pública y el certificado de existencia y representación adjuntos al presente escrito,
respetuosamente doy traslado de la SOLICITUD DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN DERECHO como
requisito de procedibilidad del MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, de
conformidad con los artículos 141 y 161 No. 1 de la Ley 1437 de 2011, en contra del DEPARTAMENTO DEL
PUTUMAYO - SECRETARÍA DE HACIENDA - TESORERÍA. 

Adjunto solicitud de conciliación junto con anexos en 1 solo PDF. Comparto también enlace de drive: 

SOLICITUD DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL MUNDIAL DE SEGUROS CON ANEXOS.pdf

Cordialmente, 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA
C.C. No 19.395.114 expedida de Bogotá.
T.P. No. 39.116 del C.S. de la J.

8/11/24, 5:37 p.m. Correo: Notificaciones GHA - Outlook
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Bogotá, D.C., Julio 17 de 2024 
 

Doctora 
VANESSA TATIANA RIVERA SAMBONÍ 
Tesorera General 
DEPARTAMENTO DE PUTUMAYO 
cobro.coactivo@putumayo.gov.co 
 
 
 

PROCESO: PROCESO DE COBRO COACTIVO N° 2024-007 

EJECUTADOS: CONSORCIO VIAS TERCIARIAS. 

ASEGURADORA: COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. 

 
 

ASUNTO: EXCEPCIONES FRENTE A LA RESOLUCIÓN No. 059 DEL 24 

DE JUNIO DE 2024 POR MEDIO DE LA CUAL SE LIBRA MANDAMIENTO 

DE PAGO Y SE ORDENA MEDIDA PREVENTIVA. 

 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, identificado como aparece al pie de mi firma, obrando en 

nombre y representación de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., identificada con NIT 

860.037.013-6, domiciliada en Bogotá, D.C., en calidad de apoderado general de manera 

respetuosa y encontrándome dentro del término legal, mediante este escrito me permito presentar 

EXCEPCIONES FRENTE A LA RESOLUCIÓN No. 059 DEL 24 DE JUNIO DE 2024 POR MEDIO 

DE LA CUAL SE LIBRA MANDAMIENTO DE PAGO Y SE ORDENA MEDIDA PREVENTIVA., 

mediante el cual se libró mandamiento de pago contra mi representada, conforme con los 

argumentos que se exponen a continuación:   

 
I. OPORTUNIDAD Y PROCEDENCIA DEL MEDIO IMPUGNATIVO. 

 
 

En primera medida, cabe aclarar que el presente escrito se presenta dentro del término previsto en el 

artículo 830 del Estatuto Tributario de los Impuestos Administrados por la Dirección General de 

Impuestos Nacionales, y en el artículo 593 de la Ordenanza No. 766 de mayo 20 de 2018, Estatuto 

de Rentas del Departamento del Putumayo. Estas disposiciones establecen que las excepciones de 

mérito deben presentarse dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación del auto de 

mandamiento de pago, la cual fue realizada el día 3 de julio de 2024. 

 

Así las cosas, atendiendo a que el término fenece el 24 de julio de 2024, nos encontramos dentro de 

la oportunidad correspondiente para presentar el escrito de excepciones. En consecuencia, la 

intervención resulta oportuna. 

 

• PRECISIÓN PREVIA: EL TRASLADO DEL TÍTULO EJECUTIVO NO CUMPLE CON LAS 

EXIGENCIAS NORMATIVAS. VULNERACIÓN AL DEBIDO PROCESO DENTRO DEL 

PROCESO DE COBRO COACTIVO. 
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Como proemio, es pertinente indicar que, al momento de notificar a mi prohijada la Resolución No. 

059 del 24 de junio de 2024 por medio de la cual se libra mandamiento de pago no le fue entregada 

la totalidad de los documentos que deben hacer parte del traslado respectivo. Particularmente, no se 

allegó con el mandamiento de pago el título ejecutivo que dé cuenta de la existencia de una obligación 

clara, expresa y exigible tampoco se entregó a mi procurada la liquidación de los “intereses moratorios” 

que sustentan la orden de apremio vulnerando con ello de manera flagrante el derecho de defensa y 

de contradicción que la asiste a COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A en cualquier trámite judicial 

o administrativo. 

 

El funcionario ejecutor simplemente entregó a mi representada la Resolución mencionada 

anteriormente, en la cual se hace referencia al cobro de intereses moratorios, además de la remisión 

de documentos que no detallan completamente la actuación posterior. Respecto al crédito reclamado, 

se pretende sustentar en una liquidación que no cumple con los requisitos establecidos por la ley. No 

se conocen las razones por las cuales se aplicó la tasa mencionada, ni se justifica si es una tasa 

nominal o efectiva, ni cuál fue el criterio utilizado para calcular los intereses desde la fecha indicada. 

En este contexto, es desconocida la metodología utilizada por el funcionario ejecutor para tasar la 

presunta deuda, ya que hace referencia a "intereses moratorios", sin especificar cómo liquidó los 

intereses de mora (tipo de tasa aplicada, tipo de interés, etc.). 

 

Es pertinente traer a colación lo normado en el artículo 91 del C.G.P, aplicable a este procedimiento 

 

“En el auto admisorio de la demanda o del mandamiento ejecutivo se ordenará su traslado 

al demandado, salvo disposición en contrario` 

 

El traslado se surtirá mediante la entrega, en medio físico o como mensaje de datos, 

de copia de la demanda y sus anexos al demandado, a su representante o apoderado, 

o al curador ad litem. Cuando la notificación del auto admisorio de la demanda o del 

mandamiento de pago se surta por conducta concluyente, por aviso, o mediante 

comisionado, el demandado podrá solicitar en la secretaría que se le suministre la 

reproducción de la demanda y de sus anexos dentro de los tres (3) días siguientes, 

vencidos los cuales comenzarán a correr el término de ejecutoria y de traslado de la 

demanda. (negrilla adrede) 

 

En el caso, en concreto, lo que debió entregarse a mi prohijada era, no sólo la mentada resolución 

que libró mandamiento de pago, sino también los anexos y, especialmente, los supuestos títulos 

ejecutivos base de recaudo, los cuales deben lucir absolutamente diáfanos. Su inobservancia 

conlleva, inexorablemente, a la violación al debido proceso y el derecho de defensa que le asiste a mi 

prohijada, cuyas garantías deben ser observadas en todos los trámites administrativos que se ventilen 

ante la Administración. 

 

Es claro que, de acuerdo al ordenamiento jurídico colombiano, el procedimiento administrativo no 

puede en ninguna forma desconocer el canon contenido en el artículo 29 de la Constitución Política; 
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es por esto que la Corte Constitucional, en su desarrollo jurisprudencial, ha pregonado que el debido 

proceso en materia administrativa implica la garantía de estos principios: “(i)[del] principio de legalidad 

de la falta y de la sanción disciplinaria, (ii) del principio de publicidad, (iii) del derecho de defensa y 

especialmente el derecho de contradicción y de controversia de la prueba, (iv) del principio de la doble 

instancia, (v) de la presunción de inocencia, (vi) del principio de imparcialidad, (vii) el principio de non 

bis in ídem, (viii) del principio de cosa juzgada y (ix) de la prohibición de la reformatio in pejus.”1 

 

En consecuencia, la actuación de la Administración es desproporcionada y violatoria de las garantías 

constitucionales arriba referidas, pues pretende que la sociedad que represento asuma el pago de 

unas sumas de dinero cuyo título ejecutivo no le fue entregado con el respectivo traslado, amén de 

desconocer la forma como calculó los intereses moratorios. 

 

Dadas las evidentes irregularidades, refractarias a los postulados básicos constitucionales, es 

pertinente que la entidad enmiende su error, pues así se lo ordena el artículo 41 del CPACA: 

 

“ARTÍCULO 41. CORRECCIÓN DE IRREGULARIDADES EN LA ACTUACIÓN 

ADMINISTRATIVA. La autoridad, en cualquier momento anterior a la expedición del acto, de 

oficio o a petición de parte, corregirá las irregularidades que se hayan presentado en la 

actuación administrativa para ajustarla a derecho, y adoptará las medidas necesarias para 

concluirla”. 

 

Sin perjuicio de lo anterior, y a pesar de las evidentes vulneraciones al derecho de defensa y 

contradicción, así como a un debido proceso conforme a las garantías legales y constitucionales, es 

pertinente indicar que no existe una obligación clara, expresa y exigible en la forma indicada por la 

entidad. Resulta jurídicamente imposible que esta actuación continúe su trámite, tal y como se procede 

a explicar a continuación. 

 
III EXCEPCIONES FRENTE AL AUTO QUE DICTÒ MANDAMIENTO DE PAGO. 

 

 
1. LA INTERPOSICIÓN DEL MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS 

CONTRACTUALES DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO ANTE LA 

JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

 

Frente al mandamiento de pago emitido por el Departamento del Putumayo, procedo a invocar las 

excepciones taxativas contempladas en el Título IV, Capítulo I de la Ordenanza No. 766 de mayo 20 

de 2018, que establece el Estatuto de Rentas del Departamento del Putumayo. Específicamente, hago 

referencia a la excepción quinta del artículo 594, la cual dispone: 

 

ARTÍCULO 594. EXCEPCIONES. Contra el mandamiento de pago procederán las 

siguientes excepciones. 

 
1 C. E., Sec. Cuarta, Sent. 19611, oct. 16/14. M.P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez 
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1. El pago efectivo. 

2. La existencia de acuerdo de pago. 

3. La de falta de ejecutoria del título. 

4. La pérdida de ejecutoria del título por revocación o suspensión provisional del acto 

administrativo, hecha por autoridad competente. 

5.La interposición de demandas de restablecimiento del derecho o de proceso de 

revisión de impuestos, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

6. La prescripción de la acción de cobro. 

7. La falta de título ejecutivo o incompetencia del funcionario que lo profirió. 

 

Añádase a esto que el artículo 831 del Estatuto Tributario Nacional, que establece las excepciones 

que le asisten al deudor contra el mandamiento de pago, así: 

“Contra el mandamiento de pago procederán las siguientes excepciones: 

1. El pago efectivo. 

2. La existencia de acuerdo de pago. 

3. La de falta de ejecutoria del título. 

4. La pérdida de ejecutoria del título por revocación o suspensión provisional del acto 
administrativo, hecha por autoridad competente. 

5. La interposición de demandas de restablecimiento del derecho o de proceso de 
revisión de impuestos, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

6. La prescripción de la acción de cobro, y 

7. La falta de título ejecutivo o incompetencia del funcionario que lo profirió. 

Con  fundamento en lo establecido tanto por artículo 594 del Estatuto de Rentas del Departamento 

del Putumayo como por el Estatuto, y el precepto normativo 831 del Estatuto Tributario Nacional, la 

interposición de un medio de control de controversias contractuales, destinado a obtener la 

declaratoria de nulidad y el restablecimiento del derecho sobre los Actos Administrativos que 

conforman el título ejecutivo complejo, resulta en la imposibilidad de tramitar el proceso coactivo 

promovido por el Departamento del Putumayo hasta tanto la Jurisdicción de lo contencioso 

administrativo profiera una decisión de fondo y  definitiva respecto a la nulidad de los actos acusados. 

En este contexto, de acuerdo con la excepción quinta mencionada anteriormente se muestra a todas 

luces procedente generando efectos legales de cara a la exigibilidad del título ejecutivo. 

 

La excepción invocada debe interpretarse en concordancia con lo dispuesto en el artículo 591 del 

Estatuto de Rentas del Departamento del Putumayo, el cual establece el momento a partir del cual se 

concreta el fenómeno procesal de la ejecutoria de los actos administrativos que conforman el título 

ejecutivo complejo, de la siguiente manera: 
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“ARTÍCULO 591. EJECUTORIA DE LOS ACTOS. Se entienden ejecutoriados los actos 

administrativos que sirven de fundamento al cobro coactivo. 

 

1. Cuando contra ellos no proceda recurso alguno. 

2. Cuando vencido el término para interponer los recursos, no se hayan interpuesto o no se 

presenten en debida forma. 

3. Cuando se renuncie expresamente a los recursos o se desista de ellos. 

4. Cuando los recursos interpuestos en la vía gubernativa o las acciones de 

restablecimiento del derecho o de revisión de impuestos se hayan decidido en 

forma definitiva, según el caso.”(negrilla adrede) 

 

En línea con lo anterior, el artículo 829 del Estatuto Tributario Nacional establece de igual modo el 

momento a partir del cual adquieren firmeza los actos administrativos que conforman el título ejecutivo 

que se pretenda ejecutar en vía coactiva, de la siguiente manera: 

 

“Se entienden ejecutoriados los actos administrativos que sirven de fundamento al 

cobro coactivo: 

 

1. Cuando contra ellos no proceda recurso alguno. 

 

2. Cuando vencido el término para interponer los recursos, no se hayan interpuesto o no se 

presenten en debida forma. 

 

3. Cuando se renuncie expresamente a los recursos o se desista de ellos, y 

 

4. Cuando los recursos interpuestos en la vía gubernativa o las acciones de 

restablecimiento del derecho o de revisión de impuestos se hayan decidido en forma 

definitiva, según el caso. (negrilla adrede) 

Lo precedentemente expuesto tiene su origen normativo en lo establecido en el artículo 77 Ley 80 de 

1993 que dispone que los actos administrativos expedidos por la administración en el desarrollo de la 

actividad estatal contractual serán susceptibles de control a través del ejercicio de la acción de 

controversias contractuales, así:  

“ARTÍCULO 77.- De la Normatividad aplicable en las actuaciones administrativas. En 

cuanto sean compatibles con la finalidad y los principios de esta ley, las normas que rigen 

los procedimientos y actuaciones en la Función administrativa, serán aplicables en las 

actuaciones contractuales. A falta de éstas, regirán las disposiciones del Código de 

Procedimiento Civil. 

Los actos administrativos que se produzcan con motivo u ocasión de la actividad 

contractual sólo serán susceptibles de recurso de reposición y del ejercicio de la 

acción contractual, de acuerdo con las reglas del Código Contencioso Administrativo. 
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PARÁGRAFO 1.- El acto de adjudicación no tendrá recursos por la vía gubernativa. Este 

podrá impugnarse mediante el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del 

derecho, según las reglas del Código Contencioso Administrativo. 

PARÁGRAFO 2.- Para el ejercicio de las acciones contra los actos administrativos de la 

actividad contractual no es necesario demandar el contrato que los origina. 

Como corolario de lo expuesto el Consejo de Estado respecto se ha pronunciado sobre el medio de 

control idóneo para que la compañía de seguro promueva demanda sobre los actos contractuales de 

los que se desprenden las obligaciones insertadas en las pólizas de seguro de cumplimiento, siendo 

este el medio de control de controversias contractuales el adecuado para pretender nulitar los actos 

administrativos proferidos al interior del proceso sancionatorio contractual  establecido en el artículo 

86 de la Ley 1474 de 2011, así: 

“En atención al hecho de que, por regla general, la aseguradora garante es parte del 

contrato de seguro, en el cual la entidad estatal tiene la calidad de beneficiaria de la 

póliza de cumplimiento correspondiente, se concluye que está legitimada por activa o 

por pasiva, según sea el caso, para obrar como demandante o demandada en los 

litigios en los que se discuten las obligaciones derivadas de la póliza de cumplimiento 

por ella expedida.”2 (negrilla adrede) 

En otra oportunidad la Sala señaló: 

 

“La acción procedente para reclamarle a la aseguradora el cumplimiento de las 

obligaciones derivadas contrato de seguro es la acción contractual y no la ejecutiva, 

de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1053 del Código de Comercio. El artículo 1053 

del Código de Comercio señala las circunstancias en que las pólizas prestan mérito ejecutivo, 

entre éstas, cuando no son objetadas al mes siguiente de la reclamación ante la aseguradora, 

(...) Contrario a lo afirmado por el tribunal, no existía un título ejecutivo al momento de la 

presentación de esta acción de controversias contractuales”3 (negrilla adrede) 

 

En reciente pronunciamiento el Consejo de Estado expuso:  

 

“Acción idónea para perseguir la nulidad del acto administrativo que declara el 

siniestro del incumplimiento de un contrato: 

 

Esta conclusión a la que llega la Sala respecto de la idoneidad de la acción elegida por 

la sociedad actora, no se altera por el hecho de que se persiga la nulidad del acto 

administrativo que declara el siniestro del incumplimiento de un contrato para hacer 

efectiva la garantía de calidad del bien entregado por el contratista a la entidad pública, 

según lo prescrito por el artículo 77 de la Ley 80 de 1993. 

 
2 Sala de lo Contencioso Administrativo  Ponente: Marta Nubia Velásquez Rico Fecha: 24 de abril de 2020 Número de 
Radicación: 63001-23-33-000-2018-00132-01(64154) 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B. (2021, marzo 17). Sentencia 
73001-23-31-000-2011-00166-01(52705). Ponente: Martín Bermúdez Muñoz. 
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“ Al respecto, conviene advertir que ya la Sección había concluido que los actos 

expedidos por la Administración después de terminado el contrato, como son aquellos 

mediante los cuales se declara el siniestro para que el contratista responda 

precisamente, por vicios y defectos de la obra o por la calidad del servicio prestado o 

bien suministrado, participan de la naturaleza de actos contractuales, por ser 

expedidos como consecuencia de la ejecución del respectivo negocio jurídico y, 

además, que su discusión judicial se subsume en la acción de controversias 

contractuales” (negrilla adrede) 

 

La jurisprudencia de esta Corporación ha reconocido dentro de las prerrogativas de la 

administración, precisamente, la de declarar mediante acto administrativo motivado el 

siniestro del riesgo de cumplimiento de las obligaciones o de estabilidad de la obra y calidad 

de los bienes suministrados, asegurados mediante las garantías del contrato, con las cuales 

se salvaguarda el interés público y se protege patrimonialmente a la administración. Para tal 

efecto, se apoyó en el numeral 5 del artículo 68 del C.C.A, según el cual las pólizas en 

las que la administración es beneficiaria prestan mérito ejecutivo al integrarse al acto 

administrativo ejecutoriado que declara esa obligación, de donde se origina la 

potestad de declarar el siniestro sin que el asegurador se oponga directamente a la 

entidad, sino que debe demandar el acto ante la jurisdicción para impugnar su validez, 

y aclaró, incluso, que se trataba de un privilegio, sin carácter sancionatorio, que 

permitía su ejercicio después de la ejecución del contrato y de su liquidación, que 

permitía su ejercicio después de la ejecución del contrato y de su liquidación.(…) para 

la Corporación ha sido claro que frente a los contratos estatales, la administración goza de 

la facultad de declarar el siniestro de una póliza mediante un acto administrativo unilateral, 

potestad que no es sancionatoria ni se reduce a algunos tipos de amparos de la póliza o 

garantía, y que no tienen los particulares en el desarrollo de su actividad contractual, pues 

sitúa a la entidad en una posición de privilegio, dado que le basta la expedición del acto 

debidamente motivado, el cual goza de la presunción de legalidad para iniciar la ejecución.”4 

En virtud de lo expuesto, la acción de controversias contractuales se erige como el medio de control 

idóneo para impugnar los actos administrativos expedidos en el marco de un proceso sancionatorio 

que declara el siniestro de un contrato de seguro. Esto se fundamenta en el artículo 77 de la Ley 80 

de 1993, que dispone que los actos administrativos derivados de la actividad contractual son 

susceptibles de control a través de dicha acción. 

Adicionalmente, el Consejo de Estado ha reiterado que, tratándose de obligaciones derivadas de la 

póliza de seguro de cumplimiento, la acción de controversias contractuales es la vía procedente para 

las aseguradoras, quienes están legitimadas para actuar en defensa de sus intereses contractuales. 

Este criterio ha sido respaldado por la jurisprudencia, que establece que los actos administrativos que 

declaran siniestros relacionados con contratos estatales participan de la naturaleza de actos 

 
4 Consejo de Estado. (2012, 23 de febrero). Sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera (Subsección B), Radicado No. 050012326000199400558-01. Ponente: Ruth Stella Correa Palacio. Bogotá, D.C. 
Sistemas Integrados Eléctricos Ltda.–SINTEL Ltda. vs. Departamento de Antioquia. 
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contractuales, debiendo ser impugnados a través de la acción de controversias contractuales y no 

mediante la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. 

En consecuencia, no es de recibo que el Departamento del Putumayo pretenda pretextar que la acción 

de nulidad y restablecimiento del derecho sea el medio de control correspondiente para la suspensión 

del proceso coactivo, ya que la jurisprudencia y la normativa vigente claramente señalan que la acción 

de controversias contractuales es el procedimiento adecuado para controvertir tales actos 

administrativos que conforman el titulo ejecutivo. 

Ahora, sobre la suspensión del proceso de cobro coactivo el alto Tribunal ha referido: 

 

“En el caso bajo análisis, encuentra la Sala que la Superintendencia de Industria y Comercio, 

mediante auto 29337 del 19 de abril de 2016, suspendió el proceso de cobro coactivo 

adelantado contra la demandante ( ) En ese contexto, encuentra la Sala que la decisión 

de la Superintendencia de Industria y Comercio en el auto de 19 de abril de 2016, se 

encuentra acorde a lo previsto en el artículo 101 de la Ley 1437 del 2011, pues ante la 

solicitud de la demandante, y al estar acreditado que está pendiente de decirse en sede 

contencioso administrativa la legalidad del título ejecutivo, procedió a la suspensión 

del proceso de cobro coactivo.”5 (negrilla adrede) 

En virtud de lo anterior, se tiene que el Consejo de Estado se ha pronunciado sobre la viabilidad de la 

excepción de interposición del medio de control contra los actos que fundamentan el proceso de cobro 

coactivo cuando no se encuentran ejecutoriados. Por consiguiente, no es dable expedir mandamiento 

de pago hasta tanto no se adopte una decisión definitiva por parte del juez administrativo:  

“En esos términos, observa la Sala que, tal como lo señaló el tribunal de primera 

instancia, la exigibilidad del título ejecutivo compuesto por los actos administrativos 

que se encuentran demandados, está reglada de manera especial en materia de 

tributaria, ya que la ejecutoriedad de este se adquiere, entre otras razones, cuando 

esta jurisdicción decide definitivamente las acciones de nulidad y restablecimiento del 

derecho promovidas en su contra.”6(negrilla adrede) 

Descendiendo lo expuesto al presente caso, los actos administrativos que constituyen el título 

ejecutivo se encuentran demandados mediante acción de controversias contractuales, demanda que 

se impetró contra el Departamento del Putumayo el 22 de abril de 2024, siendo el TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DEL PUTUMAYO quien avocó conocimiento bajo el número de radicado 

52001233300020240011900; proceso que se encuentra cursando su respectivo trámite ante la 

jurisdicción de lo Contencioso administrativo.  

 

 
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. (2021, marzo 18). Sentencia 25000-23-37-000-
2016-01046-01 (23881). Ponente: Milton Chaves García. 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. (2016, marzo 17). Sentencia número 25000-
23-27-000-2011-00217-01(20658). Ponente: Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez. 
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7 

8 

Los actos administrativos contractuales controvertidos en el presente medio de control corresponden 

a aquellos que conforman el título ejecutivo complejo que ahora se pretende ejecutar. Estos actos, 

esenciales para la configuración del título ejecutivo, están siendo objeto de control de legalidad por el 

juez administrativo y se detallan de la siguiente manera: 

 

9 

 

Además de lo mencionado anteriormente, en la demanda interpuesta por mi representada contra el 

Departamento del Putumayo el 22 de abril de 2024, se solicitaron también medidas cautelares. En 

particular, se requirió la medida cautelar de suspensión provisional de los actos administrativos que 

conforman el título ejecutivo complejo. Esta solicitud se fundamenta en la necesidad de prevenir daños 

 
7 Consulta procesos Rama Judicial 
8 ibidem 
9 Demanda medio de control de controversias contractuales. 
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irreparables y asegurar el cumplimiento efectivo de una eventual sentencia favorable, garantizando 

así los derechos e intereses de mi representada durante el proceso. 

 

 

Todo lo anterior implica que la ejecutoriedad de los actos administrativos que conforman el título 

ejecutivo complejo se encuentra en entredicho hasta que la jurisdicción competente emita una decisión 

definitiva. Este estado de incertidumbre jurídica afecta la capacidad del Departamento del Putumayo 

para hacer exigible la ejecución del título ejecutivo complejo, razón suficiente para que se mantenga 

en suspenso la ejecución de los actos administrativos controvertidos hasta que se resuelva de manera 

concluyente el fondo del asunto por parte del Tribunal Administrativo del Putumayo, Sala Unitaria, que 

avocó conocimiento de la causa el 26 de junio de 2024. Esto constituye un hecho exceptivo probado. 

 

2. FALTA DE TÍTULO EJECUTIVO: LA OBLIGACIÓN NO ES CLARA, EXPRESA NI EXIGIBLE 

A LA COMPAÑÍA DE SEGUROS EN RELACIÓN CON LA CAUSACIÓN DE INTERESES 

CORRIENTES. 

En relación con el mandamiento de pago emitido por el Departamento del Putumayo y la medida 

preventiva ordenada mediante la Resolución No. 059, es evidente que se ha incluido una obligación 

que no forma parte del título ejecutivo complejo. Asimismo, el Auto No. 107, que dispone el 

mandamiento de pago a favor del Departamento del Putumayo y en contra de mi representada, 

presenta serias irregularidades en su expedición, afectando directamente la ejecutabilidad del título. 

Para abordar este asunto, es pertinente desglosar y referirse al artículo 422 del Código General del 

Proceso 

“ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las 

obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan 

del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de 

una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra 

providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación 

de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que 

señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, 

pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184.” (Énfasis es propio). 

La circunstancia por la cual el acto administrativo en particular adolece de la ejecutabilidad de la que 

se vale el ente territorial, y que impide exigir el pago de la suma allí contenida, yace en la ausencia 

de los requisitos del título. Específicamente, el contenido del título no contempla una obligación 
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actualmente expresa, clara y exigible que surta efectos obligacionales frente a la Aseguradora 

COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. Esto se debe a que la administración pretende el cobro 

de intereses corrientes desde la fecha en que el Departamento giró el anticipo al contratista afianzado 

hasta la fecha en que se realice el pago total de la obligación, así: 

 

Sobre ese particular no puede perderse de vista que nos encontramos ante un titulo ejecutivo 

complejo por cuanto lo conforman el acto administrativo inicial Resolución No. 021 del 21 de abril de 

2023 junto con los actos administrativos que resuelven los recursos, esto es Resolución No. 022 del 

12 de mayo de 2023. 

Adviértase que la Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023, mediante la cual se declaró el siniestro 

con cargo al amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, no incluyó en su parte 

resolutiva la obligación de pagar los intereses generados por el anticipo no ejecutado del Contrato 

1225 de 2018. Estos intereses, que abarcan desde la fecha en que el departamento giró el anticipo 

hasta la fecha en que se realice el pago total de la obligación, no se establecieron como una 

obligación susceptible de ejecución. Únicamente se dejó claro que la obligación de la compañía de 

seguros debía ser cancelada en los términos del artículo 1080 del Código de Comercio, como se 

expone a continuación: 

 

Por su parte, la Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023, mediante la cual se resolvieron los 

recursos de reposición interpuestos contra la Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023, confirmó en 

su integridad dicha resolución, sin que se haya adicionado o modificado apartado alguno que 

permitiera a la Tesorera General del Departamento del Putumayo incorporar una obligación que no se 

insertó en el título ejecutivo complejo, como lo es el pago de intereses corrientes a partir del giro del 

anticipo no ejecutado desde la fecha en que el departamento giró el anticipo. Pretender la exigibilidad 

de tal obligación resulta improcedente e inconsulta, ya que se intenta declarar y ejecutar una 

obligación que no forma parte del título ejecutivo complejo per se, como puede constatarse claramente 

por el Departamento del Putumayo: 
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En vista de lo anterior, no es procedente que el Departamento del Putumayo liquide el crédito 

incorporando una nueva obligación que no hace parte del título ejecutivo, lo cual riñe con los 

presupuestos necesarios para que puedan demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles. Por ello, el mandamiento de pago reviste falta de título, ya que se pretende ejecutar 

unos intereses corrientes computados desde la fecha de entrega del anticipo al contratista, 

desconociendo que la obligación en cabeza de la compañía de seguros pende del acto administrativo 

por medio del cual se declaró el siniestro, esto es, con la Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023 

y la Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023. En ningún momento la compañía aseguradora 

asume la totalidad de las obligaciones del contratista, sino las que expresa y previamente se hayan 

pactado en el contrato de seguros de acuerdo con la ley; no es posible atribuirle a la aseguradora el 

deber de reintegrar el anticipo junto con sus intereses corrientes, pues esta nunca recibió el dinero ni 

debía amortizarlo dado que no pueden abrogarse obligaciones que no le corresponden.  

 

Nótese que el 16 de mayo de 2023 fue la fecha en la que quedó ejecutoriada la resolución por medio 

del cual se resolvieron los recursos de ley, siendo que a partir de esta cuando debió computarse 

inicialmente el término establecido en el artículo 1080 del Código de Comercio, el cual establece que 

el asegurador está obligado a realizar el pago del siniestro dentro del mes siguiente de declarado el 

mismo sobre el hecho constitutivo del riesgo asegurado, así: 

 

“El asegurador estará obligado a efectuar el pago del siniestro dentro del mes siguiente 

a la fecha en que el asegurado o beneficiario acredite, aun extrajudicialmente, su 

derecho ante el asegurador de acuerdo con el artículo 1077. Vencido este plazo, el 

asegurador reconocerá y pagará al asegurado o beneficiario, además de la obligación 

a su cargo y sobre el importe de ella, un interés moratorio igual al certificado como 

bancario corriente por la Superintendencia Bancaria aumentado en la mitad.” (negrilla 

adrede) 

 

Lo anterior quedó consignado a su vez en la Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023: 
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Nótese, entonces, que la resolución que desató el recurso de reposición incoado, en ningún apartado, 

hizo referencia a que mi representada debía asumir el pago de intereses desde la fecha que el 

Departamento giró el anticipo, hasta la fecha que se realice el pago total de la obligación. Por ende, 

constituye una razón más para concluir que no existe una obligación clara, expresa y exigible, que 

provenga de mi representada y que esté debidamente identificada en las mentadas resoluciones. Por 

tal motivo, no puede hablarse de la existencia de un título ejecutivo por la potísima razón de que los 

actos (que no contiene en la obligación tal y como lo indica la ley para que pueda ser ejecutada) no 

hacen referencia a la suma líquida de dinero que hoy se ejecuta y, mucho menos, hace mención a 

que mi representada debe asumir el pago de intereses. 

 

El Consejo de Estado de manera reiterada, con base en lo previsto en el artículo 422 del CGP, ha 

señalado que los títulos ejecutivos, al margen de si son simples o complejos, deben gozar de unas 

condiciones formales y otras sustanciales: Las primeras se refieren a que los documentos en los que 

consta la obligación deben ser auténticos y emanar del deudor o de su causante, de una decisión 

condenatoria proferida por un juez o un tribunal u otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva 

y, las segundas, se traducen en que las obligaciones a favor del ejecutante o de su causante y a cargo 

del ejecutado o de su causante deben ser claras, expresas y exigibles. 

 

Pues bien, adviértase, entonces, que en ningún apartado de las resoluciones proferidas en la 

actuación administrativa sancionatoria (una de ellas que sirvió de soporte para librar mandamiento de 

pago) no hace referencia: a) que mi procurada debe asumir el pago de intereses desde la fecha que 

el departamento giró el anticipo, hasta la fecha que se realice el pago total de la obligación b)  que mi 

representada adeuda la suma de $2.003.002.186 por concepto de intereses moratorios c)  la forma 

cómo ha de calcularse la mora en caso de no pagarse la suma de dinero indicada en las mentadas 

resoluciones. Por ende, resulta claro que los documentos presentados como sustento de recaudo no 

contienen una obligación clara, expresa y exigible, razón por la cual se insiste no hay título ejecutivo. 

 

Emerge así palmario que la Gobernación del Departamento del Putumayo erró al incorporar al 

mandamiento de pago obligación que no consta en el documento que proviene del título ejecutivo 

complejo, por lo que no puede constituirse como plena prueba contra el asegurador y, por 

consiguiente, dicha obligación no es expresa, clara ni mucho menos exigible. En razón de que el título 

ejecutivo complejo determinó que los intereses se causarían de conformidad con el artículo 1080 del 

Estatuto Comercial colombiano y no de la arbitraria manera en que se pretende por parte de la 

administración pública, en directo desmedro del patrimonio de la Compañía Mundial de Seguros S.A. 

De mantenerse tal situación, la administración incurriría en un enriquecimiento sin justa causa, y por 

descontado en una responsabilidad del Estado. 

 

En palabras del Consejo de Estado, para que las obligaciones puedan ser susceptibles de ejecución 

requieren cumplir requisitos de forma y fondo, respecto del fondo el máximo tribunal refiere que: 
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“Una obligación es (i) expresa cuando está determinada en el mismo título, de forma 

nítida, sin que sea necesario acudir a lucubraciones, suposiciones o razonamientos 

lógicos jurídicos para determinarla. En este punto, no se puede soslayar que el título 

ejecutivo puede emanar de una confesión ficta o tácita, en razón de lo normado en el 

artículo 488 del Código de Procedimiento Civil; (ii) es clara cuando está determinada de 

forma fácil e inteligible en el documento o documentos y en sólo un sentido y (iii) 

exigible cuando puede demandarse el cumplimiento de la misma por no estar 

pendiente de un plazo o condición. Dicho de otro modo, la exigibilidad de la obligación 

se manifiesta en la que debía cumplirse dentro de cierto término ya vencido o cuando 

ocurriera una condición ya acontecida o para la cual no se señaló término, pero cuyo 

cumplimiento sólo podía hacerse dentro de cierto tiempo que ya transcurrió, y la que es 

pura y simple por no haberse sometido a plazo ni condición, previo requerimiento.10 

(negrilla adrede) 

Además de la innegable importancia de los requisitos que componen el título ejecutivo, el Honorable 

Consejo de Estado examinó la efectividad del título en los siguientes términos: 

 

“El inicio de un proceso administrativo de cobro implica la preexistencia de un título 

que preste mérito ejecutivo, esto es, que contenga una obligación clara, expresa y 

actualmente exigible, por no estar pendiente de ningún plazo o condición. El artículo 828 

del Estatuto Tributario, señala los documentos que prestan mérito ejecutivo para el cobro 

coactivo, que sirven de soporte jurídico para que la administración proceda a iniciar el 

proceso mediante la expedición del correspondiente mandamiento de pago.”11 (negrilla 

adrede) 

Desde el punto de vista de la a Sección Tercera de esta Corporación, en providencia del 6 

de junio de 2007, reiterada en fallo del 26 de mayo de 2016, señaló: 

“específicamente respecto del cobro ejecutivo de las pólizas de seguro tomadas por los 

contratistas de la Administración para garantizar el cumplimiento de las obligaciones 

surgidas del contrato estatal, es decir, en aquellos eventos en los que la Administración 

reclama judicialmente el pago de la indemnización contenida en esa póliza de seguro, se 

observa que ésta, constituye apenas, uno de los componentes del título ejecutivo 

complejo que en estos eventos de cobro ejecutivo de obligaciones contractuales a 

favor de la Administración, se debe conformar, y que comprende, no sólo la 

respectiva póliza -en la que consta el traslado del riesgo que el contratista de la 

Administración le hizo a la aseguradora, respecto de su deber de indemnizar a la 

entidad estatal por los perjuicios surgidos de su incumplimiento contractual-, sino 

también, el contrato estatal y el acto administrativo mediante el cual se declaró la 

existencia del siniestro 

La obligación es expresa porque se encuentra especificada en el título ejecutivo, en 

 
10 C.E., Secc. Tercera, Sent. 2000-01184, may. 29/2014. M.P. Conto Díaz del Castillo Stella 
11 2 consejo de Estado Sala de lo contencioso Administrativo Sección Cuarta, C.P. Stella Jeanette Carvajal Basto, Radicación 
número: 25000-23-37-000-2014-01291-01(23288), Bogotá D.C., doce (12) de diciembre de dos mil dieciocho (2018) 
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cuanto debe imponer una conducta de dar, hacer o no hacer. Es clara cuando sus 

elementos están determinados o pueden inferirse de una simple revisión del título 

ejecutivo y es exigible cuando puede demandarse el cumplimiento de esta porno 

estar pendiente de un plazo condición”12 (negrilla adrede) 

Por las razones anteriores, la obligación de computar intereses desde que se giraron los recursos 

al contratista no es expresa, puesto que no se consignó en el título ejecutivo. Tampoco es clara, ya 

que en el título ejecutivo complejo se determinó que los intereses para el asegurador se computarían 

de conformidad con el artículo 1080 del Código de Comercio y no de la manera indebida como 

pretende el Departamento del Putumayo. Por lo tanto, el mandamiento de pago no es exigible a mi 

parte, ya que se incorporaron obligaciones que no forman parte del título ejecutivo y las sumas 

calculadas con intereses no cuentan con respaldo normativo que así lo determine. 

3. FALTA DE COMPETENCIA DE LA TESORIA DEL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO 

PARA EL COBRO DE INTERESES CORRIENTES  

El artículo 831 del Estatuto Tributario establece que, contra el mandamiento de pago, procederá la 

excepción de “incompetencia del funcionario que lo profirió”. De conformidad con el artículo 99 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), los 

documentos que tienen mérito ejecutivo a favor del Estado, siempre que en ellos conste una 

obligación clara, expresa y exigible, son los siguientes:  

“Prestarán mérito ejecutivo para su cobro coactivo, siempre que en ellos conste una 

obligación clara, expresa y exigible, los siguientes documentos: 

1. Todo acto administrativo ejecutoriado que imponga a favor de las entidades públicas a las 

que alude el parágrafo del artículo 104, la obligación de pagar una suma líquida de dinero, 

en los casos previstos en la ley. 

2. Las sentencias y demás decisiones jurisdiccionales ejecutoriadas que impongan a favor 

del tesoro nacional, o de las entidades públicas a las que alude el parágrafo del artículo 104, 

la obligación de pagar una suma líquida de dinero. 

3. Los contratos o los documentos en que constan sus garantías, junto con el acto 

administrativo que declara el incumplimiento o la caducidad. Igualmente lo serán el acta de 

liquidación del contrato o cualquier acto administrativo proferido con ocasión de la actividad 

contractual. 

4. Las demás garantías que, a favor de las entidades públicas, antes indicadas, se presten 

por cualquier concepto, las cuales se integrarán con el acto administrativo ejecutoriado que 

declare la obligación. 

5. Las demás que consten en documentos que provengan del deudor. 

Como puede observarse en el auto que libró mandamiento de pago, su fundamento no tiene soporte 

en ninguno de los instrumentos citados en la disposición arriba trascrita. En ese contexto, no es 

 
12 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Cuarta consejero Ponente: Milton Chaves García Bogotá D.C., quince 
(15) de octubre de dos mil veinte (2020) Radicación Número: 15001-23-33-000-2014-00538-01 (24765 
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atinado interpretar que los artículos 98 a 101 del CPACA le otorguen competencia a la entidad 

ejecutante para cobrar, por la vía coactiva, los intereses moratorios indicados en el mandamiento de 

pago y menos en la forma como lo pretende, pues claramente no se encuentra enlistada dentro de 

los instrumentos indicados en el artículo 99 ibidem. 

La Resolución 021 del 21 de abril de 2023 que declaró el incumplimiento del contratista, fue 

confirmada mediante la Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023; en tal virtud, una vez quedó 

ejecutoriada esta última, la administración dejó incólume los siguientes artículos: 

“(…) ARTÍCULO SEGUNDO: DECLARAR OCURRIDO EL SINIESTRO amparado por la 

Póliza de cumplimiento No. NB-100100416 expedida por MUNDIAL DE SEGUROS S.A., con 

cargo al amparo de buen manejo del anticipo, en cuantía de CINCO MIL DOSCIENTOS 

CUARENTA Y SIETE MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y TRES MIL TRESCIENTOS 

OCHENTA Y OCHO CON CUARENTA Y CINCO CENTAVOS ($5.247.963.388,45) 

MONEDA LEGAL COLOMBIANA. Parágrafo: El valor del siniestro deberá ser cancelado 

en los términos del artículo 1080 del Código de Comercio (…)”. (subrayado y negrita 

fuera de texto). 

De conformidad con lo establecido en el acto administrativo, el pago debe ser efectuado en la forma 

consagrada en la norma de orden público y de obligatorio cumplimiento contenida en el citado artículo 

1080 del C. Co., que estatuye: 

“ARTÍCULO 1080 PLAZO PARA EL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN E INTERESES 

MORATORIOS. El asegurador estará obligado a efectuar el pago del siniestro dentro del 

mes siguiente a la fecha en que el asegurado o beneficiario acredite, aun extrajudicialmente, 

su derecho ante el asegurador de acuerdo con el artículo 1077. Vencido este plazo, el 

asegurador reconocerá y pagará al asegurado o beneficiario, además de la obligación 

a su cargo y sobre el importe de ella, un interés moratorio igual al certificado como 

bancario corriente por la Superintendencia Bancaria aumentado en la mitad (…)” 

(subrayado y negrita fuera de texto) 

Entonces, basándonos en el acto administrativo y lo establecido en el artículo 1080, cuya observancia 

fue acatada por la administración, es importante tener en cuenta que el valor de la indemnización se 

hizo exigible y debía pagarse dentro del mes siguiente al momento en que se dictó dicho acto 

administrativo que resolvió el recurso de reposición, el 16 de mayo de 2023, fecha en la que se expidió 

la Resolución 022. Por lo tanto, la aseguradora tenía la posibilidad de realizar el pago sin que se 

cobrara ningún tipo de interés hasta el día 16 de junio de 2023. A partir de esta fecha, podrían 

generarse los intereses que, como se explicará en la siguiente excepción, son los intereses civiles 

establecidos en el artículo 4º, ordinal 8º de la Ley 80 de 1993. 

Valga traer a colación el artículo 6 de la Constitución Política, del cual se desprende la prohibición 

para los funcionarios públicos de extralimitarse en el cumplimiento de sus funciones. Es evidente que 

estos están sujetos al estricto cumplimiento del rol que desempeñan en la administración pública, y, 

de lo contrario, al sobrepasarlo, incurrirían en una posible responsabilidad. Las actuaciones 

ejecutadas en exceso se considerarían abiertamente inconstitucionales, ilegales o irregulares. 
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En tal virtud, como la aseguradora contaba con el plazo de un mes para pagar y, solo después de 

vencido este el legislador previó la posibilidad de que se generaran intereses, necesariamente la 

liquidación del crédito debe ocuparse sólo y exclusivamente de intereses a partir de esa fecha. 

No es procedente el cobro de intereses corrientes antes de las fechas indicadas, dado que ni durante 

el procedimiento de sanción contractual, en el cual se debía probar la infracción respectiva, ni en el 

acto administrativo que declaró el incumplimiento, se estableció la procedencia de tales intereses. 

Esto se debe a que solo con la decisión que declaró el siniestro y afectó el amparo de la póliza, se 

determinó la obligación de pagar el valor respectivo de $5.247.963.388,45. En consecuencia, dado 

que ni la administración, ni el acto administrativo, ni la ley contemplan la posibilidad de que se causen 

intereses corrientes o de plazo antes de la declaración del siniestro, no es procedente incluir ningún 

valor por concepto de intereses en la liquidación del crédito, ya que estos no existen previamente. 

Este criterio se ve respaldado por el artículo 1054 del Código de Comercio, el cual establece que el 

riesgo asegurado solo se materializa ante un suceso incierto que no depende exclusivamente de la 

voluntad del tomador, el asegurado o el beneficiario, y cuya ocurrencia da lugar a la obligación del 

asegurador. 

“ARTÍCULO 1054. <DEFINICIÓN DE RIESGO>. Denominase riesgo el suceso incierto 

que no depende exclusivamente de la voluntad del tomador, del asegurado o del 

beneficiario, y cuya realización da origen a la obligación del asegurador. Los hechos 

ciertos, salvo la muerte, y los físicamente imposibles, no constituyen riesgos y son, 

por lo tanto, extraños al contrato de seguro. Tampoco constituye riesgo la incertidumbre 

subjetiva respecto de determinado hecho que haya tenido o no cumplimiento. 

Por su parte, la obligación condicional inserta en la póliza de seguro solo se hará exigible ante la 

compañía de seguros en el momento en que se declare el siniestro, lo cual corresponde a la 

realización del riesgo asegurado. Esto implica que los intereses moratorios solo se pueden computar 

una vez declarado y acreditado el siniestro, así como la cuantía de la pérdida, y una vez transcurrido 

el término estipulado en el artículo 1080 del Código de Comercio, y no antes. Para el momento en que 

se giraron los recursos del anticipo al contratista, no se había declarado el siniestro ni se había 

comprobado la realización del riesgo asegurado ni la cuantía de la pérdida. 

“ARTÍCULO 1072. <DEFINICIÓN DE SINIESTRO>. Se denomina siniestro la realización del 

riesgo asegurado.” 

 

Empero, esta norma debe leerse en armonía con lo dispuesto en el art. 1077 del mismo estatuto, el 

cual precisa que:  

 

“Corresponderá al asegurado demostrar la ocurrencia del siniestro, así como la 

cuantía de la pérdida, si fuere el caso”. 

 

En definitiva, la entidad ejecutora debe acudir ante el juez competente para perseguir el pago de las 

presuntas obligaciones incumplidas, ya que carece de competencia y autorización para cobrar 

coactivamente intereses moratorios que no fueron establecidos en el titulo ejecutivo complejo, o en su 
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defecto y en gracia de discusión la liquidación del crédito debe restringirse únicamente a los intereses 

que puedan devengarse después del 16 de junio de 2023, ajustándose estrictamente a lo dispuesto 

por la ley y los actos administrativos que conforman el título ejecutivo complejo. 

 

4. LA LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO PRESENTADA POR EL DESPACHO SE REALIZÓ DE 

MANERA ERRÓNEA – EL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO NO APLICÓ LA REGLA 

DEL ARTÍCULO 4º, ORDINAL 8º DE LA LEY 80 DE 1993, ESTATUTO DE LA 

CONTRATACIÓN ESTATAL, Y EL PLAZO CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 1080 DEL 

CÓDIGO DE COMERCIO 

 

Centro la atención de la Tesorera General del Departamento de Putumayo en este aspecto, ya que la 

liquidación del crédito emitida por el ente territorial resulta exorbitante por dos razones fundamentales. 

En primer lugar, no se tuvo en cuenta que los intereses que se deben imputar a mi representado deben 

comenzar a computarse a partir del mes siguiente a la ejecutoria de la resolución que declaró el 

incumplimiento del contratista afianzado, de conformidad con el artículo 1080 del Código de Comercio. 

En segundo lugar, la administración desconoce que a la aseguradora no le son aplicables los intereses 

del artículo 1080 del Código de Comercio, ya que su obligación se contrae a garantizar el cumplimiento 

de las obligaciones contractuales del garantizado. 

 

En ese sentido, deberá el Departamento ejecutor dar aplicación a la regla contenida en el del artículo 

4, ordinal 8 de la Ley 80 de 1993,  

 

“8o. Adoptarán las medidas necesarias para mantener durante el desarrollo y ejecución del 

contrato las condiciones técnicas, económicas y financieras existentes al momento de 

proponer en los casos en que se hubiere realizado licitación o concurso, o de contratar en 

los casos de contratación directa. Para ello utilizarán los mecanismos de ajuste y revisión de 

precios, acudirán a los procedimientos de revisión y corrección de tales mecanismos si 

fracasan los supuestos o hipótesis para la ejecución y pactarán intereses moratorios. 

 

Sin perjuicio de la actualización o revisión de precios, en caso de no haberse pactado 

intereses moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble del interés legal civil 

sobre el valor histórico actualizado. (negrilla adrede) 

 

La liquidación del valor de la sanción contractual que está cobrando coactivamente el departamento, 

legalmente tiene que sujetarse a lo regulado en la Ley 80 de 1993, así como a lo  establecido en los 

precedentes judiciales obligatorios, reiterados en la sentencia del Consejo de Estado, del 24 de abril 

de 2024 Consejero Ponente Dr. William Barrera Muñoz, radicado 25000-23-26-000-2006-00637-01 

(44472), la cual es vinculante y obligatoria en la cual, respecto de la liquidación de los intereses 

moratorios en tratándose de sanciones u obligaciones contractuales, se reiteró que a los aseguradores 

el cálculo respectivo debe realizarse con base en lo consagrado en la Ley 80 de 1993, como se 

acredita con la siguiente transcripción de dicho fallo, del cual se adjunta copia íntegra:  
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“(…) En primer lugar, debe resaltarse que, en sede del contrato de seguro, según lo dispuesto 

por el artículo 1080 del Código de Comercio, el incumplimiento de la obligación de indemnizar 

u objetar dentro del mes siguiente a que se presente la reclamación implica la causación de 

intereses moratorios equivalentes al bancario corriente aumentado en la mitad.  

 

No obstante, este es un contrato de seguro en el que una de las partes, según lo 

definimos anteriormente, es una entidad pública de las referidas en el artículo 2° de la 

Ley 80 de 1993, motivo por el cual es un contrato que adquiere la connotación de 

estatal, regido por el Estatuto General de la Contratación Pública. Ahora bien, en los 

términos del artículo 13 de la Ley 80 de 1993, los contratos estatales se rigen por las 

disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo por lo particularmente regulado en ese 

compendio normativo. Y, en lo que atañe el cálculo de intereses moratorios, la Ley 80 

de 1993 trae una norma especial que determina que, a falta de pacto entre las partes 

en contrario, la tasa de intereses aplicable es la del doble del interés legal civil sobre 

el valor histórico actualizado. (…)”. (la negrilla es ajena al original) 

  

En el caso está claro que se dan los presupuestos normativos por los cuales debe aplicarse la Ley 80 

de 1993, como lo ha reiterado en línea jurisprudencial vinculante el Consejo de Estado, según las 

siguientes precisiones:  

 

1. El Departamento del Putumayo celebró el Contrato de Obra Pública No. 1225 de 2018 con el 

Consorcio Vías Terciarias, el cual fue garantizado por la Póliza No. NB-100100416 expedida 

por mi representada.   

 

2. El Departamento del Putumayo es una entidad estatal, según el artículo 2 de la Ley 80 de 

1993.  

 

3. Ni en el Contrato Estatal de Obra Pública No. 1225 de 2018, ni en el de seguro citado, existe 

estipulación alguna de intereses y por lo tanto le son aplicables los del citado artículo 4.  

 

4. Como el Departamento del Putumayo figura como asegurado y beneficiario en el contrato de 

seguro, Póliza No. NB-100100416, este último también es un contrato estatal, como lo ha 

señalado el Consejo de Estado al establecer la naturaleza jurídica de las pólizas de 

cumplimiento que garantizan contratos estatales, y en tal virtud está regido por las normas 

especiales de la Ley 80 de 1993 y, en lo no previsto en esta, por el Código de Comercio.  

 

5. Habiéndose declarado el siniestro afectando la Póliza NB-100100416, a la compañía Mundial 

de Seguros únicamente se le podrían cobrar los intereses moratorios con base en el citado 

artículo 4 ordinal 8 de la Ley 80 de 1993.  
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Bajo la anterior tesitura, y contrario a lo liquidado por el Departamento del Putumayo, no es procedente 

aplicar una única tasa de interés moratorio a la totalidad de los meses en los que, de acuerdo con la 

liquidación de la entidad, este fue causado a partir del 21 de marzo de 2019. Lo correcto era imputar 

intereses al asegurador una vez finalizado el plazo del artículo 1080 del Código de Comercio, y no 

desde el giro de los recursos al contratista afianzado. Tampoco es admisible que el Departamento 

haya computado los intereses como si cada mes contable tuviera 31 días, cuando el proceder 

adecuado es computar con 30 días calendario, error que distorsiona y difiere en grado superlativo el 

cálculo real de los intereses debidos. 

 

En consecuencia, se hace necesario revisar y ajustar la liquidación del crédito de manera que se 

respete el plazo establecido en el artículo 1080 del Código de Comercio para el cálculo de intereses 

moratorios aplicables al asegurador, y se corrija el método de cómputo de los días del año contable, 

aplicando correctamente los 30 días calendario por mes. 

 

Así las cosas, la liquidación que en derecho corresponde no es otra más que una en la que se aplique 

el interés moratorio variable mes a mes, conforme a los indicado en el Ley 80 de 1993. A continuación, 

expongo la liquidación que elaboramos internamente, respetando la tasa del índice del consumidor 

para cada uno de los meses comprendidos entre el 16 de mayo de 2023 y el 18 de julio de 2024, así:  

 

 

 

De acuerdo con la liquidación anterior, el valor total de la obligación asciende a CINCO MIL 

SEISCIENTOS VEINTICUATRO MILLONES QUINIENTOS CINCUENTA Y CINCO MIL CIENTO 

SESENTA Y NUEVE PESOS CON NOVENTA Y CINCO CENTAVOS (COP $5.624.555.169,95). Esta 

cifra es ostensiblemente inferior y se ajusta a lo consagrado en el ordinal 8 del artículo 4º de la Ley 80 

de 1993. Esta suma representa la real liquidación del crédito que se ejecuta y sobre la cual debió 
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versar el mandamiento de pago. Por tanto, es suficiente razón para que se ajuste la liquidación del 

crédito conforme a lo expuesto. 

 

5. FALTA DE TÍTULO EJECUTIVO - LA OBLIGACIÓN QUE SE PRETENDE EJECUTAR 

SUPERA EL LÍMITE DEL VALOR ASEGURADO. 

El mandamiento de pago objeto del hecho exceptivo no consideró el límite de valor asegurado 

establecido en la Póliza de Seguro de Cumplimiento para Entidades Estatales No. NB-100100416. 

Según la referida póliza, el amparo afectado en las resoluciones que forman parte del título ejecutivo 

se limitó al buen manejo del anticipo por un monto de $5.247.963.388,45. Sin embargo, el 

mandamiento de pago incluye una liquidación de crédito por la suma de $9.437.936.389, superando 

así el límite acordado para el amparo del buen manejo del anticipo. En consecuencia, la obligación 

de mi representada debería estar limitada únicamente a dicho monto y no al valor exorbitante que se 

liquidó junto con el mandamiento de pago. 

 

Conviene resaltar que la Póliza de Seguro de Cumplimiento para Entidades Estatales No. NB-

100100416 consta de un total de 9 anexos, siendo el último de ellos expedido el 26 de agosto de 

2022. En la carátula del mismo se establece la vigencia de cada uno de los amparos, y respecto al 

buen manejo del anticipo, se evidencia que el límite de la suma asegurada es significativamente 

inferior al determinado en la liquidación de la obligación, así: 

 

En este orden de ideas, mi procurada no está llamada a pagar cifra que exceda el valor asegurado 

previamente pactado por las partes, en tanto que la responsabilidad de mi mandante va hasta la 

concurrencia de la suma asegurada. De esta forma y de conformidad con el artículo 1079 del Código 

de Comercio, debe tenerse en cuenta la limitación de responsabilidad hasta la concurrencia de la 

suma asegurada: 

“ARTÍCULO 1079. RESPONSABILIDAD HASTA LA CONCURRENCIA DE LA SUMA 

ASEGURADA. El asegurador no estará obligado a responder si no hasta concurrencia de la 

suma asegurada, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1074”. 
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La norma antes expuesta, es completamente clara al explicar que la responsabilidad del asegurador 

va hasta la concurrencia de la suma asegurada. De este modo, la Corte Suprema de Justicia, ha 

interpretado el precitado artículo en los mismos términos al explicar:  

“Al respecto es necesario destacar que, como lo ha puntualizado esta Corporación, el valor 

de la prestación a cargo de la aseguradora, en lo que tiene que ver con los seguros contra 

daños, se encuentra delimitado, tanto por el valor asegurado, como por las previsiones 

contenidas en el artículo 1089 del Código de Comercio, conforme al cual, dentro de los límites 

indicados en el artículo 1079 la indemnización no excederá, en ningún caso, del valor real 

del interés asegurado en el momento del siniestro, ni del monto efectivo del perjuicio 

patrimonial sufrido por el asegurado o el beneficiario, regla que, además de sus significativas 

consecuencias jurídicas, envuelve un notable principio moral: evitar que el asegurado tenga 

interés en la realización del siniestro, derivado del afán de enriquecerse indebidamente, a 

costa de la aseguradora, por causa de su realización”13 (Subrayado y negrilla fuera de texto 

original) 

Por consiguiente, queda claro que mi representada no puede ser requerida a pagar una indemnización 

que supere el límite de la suma asegurada acordada. Específicamente, bajo el amparo de buen 

manejo del anticipo, la responsabilidad de mi mandante se limita estrictamente a la porción del riesgo 

cubierto por la póliza. Esto garantiza que cualquier reclamación económica debe ajustarse a los 

términos y condiciones previamente pactados, evitando así cualquier posibilidad de exceder los límites 

establecidos contractualmente.  

 

6. EL PAGO EFECTIVO COMO MODO DE EXTINCIÓN DE LA OBLIGACIÓN. 

 

El artículo 831 del Estatuto Tributario Nacional contempla de manera taxativa el pago efectivo de la 

obligación como aquella excepción que conlleva la fuerza persuasiva de dar por terminado el proceso 

de cobro ejecutivo y, por ende, el levantamiento de las medidas preventivas decretadas. 

 

“Contra el mandamiento de pago procederán las siguientes excepciones: 

1. El pago efectivo.” 

(..)  

 

A tono con lo anterior, en el Título IV, Capítulo I de la Ordenanza No. 766 de mayo 20 de 2018, que 

establece el Estatuto de Rentas del Departamento del Putumayo, se dispone de manera taxativa que 

el pago efectivo de la obligación constituye una excepción frente al mandamiento de pago, capaz de 

enervar la continuación del proceso en sede coactiva, así: 

 

“ARTÍCULO 594. EXCEPCIONES. Contra el mandamiento de pago procederán las 

siguientes excepciones. 

1. El pago efectivo. 

 
13 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 14 de diciembre de 2001. Mp. Jorge Antonio Castillo 

Rúgeles. EXP 5952.  
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      (..)  

 

En virtud de la liquidación previamente expuesta, donde se aplicó el plazo establecido por el 

legislador para el pago del siniestro por parte del asegurador, y considerando también los intereses 

civiles que deben aplicarse en cumplimiento del artículo 4º ordinal 8º de la Ley 80 de 1993, resulta 

imperativa la terminación del proceso de cobro coactivo que nos concierne en lo que respecta a mi 

representada. Esto se fundamenta en que la Compañía Mundial de Seguros realizó el pago efectivo 

el 17 de julio de 2024, mediante la orden de pago No. 1117663 por un valor de SEIS MIL MILLONES 

TRESCIENTOS OCHENTA MILLONES OCHOCIENTOS NOVENTA Y NUEVE MIL 

OCHOCIENTOS TREINTA Y OCHO PESOS M/CTE ($6,380,899,838.00) a favor del Departamento 

del Putumayo. 

 

 

 

La liquidación correcta del valor pagado por la aseguradora es la siguiente, hecha conforme a la Ley 

80 de 1993 y lo resuelto en el trámite de sanción contractual: 

  

En primer lugar, se tomó el valor de $5.247.963.388,488 indicado en la sanción contenida en el acto 

administrativo, el cual se actualizó o indexó según el artículo 4 numeral 8 de la Ley 80 de 1993. Para 

ello, se tuvo en cuenta el IPC inicial de junio de 2023 (133.78), mes siguiente al que se notificó el acto 

administrativo que confirmó la sanción, y el IPC final, que corresponde, según la certificación del Banco 

de la República, al mes de junio de 2024 (143.38), siendo este índice el que debe utilizarse para julio 

de 2024, lo cual arrojó como resultado del capital actualizado la suma de$5.624.555.269,95.  

 

Luego, al valor del capital actualizado, indicado inmediatamente antes, se le sumaron los intereses 

moratorios, aplicando (acorde con el citado artículo 4 L.80/93), el doble del interés legal civil, es decir 

el 12% anual, convertido a la tasa mensual (del 1%), por cada mes desde el 16 de junio de 2023, 

fecha en la cual se cumplió el término de un mes, que conforme al artículo 1080 del C.Co. tenía la 

aseguradora para pagar el valor de la sanción impuesta. Los intereses moratorios liquidados como lo 
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ordena la ley hasta el 18 de julio de 2024, ascienden a$756.344.668.  

 

El resultado total de la liquidación, entonces se obtuvo sumando el capital actualizado y los intereses 

moratorios, que se cancelaron a través de la cuenta bancaria dispuesta por el Departamento, así:  

 

$5.624.555.269,95  + $756.344.668 = $6.380.899.837. 

 

En este orden de ideas el artículo 1625 del Código Civil Colombiano dispone en su numeral primero 

que la obligación se extingue por la solución o pago efectivo de la misma. A su vez el artículo 1626 de 

la misma normativa establece que:  

 

“el pago efectivo es la prestación de lo que se debe”, (negrilla adrede) 

 

 Igualmente, el artículo 1627, indica que  

 

“El pago se hará bajo todos respectos en conformidad al tenor de la obligación, 

sin perjuicio de lo que en casos especiales dispongan las leyes.” (negrilla adrede) 

 

Bajo este panorama, resulta procedente que el Departamento del Putumayo, como ejecutor de la 

obligación, deberá dar aplicabilidad al contenido del artículo 596 del Estatuto de Rentas del 

Departamento del Putumayo, en lo que atañe al trámite subsiguiente una vez se declaren probadas 

las excepciones contra el mandamiento de pago, así 

 
“ARTÍCULO 596. EXCEPCIONES PROBADAS. Si se encuentran probadas las 

excepciones, el funcionario competente así lo declarará y ordenará la terminación del 

procedimiento cuando fuere del caso y el levantamiento de las medidas preventivas 

cuando se hubieren decretado.  

 

En igual forma, procederá sien cualquier etapa del procedimiento el deudor cancela la 

totalidad de las obligaciones. Cuando la excepción probada, lo sea respecto de uno o varios 

de los títulos comprendidos en el mandamiento de pago, el procedimiento continuará en 

relación con los demás sin perjuicio de los ajustes correspondientes” 

 

Luego, podemos afirmar con total certeza que en el presente caso OPERA EL PAGO COMO MODO 

DE EXTINCIÓN DE LA OBLIGACIÓN. Además, dicho pago se considera PAGO EFECTIVO, pues 

a la luz del artículo 1627 del Código Civil, el pago se hará en todos sus aspectos conforme al tenor 

de la obligación, sin perjuicio de lo que en casos especiales dispongan las leyes. 

 

7. EL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO INCURRIÓ EN UN ERROR AL EXCEDER EL 

LÍMITE DE EMBARGABILIDAD, LO QUE TORNA IMPROCEDENTE LA MEDIDA 

CAUTELAR. 
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El Departamento del Putumayo excedió su competencia al proferir la Resolución No. 059, mediante 

la cual se libró mandamiento de pago y se ordenó una medida preventiva, ya que decretó como 

medida cautelar el embargo de los bienes pertenecientes a la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS 

S.A., tales como inmuebles, muebles, dinero depositado en cuentas de ahorro o corriente, y 

depósitos de dinero en las cuentas de ahorro y/o corriente de la entidad, hasta alcanzar la suma de 

DIECISEIS MIL QUINIENTOS NUEVE MILLONES TRECIENTOS CUATRO MIL SEISCIENTOS 

VEINTIDOS PESOS CON OCHO CENTAVOS M/CTE ($16.509'304.622,8). 

 

No obstante, lo anterior desconoce lo establecido en el artículo 604 del Estatuto de Rentas del 

Departamento del Putumayo, en lo atinente a que el valor de los bienes embargados no podrá 

exceder el doble de la deuda mas intereses, así: 

 

“ARTÍCULO 604. LÍMITE DE LOS EMBARGOS. El valor de los bienes embargados no 

podrá exceder del doble de la deuda más sus intereses. Si efectuado el avalúo de los 

bienes estos excedieren la suma indicada, deberá reducirse el embargo si ello fuere posible, 

hasta dicho valor, oficiosamente o a solicitud del interesado.” (negrilla adrede) 

 

En ese sentido el límite de los embargos para el caso de marras resulta abiertamente inconsulto e 

infundado por cuanto no puede perderse de vista que la liquidación del crédito que en derecho 

corresponde no es otra más que una en la que se aplique el interés moratorio variable mes a mes, 

conforme a las certificaciones que para el efecto emite la superintendencia financiera, y las cuales son 

de fácil acceso para la consulta de la entidad y de cualquier particular. A continuación, expongo la 

liquidación que elaboramos internamente, respetando la tasa de interés mensual certificado por la 

Superfinanciera para cada uno de los meses comprendidos entre el 16 de mayo de 2023 y el 15 de 

julio de 2024, así:  
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De acuerdo con la liquidación anterior, se evidencia que el monto total de la obligación, 

correspondiente a SEIS MIL MILLONES TRESCIENTOS OCHENTA MILLONES OCHOCIENTOS 

NOVENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS TREINTA Y OCHO PESOS M/CTE ($6,380,899,838.00), 

resulta ser inferior al valor liquidado por el Departamento del Putumayo. En consecuencia, la medida 

preventiva excede del doble de la deuda más sus intereses. Es importante señalar que los intereses 

imputables a la compañía de seguros se generaron a partir del mes siguiente a la ejecutoria del Acto 

Administrativo que confirma el título ejecutivo complejo, es decir, a partir del 16 de mayo de 2023. 

Además, la compañía debió liquidar los intereses aplicando la regla establecida en el artículo 4 ordinal 

8 de la Ley 80 de 1993, estatuto de la contratación estatal. 

  

En ese sentido el límite del embargo desconoce lo normado por el Estatuto Tributario.  

 

“ARTÍCULO 886. Los intereses pendientes no producirán intereses sino desde la fecha 

de la demanda judicial del acreedor, o por acuerdo posterior al vencimiento, siempre 

que en uno y otro caso se trate de intereses debidos con un año de anterioridad, por lo 

menos. 

 

Adviértase que la medida resulta exorbitante de cara a la realidad de la obligación que se predica 

respecto de mi procurada, por cuanto como se expuso a lo largo del escrito, la liquidación del crédito 

se emitió con serias inconsistencias e irregularidades en su tasación. Además, el límite de 

embargabilidad excede el valor asegurado en el amparo de buen manejo del anticipo que se afectó 

a través de la Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023. La medida deberá ser levantada por cuanto 

los actos administrativos que conforman el título ejecutivo complejo fueron demandados ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo. Por lo tanto, el Departamento del Putumayo deberá 

aplicar lo establecido en el artículo 602 del Estatuto de Rentas del Departamento del Putumayo, así: 

 

“ARTÍCULO 602. MEDIDAS PREVENTIVAS. Previa o simultáneamente con el 

mandamiento de pago, el funcionario podrá decretar el embargo y secuestro preventivo de 

los bienes del deudor que se hayan establecido como de su propiedad. 

Para este efecto, los funcionarios competentes podrán identificar los bienes del deudor por 

medio de las informaciones tributarias, o de las informaciones suministradas por entidades 

públicas o privadas, que estarán obligadas en todos los casos a dar pronta y cumplida 

respuesta a la administración tributaria departamental. 

 

PARÁGRAFO. Cuando se hubieren decretado medidas cautelares y el deudor 

demuestre que se ha admitido demanda contra el título ejecutivo y que esta se 
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encuentra pendiente de fallo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo se 

ordenará levantarlas.” 

  

Como se probó en párrafos anteriores, mi representada impugnó ante la jurisdicción contencioso 

administrativa los actos administrativos que sirven de título ejecutivo. El 22 de abril de 2024, se 

interpuso acción de controversias contractuales y el Tribunal del Putumayo asumió competencia el 

22 de junio de 2024, razón suficiente para levantar las medidas decretadas. 

 

En mérito de lo expuesto, se realizan las siguientes: 

 

 
IV. PETICIÒN 

 
 

ÚNICA:  Solicito al DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO, se REPONGA para REVOCAR la 

Resolución No. 059 del 24 de junio de 2024 por medio de la cual se libra mandamiento de pago y se 

ordena medida preventiva, y por tanto se ordene la terminación del proceso coactivo administrativo de 

la referencia procediendo con el levantamiento de las medidas preventivas decretadas en contra de 

mi representada COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., en concordancia con lo establecido en 

el artículo 833 del Estatuto Tributario de los Impuestos Administrados por la Dirección General de 

Impuestos Nacionales, y de conformidad con el artículo 596 del Estatuto de Rentas del Departamento 

del Putumayo, declarando probadas las excepciones propuestas y debidamente sustentadas en el 

presente escrito.  

 

V. ANEXOS 

1. Liquidación de intereses crédito, de conformidad con el artículo 1080 del Código Civil y el 

artículo 4º, ordinal 8º de la Ley 80 de 1993. 

2. Copia simple orden de pago Nº 1117663 del 17 de julio de 2024. 

3. Sentencia proferida por el Consejo de Estado del 24 de abril de 2024 radicado 25000-23-26-

000-2006-00637-01(44472).  

 

 

 

VI. NOTIFICACIONES 

 

El suscrito recibe notificaciones en la Calle 69 No. 4-48, Of. 502 de la ciudad de Bogotá o en la 

dirección electrónica: notificaciones@gha.com.co 

 

Atentamente, 
 

mailto:notificaciones@gha.com.co


Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 

Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 

Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 

JPCG Página 28 | 14 

 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 

C.C. No 19.395.114 expedida de Bogotá. 

T.P. No. 39.116 del C.S. de la J. 
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Bogotá, D.C., septiembre de 2024 
 

Señores 
DEPARTAMENTO DE PUTUMAYO 
Jefe de la División de Cobranzas 
cobro.coactivo@putumayo.gov.co 
 
 
 

PROCESO:             COBRO COACTIVO N° 2024-007 

EJECUTADOS:      CONSORCIO VIAS TERCIARIAS. 

ASEGURADORA: COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. 

 
 
 

ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN FRENTE A LA RESOLUCIÓN 

No.075 POR EL CUAL SE RESUELVE EXCEPCIONES AL INTERIOR DEL 

PROCESO COBRO COACTIVO No. 2024-007. 

 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, abogado en ejercicio, vecino de Cali, 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 19.395.114 de Bogotá y portador de la Tarjeta Profesional 

No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en este acto en nombre y representación 

de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., de manera respetuosa y encontrándome dentro del 

término legal, mediante este escrito me permito presentar RECURSO DE REPOSICIÓN frente a la 

RESOLUCIÓN NO. 075 DEL 08 DE AGOSTO DE 2024 que decidió las excepciones promovidas por 

mi representada, de conformidad con los siguientes fundamentos 

 

I. OPORTUNIDAD Y PROCEDENCIA DEL MEDIO IMPUGNATIVO. 
 

 

En primer lugar, es necesario aclarar que el presente escrito se presenta dentro del plazo otorgado 

por el Estatuto Tributario Nacional en su artículo 834 del Estatuto Tributario Nacional, que reza: “(…) 

En la resolución que rechace las excepciones propuestas, se ordenará adelantar la ejecución y remate 

de los bienes embargados y secuestrados. Contra dicha resolución procede únicamente el recurso de 

reposición ante el Jefe de la División de Cobranzas, dentro del mes siguiente a su notificación, quien 

tendrá para resolver un mes, contado a partir de su interposición en debida forma, por lo que nos 

encontramos en oportunidad para radicar el presente escrito. (…)” Teniendo en cuenta que la 

Resolución No. 075 del 8 de agosto de 2024 fue notificada el 12 de agosto del mismo año, el presente 

escrito se presenta dentro del término legal oportuno. 

 

II. FUNDAMENTOS DE LA RESOLUCIÓN No.075 DEL 8 DE AGOSTO DE 2024. 

La directora de la Tesorero General del Departamento del Putumayo mediante Resolución No. 075 

del 8 de agosto de 2024, resolvió lo siguiente: 

 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones propuestas por la COMPAÑÍA MUNDIAL 

DE SEGUROS S.A. contra el mandamiento de pago, expedido dentro del proceso de cobro 

mailto:cobro.coactivo@putumayo.gov.co
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coactivo N° 2024-007, conforme a la parte considerativa de la presente resolución. 

 

SEGUNDO: Notificar el contenido de la presente resolución al representante legal de la 

COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. o a su apoderado, conforme lo establece el 

artículo 565 del E.T., modificado por el artículo 45 de la ley 1111 de 2006 y 569 de E.T., 

advirtiéndole que contra la presente procede únicamente el recurso de reposición de 

conformidad con el artículo 834 del Estatuto Tributario. 

 

A través del presente recurso de reposición, se demostrará cómo la Tesorería General del 

Departamento del Putumayo se equivocó al declarar no probadas las excepciones propuestas por la 

Compañía Mundial de Seguros S.A. en el proceso de Cobro Coactivo No. 2024-007. Primero, al 

ignorar la interposición de la demanda de controversias contractuales ante la jurisdicción contencioso 

administrativa, lo que afecta la ejecutoriedad del título ejecutivo. Segundo, al mantener una tasación 

de intereses que no se ajusta a derecho, desconsiderando la normativa especial aplicable. Por último, 

al tratar de ejecutar una serie de obligaciones que no existen en el título ejecutivo. Estos y otros 

reparos se formularán a continuación: 

 

 

III. SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE REPOSICIÓN. 

 

1. CONTRARIO A LO DECIDIDO, LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE TÍTULO EJECUTIVO EN 

RELACIÓN CON EL COBRO Y CÁLCULO DE INTERESES ES PROCEDENTE, CONFORME A 

LA LEY 80 DE 1993, LA JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO Y LOS CONCEPTOS 

DE LA SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL. 

 

1.1. Sostiene el Departamento del Putumayo, en la resolución objeto de censura, que la orden de 

pago se fundamenta en el cálculo de “perjuicios irremediables” derivado del trámite de sanción 

contractual previamente declarado por la Gobernación; no fue objeto de la decisión adelantada 

por la Gobernación del Putumayo, por lo que no puede, ahora, al resolver las excepciones, 

introducir un concepto que es ajeno al título ejecutivo complejo, ya que este no condenó al 

pago de perjuicios irremediables, por cuanto no sería procedente hacerlo. De acuerdo con la 

Ley 1474 de 2011, la Administración debe establecer cuáles son las consecuencias del 

detrimento y demás efectos adversos derivados del supuesto incumplimiento; al punto de que 

la Administración, al declarar el incumplimiento y/o la ocurrencia del siniestro, también debe 

determinar de manera concreta cuál es el monto del detrimento ocasionado, y al cuantificarlo, 

lo hace exigible de manera precisa y clara. Es decir, la Administración no condenó ni al 

contratista ni a la aseguradora garante al pago de unos llamados “perjuicios irremediables”, ni 

dispuso en el acto administrativo una orden para que se hiciera el cálculo de los mismos. No 

se trata, o mejor, no existe una especie de condena en abstracto, entre otras cosas, porque la 

Administración no puede imponer condenas de ese tipo; y si la hubiera, tendríamos que llegar 

a la conclusión de que el título ejecutivo no existe, en la medida en que la obligación, al obrar 

coactivamente, no sería expresa, clara ni exigible. Por la naturaleza de la materia, no podría 

iniciarse cobro coactivo, ya que sería necesario, primero, establecer ex ante la regulación de 
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los supuestos “perjuicios irremediables”, lo cual solo podría hacerse ante el juez competente 

de la jurisdicción contencioso-administrativa, puesto que la Gobernación perdió competencia 

cuando finalizó el trámite de la sanción contractual respectiva, y también porque el contrato 

estatal en cuestión ya está liquidado. Por consiguiente, no puede esgrimirse que la 

aseguradora incurrió en una omisión respecto del supuesto cálculo “de los perjuicios 

irremediables”, toda vez que, si el título ejecutivo exigiera hacer una cuantificación de 

perjuicios, evidentemente estos corresponderían a un concepto que no hace parte de una 

obligación clara, expresa y exigible, sino que dependería del resultado de su debate judicial, 

por supuesto, para determinar su supuesta existencia y probar la cuantía. 

 

1.2. No puede la Administración en el ejercicio de la función coactiva pretender que, en este tipo 

de procesos, se adicione los efectos, las pruebas, y las consecuencias que se motivaron y se 

identificaron y establecieron, sin violar los derechos funameanetales del  debido proceso y del 

derecho de defensa, en el marco del proceso de sanción y/o trámite de sanción contractual , 

adelantando con base en el artículo 86 de la Ley 1474 de 2011, pues las etapas procesales 

son preclusivas, y es violatorio del principio de legalidad que transgrediendo las fronteras que 

la ley le otorga para el ejercicio de la facultad para el cobro coactivo, que trate de aprovechar 

de forma improcedente el escenario del proceso coactivo para  sumar a la resolución de 

sanción conceptos y valores que no fueron establecidos ni probados, ni respecto d ellos cuales 

se formuló pliego de cargos, cuando se inició el trámite de sanción contractual. 

 

1.3. Las oportunidades que tiene la administración son preclusivas no puede, sin violar el principio 

de legalidad, arrogarse arbitrariamente la potestad de sumar a la resolución sancionatoria, 

mediante la cual culminó el trámite de sanción contractual,  conceptos de perjuicios extraños 

y que no esgrimió ni sostuvo dentro del trámite de sanción, en el cual, por sustracción de 

materia, en cuanto a los convocados, no se les esgrimió que podrían verse inmersos en caso 

de probarse el incumplimiento a la obligación de pagar lo que resulte del llamado “cálculo de 

los perjuicios irremediables”. 

 

1.4. En otras palabras, el funcionario revestido de la facultad de ejercer la función para el cobro 

coactivo no puede apropiarse de un poder del que carece, cual es el de agregar al monto de 

lo que diga el título ejecutivo como obligación clara, expresa y exigible, valores o montos 

extraños, que no aparecen incorporados en el mismo título, como a aquel que la gobernación 

està  denominando a esta altura cálculo de perjuicios irremediables”, por concepto de uso 

supuestos intereses generados por el anticipo, respecto d ellos cuales en el trámite de sanción 

contractual nada dijo la gobernación, es decir guardó completo silencio sobre la eventualidad 

de que existiera una posibilidad de cobrar al contratista o su garante intereses de ese tipo y 

por ende en el cobro coactivo no se puede violar esa frontera estableciendo perjuicios por 

concepto de réditos que supuestamente serian anteriores al inicio del trámite de sanción 

contractual. 
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1.5. Todo lo anterior, se confirma cuando se observa que, el Departamento està aduciendo que 

còmo se causaron unos perjuicios económicos a ese ente territorial por concepto de unos 

supuestos réditos o intereses, estos pueden ser traído por la entidad cuando ejerce la 

jurisdicción coactiva, como si graciosamente los pudiera sumar al anticipo que estaba 

pendiente de amortizar. Si en gracia de discusión se considerara que, pese a que ya està 

finalizando el trámite de sanción contractual en el cual se concretó el valor que deben pagar el 

contratista y/o su garante, la Gobernación podría adicionarle el cobro de los réditos que ahora 

pretende según el mandamiento de pago, supuestamente causados antes de la expedición del 

acto administrativo que determina cual es el monto de la sanción a indemnizar, se cae en el 

yerro arbitrario de que  en el cobro coactivo entonces se están agregando conceptos u 

obligaciones que no se encontraban incorporadas en el titulo ejecutivo lo cual viola el debido 

proceso el derecho fundamental de defensa, el principio de legalidad, el CPACA, la 

Connotación Política, el Art. Ley 1474 de 20011, el C.Co, las normas sobre la contratación 

estatales la ley 80 de 1993, el artículo 4º de la ley 80 ordinal 8, la normas contenidas entre los 

articulo 1036 a 1162 del C.Co, Ley 10066 de 2006, Decreto 4473 de 2006 que regula ley en 

mención.  

 

1.6. Contrario a lo decidido por la Tesorera General del Departamento del Putumayo, en el marco 

del cobro coactivo, mediante la Resolución No. 075 de 8 de agosto de 2024, desconoció que 

mi representada ha cumplido con el pago de la obligación impuesta por la administración, una 

vez se declaró el siniestro y se hizo efectiva la póliza, es decir tras la declaratoria de 

incumplimiento que habría establecido la administración; esto pago se hizo una vez se notificó 

el respectivo mandamiento de pago y el monto cancelado correspondió exactamente al título 

ejecutivo y a los intereses correspondiente que son lo del Art.4º de la Ley 80 de 1993, y no los 

que título de perjuicios irremediables a su arbitrio agregó ilegalmente la gobernación en el 

mandamiento de pago. 

 

1.7. En efecto, el departamento obrando contra derecho està cobrando otros intereses diversos, 

aplicando, a la aseguradora, unos réditos que no aparecen mentados ni existen, en el titulo 

ejecutivo, y que ahora està creando y denomina “perjuicios irremediables”, como si fuera 

posible sin serlo, que durante el cobro coactivo en el mandamiento de pago se  pudieran 

incorporar adendas en el acto administrativo que estableció el monto a pagar, desconociendo 

que ahí se estableció el monto a pagar y cuando, con conceptos como los llamados 

indebidamente ““perjuicios irremediables”, que de oficio del funcionario que ejerce el cobro 

coactivo alega, desconociendo que respecto de los mismo nada se dijo durante el trámite de 

sanción contractual, ni hubiera sido procedente, tal como pacifica y jurídicamente lo hubiera 

decantando con base en el derecho positivo, el Consejo de estado, consuecmebteme es ilegal 

y debió reconocerse asì al resolver las excepciones la orden de pago de unos supuestos 

réditos, siendo que en el trámite de sanción ni siquiera fueron contemplados los mismos, que 
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ahora  la administración improcedentemente calcula desde la fecha de entrega del anticipo  al 

contratista , pues en ese momento aún no se había declarado el siniestro,  o se había hecho 

exigible la póliza, no podía encontrarse en mora la aseguradora de pago alguno, ya que era 

menester la declaración del siniestro y solo después de estpu último, con posterioridad a un 

mes es que podrían causarse los intereses  que por supuesto son los del Art. 4º numeral 8 de 

la ley 80 de 1993, como quiera que la aseguradora vinculada con una póliza de seguro 

responde por obligaciones cuya naturaleza jurídica es de la estirpe propia de los contrato 

estatales únicamente, y por esta razón exclusivamente puede cobrársele los intereses que se 

causen desde el momento en el que se hace efectiva la póliza, un mes después, cuya 

liquidación debe hacerse tal como lo consagra la ley 80 de 1993, y en ese sentido el Consejo 

de Estado ha reiterado de forma clara este criterio. 

 

1.8. Además, los actos administrativos que conforman el título ejecutivo no incluyen ninguna 

disposición que obligue a la Compañía Mundial de Seguros a pagar intereses desde el 

momento en que se entregó el anticipo al contratista. Tal interpretación vulnera el debido 

proceso y el derecho de defensa de mi representada, y constituye una extralimitación por parte 

del funcionario que emitió la orden de pago, al incorporar obligaciones que no hacen parte del 

título ejecutivo, configurando además una desviación de poder, un acto administrativo 

abiertamente contario a la ley, un desbordamiento del principio de legalidad y de las funciones 

del operador al ejercer el cobro coactivo, un desconocimiento  de que el trámite de sanción 

contractual no se puede adicionar amañadamente so pretexto del ejercicio de la función 

coactiva. Todo lo cual se apareja del hecho de que la Gobernación del Putumayo soslayó el 

estudio y análisis de fondo de todos los argumentos y medios exceptivos propuestos por mi 

representada en el escrito de excepciones contra la orden de pago, lo que denota una falta de 

motivación en la resolución objeto de esta impugnación y confirma la desviación de poder del 

funcionario. 

 
1.9. A lo anterior, se suma el desconocimiento de ese ente de derecho público, sobre la regulación 

aplicable para la fijación de los intereses sobre sanciones no tributarias, los cuales que en 

este caso deben calcularse conforme lo consagra el artículo 4º, numeral 8º, de la Ley 80 de 

1993. 

 
1.10. Al respecto en el acto impugnado el departamento del Putumayo, erradamente desconoce esta 

norma especial de la ley 80 citada, que rige especialmente todos los aspectos relacionados 

con la contratación estatal, los contratos, los intereses, las garantías, etc., incurriendo en un 

error de derecho por violación directa al no aplicar la normatividad que gobierna la materia, la 

administración cae en semejante yerro a pesar de que adujo que los intereses debían 

calcularse según lo que establecen las normas especiales (en este caso la ley 80/93), por 

cuanto erróneamente señaló que los réditos supuestamente deberían entonces liquidarse, con 

base en lo estatuido en el Art.635 del E.T., ignorando que este último precepto no es la norma 

especial que regula la materia. Al respecto, dicho artículo 635 establece que la tasa de 
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intereses moratorio será la tasa equivalente a la tasa efectiva de usura certificada por la Super 

Financiera de Colombia, para el respectivo mes de mora, y, agrega sin ningún fundamento, 

“que en el entendido que el anticipo es un préstamo que hace la entidad al contratista”, 

entonces el departamento podría liquidar los intereses a la tasa establecida por dicha 

Superintendencia, lo cual configura otro yerro, como quiera que es una falacia sostener que el 

anticipo constituye un préstamo o mutuo, pues esta última es una figura contractual ajena a la 

concepción de las condiciones del contrato de obra pública  a los fines y efectos perseguidos 

con el mismo y el anticipo en realidad constituye un desembolso anticipado de una parte del 

precio o valor de la obra que debe pagar el ente contratante, por ende no un préstamo; al 

respecto el seguro de cumplimiento, que específicamente el amparo de buen manejo y correcta 

inversión del anticipo, precisamente por no tratarse de un préstamo, no es un seguro de crédito, 

ni ampara una deuda. 

 

1.11. Adicionalmente, la norma del Art. 1º del Decreto reglamentario 4473 de 2006, que reglamenta 

parcialmente la ley 1066 de 2006, expresamente señala que la determinación de la tasa de 

interés de obligaciones diferentes a impuestos, tasas y contribuciones fiscales y parafiscales, 

continuaran aplicando la tasa de intereses especiales previstas en el ordenamiento nacional; 

consecuentemente ese precepto remite a las normas especiales aplicables para este caso 

contenidas en la ley 80/93, y por ende deben liquidarse los réditos ciñéndose estrictamente a 

lo que estatuye el Art.4º que fue el criterio base que se tuvo para hacer el pago que ya efectuó 

a satisfacción procurada. 

 
1.12. En virtud de lo expuesto, debe procederse a declarar probada esta excepción, en cuanto està 

acreditado jurídicamente que se reúnen los presupuestos normativos que surten el efecto 

contemplado en la ley 80/93, siendo además imperativo tener en cuenta que los intereses 

solamente pueden haber causado después de que se dictó y cobró ejecutoria el acto 

administrativo de sanción que declaró la ocurrencia del siniestro, por supuesto, su cálculo solo 

puede hacerse a partir del momento de que se cumplió un mes desde que quedó en firme la 

decisión sancionatoria, además porque resultaría ilógico que se  causaran réditos sobre la cifra 

establecida en la sanción contractual, contenida en la resolución base del coactivo, antes de 

la fecha de que ella fuera expedida y de que existiera la obligación de pago. En efecto, los 

intereses no pueden generarse sino solo después de que una obligación nace a la vida jurídica, 

siempre que sea exigible, que sea expresa y clara, por consiguiente, acorde con lo establecido 

en el código civil en concordancia con la ley 80/93, y el contenido del título ejecutivo era 

necesario que se hubiera declarada probado la excepción por la indebida tasación del monto 

de la supuesta deuda, pues el mandamiento ejecutivo en eso viola normas superiores ya 

indicadas desde este recurso y cuando se presentaron las excepciones. 

 

1.13. El error en el que incurre la gobernación del putumayo se configuró al optar por aplicar los 

intereses moratorios del Art. 635 del E.T. pese a que el artículo 7º del Decreto 4473 de 2006, 

por el cual se reglamenta la Ley 1066 de 2006, noma de la que a su vez se sirve para 
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fundamentar la resolución objeto de impugnación, pero omitiendo el estudio de la ley 80 de 

1993, siendo esta la norma especial que debió aplicarse por mandato legal en lo que al cálculo 

de la tasa de intereses respecta, por cuanto la obligación que se ejecuta no es de naturaleza 

tributaria y/o fiscal, por lo que se debió acudir al ordenamiento jurídico nacional que regula lo 

concerniente a  la tasa de intereses para los contratos que se regenta por el Estatuto General 

de Contratación de la Administración Pública, asì: 

 

“(…) Artículo 7°. Determinación de la tasa de interés. Las obligaciones diferentes a 

impuestos, tasas y contribuciones fiscales y parafiscales continuarán aplicando las 

tasas de interés especiales previstas en el ordenamiento nacional. (…)” Negrilla y 

subrayado adrede. 

 

1.14. La citada norma es clara al especificar que las obligaciones dinerarias no relacionadas con 

acreencias tributarias o fiscales deben regirse por las tasas de interés establecidas en las 

normas especiales. Para este caso debe darse aplicación a la Ley 80 de 1993 que en su Art. 

4º o.8º ordena que los intereses derivados de los contratos estatales deben aplicarse los 

intereses de índole civil, esto por cuanto en ausencia de pacto sobre intereses moratorios, se 

aplicará la tasa equivalente al doble del interés legal civil sobre el valor histórico actualizado, 

asì: 

 

“(…) Sin perjuicio de la actualización o revisión de precios, en caso de no haberse pactado 

intereses moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble del interés legal civil 

sobre el valor histórico actualizado. (…)” Negrilla adrede. 

 

1.15. La ley 80 de 1993, siendo la norma especial que regula los asuntos relacionados con la 

contratación estatal, contratos estatales, garantías e intereses es de aplicación obligatoria para 

el caso de marras, por cuanto se trata de una norma de orden público con connotación de 

obligatorio cumplimiento para los entes públicos, sin que sea procedente que el departamento 

del Putumayo aplique una norma especial de menor jerarquía como la contenida en el Art.834 

del E.T. como quiera que ante norma especial dispuesta por el legislador para asuntos que 

regulen la tasación de intereses cuyo origen no corresponde a acreencias tributarios y/o 

fiscales, debe darse aplicación a la norma especial que aplique la tasa de interés prevista en 

el ordenamiento nacional; que para el caso que nos ocupa corresponde a la Ley 80 de 1993 , 

tal y como lo ha sostenido y explicado mi representada a lo largo del decurso del presente 

procedimiento administrativo. 

 

1.16. En ese orden de ideas, la obligación insertada en la orden de pago expedida por la 

Gobernación del Putumayo no tiene su génesis en obligaciones administradas por la Dirección 

de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), como erróneamente sostiene la Gobernación del 

Putumayo. La obligación contenida en la orden de pago surge de la declaratoria de siniestro 

efectuada por la Administración en el marco del procedimiento sancionatorio contractual, 
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consagrado en la Ley 1474 de 2011, art. 86, lo que se traduce en que el régimen aplicable, en 

relación con la tasa de intereses, se encuentra regulado por dicha disposición. Por cuanto la 

sanción impuesta al contratista y la ejecución de la garantía única expedida por mi 

representada tienen su origen en la actividad contractual del Estado. 

 
1.17. Lo anterior, implica que el régimen aplicable a los intereses legales debe estar suscrito a las 

leyes que regulan dicha actividad estatal. Asimismo, la garantía incorporada en los contratos 

estatales es de orden público, lo que significa que forma parte integral del contrato estatal que 

se garantiza. Así lo ha expuesto el Consejo de Estado: 

 

“(…) El contrato de seguro tiene su origen en el contrato estatal y se encuentra 

sustancialmente unido a la suerte de éste, goza de las mismas características del 

contrato accesorio al que garantiza, de tal manera que encaja dentro de la previsión 

contenida en el artículo 1499 del Código Civil, el contrato es accesorio cuando tiene por 

objeto asegurar el cumplimiento de una obligación principal, de manera que no pueda 

subsistir sin ella. De este modo, el contrato de seguro no puede valorarse 

separadamente de aquel cuya ejecución garantiza, ni es válido predicar del mismo su 

plena autonomía para someter la ejecución a la jurisdicción ordinaria, ya que se 

rompería la continencia de la causa y se desconocería la circunstancia que da origen 

a la ejecución de la póliza de seguro, que no es otra cosa que el incumplimiento del 

contrato estatal por parte del contratista (…)”Negrilla y subrayado adrede.1 

 

1.18. En ese orden de ideas, la administración, de manera obstinada e insistente, aplicó en 

su orden de pago, y ratificó al resolver las excepciones, que los intereses se causaron 

desde la fecha de entrega del anticipo al contratista, sin que dicha obligación este 

incorporada en los Actos Administrativos que conforman el titulo ejecutivo complejo, 

desconociendo con ello la normativa especial que regula la materia. No conforme con 

tal arbitrariedad, procedió a calcular dichos intereses en clara inobservancia de las 

disposiciones previstas en el artículo 4º de la Ley 80 de 1993, norma especial de orden 

público que debe prevalecer en la liquidación de obligaciones derivadas de contratos 

estatales, como ha sido destacado de manera pacifica por el Consejo de Estado, tanto 

en su reciente jurisprudencia, como en el Concepto de Sala No.1711 de 2006, el cual 

que me permito enrostrar como quiera que el máximo tribunal de la jurisdicción 

contenciosa a través de su sala de consulta y servicio civil le fueron elevados 

cuestionamientos relacionados a la manera en que la administración debe calcular los 

intereses que tengan como fuente la actividad contractual del Estado, asì: 

 

"(...) La jurisprudencia del Consejo de Estado a partir de la expedición de la Ley 80 de 1993, 

ha sido uniforme al señalar que las partes de un contrato estatal están en libertad de pactar 

contractualmente la tasa de interés moratorio, siempre que se ajuste a las previsiones 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. (2003, noviembre 20). Sentencia [Radicación No. 25000-23-
26-000-1999-01898-01 (19929)]. Ponente: Ramiro Saavedra Becerra. Bogotá, D.C. 
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legales, es decir, sin incurrir en el interés de usura y, que solamente ante la ausencia de 

convención, la tasa aplicable será la prevista en el numeral 8° del artículo 4° de la Ley 80 de 

1993, reglamentado por el artículo 1° del decreto reglamentario 679 de 1994. 

 

De acuerdo con el origen de la obligación, sea esta civil o comercial, la indemnización de 

perjuicios por la vía del reconocimiento de los respectivos intereses moratorios tiene su 

fuente en los artículos 1617 del Código Civil y 884 del Código de Comercio, respectivamente. 

Y agrega la Sala, en el art. 4, ordinal 8° de la Ley 80 de 1993 para las que tienen como fuente 

un contrato estatal, norma que resulta aplicable cuando las partes guardan silencio sobre 

este aspecto. (…) 

 

Con base en el recuento jurisprudencial anterior, la Sala concluye que la norma 

general aplicable a los contratos estatales, entendido por éstos desarrollan 

artículo 1º del decreto 679 de 1994, la cual opera ante el silencio de los 

contratantes sobre la tasa de interés moratorio aplicable en cada contrato. 

 

Siguiendo la regla de interpretación, según la cual donde el legislador no 

distingue no le es dable distinguir al interprete, en concepto de la Sala, las 

disposiciones en comento se aplican en los casos de incumplimiento de las 

obligaciones pecuniarias derivadas de cualquier contrato estatal que se 

encuadren dentro de los presupuestos normativos de la ley 80 de 1993. Negrilla 

y subrayado adrede.2 

 

1.19. Atendiendo los lineamientos fijados por la Sala de Consulta Civil del Consejo de Estado, en 

concepto 1711 de 2006, en los eventos que no se pacta tasa de interés moratorio, se aplicará 

el inciso final del numeral 8 del artículo 4 de La ley 80 de 1993. La liquidación correcta de la 

deuda, conforme a la naturaleza jurídica de la misma, derivada de un contrato estatal, que 

impone la aplicación del régimen especial de la contratación, contenido en la Ley 80 de 1993, 

artículo 4º numeral 8º, del Acto Administrativo que sirve de título ejecutivo, de los precedentes 

jurisprudenciales, que en línea ha proferido el Consejo de Estado, da como resultado un valor 

diferente al que erradamente está tasando el Departamento, como quiera que en los numerales 

1, 2, y 3 del artículo primero de aquel acto, mediante el cual libró el mandamiento de pago, 

erró tanto en la tasación del capital o valor de la indemnización del perjuicio y también en la 

orden del pago de los intereses, como se indica a continuación: Respecto del capital, en el 

mandamiento ejecutivo se tomó escuetamente la cifra $5.247.963.3888,45 M.Cte., indicada en 

la resolución que declaró el incumplimiento, omitiendo de esa manera hacer la indexación de 

la misma, que legalmente era necesaria, según el ordinal 8º del artículo 4º de la Ley 80 de 

1993, siendo que lo correcto era actualizarla y que así asciende a $5.624.555.169,95 M.Cte.  

 

Sobre los intereses, erradamente en el mandamiento ejecutivo se dispuso ordenar su pago, 

 
2 Concepto Sala de Consulta C.E. 1711 de 2006 Consejo de Estado - Sala de Consulta y Servicio Civil 
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calculándolo desde la fecha en que el Departamento giró el anticipo hasta la fecha en que se realice 

el pago total de la obligación; por cuanto ni el título ejecutivo, ni la ley, autorizan que se calculen 

intereses de esa manera, toda vez que los mismos se han de establecer como específicamente lo 

consagra el citado artículo 4º, que estatuye que estos serán iguales al doble del interés legal (12%), y 

se aplicarán al capital previamente actualizado. 

 

La Ley 80 de 1993 establece en su artículo 4º, numeral 8º, que, en ausencia de un pacto sobre 

intereses moratorios en contratos estatales, se debe aplicar la tasa equivalente al doble del interés 

legal civil sobre el valor histórico actualizado. Además, este principio ha sido reiterado en múltiples 

fallos del Consejo de Estado, incluyendo la sentencia del 24 de abril de 2024 (Radicado 25000-23-

26-000-2006-00637-01) con ponencia del Consejero Dr. William Barrera Muñoz, y la sentencia del 27 

de noviembre de 2013 (Radicado 660012331000200200391) con ponencia del Consejero Dr. Mauricio 

Fajardo. En ambas decisiones se confirmó que los intereses moratorios en obligaciones contractuales 

deben calcularse conforme al numeral 8º del artículo 4º de la Ley 80 de 1993. 

 

“(…) No obstante, este es un contrato de seguro en el que una de las partes, según lo 

definimos anteriormente, es una entidad pública de las referidas en el artículo 2° de la 

Ley 80 de 1993, motivo por el cual es un contrato que adquiere la connotación de 

estatal, regido por el Estatuto General de la Contratación Pública. Ahora bien, en los 

términos del artículo 13 de la Ley 80 de 1993, los contratos estatales se rigen por las 

disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo por lo particularmente regulado en ese 

compendio normativo. Y, en lo que atañe el cálculo de intereses moratorios, la Ley 80 

de 1993 trae una norma especial que determina que, a falta de pacto entre las partes 

en contrario, la tasa de intereses aplicable es la del doble del interés legal civil sobre 

el valor histórico actualizado. (…)”. (la negrilla es ajena al original) 

 

1.20. El Departamento del Putumayo, al mantener su orden de pago indemne sin observar estos 

precedentes y sin aplicar adecuadamente la normativa vigente, ignora el carácter vinculante 

de la Ley 80 de 1993 y de la jurisprudencia del Consejo de Estado. Este error resulta en una 

liquidación incorrecta de los intereses moratorios, lo cual afecta directamente la legalidad y 

validez de su orden de pago coactivo. En consecuencia, la orden de pago emitida por el 

Departamento del Putumayo no puede sostenerse bajo estos parámetros legales y 

jurisprudenciales, y debe ser corregida para ajustarse a lo que establece la Ley 80 de 1993 y 

a las decisiones reiteradas del Consejo de Estado, so pena de configurarse el vicio de nulidad 

del acto administrativo por falsa motivación, al ejecutarse una obligación que no se encuentra 

incorporada en el título ejecutivo, así como por calcular intereses bajo una norma que no es 

aplicable al caso en cuestión. 

 

2. LA EXCEPCIÓN FALTA DE TÍTULO EJECUTIVO POR EL INDEBIDO COBRO DE LOS 

INTERESES ESTÀ PROBADA - INDEBIDO EJERCICIO DE LA POTESTAD DE COBRO 

COACTIVO. 
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2.1. Contrario a lo afirmado por el Departamento del Putumayo, la obligación que se pretende 

ejecutar no solo supera el límite del valor asegurado, sino que además se fundamenta en el 

cobro de intereses que no se encuentran debidamente incorporados en los actos 

administrativos que conforman el título ejecutivo complejo. Nótese que la administración 

sostiene en su resolución que, por vía coactiva, no es dable para esta analizar la legalidad de 

la póliza ni el límite de su cobertura; no obstante, la Tesorera General del Departamento 

incurrió en una contradicción de racionalidad del ejercicio de la potestad de cobro coactivo, 

puesto que se apartó del análisis del contrato de seguro, que a su vez hace parte integral del 

título ejecutivo complejo, pero incorporó a la orden de pago una obligación que no quedó 

consignada en ninguno de los actos administrativos que conforman el multicitado título 

ejecutivo complejo. En otras palabras, según el Departamento para hacer exigibles los 

intereses, no desde cuando se decretó la sanción y se cuantificaron los supuestos perjuicios, 

sino erradamente desde la fecha en que fueron entregados los recursos al contratista, a modo 

de anticipo, considera que sí sería procedente, sin que exista norma jurídica que asì lo permita, 

que en sede del cobro coactivo se agreguen, analicen, interpreten y hasta adicionen 

obligaciones que no fueron definidas previamente por la administración, ni fueron objeto de 

debate en el proceso sancionatorio de que trata el artículo 86 de la Ley 1474 de 2011, en el 

cual no se le dio la oportunidad al contratista y al asegurador de defenderse frente a semejante 

criterio equivocado; efectivamente de manera infundada  el Departamento si los incorporó, 

careciendo de título ejecutivo que los comprenda, o de mención alguna en la resolución que 

sirve de base del cobro, por lo tanto es un yerro del mandamiento ejecutivo haber librado orden 

de pago en beneficio del departamento y en detrimento del patrimonio de mi representada por 

los intereses que señala deben liquidarse y pagarse, ya que es inexistente la obligación, como 

se acredita de la mera revisión de los actos administrativos que conforman el trámite de 

sanción contractual. Por consiguiente, se carece del derecho alegado a cobrar intereses con 

base en el anticipo reputándolos como perjuicios ocasionados por el incumplimiento del 

contrato, ya que el trámite de sanción contractual se circunscribió al amparo del anticipo y no 

al amparo del cumplimiento. 

 

2.2. También yerra el Departamento cuando aduce el decreto 325 del 2017, mediante el cual se 

adoptó el reglamento interno del recaudo de cartera en ese Departamento por cuanto la 

competencia para adelantar el procedimiento coactivo, no faculta a la administración para 

emitir un mandamiento de pago por conceptos que no están previstos o incorporados en el 

título ejecutivo, y en tal virtud carece de competencia la funcionaria para el cobro coactivo de 

conceptos que son extraños al título ejecutivo que se està esgrimiendo. Por lo tanto, esta 

excepción debe declararse probada, por cuanto es evidente que el titulo ejecutivo no incorpora 

obligación alguna al pafo de los intereses que esta pretendiendo cobrar, careciendo de 

facultades y de competencia para ello, la funcionaria de Tesorera o encargada del cobro. 
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3. CONTRARIO A LO DECIDIDO POR EL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO, ESTÁ PROBADO 

QUE LA OBLIGACIÓN QUE SE PRETENDE EJECUTAR SUPERA EL LÍMITE DEL VALOR 

ASEGURADO. 

 

3.1. Desconoce el Departamento del Putumayo en la resolución objeto de censura, que el valor de 

la ejecución se adelanta excediendo el límite del valor asegurado, violando las normas del 

Código de Comercio, artículos 1036 al 1162, por cuanto los llamados “perjuicios irremediables” 

por parte del Departamento no pudieron haberse causado antes de la declaratoria del supuesto 

siniestro. En segundo lugar, la resolución dictada con base en el artículo 86 de la Gobernación 

concretó en una cifra exacta el monto de la indemnización que debía pagarse, y, por ende, no 

es posible, en sede de cobro coactivo, desbordar el tope del acto administrativo que sirve de 

base al recaudo ni el límite de las obligaciones del asegurador, so pena de violar las normas 

de orden público citadas del Código de Comercio, así como las de la Ley 80 de 1993. Esto, 

además, vulnera el debido proceso y el derecho de defensa, ya que mi representada no tuvo 

la oportunidad de controvertir el criterio equivocado del Departamento dentro del trámite de la 

sanción contractual. 

 

3.2. Sobre el particular, en la Resolución No. 021 de 2023 se indicó que la obligación de pagar de 

la aseguradora debía cancelarse en los términos del artículo 1080 del Código de Comercio, es 

decir, en el mes siguiente a la ejecutoria de la resolución respectiva, como se indica en la 

imagen literal siguiente del artículo segundo de ese acto administrativo. 

 

3.3. Luego, la Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023, mediante la cual se resolvieron los 

recursos de reposición interpuestos contra la mencionada Resolución No. 021 del 21 de abril 

de 2023, confirmó en su integridad la decisión tomada por la administración en el proceso 

sancionatorio. Por lo tanto, la Tesorería General del Departamento del Putumayo no podía 

incorporar una obligación que no existe en el título ejecutivo complejo, como lo es el pago de 

intereses corrientes a partir del giro del anticipo, ni desde la fecha en la que el departamento 

lo desembolsó, ni por concepto de intereses moratorios calculados conforme al Código de 

Comercio del interés corriente incrementado en el 1.5%, ya que las normas especiales 

prevalecen y, según la Ley 80 mencionada,  la obligación debe establecerse actualizando del 

monto del capital y a este luego se le aplica como interés moratorio el doble del interés legal 

(12% anual); en otras palabras, una tasa pura. 
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3.4. En vista de lo anterior, no es procedente que el Departamento del Putumayo ordene pagar ni 

liquide el crédito incorporando obligaciones ajenas al título, ni una forma de tasación no 

establecida en el mismo, como tampoco puede exigir  el pago de una nueva obligación que no 

hace parte del título ejecutivo, lo cual riñe con los presupuestos necesarios para que puedan 

demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles. Por ello, el 

mandamiento de pago en esos conceptos reiterados, no tiene soporte o respaldo en el título 

ejecutivo, el cual es inexistente o falta el mismo en cuanto se refiere a tales conceptos, ya que 

se pretende recaudar unos intereses corrientes y de mora que no solo no están contemplados 

en el título, sino que resultan ilegales, en franca violación de lo decidido la Resolución No. 021 

del 21 de abril de 2023 y en la Resolución No. 022 del 12 de mayo de 2023, actos 

administrativos pusieron fin al proceso sancionatorio contractual. En ningún momento la 

compañía aseguradora asumió la totalidad de las obligaciones del contratista, sino las que 

expresa y previamente se pactaron en el contrato de seguro documentado en la Póliza No. 

NB-100100416; por lo tanto, no es posible atribuirles a los deudores y menos a la aseguradora 

el deber de pagar la indemnización por el anticipo, como si esta hubiera nacido desde cuando 

la administración lo desembolsó, ya que todo eso es extraño al trámite de sanción y al título 

ejecutivo, y supondría el absurdo de que el anticipo lo hubiera recibido mi representada; 

adicionalmente, la ley tampoco le impone esta responsabilidad. 

 

3.5. La Póliza de Seguro de Cumplimiento mencionada consta de 9 anexos, siendo el último de 

ellos expedido el 26 de agosto de 2022, en cuya carátula se establece la vigencia y el valor de 

cada uno de los amparos, y respecto al buen manejo del anticipo, el límite de la suma 

asegurada es inferior al determinado en el mandamiento y en la liquidación hecha por ustedes 

de la supuesta obligación. En este orden de ideas, mi procurada no está llamada a pagar cifra 

que exceda el valor asegurado previamente pactado por las partes, en tanto que la 

responsabilidad de mi mandante va hasta la concurrencia de la suma asegurada. De esta 

forma y de conformidad con el artículo 1079 del Código de Comercio, debe tenerse en cuenta 

la limitación de responsabilidad hasta la concurrencia de la suma asegurada. 

 
3.6. En tal virtud, el mandamiento ejecutivo, en cuanto se dictó por un valor que no aparece 

reflejado en el título, corrobora que se adolece de falta de título por ese monto, lo cual implica 

que tal exceso no es ejecutable, y la orden de pago proferida, al desconocer lo pactado 

expresamente en la póliza, viola las normas de los artículos 1502 y 1602 del C.C., transgrede 

la norma de que el contrato es Ley para las partes, y los artículos 1079 y concordantes del 

C.Co., viola el Estatuto Tributario Nacional y las normas del cobro coactivo, también viola las 

normas de la ordenanza No. 766 citada y de los preceptos contenidos en ella para el cobro 

coactivo, viola el artículo 29 de la C.P., y el derecho fundamental de defensa, porque la falta 

de título ejecutivo comentada, solo hubiera podido ser expuesta o pretendía por la gobernación 

dentro del trámite del Art. 86 de la Ley 1474 de 2011, no ahora en sede de cobro coactivo en 

el que ese poder coercitivo exclusivamente puede ejercerse sometido a la ley, al título 
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ejecutivo, que está integrado por el contrato de seguro y las resoluciones respectivas, a la Ley 

80 mencionada y al precedente jurisprudencial, consecuentemente esto debe dar lugar a la 

declaración de que esta excepción se encuentra probada. 

 

4. CONTRARIO A LO DECIDIDO, ESTÁ PROBADA LA EXCEPCIÓN DE PAGO EFECTIVO Y LA 

EXTINCIÓN DE LA OBLIGACIÓN POR PAGO ANTE LA INDEBIDA TASACIÓN DE LA DEUDA, 

CONFORME A LOS INTERESES CIVILES APLICADOS SEGÚN EL ARTÍCULO 4º, NUMERAL 

8º DE LA LEY 80 DE 1993. 

 

4.1. El Departamento del Putumayo sostiene que la excepción de pago efectivo no está llamada a 

prosperar debido a que la Compañía Mundial de Seguros S.A. aún tiene pendiente el pago de 

intereses corrientes y moratorios relacionados con el Contrato de Obra No. 1225 de 2018. No 

obstante, la administración omite analizar de manera adecuada el título ejecutivo complejo, el 

cual evidencia que los intereses reclamados no fueron objeto de discusión en los actos 

administrativos sancionatorios que dieron lugar a dicho título. Además, estos intereses no se 

incorporaron como una obligación a cargo de la compañía de seguros. 

 

4.2. De manera reiterada, se ha expuesto a lo largo del presente procedimiento coactivo que los 

intereses aplicables deben ser los civiles conforme al artículo 4º, numeral 8º de la Ley 80 de 

1993. Por lo tanto, resulta imperativa la terminación del proceso de cobro coactivo en lo que 

respecta a mi representada. Esto se fundamenta en que la Compañía Mundial de Seguros 

realizó el pago efectivo el 17 de julio de 2024, mediante la Orden de Pago No. 1117663, por 

un valor de SEIS MIL MILLONES TRESCIENTOS OCHENTA MILLONES OCHOCIENTOS 

NOVENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS TREINTA Y OCHO PESOS M/CTE 

($6,380,899,838.00) a favor del Departamento del Putumayo. 

 

4.3. La liquidación correcta del valor pagado por la aseguradora es la siguiente, hecha conforme a 

la Ley 80 de 1993 y lo resuelto en el trámite de sanción contractual: En primer lugar, se tomó 

el valor de $5.247.963.388,488 indicado en la sanción contenida en el acto administrativo que 

sancionó, el cual se actualizó o indexó según el artículo 4 numeral 8 de la Ley 80 de 1993. 

Para ello, se tuvo en cuenta el IPC inicial de junio de 2023 (133.78), mes siguiente al que se 

notificó el acto administrativo que confirmó la sanción, y el IPC final, que corresponde, según 

la certificación del DANE, al mes de junio de 2024 (143.38), siendo este índice el que debe 

utilizarse para julio de 2024, lo cual arrojó como resultado del capital actualizado la suma de 

$5.624.555.269,95.  

 

4.4. Luego, al valor del capital actualizado, indicado inmediatamente antes, se le sumaron los 

intereses moratorios, aplicando (acorde con el citado artículo 4 L.80/93), el doble del interés 

legal civil, es decir el 12% anual, convertido a la tasa mensual (1%), por cada mes desde el 16 

de junio de 2023, fecha en la cual se cumplió el término de un mes, que conforme al artículo 

1080 del C.Co. tenía la aseguradora para pagar el valor de la sanción impuesta. Los intereses 
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moratorios liquidados como lo ordena la ley hasta el 18 de julio de 2024, ascienden a 

$756.344.668. El resultado total de la liquidación, entonces se obtuvo sumando el capital 

actualizado y los intereses moratorios, que se cancelaron a través de la cuenta bancaria 

dispuesta por el Departamento, así: 

 

 

 

4.5. Por tanto, resulta incomprensible que el Departamento se abstenga de aplicar el cálculo 

correspondiente a los intereses y, en consecuencia, de declarar probada la excepción de pago 

efectivo de la obligación. Tanto el artículo 831 del Estatuto Tributario Nacional como el artículo 

594 del Estatuto Tributario de Rentas del Departamento del Putumayo contemplan de manera 

expresa el pago efectivo de la obligación como una excepción con la capacidad de dar por 

terminado el proceso de cobro coactivo, lo que genera la aplicabilidad y efectos legales del 

artículo 596 del referido Estatuto. Dicho artículo obliga al funcionario ejecutor a dar por 

terminado el proceso de cobro coactivo, incluyendo el levantamiento de las medidas cautelares 

decretadas:  

 

“Contra el mandamiento de pago procederán las siguientes excepciones: 

1. El pago efectivo.” 

(..)  

 

4.6. En conclusión, y contrario a lo decidido por la Gobernación del Putumayo está probada la 

excepción de pago efectivo de la obligación, ya que el guarismo realizado por mi representada 

se ajusta plenamente a derecho, fundamentándose en la norma especial que debió aplicarse 

desde el primer momento por la Gobernación del Putumayo. Sin embargo, de manera 

arbitraria, la administración persiste en su error. Esto constituye razón suficiente para que se 

reponga la resolución que negó las excepciones promovidas por mi representada, y se proceda 

a revocar dicha decisión. En consecuencia, se deberá declarar probada la presente excepción 

por las razones aquí expuestas. 

 

5. CONTRARIO A LO DECIDIDO, ESTÁ PROBADA LA EXCEPCIÓN DE INTERPOSICIÓN DEL 

MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES ANTE LA JURISDICCIÓN 

DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

 

5.1. En el presente trámite de cobro coactivo, la Tesorería General del Departamento del Putumayo 

libró mandamiento de pago mediante la Resolución No. 059 del 24 de junio de 2024, pasando 

por alto que mi representada ya había presentado una demanda de controversias 

contractuales ante el Tribunal Administrativo del Putumayo el 22 de abril de 2024 y que se 

tramita bajo el radicado 52001233300020240011900. Dicha demanda tiene como objetivo la 
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declaratoria de nulidad de las Resoluciones Nos. 021 y 022 de 2023, mediante las cuales se 

declaró el siniestro y se afectó la garantía de manejo del anticipo. Además, se pretende el 

restablecimiento del derecho, con la restitución del valor pagado junto con su respectiva 

indexación. 

 

5.2. Pese a estar debidamente comprobada la interposición del medio de control ante la jurisdicción 

de lo contencioso administrativo, la administración, de manera errada, sostiene en la resolución 

por medio de la cual se resolvieron las excepciones promovidas por mi representada, que no 

es procedente aplicar la suspensión del proceso coactivo hasta tanto no se tome una decisión 

definitiva en el proceso judicial. Estos actos administrativos, que actualmente están siendo 

cuestionados en sede contencioso administrativa, conforman el título ejecutivo complejo sobre 

el cual se basa el mandamiento de pago no versan sobre el procedimiento coactivo, por lo que 

no le es aplicable el artículo 101 del CPACA al que tácitamente hacen referencia en el numeral 

5, página 7, de la Resolución No. 075 de 2024. Es así como queda demostrado que la 

administración confunde el propósito de los medios de control; el ya presentado rebate la 

validez del acto administrativo que decidió el proceso sancionatorio contractual, no el que 

cuestiona la decisión sobre las excepciones planteadas contra el mandamiento de pago, pues 

para llegar a ese medio de control primero debe decidirse este recurso.  

 

5.3. Ahora bien, para que se pueda predicar la ejecutoria de un título ejecutivo el estatuto tributario 

en su artículo 829 estableció lo siguiente: 

 

“Art. 829. Ejecutoria de los actos. Se entienden ejecutoriados los actos administrativos que 

sirven de fundamento al cobro coactivo:  

1. Cuando contra ellos no proceda recurso alguno.  

2. Cuando vencido el término para interponer los recursos, no se hayan interpuesto o no se 

presenten en debida forma.  

3. Cuando se renuncie expresamente a los recursos o se desista de ellos, y  

4. Cuando los recursos interpuestos en la vía gubernativa o las acciones de 

restablecimiento del derecho o de revisión de impuestos se hayan decidido en forma 

definitiva, según el caso.” (negrilla y subrayado fuera del texto) 

 

5.4. En relación con la excepción contenida en el numeral 5 del artículo 831 del Estatuto 

Tributario, el Consejo de Estado, mediante sentencia ha referido lo siguiente: 

 

“(…) El artículo 831 del Estatuto Tributario señala dentro de las excepciones que se pueden 

proponer contra el mandamiento de pago, la de “interposición de demandas de 

restablecimiento del derecho o de proceso de revisión de impuestos ante la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo”. Esta excepción, cuyo efecto no es otro que el de suspender 

el proceso de cobro que se esté adelantando, se acredita con la admisión de la 

demanda, pues en este momento se verifica que la misma ha reunido todos los 

requisitos de ley para que sea conocida por el juez, y, además, se traba la relación 
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jurídico procesal entre las partes. (…)”3 

 

5.5. Conforme a lo expuesto y habiéndose acreditado la admisión de la demanda de controversias 

contractuales ante la jurisdicción contencioso administrativa, es imperativo que se revoque 

inmediatamente la Resolución No. 059 del 24 de junio de 2024, mediante la cual se libró el 

mandamiento de pago dentro del cobro coactivo en cuestión. La exigibilidad del título ejecutivo, 

compuesto por los actos administrativos que actualmente están siendo demandados, está 

reglada de manera especial. Esto se debe a que la ejecutoriedad del título se adquiere 

únicamente cuando la jurisdicción competente resuelva de manera definitiva la acción de 

controversias contractuales promovida en su contra. 

 

5.6. Ante esta situación, estando probada la presente excepción, no existe más alternativa para la 

entidad ejecutante que dar aplicación a lo establecido en el artículo 833 del Estatuto Tributario, 

veamos: 

 

“(…) Art. 833. Excepciones probadas. Si se encuentran probadas las excepciones, el 

funcionario competente así lo declarará y ordenará la terminación del procedimiento 

cuando fuere del caso y el levantamiento de las medidas preventivas cuando se 

hubieren decretado. En igual forma, procederá si en cualquier etapa del procedimiento el 

deudor cancela la totalidad de las obligaciones.  

 

Cuando la excepción probada, lo sea respecto de uno o varios de los títulos comprendidos 

en el mandamiento de pago, el procedimiento continuará en relación con los demás sin 

perjuicio de los ajustes correspondientes. (…)” (Énfasis propio) 

 

5.7. Descendiendo lo expuesto al presente caso, los actos administrativos que constituyen el título 

ejecutivo se encuentran demandados mediante acción de controversias contractuales, 

demanda que se impetró contra el Departamento del Putumayo el 22 de abril de 2024, siendo 

el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL PUTUMAYO quien avocó conocimiento bajo el número 

de radicado 52001233300020240011900; proceso que se encuentra cursando su respectivo 

trámite ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.  

 

4 

 
3 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION CUARTA. C.P: HUGO FERNANDO BASTIDAS 
BARCENAS. RAD: 47001-23-31-000-2008-00196-01(18216), SENTENCIA DEL ONCE (11) DE JULIO DE DOS MIL TRECE (2013) 
4 Consulta procesos Rama Judicial 



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 

Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 

Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 

JPCG Página 18 | 14 

 

 

5 

5.8. Los actos administrativos contractuales controvertidos en el presente medio de control 

corresponden a aquellos que conforman el título ejecutivo complejo que ahora se pretende 

ejecutar. Estos actos, esenciales para la configuración del título ejecutivo, están siendo objeto 

de control de legalidad por el juez administrativo. Además de lo mencionado anteriormente, en 

la demanda interpuesta por mi representada contra el Departamento del Putumayo el 22 de 

abril de 2024, se solicitaron también medidas cautelares. En particular, se requirió la medida 

cautelar de suspensión provisional de los actos administrativos que conforman el título 

ejecutivo complejo. Esta solicitud se fundamenta en la necesidad de prevenir daños 

irreparables y asegurar el cumplimiento efectivo de una eventual sentencia favorable, 

garantizando así los derechos e intereses de mi representada durante el proceso. 

 

 

5.9. En conclusión, la Resolución No. 075, por la cual se resolvieron las excepciones dentro del 

proceso de Cobro Coactivo No. 2024-007, deberá modificarse, y consecuentemente, deberá 

declararse como probada la presente excepción, ya que cuenta con mérito suficiente para su 

prosperidad. Todo lo anterior implica que la ejecutoriedad de los actos administrativos que 

conforman el título ejecutivo complejo se encuentra en entredicho hasta que la jurisdicción 

competente emita una decisión definitiva. Este estado de incertidumbre jurídica afecta la 

capacidad del Departamento del Putumayo para hacer exigible la ejecución del título ejecutivo, 

razón suficiente para que se mantenga en suspenso su ejecución hasta que se resuelva de 

manera concluyente el fondo del asunto por parte del Tribunal Administrativo del Putumayo. 

 

6. LA RESOLUCIÓN No. 075 DEL PROCESO DE COBRO COACTIVO No. 2024-007, EXPEDIDA 

MEDIANDO FALSA MOTIVACIÓN, AL IGUAL QUE CONJURA UNA DESVIACIÒN DE PODER 

 
5 ibidem 
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Y TRANSGREDE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES AL DEBIDO PROCESO Y DE 

DEFENSA, Y VULNERA LO SEÑALADO EN CADA UNA DE LAS EXCEPCIONES 

PROPUESTAS. 

 
6.1. La Resolución No. 075 del 24 de junio de 2024 se expidió mediando falta de motivación. La 

Tesorería General del Departamento del Putumayo incurrió en falsa motivación al haber 

expedido el mandamiento de pago en contravención a los derechos fundamentales al debido 

proceso, así como a las transgresiones señaladas en cada una de las excepciones propuestas 

por mi representada.  

 

6.2. La administración, al proceder como lo ha hecho, ha producido un daño antijurídico a mi 

representada, actuando en clara violación del principio de legalidad y desconociendo 

disposiciones contenidas en la Constitución Política, la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, 

la Ley 1474 de 2011, la Ley 1437 de 2011 (CPACA), la Ley 2080 de 2022, el Código Civil, el 

Código de Comercio, el Código General del Proceso, el Estatuto Tributario, la Ordenanza 766 

de 2008 o Estatuto Tributario de Rentas del Departamento del Putumayo, la Ley 53 de 1957, 

la Ley 14 de 2013, el contrato estatal de obra que culminó con la sanción que se está cobrando 

y el contrato estatal de seguro de cumplimiento documentado en la Póliza No. NB100100416. 

 
6.3. Además, la decisión ha sido adoptada sin considerar la línea jurisprudencial del Consejo de 

Estado, en particular la Sentencia de 2013 (Expediente No. 19.933, Radicación No. 

25000232600019971393001, Consejero Ponente: Mauricio Fajardo Gómez), la Sentencia del 

24 de abril de 2024 (Radicado No. 25000-23-26-000-2006-00637-01, Consejero Ponente: Dr. 

William Barrera Muñoz), y la Sentencia del 27 de noviembre de 2013 (Radicado No. 

660012331000200200391, Consejero Ponente: Dr. Mauricio Fajardo). Estas decisiones 

abordan de manera clara cómo deben calcularse los intereses, conforme a lo dispuesto por el 

legislador en el artículo 4º, numeral 8º, de la Ley 80 de 1993. La omisión de esta jurisprudencia 

resulta en un cálculo incorrecto de los intereses, lo cual constituye una violación de la normativa 

aplicable en materia de contratación estatal. 

 
6.4. Por lo tanto, la resolución cuestionada se encuentra viciada de falsa motivación, lo cual 

constituye una violación flagrante de los derechos fundamentales de mi representada y de las 

normas sustanciales y procesales que regulan el caso. 

 

7. CONTRARIO A LO DECIDIO POR EL DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO LAS MEDIDAS 

CAUTELARES DECRETADAS POR LA GOBERNACIÓN DEL PUTUMAYO EN LA ORDEN DE 

PAGO SUPERA EL TOPE DE EMBARGALIDAD PERMITIDOS POR LOS ESTATUTOS 

TRIBUTARIOS Y LA NORMATIVIDAD VIGENTE. 

 

7.1. El Departamento del Putumayo yerra gravemente en la expedición de la Resolución No. 059 

de 2024, dentro del proceso No. 2024-007, al emitir un mandamiento de pago basado en un 
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supuesto cálculo de intereses generados por un anticipo no amortizado y al ordenar una 

medida preventiva que excede los límites legales establecidos. Aunque la resolución intenta 

ampararse en el artículo 837-1 del Estatuto Tributario para justificar la inembargabilidad 

ilimitada en contra de personas jurídicas, dicha disposición no es aplicable en este caso, ya 

que el artículo 838 del mismo cuerpo normativo claramente establece que el valor de los bienes 

embargados no debe exceder el doble de la deuda más sus intereses. Al exceder este límite, 

la medida preventiva dictada no solo resulta desproporcionada, sino que vulnera principios 

básicos del debido proceso y de las normas de orden público, afectando los derechos de la 

COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. Por lo tanto, es evidente que el Departamento ha 

incurrido en un error de interpretación y aplicación de las normas, lo que invalida la legalidad 

de la medida adoptada. 

 

7.2. El Departamento del Putumayo excedió su competencia al proferir la Resolución No. 059, 

mediante la cual se libró mandamiento de pago y se ordenó una medida preventiva, ya que 

decretó como medida cautelar el embargo de los bienes pertenecientes a la COMPAÑÍA 

MUNDIAL DE SEGUROS S.A., tales como inmuebles, muebles, dinero depositado en cuentas 

de ahorro o corriente, y depósitos de dinero en las cuentas de ahorro y/o corriente de la entidad, 

hasta alcanzar la suma de DIECISEIS MIL QUINIENTOS NUEVE MILLONES TRECIENTOS 

CUATRO MIL SEISCIENTOS VEINTIDOS PESOS CON OCHO CENTAVOS M/CTE 

($16.509'304.622,8). No obstante, lo anterior desconoce lo establecido en el artículo 604 del 

Estatuto de Rentas del Departamento del Putumayo, en lo atinente a que el valor de los bienes 

embargados no podrá exceder el doble de la deuda más intereses, así: 

 
“ARTÍCULO 604. LÍMITE DE LOS EMBARGOS. El valor de los bienes embargados no podrá exceder 

del doble de la deuda más sus intereses. Si efectuado el avalúo de los bienes estos excedieren la suma 

indicada, deberá reducirse el embargo si ello fuere posible, hasta dicho valor, oficiosamente o a solicitud 

del interesado.” (negrilla adrede) 

 

7.3. En ese sentido el límite de los embargos para el caso de marras resulta abiertamente 

inconsulto e infundado por cuanto no puede perderse de vista que la liquidación del crédito 

que en derecho corresponde no es otra más que una en la que se aplique el interés moratorio 

de conformidad con lo estatuido en el artículo 4º del ordinal 8º de la Ley 80 de 1993, esto es, 

el doble del interés legal civil, es decir el 12% anual, convertido a la tasa mensual (del 1%), por 

cada mes desde el 16 de junio de 2023, fecha en la cual se cumplió el término de un mes, que 

conforme al artículo 1080 del C.Co. tenía la aseguradora para pagar el valor de la sanción 

impuesta. El resultado total de la liquidación de la obligación corresponde a la determinada y 

remitida a la Gobernación del Putumayo, por medio de la cual se da a aplicación al mencionado 

artículo ajustando el valor de la obligación a lo que por derecho corresponde, es decir que 

deben liquidarse los intereses moratorios a la tasa del doble del interés civil, es decir a la tasa 

del 12%, y el resultado de su cálculo arroja el siguiente resultado: intereses $756.344.668., 

que sumados al capital indexado ($5.624.555.269,95), da el valor total de la deuda, 
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correctamente tasada, de $6.380.899.837,95, M.Cte. 

 

7.4. De acuerdo con la liquidación previamente realizada, se constata que el monto total de la 

obligación, correspondiente a SEIS MIL TRESCIENTOS OCHENTA MILLONES 

OCHOCIENTOS NOVENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS TREINTA Y OCHO PESOS 

M/CTE ($6,380,899,838.00), es inferior al valor liquidado por el Departamento del Putumayo. 

Esto pone de manifiesto que la medida preventiva adoptada excede el doble del monto de la 

deuda más sus intereses, vulnerando así lo dispuesto en la normativa aplicable. Cabe destacar 

que los intereses imputables a la compañía de seguros comenzaron a generarse a partir del 

mes siguiente a la ejecutoria del Acto Administrativo que confirmó el título ejecutivo complejo, 

es decir, a partir del 16 de mayo de 2023. Además, es pertinente resaltar que la liquidación de 

los intereses debió realizarse conforme a lo establecido en el artículo 4, ordinal 8, de la Ley 80 

de 1993, estatuto de contratación estatal, regla que no fue debidamente observada por el 

Departamento. 

 

7.5. Es importante advertir que la medida cautelar adoptada por el Departamento del Putumayo 

resulta exorbitante en relación con la realidad de la obligación que se reclama contra mi 

representada. Como se ha expuesto a lo largo de este escrito, la liquidación del crédito fue 

emitida con serias inconsistencias e irregularidades en su tasación. Además, el límite de 

embargabilidad supera el valor asegurado en el amparo de buen manejo del anticipo, afectado 

a través de la Resolución No. 021 del 21 de abril de 2023. Por lo tanto, dicha medida debe ser 

levantada, ya que los actos administrativos que conforman el título ejecutivo complejo han sido 

demandados ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. En este sentido, el 

Departamento del Putumayo debe acatar lo dispuesto en el artículo 602 del Estatuto de Rentas 

del Departamento, que señala: 

 
“ARTÍCULO 602. MEDIDAS PREVENTIVAS. Previa o simultáneamente con el mandamiento de pago, 

el funcionario podrá decretar el embargo y secuestro preventivo de los bienes del deudor que se hayan 

establecido como de su propiedad. (...) Cuando se hubieren decretado medidas cautelares y el deudor 

demuestre que se ha admitido demanda contra el título ejecutivo y que esta se encuentra pendiente de 

fallo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, se ordenará levantarlas.” 

 

7.6. Asimismo, el artículo 599 del Código General del Proceso indica que el juez puede limitar los 

embargos a lo estrictamente necesario, y que el valor de los bienes embargados no puede 

exceder del doble del crédito, sus intereses y las costas, salvo en situaciones excepcionales. 

En virtud de lo anterior, es evidente que la medida cautelar decretada en la orden de pago No. 

059 de 2024 excede los límites de embargabilidad establecidos tanto en el Estatuto Tributario 

Nacional como en la Ordenanza No. 766 del Departamento del Putumayo. 

 

7.7. Además, la liquidación del crédito realizada por el Departamento presenta inconsistencias que 

provocan una desproporción en el monto embargado frente a la obligación real, lo que afecta 

gravemente el patrimonio de mi representada y vulnera sus derechos fundamentales. Esta 
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situación justifica la vigilancia de la actuación administrativa emprendida por la Gobernación 

del Putumayo. 

 

7.8. Finalmente, resulta necesario que el superior jerárquico de la Gobernación del Putumayo 

evalúe la conducta de los funcionarios involucrados en el procedimiento de cobro coactivo, ya 

que en la orden de pago No. 059 del 24 de junio de 2024 se decretó el embargo de bienes 

cuyo titular corresponde a mi representada, incluyendo inmuebles, muebles, dineros en 

cuentas bancarias y depósitos de dinero, hasta la concurrencia de DIECISEIS MIL 

QUINIENTOS NUEVE MILLONES TRECIENTOS CUATRO MIL SEISCIENTOS VEINTIDÓS 

PESOS CON OCHO CENTAVOS M/CTE ($16.509'304.622,8). Esta medida desproporcionada 

vulnera los derechos fundamentales de mi representada y afecta gravemente su patrimonio. 

Por lo tanto, contrario a lo esgrimido por el Departamento del Putumayo, la presente excepción 

debe declarase como probada lo que a la postre se traduce en el levantamiento de la medida 

preventiva de embargo por las razones expuestas.  

 
CONCEPTO DE VIOLACIÓN:  

 

 El departamento del putumayo violó el CPACA, C. de Co., Código Civil, el Estatuto Tributario 

Departamental (Código de Rentas), la Ley 1474 de 2011, la Ley 1066, y el Decreto Reglamentario 

4473 de 2006 incurren en un grave error de hecho, al no haber apreciado la prueba del título ejecutivo 

como corresponde o en la valoración del título ejecutivo complejo como prueba documental. 

 

V. PETICIONES 

 

Por todo lo anterior, solicito respetuosamente al Jefe de la División de Cobranzas del Departamento 

del Putumayo lo siguiente: 

 

1. Se REVOQUE en su integridad la Resolución No. 075 del 24 de junio de 2024, por cuanto la 

misma fue expedida mediando falsa motivación y con infracción de las normas en que debería 

fundarse, tal como se ha argumentado en el presente recurso.  

 

En subsidio de lo anterior, solicito: 

 

2. Revocar el artículo PRIMERO y SEGUNDO de la Resolución No. 075 del 24 de junio de 2024, 

y en su defecto decretar la TERMINACIÓN del proceso por el pago total de la obligación, 

conforme a la constancia de cancelación que acredita el pago del capital actualizado por un 

valor de $5.624.555.269,95, más los intereses moratorios debidamente tasados al 12% anual, 

resultando en un valor total pagado de $6.380.899. 837.M.Cte. 

 

3. Como consecuencia de lo anterior, solicito al DEPARTAMENTO DEL PUTUMAYO, se 

ORDENE la terminación del proceso coactivo administrativo de la referencia procediendo con 
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el LEVANTAMIENTO de las medidas preventivas decretadas en contra de mi representada 

COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., en concordancia con lo establecido en el artículo 

833 del Estatuto Tributario Nacional, y de conformidad con el artículo 596 del Estatuto 

Tributario del Departamento del Putumayo, declarando probadas las excepciones propuestas 

y debidamente sustentadas en el presente escrito. 

 

 

IV. NOTIFICACIONES 

 

El suscrito recibe notificaciones en la Calle 69 No. 4-48, Of. 502 de la ciudad de Bogotá o en la 

dirección electrónica: notificaciones@gha.com.co 

 

Atentamente, 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 

C.C. No 19.395.114 expedida de Bogotá. 

T.P. No. 39.116 del C.S. de la J. 

mailto:notificaciones@gha.com.co
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